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REVISTA ESPAÑOLA 
DE DERECHO CANONICO 


Volumen ll SEPTIEMBRE-DICIEMBRE Número 6 


En dos escollos pudo tropezar nuestra Revista. El primero, de- 
nunciado por todos desde el primer momento, era el languidecimien- 
| to, la falta de vida al tener que hincar raíces en un suelo hasta enton- 

ces casi sin roturar. Dispersos los canonistas, faltos muchos de ellos 
del hábito de escribir, sobrecargados de labor los más, parecía engaño- 
' sa ilusión soñar en una revista de alta investigación canónica. Voces 
amigas nos lo advertían, con lealtad que les agradecíamos y aún agra- 
f decemos. Pero a vista está que el obstáculo ha sido sorteado tan ple- 
T namente que, al completar el segundo volumen con este número, nos 
| cabe la satisfacción de poder decir que m uno de ellos ha tenido que 
| retrasarse un solo día por falta de original, de cuya calidad son jueces 
| nuestros lectores, sino que ha sido éste quien ha estado esperando a 
| que se hiciese lugar a pesar de haber superado mucho el número de 
3 páginas que se proyectaba. 
Más peligroso, por menos llamativo, era el segundo escollo, a 
saber, que la Revista quedase en manos de unos pocos. A parente- 
mente todo iría igual, y aun mejor. Los mimeros saldrían uno tras 
otro, se apreciaría amiformidad de criterio en muchas cosas, y aun 
podría alcanzarse una cantidad de páginas similar. Los directivos y 
colaboradores del Instituto se repartirían ast al mismo tiempo la la- 
bor y el gozo de ver publicados sus trabajos. Pero la eficacia que en 
- el mejor servicio de la Iglesia, nuestra madre, por el que trabajamos, 
tendría la Revista, sería inmensamente menor. Servir de altavoz a 
todos cuantos con solvencia científica quieran razonar una solución; 
publicar lo valioso que esté inédito, sea quien sea su autor; estimular 
a los que las dificultades de publicación habían retraído hasta ahora 


EE 


de investigar y escribir; y, finalmente, poner en contacto a todos los 
canonistas a través de unas páginas que, como escritas por todos, 
para todos se escriben, es lograr, en un plazo más o menos largo, un 
mayor perfeccionamiento en el conocimiento y práctica del Derecho 
de la Iglesia, es servirla como quiere ser servida. 

Por gracia de Dios lo que siempre deseábamos y desde el princi- 
pio intentamos ha sido ya, en el segundo año de la REVISTA, una 
realidad harto elocuente. SY cn el primero logramos ver representa- 
dos en nuestras páginas seminarios y colegios religiosos, universida- 
des pontificias y estatales, cabildos y curias, sacerdotes seculares, ve- 
ligiosos de Ordenes y Congregaciones diversas, y seglares, en este 
segundo hemos llegado aún más allá trayendo a ellas trabajos prove- 
mentes de allende nuestras fronteras, firmados por españoles allí re- 
sidentes o incluso por extranjeros. 

Justo parecía dedicar este editorial a recordar estas nuestras in- 
tenciones, proclamadas más con hechos que con palabras durante los 
dos años transcurridos. Y justo parece terminar dando público testi- 
momo de muestro agradecimiento a cuantos nos han ayudado en nues- 
tra empresa. Y muy en especial a aquellos con quienes, aunque no nos 
una el vínculo de una nacionalidad común, nos vincula estrechamen- 
te un mismo y hondo amor a nuestra santa madre la Iglesia católica. 
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Para que los hechos que son fundamento de cualquier pretensión juri- 
dico-canónica sean apreciados y tenidos en cuenta por el órgano jurisdic- 
cional encargado de aplicar y declarar el derecho, es preciso que se haga 
llegar a éste al convencimiento de la certeza de los mismos mediante las 
llamadas pruebas. Estas, en los procesos no relativos al bien público de la 
Tglesia o a la salud de las almas (c. 1.618), incumben a las partes (ver ca- 
non 1.741), las cuales han de aportar el material de las mismas, sin que 
pueda el juez completarlas ni considerar las que, pudiendo haber sido pre- 
sentadas, no se aportaron (1). En los procesos que se refieren al bien de la 
Iglesia o a la salud de las almas, las pruebas que sirven para averiguar la 
verdad de los hechos llegan a practicarse de oficio (2). 


La regla generál es que la carga de la prueba corresponde a aquel que 
hace una afirmación (c. 1.748, € 1) (3). Pero esta regla general, que atri- 
buye la obligación de probar al que sienta una afirmación, y que hace ne- 
cesario el pasar por el tamiz de la prueba los hechos alegados en juicio, 
tiene alguna excepción, en la que esos hechos han de ser apreciados por el 
juez como ciertos, sin necesidad de que sean probados en el proceso. Tal 
excepción está recogida expresamente en el canon 1.747, el cual señala tres 
categorías de hechos que no es preciso probar. Cada una de ellas obedece 
a un distinto: fundamento, pero la ley les da en este sentido las mismas 


consecuencias. 


nh. R. Dec. de 14 junio 1909. Dec. VII. n.-13 (LEGA, Decisiones, 167). 


ASS Di 
O S R R Dec de 11 mayo 1909. Dec. V, n. 2 (LEGA, Decisiones, 38). 
(3) “Ei incumbit probatio, qui dicit, non qui negat" (1-9, D. 22, 3) 4 
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Unos de estos hechos que no necesitan prueba presentan una serie de 
interesantes problemas, que han sido objeto del estudio de la dogmática 
juridica en estos ültimos tiempos. Me refiero a los llamados hechos noto- 
rios. El tratamiento de los mismos es una cuestión planteada en todas las 
legislaciones seculares actuales, se ha discutido recientemente su natura- 
leza y encuadramiento en el sistema procesal y se ha trabajado para dar 
tabida al principio que hemos visto afirmado por el Código de Derecho 
canónico en los diversos Ordenamientos procesales. 

En la evolución de este problema en el Derecho en general tienen una 
importancia decisiva los principios sentados por la legislación canónica 
histórica y, por otra parte, dentro de la formulación concreta del principio 
en aquellos derechos vigentes que lo han recogido de modo expreso, el ca- 
non 1.747 contiene una postura del más alto interés, marcando una posi- 
ción que no ha podido menos de ser tratada con atención aun por los juris- 
tas seculares al plantear el problema de los hechos notorios en sus sistemas 
jurídicos respectivos. Sobre todo, la ciencia jurídica italiana presenta una 
serie de interesantes aportaciones a la construcción de la teoría, que son 
un caudal indispensable para cualquier intento de solución del problema (4). 
En cambio, dentro del campo de nuestra canonística actual, falta un estu- 
dio de cierto fondo acerca de los efectos que producen estos hechos noto- 
rios según el Ordenamiento canónico vigente (5). 


II 


El tratamiento científico del problema del hecho notorio aparece en la 
eencia juridica medieval (6). En el Derecho romano no se encontraba ni la 


(4) Los trabajos fundamentales acerca del problema de los hechos notorios son el an- 
tiguo de LANGENBEK Das Wesen der Notorietát, en la “Zeitschrift für Deutschen Zivilprozess”, IV 
(año 1882), págs. 470 y ss.; el de PIERO CarAMANDRE! Per la definizione del fatto notorio, pu- 
licado en la “Rivista di Diritto Processuale Civile", vol. I. (Padova, 1995), págs. 273-304, 
y reimpreso en sus “Studi sul processo civile”, II, págs. 289-320 (las citas se harán de la pu- 
blicación de la revista), y el de ENRICCO ALLORIO Osservazioni sul fatto notorio, también en la 
"Rivista di Diritto Processuale Civile", vol. XI, parte II (Padova, 1934), págs. 3-17. En este 
mismo volumen (págs. 65-74) hay publicadas unas notas de GIUSEPPE MAZZARELLA, con el título 
Appunti sul fatto notorio. 

(8) MoscnuETTI, en su Bibliographia Iuris Canonici, indica sólo el trabajo citado de CALA- 
MANDREI. Una indicación somera, en una obra general, puede verse en EICHMANN, El Derecho 
procesal según el Código de Derecho canónico, trad. esp. de Otro y SANZ LAVILLA (Barcelona, 
1931), págs. 179-180. En la obra de QUINTANA REYNÉS La prueba en el proceso canónico (Bar- 
celona, 1943) tampoco hay más que una referencia del canon 1.747, diferenciándose el hecho 
notorio de los procesos de fama pública. 

(6) De intento he eliminado del presente trabajo el estudio de los problemas de tipo his- 
tórico que relativos a esta institución pueden plantearse. Me limito a la indicación somera de 
las nociones necesarias para comprender el Derecho vigente (segün la indicación del canon 6 
«el Codex). Para más información acerca de la evolución histórica de esta cuestión puede acu- 


— 750 — 


-— adus a Md 


EL PROBLEMA DE LOS HECHOS NOTORIOS EN EL CODIGO DE DERECHO CANONICO 


denominación ni propiamente el concepto, aun cuando la Glosa se ocupó 
de algún principio que no reclamaba prueba para aquello que omnes 
sciunt (7). En el Derecho germánico de prueba, fundado principalmente 
sobre el juramento del demandante, había ciertos actos conocidos por el juez 
en los que no tenía lugar ese juramento, que operaban como notorios. Se 
ha pretendido ver en los principios germánicos relativos a la notoriedad 
un antecedente de la doctrina canónica (8), pero ello carece de fundamento. 


En el campo canónico el concepto de la notoriedad entró, ante todo, por 
el camino de la rama penal (ya veremos los vestigios de ello en el Codex 
vigente), formulándose los conceptos de los delicta notoria y trenzándose 
alrededor de ellos toda una frondosa doctrina, que había de producir fru- 
tos bien pronto en las Decretales y en las obras de los canonistas. Con todo 
ello se fué ensanchando el concepto, siendo necesario precisarlo (9). La 
notoriedad se fundó en la noción general de aquello quod tergiversatione 
aliqua celari non possit. Este principio no ha sido siempre bien compren- 
dido por los procesalistas modernos, alguno de los cuales le ha atribuido 
una función que excede de lo que fué en realidad. Asi ALLORIO, con datos 
de WETZELL, ha unido demasiado estrechamente la noción de la notoriedad 
con la de mala fe, afirmando que para el Derecho canónico notoriedad era 
la propiedad de ciertos hechos de no poder ser negados sin una acentuada 
mala fe (10), creyendo que en el proceso común, por influencia canónica, 
para que el hecho pudiera llamarse notorio, era preciso que la parte, al ne- 
garlo, cayese en una mala fe patente y especial, e insistiendo en que un 
hecho no podía ser notorio por sí, sino sólo en función de esa mala fe de 
la parte. En realidad, las fuentes canónicas siguieron el camino inverso 
y llegaron en esos casos al reconocimiento de la mala fe precisamente por 
la circunstancia de esa negativa de un hecho patente. Este fué el concepto 
informante de la teoría canónica de la notoriedad, el de la “patenticidad” 
de un hecho, el aparecer con toda claridad, sin posibilidad de ser ocultado. 


dirse a las obras de WETZELL System des ordentliche Civilprocess (3.2 edic., 1878), págs. 180-184, 
v de SALvrOLI Storia della procedura civile e criminale, parte II (Milano, 1927), págs. 456-460. 
Ambas tienen referencias concretas a las fuentes canónicas. También puede encontrarse una 
indicación de las fuentes canónicas históricas a este respecto en el trabajo de CALAMANDREI 
La teoria dell error “in indicando" nel diritto italiano intermedio (Firenze, 1914), n. 36 y no- 
tas 118-138, especialmente nota 123. 1 

(7) Glosa al. 6, § 3, Dig. XLVII, 16. Ver I. 9, § 2, Dig. XXIL Gr 2187 5 2, y 223; Dig: 1,16; 
1 6, Cod. VII, 52. Cfr. SALVIOLI, pág. 456, nota 3. 

TZELL, pág. 183. 
p Ug dep aee notoria quae non sunt", Alej: TII (c. 14, II, 28, Decretales). 


(10) ALLORIO, pág. 9, in fine, y págs. 6-7. 
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Se llegó en ocasiones a determinar el número de testigos necesarios 
para producir la evidencia (11). Incluso pudiera pensarse que ésta fué la 
razón de alguna imprecisión de terminología, hablándose de delitos públi- 
cos, manifiestos, notorios, idoneis testibus comprobata, hasta que se fué 
fijando la teoría. : 

Característico del Derecho canónico medieval fué también el incluir en 
la doctrina de los delitos notorios a los crimina ordine tudiciario compro- 
bata (12). Finalmente, cuando Inocencio III perfiló el conjunto de la teo- 
ría de la notoriedad, distinguió tres clases de la misma: por sentencia, 
por confesión y por evidentiam rei quae tergiversatione aliqua. celari non 
possit (13). 

Los canonistas trabajaron sobre estos conceptos, llegando a la distin- 
ción de las dos categorías fundamentales de notorium facti y notorium 
turis, según que se tratase del hecho conocido de la generalidad o del ad- 
mitido por sentencia o confesión. a 

Asi se fué afirmando la fórmula notoria non egent probatione, núcleo 
de la cuestión de los efectos procesales de la notoriedad. 

La no necesidad de prueba para los hechos notorios, que llega así hasta 
el Derecho actual, viene a tener validez en todos los países, pero no siem- 
pre se ve afirmada expresamente en sus leyes. Algunos códigos procesales 
lo hacen constar; así, el $ 291 de la Deutsches Zivilprozessordnung, el $ 296 
de la Zivilprocessordnung austriaca, el $ 267 del Código de procedimiento 
civil húngaro, el 218 del Código de procedimiento civil japonés, el artícu- 
lo 329 del Reglamento del procedimiento civil de la República de China 
de 22 de julio de 1921 y, sobre todo, el párrafo 2 del artículo 115 del Códi- 
ce di procedura civile italiano, que se publicó el 28 de octubre de 1940, y 
que comenzó a regir el 21 de abril de 1942 (14). yi 

Otros Derechos no dedican un precepto concreto a afirmar ese princi- 
pio, y así en la Ley de Enjuiciamiento civil española falta una formulación 
de ese tipo, aunque la doctrina se inclina a reconocer que los hechos noto- 
rios no tienen que ser probados. MENÉNDEZ PIDAL confirma que en la 
práctica se viene haciendo asi (15), aunque Prieto CASTRO dice que no 
ha sido reconocido por la Jurisprudencia, si bien lo, absolutamente notorio 
no se aporta a la prueba en la práctica. (16). 


(11) Así se hablaba de dieciséis por lo menos (glosa al cap. 15, eausa I, quaest. 1). 
(12) GC. 17, I, 18, Decretales. 


(13) Ver glosa al eap. 15, causa II, quaest. I y glosa al e. 7, II, 7, Decretales. Cfr. SALVIOLf, 
página 457. 
(14) Véase CALAMANDREI, pág. 274, nota 1, y MAZZARELLA, pág. 66. 
(15) MENÉNDEZ PIDAL (F.), Elementos de Derecho procesal civil (Madrid, 1937), pág. 345. 


(16) PRIETO Castro (L.), Exposición del Derecho procesal civil de España, I (Zaragoza, 1941), 
página 243. 
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El Código de Derecho canónico, consecuente con la evolución históri- 
ca de este Derecho, formula el principio de modo preciso, al decir en el 
canon 1.747: 


"Non indigent probatione: 1.2 Facta notoria. ad normam. can. 2.197, 


2 


TORE 


Está, pues, afirmada en este canon la excepción del principio general 
según el cual es necesaria la prueba, pero queda pendiente la definición de 
esos hechos notorios, a los que han de atribuirse tales efectos procesales. 
Para dar un concepto de los mismos se remite el canon a un precepto de 
Derecho penal, al canon 2.197, que dice cuáles son los delitos que ha de 
entenderse que son notorios. Es decir, que al concepto concreto de delite 
notorio se le da validez general para caracterizar a todos los hechos no- 
torios. El canon 2,197 dice: 

"Delietum est... 2.2 Notorium notorietate turis, post sententiam 
iudicis competentis quae in rem iudicatam transierit aut post confes- 
sionem. delinquentis in iudicio faetaim ad normam can. 1.250:3.^ Noto- 
rium notorietate facti, si publice notum sit et in talibus adiunctis 
commissum ul nulla tergiversatione celari nulloque iuris suffragio 
CHEUSAIT possit..." 


Hay, pues, segün el Código, dos especies distintas de hechos notorios: 
unos con notoriedad de hecho, que son conocidos püblicamente y se han 
realizado en tales circunstancias que no pueden ser ocultados, y otros con 
iotoriedad de derecho, cuya existencia ha sido reconocida por una senten- 
cia competente que ya sea firme, o por confesión en juicio. 

Para hacer un estudio de la disciplina sentada por el Código, llegar a 
los principios que la informan y encuadrar el concepto de notoriedad a 
que se acoge y la doctrina que fundamenta la no necesidad de prueba en ta- 
les casos, es preciso analizar primero los diversos conceptos de hecho no- 
torio que se barajan por la doctrina juridica actual y las distintas teorías 
que intentan explicar su fundamento, puesto que aun existe cierta confu- 
sión en esta materia y no está del todo carente de sentido actual la antigua 
frase de la Glosa: quotidie de notorio loquimur et quid sit notorium igno- 


ramus (17). 


YY 


Una primera dirección doctrinal intenta caracterizar los hechos noto- 
rios con la afirmación de que no pueden ser negados en juicio sino por el 


(17) Glosa al cap. 15, causa II, quaest. I. Cfr. CALAMANDRET, pág. 974. 
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litigante de mala fe (18). No se hace con esto sino afirmar el efecto pro- 
cesal de tales hechos, sin llegar a explicar la esencia de los mismos. El 
concepto del hecho notorio no hay que buscarlo en el proceso, en el cual 
sólo se encontrarán sus efectos especiales, sino en la realidad exterior a 
él, para explicar precisamente la razón de esos efectos. CALAMANDREI cri- 
tica las definiciones de este tipo, diciendo que en ellas hay una verdadera 
tautologia (19). Sin embargo, ALLORIO, con más agudo sentido, hace no- 
tar que el afirmar que los hechos notorios son los que no necesitan prueba 
no es definición tautológica, sino formal; es decir, que se da en ella sola- 
mente el efecto de la notoriedad, definiéndose el fenómeno en función de 
una consecuencia suya y quedando sin aclarar su naturaleza íntima obje- 
tiva (20). La tautología comenzará cuando se quiera llevar el efecto para 
caracterizar el concepto mismo. Pero, cualquiera que sea la crítica que 
pudiera aceptarse de las apuntadas, la realidad es que esta primera dirección 
no basta para caracterizar los hechos notorios y explicar su esencia. 

LErssoNA, precisamente al querer negar tales efectos en el Derecho 
italiano de su época a los hechos notorios, llegó a un concepto de notorie- 
dad, que resulta un poco simple y superficial, al reconocer que, aunque en 
aquel Derecho nada autorizaba a admitir los hechos notorios, sin embar- 
go había algunos hechos tan conocidos que sería absurdo obligar a que 
fuesen probados. En estos hechos afirmó que se trataba de "evidencia" 
y no de “notoriedad”, admitiendo que la exención de prueba se produciría 
cuando los hechos objeto de la misma fuesen “evidentes y públicos” (21). 
Esto tampoco resuelve el problema, que sólo resulta desplazado, puesto 
que con esta explicación lo que será necesario definir será esa “evidencia”, 
con lo cual la dificultad sigue en pie (22). 

El autor del trabajo fundamental sobre el concepto del hecho notorio, 
PIERO CALAMANDREI, llega a formularlo asi: “Se consideran notorios 
aquellos hechos cuyo conocimiento forma parte de la cultura normal pro- 
pia de un determinado círculo social en aquel tiempo en que se produce la 
decisión” (23). La más destacada nota de tal definición consiste en poner 
la notoriedad, no en el efectivo conocimiento del hecho por parte de todos 
e la mayoría de los miembros del grupo social, sino en la posibilidad de 
tal conocimiento, en la normalidad de ese conocimiento en el tipo medio 


(18) Véase LANGENBECK, loc. cit. 

(19) CALAMANDREI, págs. 280-281. 

(20) ALLorio, pág. 4. 

(21) LESSONA, Prove, I (2.* ed.), n. 175, pág. 299, nota 3. 
(22) Ver CALAMANDREI, pág. 989. 

(EIA Dip. 298. 
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del hombre que se supone dotado de cierta cultura. Esa posibilidad de 
conocimiento no deriva de una relación individual directa, sino únicamen- 
te de la pertenencia a un círculo social, en el cual esos hechos son notorios; 
por eso se dice que en relación con el conocimiento de los hechos noto- 
rios todos los miembros del grupo son “fungibles” entre sí, puesto que 
tal conocimiento se presume normalmente adquirido por todos ellos inde- 
pendientemente de toda observación directa de los mismos hechos. Ade- 
más, habla este autor de la notoriedad como de un concepto relativo; no 
existen los hechos conocidos por todos los hombres sin limitación de tiem- 
po y espacio, sino que se puede hablar de hechos notorios solamente en 
relación con un determinado círculo social (24). 

El pensamiento de CALAMANDREI acerca del concepto y naturaleza de 
los hechos notorios se complementa con la justificación que hace en su 
trabajo de la no exigencia de prueba para tales hechos. Su construcción 
se apoya en las consideraciones que hizo STEIN diferenciando, dentro de 
las nociones extrajuridicas que el juez aporta al proceso, las que el autor 
alemán llamó “máximas de experiencia” (Erfahrungssátze) de los hechos 
notorios (25). Recoge de STEIN algunas consideraciones acerca de la ‘ne- 
cesidad de que el juez juzgue según las pruebas realizadas (Secundum alle- 
gata et probata partium debet iudex iudicare, non secundum suam cons- 
cientiam), apoyándose en el razonamiento de la incompatibilidad psicoló- 
gica entre la función del juez y la del testigo para justificar esa prohibi- 
ción de que el juez acuda a su ciencia privada (26). Las antiguas críticas 
que se han hecho al testimonio muestran la posibilidad de error y aun de 
falacia en el mismo y la necesidad de que la deposición del testigo sea 
objeto de una serena crítica en el proceso que sirva para depurarla y con- 
trastar su valor. En el caso de que el juez utilice su propia ciencia falta 
esa crítica exterior al que presta el testimonio e independiente del mismo, 
puesto que esos materiales entran en el proceso por la misma persona que 
va a utilizarlos (27). No pasan, pues, por el tamiz que ha de separar en 
ellos lo que hay de fantasía o de matiz personal, que el testigo incluye siem- 
pre en su aportación y que no puede ser separado por él mismo, sino nece- 
sariamente por otra persona. 

Pues bien, después de referirse a tal razonamiento, analiza CALAMAN- 
DREI cómo en el caso de los hechos notorios cabe perfectamente una ex- 


(24) Id., págs. 296-298. p 
(25) STEIN, Das private Wissen des Richters (Leipzig, 1893), págs. 91 y Ss. 


96) STEIN, págs. 2-3; CALAMNDREI, pág. 283. i 
ee quu. a reseñado por Scumipr en Die aussergerichtlichen Wahrnehmungen des 


Prozessrichters, “Sichsen Archiv" (1892), págs. 299-300. 
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cepción al principio secundum probata iudex iudicare debet. Esas nociones 
pueden ser utilizadas por el juez sin necesidad de control ni de crítica, por- 
que el control y la crítica ya se han producido fuera y antes del proce- 
so (28). La crítica que sobre un testigo que afirmase tales hechos hubiese 
debido hacer el juez ha sido realizada fuera del proceso, puesto que esos 
hechos son nociones que pertenecen al fondo de cultura de un grupo social 
y han sido depurados al ir a formar parte del mismo y por el hecho de 
estar incluidos en ese fondo cultural. 


La teoría de CALAMANDREI es de un indudable acierto cuando trata 
de caracterizar y definir el concepto del hecho notorio. Al fundamentar sus 
efectos en el proceso mira a los hechos notorios en función del testimonio 
como hipótesis que requieren un excepcional tratamiento dentro del campo 
del mismo; en su argumentación está, en primer lugar, la figura del tes- 
tigo y aquí aparece el juez como ejerciendo a su vez una función testifical. 
Sin embargo, creo que podria intentarse mostrar los términos de la cues- 
tión en sentido inverso, presentando al Juez en primer lugar y al testigo 
como un remedio para la insuficiencia de la ciencia del mismo, que es como 
puede explicarse mejor el fenómeno. Esto permitiría enfocar un nuevo 
ángulo de visión, a cuya luz creo que puede comprenderse mejor el pro- 
blema, segün luego he de procurar hacer en mi construcción de la teoría. 

En este autor aparece, pues, el hecho notorio como un caso en el cual el 
juez puede, excepcionalmente, utilizar su ciencia privada. MAZZARELLA ve 
cl fundamento del principio general que veda la utilización de la ciencia pri- 
vada del juez, más que en la incompatibilidad entre la función del juez y la 
del testigo, en el intento de hacer que las partes puedan controlar la decisión 
del'juez y de garantizar la imparcialidad de esta decisión, pero sigue con- 
siderando la admisión sin necesidad de prueba del hecho notorio como un 
caso en que se permite el ingreso en el proceso de una noción perteneciente 
a dicha ciencia privada del juez (29). 

Representa, por consiguiente, un paso de gran importancia la funda- 
mentación de ALLORIO, que incluye los hechos notorios en la ciencia oficial 
del juez, e insiste en la semejanza entre la posición en que se encuentra el 
juez respecto de los hechos notorios y aquella en que se halla respecto del 
derecho. La ley presume el conocimiento de los hechos notorios por parte 
del juez. Unos y otro se imponen al juez, no con el aspecto de un efectivo. 
conocimiento, sino como un deber de conocimiento de los mismos. El de- 


(28) CALAMANDREI, pág. 295. 
(29) MAZZARELLA, pág. 71. 
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recho y la cultura (en la cual están incluídos los hechos notorios) son como 
dos instrumentos que se dan al juez para que se valga de ellos en su tra- 
bajo, y el empleo de ambos instrumentos es paralelo. El derecho tiene en 
cuenta la realidad de que el juez es un ciudadano de un cierto nivel cultu- 
ral y considera incluídos en su cultura esos hechos que, por lo tanto, ha de 
aportar por sí, estableciéndose una presunción legal de conocimiento de los 
hechos notorios por parte del mismo (30). Sin embargo, no hay que olvi- 
dar la distinta posición que los hechos y el derecho vienen a ocupar luego 
en el proceso y su encuadramiento separado en el silogismo judicial 


Puede apreciarse cómo la doctrina moderna ha ido centrando la defi- 
nición del hecho notorio en su esencia exterior al proceso y cómo ha ido 
independizándolo de la necesidad del conocimiento efectivo y fijándose 
más en su relación con el círculo social en quese produce. En este sentido 
es muy sintomática la evolución que se advierte en los diversos momentos 
de la teoría de CARNELUTTI. Aparece siempre en este autor como predo- 


‘minante la relación del carácter de notoriedad con la nota de generalidad 


dentro del núcleo social determinado en el tiempo y en el espacio, pero se 
ha ido en él sustituyendo la nota de conocimiento efectivo por la del iute- 
rés que pueda tener dicho conocimiento. Una primera definición formulada 
por él decía: “Se reputan públicamente notorios aquellos hechos cuya exis- 
tencia es conocida por la generalidad de los ciudadanos en el tiempo y en 
el lugar en que se produce la decisión” (31); y más tarde, operado ya 
sobre el concepto dado por la nueva Ley italiana, incluye en tal categoría 
“no tanto las nociones que el hombre medio posee generalmente, sino todas 
las nociones que interesan a la generalidad de los hombres” (32). 


En cuanto a la razón que da este autor para justificar la no necesidad 
de prueba en estos casos, se basa en el mecanismo del principio dispositivo. 
El fundamento de dicho principio lo ve en la intención del legislador de 
utilizar a las partes como el mejor órgano para la aportación de los he- 
chos; por eso, cuando se trata de hechos que la parte no está en disposición 
de conocer mejor que los demás, como estos que pertenecen al patrimonio 
del conocimiento común, no hay razón para que las partes estén obligadas 
a mantenerlos (33). En su obra más moderna (34) se funda en que se trata 


30) ALLorio, págs. 9-10. p 
F Art 297 del Progetto di codice di procedura civile, redactado por FRANCISCO CARNE- 
nca isi * la Ri dei Codici. 
LUTTI por encargo de la Comisione Reale per la Riforma ei Coq $) EN 
eg P3 ped eats Instituciones del nuevo proceso civil italiano, trad. española de GUASI 


(Barcelona, 1942), pág. 200. 49 
(33) Id. Lezioni di diritto processuale civile, II, págs. 420 y ss. 


(34) Id., Instituciones, pág. 199. j 
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de elementos de interés general para excluirlos de la carga de la informa- 
ción (35). 


IV 


Corresponde ahora intentar el tratamiento del problema de los hechos 
notorios con los términos concretos de los preceptos del Codex luris Ca- 
nonici, en el cual habrá de comprobarse si sirven las conclusiones sentadas 
por la ciencia jurídica general o si se precisa hacer una revisión de las mis- 
mas. Porque el Codex, por seguir fielmente la tradición histórica, presen- 
ta una formulación especial del concepto de notoriedad, cuya técnica es 
necesario aclarar para que no pueda llevar a confusiones. Por otra parte, al 
manejar tales datos será el momento más adecuado para exponer ese distin- 
to punto de vista^con el que creo que pueden examinarse las cuestiones 
que surgen de los hechos notorios, mejor que con los enunciados, y que no 
sólo tiene validez para el sistema canónico, en esta cuestión de pura técnica 
jurídica. 

El encuadramiento lógico que en el sistema juridico canónico tiene el 
problema de los hechos notorios está en la teoria de la prueba, demostración 
en el proceso de los hechos a los que el Derecho atribuye las consecuencias 
juridicas que la parte quiere obtener. Dentro de la teoría de la prueba hay 
que decidir quién está obligado a probar (c. 1.748) y qué es lo que debe 
probarse. La regla general que suele formularse es que debe ser objeto de 
prueba todo lo alegado por las partes (36). Pero inmediatamente se señalan 
excepciones a ese principio demasiado absoluto, excepciones que se señalan 
expresamente por la ley (c. 1.747: “Non indigent probatione...”). 

En primer lugar, como en los procesos privados lo que juega es el in- 
terés de las partes, cuando ambas estén de acuerdo acerca de un hecho no es 
ya necesario que se pruebe en el proceso. El juez debe aceptarlo tal como lo 


(35) En lo dicho hasta aquí puede advertirse que, así como en el Derecho común la apor- 
tación doctrinal de más importancia a la teoría de los hechos notorios füé la de los canonistas, 
en el Derecho moderno la teoría se ha ido construyendo casi exclusivamente a base de los tra- 
bajos de los juristas italianos. No es esto desconocer el papel importante que han desempeñado, 
especialmente en las construcciones de éstos, las ideas de STEIN; pero en realidad los trabajos- 
concretos sobre el problema se deben a autores italianos. Por eso será de interés consignar 
cómo se ha formulado el concepto en la jurisprudencia y en la legislación de aquel país. 
En cuanto a la primera, la sentencia de la Corte di Cassazione, de 12 de diciembre de 1932 
(que fué la ocasión de los trabajos de ALLORIO y MAZZARELLA), decía: “Un hecho notorio puede 
constituir prueba en juicio, pero sólo cuando se trate de un hecho de conocimiento común, 
que cualquier juez podría conocer, bien por la divulgación de aquel hecho, o bien por la 
cultura ordinaria del magistrado, que presupone el conocimiento del mismo.” Respecto de la 
Ley, el Codice di Procedura Civile, de 28 de octubre de 1940, definió el concepto de lo notorie 
en el párrafo segundo del art. 115 como aquei conjunto de nociones que “pertenecen a la 
experiencia común”. No hace falta entrar más a fondo en estos datos, que sólo nos interesan 
incidentalmente, para que puedan ser puestos en relación con el movimiento doctrinal. 

(36) Ver CouLy, La preuve en Droit canonique, en “Le canoniste”, XLVIII (1926), pág. 594. 
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ha alegado una parte y admitido la otra, las cuales aceptan con ello esas 
consecuencias jurídicas que del hecho se derivan. Esto no quiere decir que 
tal hecho sea en realidad cierto; por eso en los procesos que interesan al 
bien público pueden el Derecho o el juez exigir prueba sobre estos hechos 
admitidos por ambas partes (c. 1.747, 3.°: "Facta ab uno ex contenden- 
tibus asserta ét ab altero admissa, nisi a iure vel a iudice probatio ni- 
hilominus exigatur”). 

Hay otras ocasiones en que el juez, sin tener en cuenta su convicción, 
debe, por disposición misma de la ley, recoger ciertos hechos y colocarlos 
en la sentencia. Son aquellos que la ley presume. Casos en que la prueba es 
dificil y en los que en atención a ello el Derecho releva a quien favorecen 
de la obligación de probar. “Praesumptio est rei-incertae probabilis con- 
iectura; eaque alia est iuris quae ab ipsa lege statuitur..." (c. 1.825, $ 1). 
La presunción produce la liberación de la carga de la prueba, que recae en- 
tonces sobre la parte adversa si quiere negar el hecho (c. 1.827). La pre- 
sunción “iuris simpliciter” admite la prueba en contrario; en la “iuris et 
de iure" sólo cabe la prueba indirecta, tendente a eliminar el hecho que 
sirve de fundamento a la presunción misma (c. 1.826). 


Finalmente, hay otros hechos cuya prueba es inütil, puesto que su 
veracidad no puede ofrecer dudas al tribunal; esos son los hechos notorios. 
Como dice CALAMANDREI, la razón por la cual los hechos notorios son uti- 
lizables en la decisión sin necesidad de prueba no está en su conocimiento 
real por parte del juez, sino en la crítica colectiva que los ha valorado fuera 
del proceso hasta crear en un determinado círculo social una pacífica opi- 
nión comün en torno a su veracidad (37). Son, pues, hechos que no nece- 
sitan prueba porque ya han sido admitidos en el medio social. 

Pero el Codex, por la fuerza de la razón histórica, coloca junto a ellos 
otra categoría de hechos en los que no hay esa aceptación general, ese per- 
tenecer a la cultura media de un círculo social determinado, que se ha ido 
viendo como nota fundamental que la doctrina procesalista asignaba a 
los hechos notorios. Se trata de aquellos hechos que constan en una sen- 
tencia de juez competente o que han sido confesados ante el juez por aquel 
a quien perjudican, espontáneamente o a preguntas del juzgador (c. 1.750, 
número 2 del c. 2.197). Con esto parece que el Código mezcla dos concep- 
tos distintos: el de hecho notorio y el de cosa juzgada. Es, pues, el con- 
cepto del “notorium iuris", tomado de la doctrina de los comentaristas, 
el que, al parecer, viene a empañar la limpieza de la construcción. 


(37) CALAMANDREL, págs. 298-299. 


— 759 — 


JOSE MALDONADO Y FERNANDEZ DEL TORCO 


Sin embargo, el número 2 del canon 2.197 no hace una aplicación de la 
teoría de la cosa juzgada material, y cuando habla de "sententiam. iudicis 
competentis quae in rem iudicatam. transierit" se refiere únicamente a la 
fuerza de la cosa juzgada formal, es decir, la imposibilidad de atacar la 
sentencia por medio de recursos ordinarios, el que haya llegado a ser firme, 
siendo inapelable y ejecutoria, conforme al canon 1.902 y capaz de pro- 
ducir los efectos del 1.917. 

No es, pues, que la sentencia en que fué recogido ese hecho, que se 
califica por ello de notorio, produzca efectos de declarar el derecho en el 
nuevo litigio, puesto que la sentencia sólo crea derecho entre las partes (ca- 
non 1.904, $ 2) y el efecto de la cosa juzgada material (el excluir cual- 
quier nuevo examen del negocio y cualquier resolución nueva distinta so- 
bre la misma relación jurídica frente a los que han sido partes) (38) no 
se extiende a la nueva relación juridica en que puede interesar el hecho en 
cuestión. El problema es diferente; se trata más bien de una cuestión de 
eficacia probatoria de la sentencia; es decir, que a ese hecho, reconocido 
por una sentencia que ha llegado a ser firme, se le admite por ello como 
cierto, por estimarse que fué ya probado en aquel proceso. 


V 


La realidad es que la doctrina de los procesalistas acerca de los hechos 
notorios ha ido desviándose cada vez más de su punto de partida y por 
ello aparecen estas diferencias con la regulación del Codex luris Cano- 
nici, que ha seguido más cerca de la teoría medieval originaria. 

Pero esa desviación no siempre ha sido fructifera. Los procesalistas 
modernos han atendido, sobre todo, a la necesidad de incluir entre los he- 
chos notorios aquellos que son conocidos efectivamente por el juez, pero 
que aparecen como indudablemente admisibles para el mismo; se ha refle- 
jado también en sus construcciones, quizá más de lo conveniente, la pre- 
ocupación por definir y encontrar la naturaleza de tales hechos completa- 
mente fuera del fenómeno procesal, dejando a un lado los efectos procesa- 
les de los mismos, que luego serían la consecuencia de aquella esencia que 
trataban de encontrar. 

El resultado de todo ello ha sido esa serie de teorías en que aparecía 
más en primer plano el interés que para un tipo medio de cultura habían 
de tener los hechos para ser calificados de notorios, que el carácter de ma- 
yor o menor admisibilidad que en el proceso habian de presentar. 


(38) Ver KiscH, Elementos de Derecho procesal civil, trad. española de PmiEgTO (Madrid, 
1540), pág. 258, y EICHMANN, OD. cit., pág. 253. 


. 


moo 


EL PROBLEMA DE LOS HECHOS NOTORIOS EN EL CODIGO DE DERECHO CANONICO 


Creo que la teoría de los hechos notorios ha de centrarse precisamente 
en su función procesal. No es que hayan de ser caracterizados por sus efec- 
tos, pero es que su concepto no interesa al jurista sino en cuanto producen 
tales efectos, y por eso han de considerarse en inmediata relación con los 
mismos. 

Los hechos notorios son los que llegan al proceso con unos caracteres 
tales que hacen que no se exija allí una prueba de ellos, y esto indepen- 
dientemente de que hayan sido recogidos por las partes (admitidos) o por 
el Derecho (presunciones). La justificación estará, pues, en esa prueba 
exterior al proceso que llevan ya cuando son aportados al mismo, y su 
definición habrá que buscarla precisamente en esa confirmación exterior 
con que aparecen en el proceso. 

Es más, para la recta comprensión de su mecanismo hay que tener a 
la vista el problema total de la prueba. La prueba aparece como una carga 
que se impone a las partes que hacen alegaciones, como algo molesto, que 
sería deseable evitar. Más que pensarse que la exigencia de prueba. será 
lo normal y la dispensa de la misma sólo una excepción que puede admi- 
tirse en casos muy especiales, creo que podría imaginarse que la prueba es 
algo subsidiario, un remedio, algo que se admite para remediar una li- 
mitación: la limitación de las facultades cognoscitivas del juez. 

El ideal sería un juez omnisciente, como tal, que no necesitase que los 
hechos fuesen probados ante él, sino que pudiese conocerlos todos directa 
y personalmente. Pero las limitaciones humanas hacen que el juez, para 
conocer los hechos, tenga que valerse de las pruebas que le presentan las 
partes. Sin embargo, los hechos deben ser conocidos por el juez, en cuanto 
tal juez. La utilización de su ciencia privada sigue siendo inadmisible, pues 
le falta la crítica necesaria, aunque el P. WerwNz incluye entre los hechos 
que no han de ser probados otra vez (y juntamente con los que.constan por 
confesión judicial, notoriedad o presunción "iuris et de iure”) a los que 
proceden de la inspección ocular del mismo juez (39). 

Cabría pensar en que la hipótesis deseable es la de los hechos notorios, 
que, lejos de constituir una excepción, constituyen el ideal en la labor del 
juzgador. Y que la necesidad de prueba surge precisamente cuando falta, 
esa notoriedad y para subsanar dicha falta. Mejor que pensar en una dis- 
pensa de la carga de la prueba en los hechos notorios sería considerar que: 
la prueba, como carga que es, sólo surge cuando falta la notoriedad, es 
decir, el sello de verdad exterior al proceso que llevan los hechos noto- 
rios. Los hechos notorios son, muchas veces, más seguros que los proba- 


(39) Wernz, Ius Decretalium, tomus V, liber primus (Prati, 1914), págs. 454-455. 
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dos en el proceso. Recuérdense todos los inconvenientes que presenta el tes- 
timonio (40), que no pueden tener lugar en los hechos notorios. 

No pretendo definir los hechos notorios como aquellos que no necesitan 
prueba (con lo que vendría a caer en el defecto criticado por CALAMANDREI 
y ALLORIO), sino intentar caracterizarlos como aquellos hechos que llevan 
en sí la impronta de su verdad. Por ello no necesitan acreditarla dentro 
del proceso. 

Después, las características necesarias para que se considere que llevan 
ese sello que acredita su propia verdad, ya no serán uniformes en todos 
ellos. Por eso dentro del concepto de notoriedad cabrán categorías dis- 
tintas que, a pesar de ser diferentes, tendrán igual tratamiento procesal. 
Así, uno hechos serán considerados como verdaderos, porque ya han sido 
contrastados al incluirlos en un grado de cultura determinado (hechos his- 
tóricos, verdades cientificas), o porque son realmente conocidos a la ge- 
neralidad (acontecimientos públicos actuales), y otros porque han recibido 
esa consagración de su verdad en otro proceso, que no es que ahora vaya 
a producir efectos decisorios, sino que sirve para acreditar que la verdad 
de tal hecho sufrió unos trámites de depuración dotados de ciertas garan- 
tías (los hechos reconocidos por sentencia firme o los confesados en juicio). 

Algunos datos nos muestra la experiencia histórica que pueden sumi- 
nistrar indicios para confirmar esta idea de que la notoriedad sería lo 
deseable en primer lugar, y cuando falta ella (que representa el conocimien- 
to eficaz y seguro del juez sin necesidad de acudir a las partes) es cuando 
se acude a la prueba por las partes de cada hecho concreto. En el proceso 
germánico existía, ante todo, el juramento del actor que colocaba los hechos 
alegados por encima de la masa general de hechos de que puede dudarse. 
No hay aquí una prueba de tales hechos alegados; lo que hay es una pre- 
tensión de dar notoriedad a los mismos, de dotarles de ese sello, que aquí 
es el juramento, y que afirma su verdad. Y había una serie de hechos que 
se excluían de ese sistema del juramento, precisamente los que se llamaban 
notorios, que venían a ser, por distintos medios, conocidos por parte del 
juez. En el actual Derecho canónico hay algún caso en que lo que se per- 
sigue en primer término es acreditar una notoriedad, más que la prueba 
concreta del hecho fundamental. Así, en el proceso informativo, en la 
beatificación de los siervos de Dios “per viam non cultus” hay una prue- 
ba sobre la fama de santidad (c. 2.050) que no se encamina directamente 
a la demostración de los hechos concretos, milagros determinados, sino 


(40) Ver GORPHE, La crítica del testimonio, trad. española (Madrid, 1933). 
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a recoger ese ambiente social en que estriba uno de los casos de noto- 
riedad (41). 

Esta teoría de los hechos notorios permite incluir en tal concepto las 
diversas categorías a que el Codex atribuye esa denominación. 

El Código de Derecho canónico ha tenido muy en cuenta en este punto 
la doctrina histórica canónica sobre la notoriedad. Ya he indicado cómo se 
remite al campo del Derecho penal, cómo distingue notoriedad de hecho 
y de derecho y cómo funda aquélla sobre el conocimiento público que no 
puede ser ocultado. 

Antes se han consignado las definiciones de delitos notorios, con no- 
toriedad de hecho y con notoriedad de derecho, del canon 2.197, que han 
de aplicarse en general a cualquier hecho notorio por mandato del núme- 
ro 3 del canon 1.747. 

Los hechos notorios con notoriedad de hecho serán, pues, según el 
Código, aquellos conocidos públicamente y realizados en tales circunstan- 
cias que no puedan ocultarse con ninguna tergiversación (42); se funda, 
pues, su concepto sobre el aspecto principal de la evidencia (la antigua 
evidentia rei quae tergiversatione aliqua celari non possit) (43). Esta fór- 
mula ha sido criticada, creo que sin razón, por CALAMANDREI, alegando 
que en lugar de decirse en ella cuáles son los caracteres que tiene el hecho 
notorio fuera del proceso, se limita a referirse a un efecto procesal de !a 
notoriedad. Pero lo que se hace en ella no es decir que esos hechos son los 
que no pueden ser negados en juicio, sino caracterizarlos como aquellos 
de tal manera püblicos que no puedan ocultarse; es decir, que se funda no 
en los efectos procesales, sino en que se trata de hechos patentes antes del 
proceso. Podrá pensarse que no se explica en ella la naturaleza íntima de 
los hechos notorios, pero da el modo de conocer cómo son fuera del pro- 
ceso, para luego atribuirles en éste las consecuencias debidas. 

Los hechos notorios con notoriedad de derecho aparecen, segün se 
ha dicho, en el Codex, como aquellos que se han reconocido en una senfen- 
cia que ha pasado a ser firme (es decir, que goza de la categoría de cosa 
juzgada), o aquellos otros que han sido confesados en otro proceso por la 
parte a quien perjudican. En.las causas que nunca pasan a la categoria 
de cosa juzgada, segün el canon 1.903, la doctrina se inclina a estimar que 


(41) Ver ROBERTI, De processu informativo in causis Servorum Dei, en "Apollinaris", IV 
(1931), pág. 383, y CREUSEN, Procés informatif dans les causes des Servileurs de Dieu, en 
“Nouvelle Revue Théologique”, LVIII (Lovaina, 1931), pag. 830. 3 y 

(42) Lo de que no puedan excusarse con ninguna excusa legítima, que añade el número 3 
del canon 2.197, es aplicable únicamente a los actos delictivos. o, 

(43) La antigua distinción en el notorio de hecho, entre el “factum actu permanens", “actu 
interpolatum? y “actu trasiens”, no se recoge ya. 
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dos sentencias conformes producirán el mismo efecto respecto de los he- 
chos notorios (44). r 

Insisto en que la de los hechos notorios no es en la sistemática del Có- 
digo una noción que se tiene en cuenta únicamente en orden a los efectos 
procesales de los mismos. Responde a un concepto extra procesal que pue- 
de verse recogido, con las mismas características que en el 1.747, en otros 
cánones del Código. 

Así puede encontrarse en el canon 10, el cual se ocupa de la ignorancia 
o el error sobre actos ajenos, distinguiendo entre los actos ajenos notorios 
y los que no lo son. Para los primeros no presume el error o ignorancia; 
para los segundos, si (45). El concepto de notoriedad es el mismo, puesto 
que no se da ninguna regla especial, y sirve aquí para fundar una presun- 
ción acerca del conocimiento de los hechos notorios por los terceros. 

En el canon 2.259, $ 2.°, aparece otra vez la notoriedad. Se trata ahora 
de la excomunión y se dan medidas para evitar la asistencia activa de los 
excomulgados a los Oficios Divinos, de los cuales debe excluirse no sólo al 
excomulgado vitando, “sed etiam quilibet post sententiam declaratoriam 
vel condenatoriam aut alioquin notorie excommunicatus". La notoriedad 
se produce aquí, o bien por la sentencia, o bien por otra manera. Su esencia 
está, pues, no en los efectos de la cosa juzgada (no me refiero aquí a los 
efectos de la condena, sino al conocimiento por los demás de su existencia), 
sino en que el hecho de la excomunión sea de tal modo público que pueda 
hacérsele producir las consecuencia de este canon. 


VI 


Con el análisis de su concepto y efectos procesales en general y la ex- 
posición de unos y otros en las fuentes legales no se agota el tratamiento 
del problema de los hechos notorios. Surgen, además, en relación con ellos 
una serie de cuestiones que merecen ser examinadas. Aquí me referiré a 
algunas de las más importantes, intentando apuntar su solución dentro de 
la teoría que he intentado trazar. 

1. Se ha discutido la cuestión de si los hechos notorios podian ser 
tenidos en cuenta por el juez (en los procesos privados) sin necesidad de 
que fueran alegados por las partes (46). Los hechos entran normalmente 
en el proceso (privado) por las alegaciones de las partes. En el caso de los 


(44) Véase CANCE y ARQUER, El Código de Derecho canónico, II (Barcelona, 1934), pág. 160. 

(45) Canon 16, $ 2: “Ignorantia vel error circa legem aut poenam aut circa factum proprium 
aut circa factum alienum notorium generatim non praesumitur; circa factum alienum non 
notorium. praesumitur, donee contrarium probetur." 

(46) STEIN, pág. 164; CALAMANDREI, pág. 298, nota 1; ALLORIO, pág. 14. 
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hechos notorios, éstas están exentas de la carga de la prueba; ¿lo estarán 
asimismo de la carga de la afirmación? 


Creo que debe estimarse más recta la interpretación que mantiene la ne- 
cesidad de que tales medios sean alegados. Una cosa es que aparezcan tan 
patentes que no necesiten probarse y otra que puedan llegat al proceso sin el 
vehículo de la alegación. Aquí lo que juega es el interés de las partes, y el 
principio dispositivo (del que es la mejor muestra el canon 1618), que se 
mantiene en esta clase de procesos, hará que sea la voluntad de éstas la que 
pueda presentar los hechos en el juicio, independientemente de que luego 
estos hechos hayan de ser probados o que al venir al proceso traigan ya en 
sí, por su carácter de notorios, la seguridad que hace innecesaria tal prueba. 


2. Se ha visto que en los hechos notorios lo importante es su perte- 
nencia al fondo de conocimientos del tipo de cultura en el núcleo social en 
que el proceso se produce. Es decir, la generalidad del conocimiento de tales 
hechos (o su interés, como dice CARNELUTTI). Puede, pues, darse el caso 
de que el hecho notorio no sea conocido personalmente por el juez. Sin 
embargo, ha de serle fácil llegar al mismo por una pequeña indagación que 
no es de tipo procesal, sino una información personal. Se consideran hechos 
notorios los principios científicos o los datos históricos, que se suponen en 
la cultura del juez, y no obstante éste puede haberlos olvidado; aunque le 
será fácil volver a encontrarlos, en cuanto los necesite, en ese fondo de 
cultura de la sociedad en que vive. 

Pero podrá el juez, por otra parte, acudir a alguien más enterado a fin 
de que esclarezca sus dudas, y en este caso surge otro problema al pretender 
calificar la actuación de esta otra persona para caracterizarla como testigo 
o como perito. CARNELUTTI cree que se trata de un testigo (47). CALAMAN- 
DREI, en cambio, apoyándose en el carácter de fungibilidad que es carac- 
terístico del perito, estima que es un caso de dictamen pericial (48). Es 
más, fundada esta última opinión, que se refuerza considerando que el tes- 
tigo y el perito dan datos para premisas distintas del silogismo judicial. 

En cuanto a aquellas nociones que pertenecen no al fondo de cultura 
media, sino a una especialización concreta, aquí no podrá el juez tomarlas 
como hechos notorios y será preciso una intervención pericial en el propio 
sentido de la palabra. Y 

3. A pesar de las críticas que en cuanto a su utilidad ha recibido re- 
-' cientemente (49), conviene recoger aquí, para mayor esclarecimiento de 


(47) CARNELUTTI, La prova civile, pág. 151, nota ie 
(48) CALAMANDREI, pág. 301. 
(49) ALLORIO, pág. 13, la ataca duramente. 
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nuestro problema, la distinción entre los hechos notorios y las llamadas 
máximas de experiencia, que, fundada por STEIN (50), ha venido aceptán- 
dose después. Ambos son una excepción al principio que prohibe al juez 
hacer uso de su conocimiento privado. Estas últimas son “todos los jui- 
cios hipotéticos de contenido general tomados de la experiencia; así, leyes 
científicas o simples observaciones de la vida diaria (el sol nace por oriente, 
un cuerpo abandonado a su peso cae, el trigo madura en verano), y son, en 
cambio, hechos notorios los hechos singulares que se enuncian en forma 
particular y concreta (así, los hechos históricos o nociones de Geografía 
descriptiva) (51). La distinción entre unos y otros se funda en la distinta 
posición que ocupan en el silogismo judicial. Las normas de experiencia, 
juicios de contenido general aplicables a toda una serie de casos futuros. se 
colocan en la premisa mayor. Los hechos notorios, casos singulares y con- 
cretos, toman lugar en la premisa menor (52). 

4. Finalmente, conviene diferenciar también los hechos notorios de 
otras categorías acogidas en el Código canónico que pueden fundar una 
decisión sin el tipo de prueba corriente. Me refiero a los casos de suspen- 
sión "ex informata conscientia" de los cánones 2-186-2.194. 

Aqui lo que no hay es un proceso judicial en el sentido estricto de la 
palabra, sino una sanción impuesta por el superior, fundándose en unos 
hechos que él conoce, pero que no se prueban ni descubren sino únicamente 
à la Santa Sede en caso de recurso. Se utiliza el conocimiento del superior 
que ha llegado a él por cualquier camino y que habrá de ser valorado por 
el mismo, fundándose en la certeza moral y no en la fijación de una verdad 
formal en un proceso judicial. 


La diferencia de este caso con el del reconocimiento de un hecho noto- 
rio aparece bien clara en la disposición del canon 2.191, $ 2, según el cual 
"ob notorium delictum suspensio ex informata conscientia nunquam. ferri 
potest”. Porque aquí la hipótesis es inversa: se trata de hechos que no son 
conocidos públicamente y cuya publicidad se quiere evitar para eludir el 
escándalo que habría de producirse, en tanto que en los casos de notorie- 
dad el derecho prefiere el castigo püblico, que ha de ser ejemplar, 


Jos MALDONADO Y FERNANDEZ DEL TORCO 


Catedrático y Letrado del Consejo de Estado 


0) STEIN, págs. 91 y ss. 
1) ALLORIO, págs. 19-13. 
2) Véase CALAMANDREI, pág. 291. 
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(Conclusión) 


72. Reanudamos nuestra tarea para cumplir lo prometido en las úl- 
timas páginas del artículo interrumpido en el número de septiembre de 1946, 
a saber: cuáles son las leyes actuales que obligan en conciencia, sobre todo 
directamente, que es lo que me propongo determinar en esta última parte 
de mi trabajo. 

73. Ya indiqué en el número 71 que los moralistas suelen dar normas 
para establecer en concreto qué leyes obligan y cuáles no, unas veces en 
general y otras descendiendo a casos particulares. Consignaré primero sus 
doctrinas y después expondré mi humilde sentir acerca de cada clase de 
normas jurídicas, fijàndome preferente y casi exclusivamente en nuestro 
derecho patrio. 


NORMAS-DE LOS MORALISTAS 


74. Reglas generales.—En cuanto a las reglas generales de los autores 
de Moral, es de advertir que son muy parcos en ellas, que los más se cir- 
cunscriben a repetir las que otros han formulado y que son excepción los 
que se lanzan a sentar premisas nuevas. 

Además de la afirmación comün de que las leyes civiles, si son justas, 
obligan en conciencia, convienen en que ligan moral y jurídicamente las 
siguientes : 

I. a) Las sentencias judiciales justas, sobre todo si han pasado a 
ser cosa juzgada e inapelab'e y las leyes que imponen tal obligación, por 
exigirlo así el bien común para el goce tranquilo y seguro de los derechos, 
para la paz social y la prosperidad pública y privada. 

b) Las leyes que el legislador expresa o implícitamente declara que 
atañen a ambos fueros. 

c) Las que declaran, determinan y completan, en lo que es necesario, 
el derecho divino natural y positivo, definiendo claramente los derechos y 
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obligaciones incluídos en aquél de un modo oscuro, genérico, remoto, al- 
eún tanto indeterminado, y, por consiguiente, que el mismo Dios, cuyo 
ministro y vicario, para completar el orden social, es el legislador; la misma 
razón natural y el bien común exigen que se declaren, especifiquen, indi- 
vidualicen, concreten y determinen en lo posible, como son, verbigracia, 
las que estatuyen los modos y títulos de adquirir, conservar, ejercer y 
transmitir la propiedad; la usufructuaria acerca de los bienes de los hijos 
menores y de los frutos percibidos de buena fe; de la pertenencia de las 
cosas halladas, adquiridas en venta püblica, en mercado y feria; la porción 
hereditaria; el disfrute de los inventos literarios, artísticos, científicos, in- 
dustriales, etc.; las relaciones entre el capital y el trabajo; los procedi- 
mientos judiciales y los medios de prueba y definición de las controver- 
sias, etc. 

d) Las que el mismo bien común, para su eficaz y segura y conve- 
niente consecución, requiera que estén investidas de semejante fuerza obli- 
eatoria, cuando sin ella no se pueda obtener de este modo. 1 

e) Aquellas en cuya obligatoriedad concuerden teólogos y moralistas 
o el sentir unánime del pueblo o de los timoratos. 


II. Muchos consideran como obligatorias también en conciencia: 


a) Las que confirman o sancionen las divinas naturales o positivas, 
verbigracia, NoLDIN-SCHMITT, MERKELBACH, VERMEERSCH, COLLI-LAN- 
ZI, MARC (1), contra los cuales opina el P. Roprico que tal sanción o con- 
firmación no impone nueva obligación positiva, sino que sólo urge la obli- 
gación natural o positiva de aquellas leyes, pues la confirmación o san- 
ción impuesta a éstas no hace más que constituir a sus violadores en reos 
de la pena temporal, con lo que ya se obtiene suficientemente el fin inten- 
tado: tienen un mismo objeto formal (2). 


b) Pero el mismo P. Roprico, con otros, da por «orales las leyes 
que sancionan ciertos actos como fomentadores de vicios; las que castigan 
ciertos conatos, a fin de refrenar graves aberraciones, y, en general, cual- 
quiera ley dada directamente para reprimir estas aberraciones, a no ser que 
su materia caiga ya bajo la ley natural (3). 


(1)  NOLDIN-SCHMITT, Summa Theol. Moral., ed. 95 (Lipsiae, 1938), pág. 349; VERMEERSCH, 
Theot. Moral., ed. 3 (Romae, 1933), n. 174, a); MERKELBACH, Summa Theol. Moral., t. I (Pa- 
ris, 1931), n. 287; COLLI-LANZI, Theol Moral. Universa., vol. 1 (Romae, 1926), n. 268; MARC Ins- 
tiluiones Morales Alphonsianae, ed. 15 (Romae, LATAS i à 

(2) RODRIGO, Praelectiones Theol. Moral. Comillenses, t. 11 (Burgos, 1944), n. 947 

(3) DAMEN, Theol. Moral., t. I (Buscoducci, 1919), n. 160. í : 
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75. Leyes penales.—Con respecto a las leyes penales, se acentúa en- 
tre los moralistas modernos la tendencia a que deben abundar más en los 
últimos tiempos. No es despreciable la lista que nos ofrece JANSSEN (4) de 
autores americanos y europeos, a la cual pueden añadirse otros posteriores, 
como CorLr-Lanzt (5) y el mismo P. Ropnroo (6). 

Comünmente se admite su existencia entre las leyes actuales, y todos 
aducen más o menos caracteres para discernirlas, conviniendo unánime- 
mente en la mayor parte de ellos, cuales son, por ejemplo: 

I. La declaración expresa o implícita del legislador, que nunca o casi 
nunca se da. 

2.” La costumbre, que por tales las interpreta. 

3. El sentir unánime o de la mayor parte de los doctos y timoratos. 

Todos y cada uno de éstos, si se verifican, son criterios ciertos e indu- 
dables. 

No ofrecen, en cambio, la misma seguridad otros que suelen indicarse, 
como los siguientes: : 

1.” Cuando el fin de la ley puede conseguirse suficientemente con sólo 
el temor de caer en la pena, si el legislador no declara otra cosa (7). 

2. Si la materia de la ley es meramente política, de poca impor- 
tancia, y es poco conducente al fomento de buenas costumbres (8). 

Por fin, son mucho menos de fiar los demás, que traen casi todos, ver- 
bigracia, las palabras de la ley o el modo de estar redactada, la indaga- 
ción de la mente del legislador, la desproporción de la pena, etc. (9). 

77. Ejemplos—He aquí los ejemplos, que casi todos presentan, de 
leyes meramente penales: las ordenaciones de orden meramente externo, 
como llevar la derecha o la izquierda al ir en tal o cuál dirección; ir por 
las aceras y no por medio de las calles o plazas; no llevar 'armas; las leyes 
de caza y pesca, de cortar leña en los montes del municipio o del pueblo; 
las de pastos en terrenos comunales; las de aduanas o consumos, a no ser 
en ciertas circunstancias; las de contrabando, monopolio de ciertas mate- 
rias, como el tabaco, petróleo, fabricaciones, etc.; las de juegos prohibidos, 
si nó es que ya sean de suyo ilícitos; las de impuestos por transmisión de 
bienes o derechos, inscripciones en el Registro, etc. Pero ya se deja com- 


(4) Tus pontificium, 1924, pág. 200. 
(EE G 


(7) NOLDIN-SCHMITT, N. 164; MERKELBACH, ]. ¢.; ARREGUI-ZALBA, Compend. de Theol. Moral. 
(Bilbao, 1045), n. 275; SEBASTIANI, Compend. Theol. Moral., ed. 8 (Romae, 1925), n. 29; BUCCE- 
RONI, Institut. Theol. Moral., vol. I (Romae, 1914), n. 228; COLLI-LANZI, n. 272: 1 

(8) BUCCERONI, l. C.; AERTNYS, l. C.; HARMIGNIE, Ordonnances hwmaines et obligation de cons- 
cence, Revue neo-Scholastique de Philosophie, 1930, pág. 322. 

(9) HARMIGNIE, JANSSEN, RODRIGO, n. 247: 
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prender, aun a simple vista, que en muchos casos la regla general falla y 
hay que admitir no pocas excepciones. 

78. Leyes tributarias, —Son muy discutidas las leyes tributarias, sos- 
teniendo unos que todas son meramente penales; otros, que son morales; 
otros, que son penales las que imponen tributos indirectos, y morales, las 
que establecen los directos; sin convenir no pocos en cuáles sean éstos y 
aquéllos, aunque todos convienen en que si los tributos son justos, nece- 
sarios o convenientes y no superfluos, las leyes que los preceptúan obligan 
moralmente. 

Tanta o mayor disención hay acerca de las leyes del servicio militar, 
a no ser en tiempo de guerra, cuando reúnan todas las cualidades de leyes 
justas. 

79. Como las leyes penales caen dentro de las odiosas, y éstas son de 
estricta interpretación, en caso de duda es sentir común que se han de 
reputar como revestidas del mínimo de obligación y, al menos muchas 
veces, como meramente penales. 

So. Leyes que regulan los actos jurídicos.—Si ahora pasamos a las 
leyes que regulan los actos jurídicos, es frecuente distinguir: 1.°, las que 
no les prestan asistencia, por negarles acción, v. gr., las del Código civil 
(artículos 43-44 y 1.798-1.801); 2.°, las meramente prohibitivas sin otra 
sanción, que aquí no nos interesan; 3.°, las inhabilitantes y declarantes 
rescindibles ciertos actos válidos; 4.°, las irritantes, ora por sancionar como 
nulos los actos contrarios a sí mismas, ora por exigir para la validez del 
negocio determinadas formas, solemnidades o condiciones (10). 

81. 1 Las que niegan asistencia a los actos jurídicos obligan en 
conciencia, aun antes de la sentencia del juez, cuando el derecho, cuya ac- 
ción se niega, es creado y concedido por la ley; o cuando se manifiesta la 
voluntad del legislador de denegar el derecho en pena de alguna culpa o 
negligencia o por bien de la paz (11). 

Empero, no producen tal obligación ni después de dada sentencia ju- 
dicial, cuando el derecho compete a su titular en virtud de otras leyes su- 
periores, si no concurren las circunstancias apuntadas (12). 

2. Las inhabilitantes privan de toda eficacia la actividad del inhabi- 
litado, en cuanto a los actos que pretenden impedir, por razón de buenas 
costumbres, o para precaver y evitar eficazmente algún peligro; y yo aña- 
diría, siempre que conste ciertamente que se quiere a todo trance despojar 


(10) NOLDIN-SCHMITT, l. C.; ARREGUI-ZALBA, l. C.; BUCCERONI, N. 223. 
(11) ARREGUI-ZALBA, n. 275; RODRIGO, n. 368, 2.0 
(12) ARREGUI-ZALBA, l. c. 
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de dicha eficacia la actividad de los súbditos dentro de los límites de la 
potestad legislativa (13); o cuando la ley se reduce a sancionar o a repro- 
ducir las leyes divinas o canónicas que producen la ineficacia en cuestión. 


Por el contrario, si las leyes han sido dictadas por razón del estado o 
condición personal en la sociedad, no invalidan éstas los actos válidos, 
según la ley natural si no lo expresan claramente o fueren totalmente in- 
útiles, sin invalidarlos; tales son las que anulan los actos por incapacidad 
de uno de los contrayentes, menores de edad, de la mujer casada, etc. 


Asimismo no quitan la validez en el fuero interno a los actos cuando 
alguno de sus elementos esenciales adolecen de un vicio; v. gr., error, dolo, 
miedo, que puede dar lugar a la rescisión, no a la invalidez, mientras no 
vicien la misma esencia del elemento que infectan (14). 


3. Las rescisorias, que declaran rescindibles ciertos negocios jurídi- 
cos, no los privan de eficacia en tanto no se profiera sentencia rescisoria 
firme a instancia de las partes interesadas, o de oficio por interés del bien 
público. Esto lo lleva en sí mismo la naturaleza de dichas leyes, y así lo 
enseñan los autores. 


4. Las irritantes, que sancionan como nulos los actos puestos en 
contra de sí mismas, como el artículo 4.” del Código civil y otros espar- 
cidos por él, según todos los autores, tienen eficacia en ambos fueros des- 
pués de sentencia declaratoria; según algunos, tienen igual eficacia antes 
de dicha sentencia; según otros, sólo despojan al acto de su valor civil, no 
del natural; otros recurren 'a la distinción de la finalidad de la ley; si el fin 
inmediato de ésta es el bien común, producirá ambos efectos antes de sen- 
tencia alguna; pero si inmediatamente intenta fines privados, solamente 
destituirá al acto de su valor moral, después de la declaración judicial (15). 

Esto último sostiene el P. Roprico, quien opina con no pocos, que si 
no consta manifiestamente por la misma fórmula legal o por la materia el 
fin pretendido, no se ha de considerar irritatoria, ipso iure, sin posterior 
declaración autoritativa. 

5. Las que prescriben para la validez del negocio determinadas for- 
mas, solemnidades o condiciones. Igual incertidumbre reina acerca de éstas. 


Todos reconocen en el legislador potestad competente para esterilizar 
ipso iure los actos en que no se observen; pero, cuando se plantea la cues- 


(13) BUCGERONL l. c.; VAN Hove, De legibus ecclesiasticis (Romae, 1930), n. 159; RODRIGO, 


ROS 9:97 DJ. i 
(14) FERRERES-FUSTER, Epitome de Theol. Mor. (Barcelona, 1944), n. 340 sgs.; RODRIGO, 


n. 368, 3.9; VERMEERSCH, l. C. 
(15) RODRIGO, n. 368, 3.0, y 368, 3.9, a). 
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tión de si de hecho ha querido usar de la referida potestad, se dividen los 
pareceres. 

Suelen distinguir las formas, solemnidades, condiciones esenciales de 
las que no lo son; siendo las primeras requisito sime quo non para la va- 
lidez. Mas la dificultad está en definir cuáles son las esenciales y cuáles las 
meramente accidentales, por falta de regla clara y cierta que las clasifique. 


Parece, sin embargo, que prepondera entre los autores la sentencia de 
que las leyes, que establecen semejantes formas, solemnidades o condicio-. 
nes, cuando no consta con toda certidumbre que las imponen para la vali- 
dez de los 'actos, obligan sólo en el fuero externo, y no en el interno, antes 
de la sentencia judicial; pues las leyes de esa clase, como coartan los dere- 
chos dados por la ley natural, son de estricta interpretación (16). 


82. Estas son, a grandes rasgos, las principales reglas generales de los 
moralistas acerca de la obligatoriedad en conciencia de las leyes. No es mi 
designio registrar aquí las particulares, porque sería menester ir recorrien- 
do cada una de las materias de la Moral en sus diversos casos peculiares 
a que descienden, pues es entonces cuando suelen indicar la especial obli- 
gación. 

83. Los tratados que más abyndan son quizá los que versan en torno: 
a las leyes penales; pero se observa en casi todos ellos que se ciñen casi por 
completo a estudiar las teorías generales en el orden especulativo, sin ba- 
jarse apenas a considerar la obligación de las tales en sus circunstancias 
concretas; si se exceptüan los que no admiten la existencia v posibilidad 
de las puramente penales, pues en su estimación toda ley, por el hecho de 
serlo, no puede menos de ligar en ambos fueros (17). 


84. Lewes sociales y económicas.—En cambio apenas si los autores 
modernos han principiado a darse cuenta de las leyes sociales y económi- 
cas, y no añaden casi nada a lo que enseñan los antiguos respecto de las 
administrativas. Más o menos se toca la cuestión de su obligatoriedad en 
los abundantes articulos y obras de sociología y justicia social (18). 


(16)  NOLDIN-SCHITT, pág. 342; BUCCERONI, f. IT, n. 469, 2; VERMEERSCH, l. C.; COLLILANZI, l. C.; 
FERRERES, l. c.; MULLER-SEIPEL, Theol. Mor., ed. 16 (Ratisbonae, 1923), l. 4, pág. 939; ARREGUI- 
ZALBA, n. 367; TANQUEREY, Synopsis Theol. Mor., t. IIT, ed. 6.* (Romae, 1921), n. 61905, V y VI. 


17) LINSENMANN, KOCH, GILLET, RENARD, BRISBOIS, JANSSEN, pág. 121; LÓPEZ, RODRIGO, pág. 954; 


ARROYO, Obligación de las leyes civiles, en “Ilustración del Clero”, t. 35 (1932), pág. 10 y sgs.; 
HARMIGNIE, LEDRUS,. AZPIAZU, etc. 


(18) URDANOZ, En pro del verdadero concepto de la justicia social, *Ciencia tomista", t. 68, 
1944, pág. 200 y sgs.; ELorDuY, La justicia social y las ganancias extraordinarias, *Razón y 
Fe”, 1940, pág. 336 y sgs.; FERN. REGATILLO, en “Sal Terrae", y la copiosa bibliografía del 
P. AzPIAZU, La moral del hombre de negocios (Madrid), págs. 37 y 38. 
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Con motivo de las leyes de tasas, el P. Arroyo ha defendido su fuer- 
za de obligar en conciencia (19); el P. Azprazu, en su benemérita y utili- 
sima Obra La Moral del hombre de negocios (20), agrupa las leyes civiles 
en seis categorías principales: leyes civiles y mercantiles, leyes penales, so- 
ciales, económicas, administrativas y fiscales; va recorriendo grupo por 
grupo y anotando en trazos generales el valor obligatorio de las compren- 
didas en cada uno. 

En nuestra patria apenas sé de más tratados dignos de especial men- 
ción; fuera uno de los conocidos es el de Nouvelle Révue Theologique (21), 
en que se examina la obligatoriedad de la ley en general, en las más prin- 
cipales clases de leyes y en especiales materias de la legislación belga y 
francesa. 

Pasemos, pues, a hacer un recuento sumario de las normas jurídicas 
más importantes de nuestros: Códigos, en la imposibilidad de descender 
a más detalles. 


XI 


DIFICULTADES PARA CONCRETAR LA OBLIGATORIEDAD DE LAS 
LEYES ACTUALES 


85. Distinción. Cuestión social.—Hay que distinguir entre las leyes 
contenidas en los Códigos anteriores y las dictadas en los últimos años 
o que salgan ahora. 

Las que abarcan los Códigos civil, de comercio, penal, de enjuiciamien- 
to civl y criminal, la ley hipotecaria, etc., no se hallan envueltas en tanta 
incertidumbre, por ser más conocidas, más atentamente consideradas por 
los moralistas, más discutidas y cualificadas y por haber sido ya recibidas 
y aceptadas por la comunidad e interpretadas, en cuanto a su fuerza cons- 
trictiva, por los jurisperitos, la jurisprudencia y el uso. 

Pero no sucede otro tanto con las de la segunda clase. Está todo el 
"mundo en un estado de transición social, en el final de una época, que 
“acaba, y en el alborear de otra, que comienza; no hay, por consiguiente, 
aquella estabilidad social de los tiempos anteriores. 


(19) Obligaciones de las leyes civiles, “Ilustración del Clero”, t. 35, 1942, pág. 8 y ss.; Obli- 
gación en conc. de la ley de tasas, pág. 96 y ss. t. 36, 1943, pág. 95 y Ss. 


(20) “Razón y fe” (Madrid, 1944), pág. 543. f 
(91) Nouvelle Revue Theologique, t. 15, 1883, pág. 532-551; 602-634; t. 16, 1884, págs. 16-22; 


74 ss.; 267-292; 386-404; 471-486; 625-651. 
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La interdependencia de las naciones va aumentando cada día, lo que da 
ocasión a que no pocas leyes no sean más que ordenaciones transitorias, 
temporales; por la necesidad de defender la independencia, la economía 
y los demás bienes internos, nacionales; o por el bien común internacional, 
que está en constante evolución y transformación. 


Los principios y regímenes liberales, con el consiguiente desarrollo in- 
dustrial y el empleo desordenado de la maquinaria, crearon la llamada cues- 
tión social; agravada con el incremento pavoroso del proletariado, y que 
ha hecho resaltar el así dicho derecho al trabajo, que estaba, es verdad, en 
germen desde que hubo obreros, pero en el que no se había reparado bas- 
tante, hasta que la fuerza de las circunstancias hizo sentir de modo patente 
su necesidad, el cual está en plena elaboración, sin haber terminado aún 
de deducir todas sus consecuencias, ni de deslindar sus contornos, por la 
incertidumbre en que fluctúa todavía la justiica social; de aquí las vacila- 
ciones en definir la fuerza de tantas instituciones y disposiciones sociales. 


86. Funciones de la propiedad.—Este problema de clases y la multi- 
plicación, en progresión en cierto modo geométrica, del género humano ha 
hecho fijar también la atención en los aspectos y funciones de la propie- 
dad: las privadas, que eran casi las únicas que antes se consideraban y te- 
nían en cuenta, y las sociales y estatales, ahora en tanto relieve, y que por 
variar a su vez casi continuamente con los imperativos del bien común, es 
aventuradísimo dictaminar adónde llegan los derechos privados y a cuán- 
to se extiende la órbita de los comunes, pudiendo afirmarse sin temor a 
equivocarnos que los antiguos en su tiempo calificarian de injustas algu- 
nas leyes que en el nuestro son justísimas. 


87. Derecho económico.—Otra rama del Derecho, que está ahora poco 
más que en pañales, es la del Derecho económico, que tiene un campo vas- 
tisimo y todavía muy indeterminado; por lo cual no puede menos de ha- 
ber en él mucho de tanteo, de donde proviene la imposibilidad de juzgarlo 
con acierto, siendo esto dado a poquísimos políticos, técnicos y economis- 
tas, que están al corriente de la trama económica nacional e internacional, 
estando muy expuesto a equivocarse quien no tenga la visión de todos los 
problemas en esta lucha autártica de intereses opuestos entre los Estados. 


88. Leyes económicas fiscales.—Especial dificultad ofrecen en su tan- 
to las leyes económico-fiscales, a causa de las innumerables circunstancias, 
en que hay que reparar para no faltar en ellas a la justicia social, legal y 


distributiva, siendo también de contadisimos hacer un dictamen acertado 
sobre su validez y licitud. 
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89. Corrientes doctrinales, falta de conciencia moral.—Otra especial 
suerte de obstáculos, que se oponen a la recta ponderación de la fuerza mo- 
ral jurídica de las leyes actuales, tiene orígenes de índole asimismo moral. 

De esta clase son las corrientes doctrinales de los políticos, jurisperi- 
tos, profesores y magistrados, que no creen en la moral o prescinden de 
ella, las cuales han hecho mella, como se ha indicado ya, en varios mora- 
listas, lo que contribuye al menos a la desorientación de muchos y a ha- 
cerlos vacilar en lo que antes se tenía por cierto y contestado. 

La degeneración, embotamiento y extinción de la conciencia y senti- 
miento moral en todas las clases sociales, en que más impera el agoísmo 
y la avaricia; con el consiguiente endurecimiento del corazón y la desapa- 
rición de la caridad y demás virtudes sociales, constituye otro género de 
obstáculos, de los que proviene el desprecio, la conculcación de las leyes y 
el estraperlo en todo; y como en abundantísimos casos hay argumentos no 
del todo infundados para creer en la connivencia de las autoridades y go- 
bernantes, al menos subalternos, no faltan motivos para poner en duda que 
en el legislador haya habido voluntad bastante seria de imponer vínculos 
obligatorios; o si la hubo en un principio, que no haya condescendido des- 
pués con el pueblo, que los rompe y echa de sí. 

90. Multiplicidad de leyes—Por fin acrecienta la dificultad el sin- 
número de leyes que integran el cuerpo legal, pues es imposible conocerlas 
todas, averiguar cuáles son las que están en vigor, investigar y deducir el 
derecho líquido en las antinomias, que forzosamente han de abundar en 
tanta multiplicidad, y esclarecer el sentido auténtico de cada una. De ahí 
el desconocimiento en los más, que proceden prácticamente, como si no 
existiesen; lo dificultoso de exigir su observancia y lo expuesto que es el 
medir su fuerza imperativa. 

Con tamaños óbices en nuestro camino todos comprenderán lo aven- 
turado de nuestra empresa, cuya arduidad más de una vez ha suscitado en 
el ánimo la tentación de desistir de ella; y en el empeño de llevarla ade- 
lante, no será extraño que vacilemos, tropecemos y aun sucumbamos de 
vez en cuando. Y sin más, damos comienzo a nuestro examen. 


XII 


OBLIGATORIEDAD EN CONCIENCIA DE LAS LEYES CIVILES 
ESTRICTAMENTE DICHAS 


91. Estado de la cuestión.—Entiendo aquí por leyes civiles no las que 
proceden del poder civil en contraposición a las canónicas, sino las de 


— 775 — 


LORENZO R. SOTILLO, S. 1. 


derecho privado provenientes de la potestad laical, en cuanto se contrapo- 
nen a las de derecho público (político, administrativo, económico, penal, et- 
cétera, esto es, las que ordinariamente nuestros civilistas denominan dere- 
cho civil, y que en su mayor parte están consignadas en el Código civil, y 
las que están fuera, y éste las reconoce por tales, como son, v. gr., la ley 
hipotecaria, de aguas, de minas, del registro civil, de la propiedad inte- 
lectual y de otras sin número, que pueden verse en la nota de MEDINA Ma- 
RANÓN primera al artículo 1.976, y que forman quizá más de una tercera 
parte de las que el Código contiene; por eso advierto que éste no encierra 
más que una parte de las normas civiles. 

Tampoco incluyo entre ellas las de Derecho comercial, no porque no 
pertenezcan al civil, sino porque componen dentro de las civiles una clase 
especial, diferenciada por la intención de lucro en los actos, que moderan : 
la que no se revela, al menos de una manera tan marcada, en los regidos 
por aquéllas; y porque en su mayoría también han sido reunidas en el Có- 
digo de Comercio, del que algo hemos de decir después. 

Pero antes de empezar me creo en el deber de advertir que mi juicio 
se cenira a señalar el valor moral obligatorio de las normas jurídicas, tal 
cual están redactadas en el cuerpo legal aludido, pasando por alto el valor 
técnico, científico, el 'acierto y oportunidad de algunas de sus institucio- 
nes (22), de su imperfección o perfección, orden del contenido, tendencia, 
etcétera; criticado tal vez con demasiada dureza y no sin pasión por los 
más; y defendido, a mi parecer, con más justicia por los menos (23). 

92. Leyes en materia eclestástica.—Esto advertido, comienzo por des- 
cartar algunas leyes inválidas por falta de competencia en el legislador, y 
que sólo pueden tener fuerza de obligar si explícita o implícitamente son 
aceptadas y recibidas por la Iglesia, de cuyo género son las formuladas en 
los artículos 43 al 51, 1.333, 3.°, el artículo 8.”, según la interpretación de 
la Real orden de 25 de julio de 1907, declarando que la Iglesia está sujeta 
a las prescripciones municipales sobre la licencia para construcción y repa- 
ración de edificios, : 

Pues nadie negará hoy al Estado suficiente competencia para encau- 
zar con ordenaciones justas los esponsales y matrimonios de sus sübditos 
no bautizados; pero los esponsales y matrimonios de los bautizado están 
fuera de su alcance, a excepción de sus efectos civiles. 


(22) Comas, La revisión al Código Civil, t. 1, pág. 108 ss.; SÁNCHEZ RoMÁN, Estudios de De- 
recho civil, t. 2, ed. Mad. 1899 desde la pág. 510 ss.; VALVERDE, Tratado de Derecho civil español, 
t. 1, 3.4 ed. (Valladolid, 1925), pág. 143, ete. Véase CASTRO BRAVO, Derecho civil de España, t. 1 
(Valladolid), págs. 172-174. 

(23) CARDENAS, Introducción a los Comentarios al Código civil español, por D. JosÉ MANRESA, 
6.2 ed., corregida y aumentada por D. Santiago Chamorro (Madrid, 1943); SÁNCHEZ BRAVO, letez 
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La Iglesia acepta de muy buen grado las prescripciones y sanciones ci- 
viles, que confirman sus preceptos canónicos, siendo incontables las exhor- 
taciones a los príncipes católicos para que éstos las corroborasen con sus es- 
tatutos y prestasen el auxilio del brazo secular para su cumplimiento (24); 
y aconsejando a sus ministros que procuren que los contrayentes, en orden 
a los efectos civiles, guarden las prescripciones civiles, que conducen a con- 
servar el orden moral (25). Mas entiéndase bien: semejantes prescripcio- 
nes civiles carecen de valor por sí mismas, y solamente toman su fuerza 
de la aceptación de la Iglesia, la cual es evidente que se la tiene que rehu- 
sar, cuando las disposiciones seculares están en abierta oposición con al- 
guna de las suyas; y es muy de creer que se la niegue cuando la potestad 
civil se adelanta a legislar sin contar con su beneplácito en materias en que 
lo necesita. Basta solamente comparar los artículos adücidos con los cáno- 
nes 1.035, 1.038 y 1.039, bien entendidos. Nadie mejor que muchos pá- 
rrocos podrían hablar aquí de este asunto tan espinoso. 

Tampoco dice muy bien con el respeto y consideración debida a la Igle- 
sia el párrafo segundo del artículo 53 y el 327, la cual, sin cortapisa nin- 
guna, admite la fuerza probatoria de los instrumentos püblicos (cáno- 
nes 1.812-1.810). 

Ni debía tampoco ser una disposición unilateral el articulo 81, muy en 
armonía con los 51 y 125-152 de la Ley de Enjuiciamiento civil, respecto 
del matrimonio de los bautizados. Ni el 747, si el testador dispone de sus 
bienes válidamente segün el derecho natural y eclesiástico para causas ver- 
daderamente pías, pues contraría al canon 1.513, 1.514, que son expresión 
del Derecho antiguo. 

Mucho menos debería serlo el 752, sin más aditamentos, aunque su dis- 
posición tenga tan larga y continuada tradición jurídica, desde el Dere- 
cho imperial romano. Lo mismo debe concluirse del 785, número 4.”, si 
las instrucciones se refieren a disponer de los bienes para causas pías, y en 
este mismo supuesto, del 794. No aparece igualmente la completa confor- 
midad del 793 en su párrafo primero con el Derecho eclesiástico, ca- 
non 1.142. ; 

Respecto al artículo 956 y siguientes era muy conforme a la equidad 


| la ley 12, título 2, libro IV del Fuero Juzgo, que determinaba heredasen: 


de los clérigos las iglesias a que pertenecían, y de los religiosos y religiosas: 


sus respectivas casas. 


(24) Véanse las Decretales de los Papas en Collectio canonum Ecclesiae hispanae (Matri- 


" ti, 1808), después de la pág. 580, y también en MIGNE, DPI ith. 84: 


+ 


^ 


(25) “Fontes C. I. C.”, t. 4, pág. 388. 
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El artículo 1.260 vale en todo lo que respecta al juramento de los no 
bautizados; pero es ineficaz en cuanto directa, principal e inmediatamente 
cae sobre el de los bautizados, prohibiéndolo en sí mismo; no, si directa, 
principal e inmediatamente versa sobre el acto, al que se añade; prohibién- 
dolo, anulándolo, etc. Es de desear su concordancia con los cánones. 

93. Sinceridad de nuestros legisladores civiles.—Descontadas estas 
pocas leyes, habrá tal vez algunas otras de cuya justicia cabrá discutir; 
pero en general es enteramente aplicable a nuestro Código civil el juicio 
de SaBerri-BARRET (26) acerca de las leyes italianas. No cuadran a nues- 
tros legisladores las sospechas, que algunos moralistas arriba aducidos ha- 
cen recaer sobre los legisladores modernos. Los nuestros estarían, quizá, 
más o menos inficionados del virus liberal, pero no eran ateos ni incrédu- 
los, no separaban la moral del derecho. Basta leer los articulos para con- 
vencerse del espiritu que los informa. Ni hay tampoco fundamento bastan- 
te para creer que no aspiraban seria y sinceramente al bien comün, ni in- 
tentaban conseguirlo por los medios más eficaces y seguros, entre los cua- 
les es el primero la obligatoriedad en conciencia, ni que, por consiguiente, 
prescindieran de ella o que la excluyeran positivamente, de lo cual estaban 
mucho más lejos. 

Obraron como los legisladores anteriores a ellos, en quienes se recono- 
cia la intención de dotar al cuerpo social de genuinas normas, considera- 
das hasta entonces como verdaderas leyes. Ni inducen a lo contrario la ju- 
risprudencia de nuestros tribunales, ni las doctrinas de nuestros mejores 
moralistas, ni el proceder de nuestro pueblo, que ha seguido rigiéndose por 
estas leyes, como se había regido por, las que las habian precedido, y que 
son en su mayor parte las actuales, como no podia menos de ser, y es otra 
razón más, porque si antes eran obligatorias, ¿qué razón hay para que no 
lo sigan siendo? 

94. Obligatoriedad general.—Estos argumentos nos autorizan para 
afirmar que no solamente tienen fuerza en el fuero interno aquellas leyes 
del Código civil que todos los moralistas ensefian que obligan antes de sen- 
tencia judicial y después de ella, como se indicó arriba, sino en general, de 
un modo u otro, todas las demás. 

Digo de un modo o de otro, porque no todas ellas son de una misma 
forma o constriñen de una misma manera: unas son absolutas y obligan 
absolutamente; otras, hipotéticas, que urgen nada más que cuando subsis- 
te la hipótesis; unas, directa; otras, indirectamente; unas, a los miembros 


(96) 0 Co n- 114; 
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de la comunidad con quienes rezan; otras, a los tribunales, magistrados, 
oficiales y demás empleados is: las hay que no dejan lugar a la li- 
bre disposición de los particulares en determinadas materias; las hay que 
se imponen únicamente a falta de aquélla; abundan las que producen efec- 
tos obligatorios para con los afectados directamente; y no escasean las que 
los causan con su observancia o inobservancia en favor o en perjuicio de 
tercero; las hay sin sanción penal o afectante al patrimonio económico 
o Jurídico; y las hay, a su vez, reforzadas con esas responsabilidades res- 
pectivas. 

Las expresiones las leyes obligan (aa. 1, 8, 9), son obligatorias (aa. 12 
43, 50, 57, 58, 77, 143 ss., 176, etc.), deben contraer (a. 42), se prohibe, 
está prohibido (aa. 45, 47, 174) y otras análogas, ocurren a cada paso, y 
mientras no haya razón perentoria en contrario deben tomarse en su sen- 
tido obvio y natural, conforme a las reglas de la recta interpretación. 

Esta afirmación, sin embargo, de las leyes del Código en bloque no ex- 
cluye la discusión de cada una en particular, para definir en concreto qué 
clase de fuerza obligatoria le corresponde; pero como esto llenaría volü- 
menes, tenemos que contentarnos con sujetar a examen alguna que otra 
de las más principales por sus consecuencias jurídicas, para con los demás, 
o por alguna razón o dificultad especial que entrañen. 

95. Nulidad de los actos contrarios a la ley.—Entre las de la primera 
clase resalta por su importancia el artículo 4.”, en su párrafo primero, que 
reza así: Son nulos los actos ejecutados contra lo dispuesto en las leyes, 
salvos los casos en que la misma ley ordene su validez (v. gr., los aa. 62, 
102, 1.300, todos anulables). : 

Para cuya inteligencia es de notar que el Código, y más claramente la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo, con la doctrina de los juristas, cla- 
sifican los actos: írritos: a) en no existentes; b) nulos de pleno derecho; 
c) nulos o anulables; y d) rescindibles o no del todo firmes. 

a) No existentes son aquellos a quienes faltan todos o algunos de los 
elementos esenciales. Estos no son actos írritos propiamente dichos, pues 
estos últimos constan de todos los elementos esenciales, según el Derecho 
natural, pero están privados de eficacia por ley positiva. 

b) Nulos de pleno derecho son los que la ley hace ineficaces por ir 
contra ella o por no reunir las formas o' solemnidades impuestas por la 
- misma como esenciales o como condición sine qua non. Pueden ser irritos 
en sentido estricto. 

c) Nulos, o mejor dicho anulables, son los que contienen sie los 
elementos esenciales conforme a la ley, pero adoleciendo todos o alguno de 
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éstos de algún vicio que desvirtúa su eficacia, sin despojarlos de toda su 
vida y valor. 

d) Rescindibles, por último, son los que en sí son válidos y eficaces, 
pero pueden ser disueltos con justa causa por la autoridad competente. 

Los primeros, como no existentes, no tienen ni figura de actos ni pro- 
ducen ningún efecto favorable 'a los que los ponen; no necesitan declara- 
ción y no dan acción; sólo es preciso demostrar que no se verifican en ellos 
los elementos componentes esenciales (aa. 1.261, 633, 1.629, 1.875, 1.321, 
125224 ROA 

Los nulos de pleno derecho presentan la figura de actos con los com- 
ponentes naturales; mas en lo demás se asimilan a los primeros; están 
desprovistos de espíritus vitales, de ellos no puede nacer ningún efecto fa- 
vorable a su autor; no se convalidan con el tiempo y la prescripción; para 
revalidarlos se necesita poner de nuevo todos los elementos en conformidad 
con la disposición de la ley, con la forma, solemnidad o condición reque- 
ridas, o que la ley misma retire de ellos el impedimento que los esteriliza. 
Como mulos de derecho pleno no necesitan sentencia declaratoria de suyo, 
según el sentir de los autores modernos, a no ser que se vislumbre tal cual 
apariencia de fumus iuris en favor de alguno que pretenda hacerla valer, 
O cuyo desvanecimiento en forma autoritaria se requiera para fundamen- 
tar una acción o verse libre del peligro que amagara semejante sombra de 
derecho: (aa. 4.10 a iy dla Sh. etc y 

Los anulables se sostienen como válidos hasta no recaer sobre ellos sen- 
tencia declaratoria con efecto retroactivo; contienen savia vital y fructi- 
fican; son capaces de convalidación, así por la ley o legítima autoridad 
como por la prescripción de la acción; o por la renuncia expresa o implí- 
cita de ésta por los intéresados; o por la ratificación expresa o tácita he- 
cha por los mismos, removidos los impedimentos, que los viciaban. Son 
muchísimos los artículos que se refieren a esta clase de actos, v. gr., 1.263- 
1.271, 1.300-1.314, 61, 62, 647, 649, 816, 1.259, 1.316, 1.317, 1.226, 1.393, 
etcétera, etc. 

Los rescindibles no entrañan para nosotros peculiares dificultades (ar- 
tículos .291, 1.469, 1.479, 1.486, $ 2; 1.498, 1.403, d 24 014503). 

El artículo 4.° regula la segunda clase, o sea los nulos de pleno derecho. 

96. Extensión del artículo 4.°—Se controvierte si hubiera sido más 
acertado establecer la regla contraria, y haber convertido en excepción la 


expresada en el artículo, como ha hecho el Código de Derecho canónico, 
canon 11 (27). 


(27) De DIEGO, Instituciones de Derecho civil español, I, y MANRESA en los coment. al a. 4, 
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El precepto tiene profunda raigambre en el Derecho romano, en el ci- 
vil antiguo y en el canónico, si bien parece que en nuestras clásicas colec- 
ciones no se hallaba formulado en una regla tan universal como la del ar- 
tículo 4.”. 

Saben muy bien los iniciados en los estudios jurídicos cómo la ley, para 
ser perfecta, necesitaba sancionar con la nulidad los actos puestos con- 
tra ella. 


Algunos comentaristas sostienen que el término ley usado en el artícu- 

lo se entiende exclusivamente de las leyes prohibitivas o preceptivas (28), 
no de las permisivas y supletorias (dispositivas); otros, que nada más 
abarca las dictadas en interés püblico, no en interés y favor de los particu- 
lares (29); pero, en general, otros, tomando el vocablo como está, sin dis- 
tingos, lo aplican a las leyes de cualquiera índole (30). 
Los actos que irrita son los actos jurídicos de cualquiera clase, consi- 
derando esta palabra en su más larga acepción con sus consecuencias fa- 
vorables al que obra en contra de la ley; no las punibles y onerosas, o las 
que benefician a terceros inocentes. De consiguiente, su trascendencia es 
inmensa en todo e! campo de Derecho civil. Unicamente se exceptüan los 
actos que, aunque contrarios a lo que dispone 1a ley, la misma ley explícita 
o implicitamente ordena su validez (a. 4.°, $ 2.°). 

97. Su eficacia.—; Cuál será, pues, su eficacia en ambos fueros? En 
el externo, desde luego es completa. Los actos que anula están desprovis- 
tos de todo reconocimiento y protección, nacen privados de acción; los ma- 
gistrados, jueces, notarios, registradores, etc., deberán rechazarlos de pla- 
no y negarles toda suerte de autorización. Y como en el fuero civil la pri- 
vación perpetua de acción a un derecho equivale a la negación del mismo, — 
en esa esfera es como si no existiese. 

En el fuero de la conciencia son asimismo enteramente ineficaces, como 
todos: a) después de sentencia declaratoria; b) cuando tales actos son ya 
de suyo inválidos por derecho natural o ilícitos perpetuamente; c) cuando 
traen toda su existencia del derecho civil; d) cuando el bien común, con- 
siderados todos los adjuntos, reclama la invalidez; y e) en los casos par- 
ticulares en que explícita o implícitamente se revela la intención del legis- 


lador de despojarlos de valor moral. 


(OS we 
99) O. e. pág. 449, nota 2. 
E DE Cód. civ. esp. comentado y concordado por Q. Mucius Scaevola, t. 1, 3.2 ed. 


«Madrid, 1893), pág. 126 ss.; SÁNCHEZ BRAVO, O. C., pág. 449, 2.0; DE Dreco, Inst. I, pág. 132; 
CASTAN, Der. civ. españ. común y foral, 5.2 ed., t. 2 (Madrid, 1942), pág. 633. 
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La dificultad está, cuando los actos, atendida la ley natural y los prin- 
cipios generales son válidos en sí y lo seguirían siendo si la ley positiva 
no los hiciese ineficaces. ¿Consta plenamente la intención del legislador de 
desproveerlos en todo caso de eficacia en los dominios de la conciencia? 

Sin duda que puede hacerlo; pero si en realidad lo ha querido, yo no 
me atrevo a afirmarlo; por la paridad con las leyes, que prescriben ciertas 
formas o solemnidades para la validez de determinados negocios jurídicos, 
verbigracia, el testamento informe, ciertas donaciones, etc., porque en úl- 
timo término la invalidez por la inobservancia de ellas se reduce a la vio- 
lación de este artículo. 

El asunto no carece de importancia ni es una sutileza inútil, pues si 
conservan su valor en el ámbito de la conciencia, es dado aprovecharse de 
ellos mientras aquel a quien cumpla no invoque jurídicamente la insub- 
sistencia. 

98. Leyes anulatorias.—No carecen de menos momento las leyes, que 
regulan los actos, que el Código denomina nulos; la jurisprudencia, anula- 
bles; la doctrina, nulos de nulidad relativa y anulables también, y los mo- 
ralistas, rescindibles, cuales son: 

a) Los de los menores sin la autorización de las personas e institu- 
ciones a quienes están sometidos en el ejercicio de sus derechos; los de la 
mujer casada, sin la de su marido o del juez; la de los locos o dementes 
que no lo son de nacimiento ni de antes de haber alcanzado el uso de la 
razón, antes de haber sido declarados por tales judicialmente, y los de los 
no realizados en manifiesta locura; los de los sordomudos, que no saben 
leer ni escribir, pero que gozan del pleno uso de sus facultades mentales. 

b) Los de los embriagados o que se hallen en estados anímicos se- 
mejantes a los anteriores, a los que hay que agregar los de los concursados 
no rehabilitados, que disponen de sus bienes (a. 1.263, 1. y 2.°) (31). 
y los practicados en nombre de los menores sin la autorización legal (32); 
y por los de los pródigos o interdictos, declarada la prodigalidad e inter- 
dicción (a. 1.300, $ 4.”, 221, 227, 228-30). 

c) Aquellos cuyos elementos esenciales adolecen de un. vicio que los 
invalida con arreglo a la ley (a. 1.300), cuales son los ejecutados con 
error, dolo, falsedad de la causa, intimidación o violencia, según lo de- 
clarado en los aa, 1.265-1.270. Dejando a la discusión de los sabios si 
entran también en esta categoría los nulos por la ilicitud de la causa o del 
objeto; a lo menos, cuando la prohibición, de donde la ilicitud proviene, 


(31) MANRESA Y SCAEVOLA en los comentarios a estos aa. 
(32) MEDINA MARANON, a. 1.301, nota 3, 8 9; S. T. 1 mayo 1919. 
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ha sido motivada principalmente por el bien e interés privado, coma lo. es 
la facultad de pedir la declaración de la nulidad de que venimos hablando, 
de sostener el negocio entablado. 

Todos los cuales valen en conciencia, si reúnen los requisitos de la ley 
natural, mientras no se dé contra ellos sentencia declaratoria, con efectos 
naturalmente retroactivos, que alcanzan el mismo nacimiento del acto, de- 
clarándolo deshecho desde su origen, con todas las secuelas de él derivadas, 
en cuanto lo sufra la naturaleza de las cosas, conforme a los artícu- 
los 1.303-1.308 (33). 

99. Actos faltos de forma legal.—Otra cuestión conexa con las pre- 
cedentes es la de la forma, solemnidad o condición requeridas algunas ve- 
ces por el Código para ciertos actos o contratos, a saber si ésta es nece- 
saria para la validez y eficacia de los mismos. Punto éste muy discutido, 
según se indicó arriba, militando muchos y muy graves autores por la 
afirmativa, y otros no menos graves por la negativa. 

Nuestro Código, manteniendo la tradición multisecular castellano-leo- 
nesa, ha sentado como principio el sistema espiritualista de que el contrato 
es nacido, una vez puesto el consentimiento, cualquiera que haya sido la 
forma en que éste se haya expresado, siempre que en él concurran las con- 
diciones esenciales para su validez: de objeto, sujeto, causa y las peculiares 
de cada clase de contratos (a. 1.278); principio que la jurisprudencia ha 
ido esclareciendo v fijando más y más en el sentido espiritualista, conci- 
liándolo sin dificultad con los dos siguientes, que a primera vista ofrecen 
algunos aspectos de aparente contradicción. 


La forma solemne, de ley ordinaria, no es esencial para la existencia del 
contrato ni para toda eficacia del mismo, sobre todo respecto de los con- 
trayentes; pero la ley puede prescribirla en unos casos para hacer del todo 
valederas las obligaciones, y con relación a todos y a todo tiempo y lugares; 
en otros, como requisito esencial y necesario para la validez y eficacia de 
los negocios mismos. Y en cierto modo lo ha dispuesto, zanjando de ese 
modo las disputas procedentes de ambas teorías opuestas, espiritualista y 
formalista o materialista; dando amplio margen a la libertad contractual 
v suministrando al mismo tiempo los medios necesarios y convenientes de 
fijación permanente del contenido pacticio, de medio seguro de prueba y 
de garantía privada y pública (aa. 1.279-1.280). 

Son rarísimos los actos y contratos para cuya validez exige el Código 
escritura u otra forma especial. Los tratadistas apenas se atreven a señalar 


(33). MANRESA SCAEVOLA, CASTÁN. 
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más que tres o cuatro como ciertos: el a. 633, sobre las donaciones de co- 
sas inmuebles; el 1.528, acerca del censo enfitéutico; el 1.875, respecto de 
la inscripción de la hipoteca en el Registro de la Propiedad, y el 1.321 (34). 


De este modo el problema tan debatido ha quedado en nuestro derecho 
harto simplificado y creo que no entrafie complicaciones en el fuero interno. 
Sólo advierto que, a mi juicio, a estos pocos actos, así sustancialmente 
nulos, es aplicable también la aserción de los moralistas de que no consta 
que sean ineficaces en el terreno de la conciencia, antes de sentencia decla- 
ratoria, cuando serían válidos mirando sólo a la ley natural. 


100. El testamento.—Entre los actos jurídicos merece consideración 
especial, por su enorme trascendencia, por su estimación afectiva y el ex- 
quisito cuidado y diligencia con que todas las legislaciones lo ordenan 
y amparan hasta en los últimos detalles, el testamento. 


Un capítulo con 10 secciones y 81 artículos le consagra nuestro Código, 
fuera de otros innumerables, en que dictamina sobre él o al menos a él 
alude. 

Exige para su validez un sinnúmero de requisitos, que sería prolijo 
enumerar aquí y que no viene a nuestro propósito, por ser generalmente 
sabidos, pero que muestran el sumo aprecio que al legislador ha mere- 
cido esta institución jurídica; si bien uno que otro, por su insignificancia, 
no da origen con su inobservancia a vicio sustancial (35). 


Como los otros actos jurídicos, también desvirtúan el testamento la 
violencia, el dolo o fraude (a. 673), mas, con la diferencia de que la ac- 
ción para pedir la declaración de nulidad no se extingue a los cuatro años, | 
sino a los quince (36). 

No es, pues, nulo ipso iure; a no ser que la violencia, el dolo o el fraude 
sean tales que por derecho natural priven al testador del conocimiento y 
libertad indispensables para el acto humano. 


A esta nulidad se suman otras varias por razón del fondo y muchas 
más quizá en cuanto a la forma (37): unas por defectos comunes a toda 
clase de testamentos, otras por deficiencias propias de cada especie de ellos; 
debiendo ser esta mú'tiple nulidad, según principio asentado en el a. An 
nulidad absoluta y ex ipso iure en el fuero civil; pero conforme a la prác- 
tica de la jurisprudencia y a la doctrina, no se reputa ineficaz el testa- 


(34) MANRESA, t. 1, pág. 149; CASTAN, t. 1; pág. 915. 


(35) MANRESA, V, pág. 472, S. T. S. 4 abril 1895; MEDINA MARAÑÓN, a. 681, n. 3, nota 3; 
De Le So abril i806. 


(36) S. T. S. 20 junio 1928; 31 diciembre 1931; MEDINA MARANON, a. 1:901, nota 1. 
(37) MANRESA, V, pág. 687 y 473-75. 
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mento sino después de haberse declarado judicialmente, a instancia de parte 
interesada, que en él no se han guardada las formalidades legales. 


Y así, la Dirección General de Registros, en fechá 20 de septiembre 
de 1904 (38), ha manifestado que las faltas que invalidan los testamentos 
no producen necesariamente su nulidad; pues los interesados, únicos a 
quienes corresponde promover cuestión acerca de la validez, pueden acep- 
tarlos o respetarlos o cumplirlos, como si los testamentos estuviesen re- 
vestidos de todos los requisitos legales: razón por la cual no puede afir- 
marse a priori que un testamento es nulo. Sin que esta doctrina desvirtúe 
el precepto general y absoluto del a. 687, dictado para los tribunales, que 
a su tenor han de fallar a posteriori, previa declaración de parte interesada ; 
mas no para el Registrador, que no puede. rechazar un testamento contra 
la voluntad de los que pueden acatarlo como válido, caso de que rea'mente 
tuviese algün vicio por el que pudiera ser anulado. 

Doctrina que reiteran las resoluciones de 2 de agosto y 10 de diciembre 
de 1913, confirmando en cierto modo la de los moralistas, que enseñan 
que se puede estar en conciencia a un testamento informe civilmente, an- 
tes de la declaración auténtica de nulidad, con tal que no sea nulo por el 
mismo derecho natural. 

101. Leyes rescisorias.—Por lo que toca a los actos rescindibles, que 
el Código distingue de los nulos o anulables y están enumerados en los 
articulos 1:201-1:202, 1.255, 1.466, 1.460, 1.470, 1.483, 1.074, 1.073,.1.503, 
644-648, 1.348 y 1.918, no cabe duda que son válidos, pues lo dice expre- 
samente el a. 1.290; pero pueden deshacerse a petición de los perjudicados 
a causa de la lesión por ellos producida, del fraude o dolo con que fueron 
celebrados o por otras razones justificativas. 

Dejadas a un lado ciertas discusiones entre los autores, más bien de 
tecnicismo que de otra cosa, para nuestro fin no es necesario extendernos 
más sobre ellos, porque con lo apuntado basta para resolver las dudas que 
pueden surgir (39). 

Unicamente procedería dilucidar la justicia del a. 1.293, que niega la 
rescisión por lesión fuera de los casos mencionaods en los nn. 1.” y 2. 


del r.291. 


r 


"ON 


"ow "X 


El Código de Derecho canónico la admite, cuando del contrato se le 
sigue a una parte, por haber sufrido error, una lesión que exceda la mi- 
tad del valor de la cosa. Códigos modernos hay que tienden a restablecer 


38) MANRESA, V, pág. 475. 
e SCAEVOLA, XX, pág. 85 Ss.; MANRESA, VIII, pág. 661 ss.; CASTÁN. 
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la rescisión mencionada; v. g., el alemán y el suizo; SCAEVOLa anticipa 
que tiene que haber otros casos no incluídos (40), y es muy conforme 
a razón; por eso es de esperar que este artículo sea objeto de reforma 
en la revisión del Código. 


XIII 


ALGUNAS LEYES. QUE RECLAMAN. PARTICULAR 
ATENCION 


102. Leyes de ocupación.—Respecto de las contenidas en los artícu- 
los 351 y 352, sobre los tesoros ocultos; 610, sobre la ocupación de las 
res nullius, bienes y vacantes abandonados; 611 y 612, sobre la caza y la 
pesca; 615-617, sobre las cosas halladas, es licito acomodarse a lo que 
ensefian los moralistas en cada caso antes de mediar sentencia judicial. 

Casos muy curiosos se han dado y más raros quizá vendrán con oca- 
sión de la aplicación del a. 613, cuando las palomas, conejos y peces pa- 
saren de su respectivo criadero al de distinto dueño. 

Esto, ordinariamente, cuando es uno que otro el animalito que se 
traslada, o cuando el traslado es de pocos y raras veces, no implica ob- 
jeciones reparables; pero cuando la emigración es en masa, en gran nú- 
mero o muy frecuente, no se ve la racionalidad de la aplicación e inter- 
pretación, que al pie de la letra han hecho los tribunales. 

103. Leyes de donación.—Se puede asimismo seguir la doctrina de 
los moralistas en materia de donaciones, cuando se trata de las inhabili- 
dades legales para hacerlas, recibirlas y aceptarlas (aa. 624-633); lo mis- 
mo que cuando su doctrina versa alrededor de otras incapacidades seme- 
jantes en asuntos, v. g., hereditarios. 

Las trabas legales para las donaciones apuntan principalmente a los 
esposos y personas de la familia; y no hay duda que el bien común, el 
de la familia y de los propios esposos exige que se restrinjan; pero no 
hasta el ültimo extremo, como se hace en el a. 50, n. 2.”, invadiendo, se- 
gün ya se notó, el campo de competencia ajena; y ¿quién va a condenar, 
en el terreno de la moral, alguna que otra donación de regular cuantía 
entre cónyuges u otras personas de la familia legalmente hábiles, si en 
tales circunstancias ninguno de dichos bienes peligra ? 

Lo mismo se diga de otras donaciones civilmente legales, pero muy 
conformes a los dictámenes de la razón, hechas so capa de tales, para 


(40) SCAEVOLA, pág. 994. 
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cumplir obligaciones graves, o en orden a evitar males o conseguir bie- 
nes de consideración. 

104. Leyes de arrendamiento.—Estas leyes han sido una de las tachas 
que los críticos han venido poniendo al Código civil desde su salida (41). 

El contrato de arrendamiento (Cód. civ., lib. 4, tít. 6, aa. 1.542-1.603) 
es uno de los lugares donde más resaltan la tendencia individualista, el 
predominio del aspecto privado de la propiedad, el favorecimiento al arren- 
dador, y no tanta consideración a los derechos del arrendatario. 

De aquí la necesidad sentida, principalmente desde principios de siglo, 
de poner mano en esta institución más que milenaria; y los frecuentes tan- 
teos de los últimos decenios para retocarla y acomodarla a las presentes 
exigencias sociales, entre los que sobresalen la ley de 15 de marzo de 1935 
y la de 28 de junio de 1943 y 23 de julio de 1942 sobre arrendamientos 
rústicos, que se completan (42), y la de 1 de enero de 1947 sobre arren- 
damientos urbanos. 

A primera vista, estas nuevas leyes parecen haber dado en el extre- 
mo contrario, reservando los favores en primer plano para el arrendata- 
rio; no hace muchos años quizá hubieran sido calificadas de draconianas 
y atentatorias contra el derecho libre de propiedad; hoy puede ser que los 
imbuídos del liberalismo e individualismo las reputen todavía acreedoras 
a críticas tan acerbas; pero quien las pondere serena y reposadamente, a 
vista del bien comün, de los adjuntos sociales, de la justicia social, de la 
economía privada y nacional, no las tendrá por disparatadas, sino por ra- 
zonables y no fuera de la justicia, aunque tal vez no pasen de ser el ültimo 
tanteo para llegar del todo al justo medio. No hay, pues, que tenerlas en 
poco y negarles el puesto que les corresponde en el tribunal de la con- 


ciencia. 


XIV 
LIES Die RESCRIPCION 


105. Leyes de prescripción.—Llegamos a la disposición de ‘algunas 
leyes, que fueron insertadas en últitimo lugar en el Código civil, no sin 
protesta de los comentaristas, que no hallan acertada su colocación donde 


están, pero que a nuestro propósito eso no importa nada. 


(41) SCAEVOLA, XXIV, pág. 361 ss.; CASTÁN, IIT, pág. 121 ss. ; ter 
(42) CASTRO BRAVO, pág. 229; Cód. civ., ed. Góngora 1945; MEDINA MARAÑÓN, Leyes civiles de 


España, ed. novís (Madrid, 1943), apéndices, pág. 330, nota 1; 590-592. 
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No entra en el plan propuesto examinarlas todas en su conjunto; pues- 
to que esta institución jurídica bien entendida se admite como justa sin va- 
cilación en ambos fueros por los moralistas y juristas; sólo nos limitare- 
mos a justipreciar las poquísimas disposiciones ocasionadas a dudas y difi- 
cultades, que son las que relatan los aa. 1.955, párr. 2." y 3.°, el 1.959 y 1.961; 
pues los primeros no requieren la buena fe en las prescripciones extraordi- 
narias y el postremo parece que tampoco la toma en cuenta en las prescrip- 
ciones liberativas. Es por lo tanto un punto de suma importaricia y tan di- 
fícil de abordar, que con derecho se puede decir de estas leyes que son la 
cruz de los moralistas; no así de la inmensa mayoría de los civilistas, que 
no paran mientes en su interpretación. 

106. Buena fe.—Sabido es que la Iglesia en el Conc. IV de Letrán. 
cap. 41, aii. 1215, definió que la buena fe era necesaria en toda prescripción, 
no sólo en el comienzo de la posesión, sino durante todo el tiempo necesario 
para prescribir; declarando sin fuerza de obligar todas las leyes civiles an- 
teriores y posteriores que dispusiesen lo contrario; las cuales, notan algunos 
autores, ya eran ineficaces por el mismo derecho natural. 

Quaniam omne quod non est ex fide peccatum est, synodalí iudicio defi- 
nimus ut nulla valeat absque bona fide praecriptio, tam. canonica. quam ci- 
vilis, cum sit generaliter omni constitutioni quam consuetudini derogandum, 
quae absque mortali non potet observari peccato. Unde oportet ut qui praes- 
cribat, in nulla temporis parte rei habeat conscientiam alienae. 

Definición, que cristalizó en la regla 2.* de las Regulae Iuris in Sexto. 
“Possessor malae fidei ullo tempore non praescribit." Y con mayor clari- 
dad y distinción está redactada en el can. I.512 del Código de Derecho ca- 
nónico: Nulla valet praescriptio, nisi bona fide mtatur, non solum. initio 
possesionis, sed toto possessionis tempore ad praescribendum. requisito. 

Sin embargo la ley 12 del tit. 29 de la Partida 3., mantiene la ley ro- 
mana, que sólo requería buena fe al principio de la usucapción (43); la ley 
21 del mismo título tampoco la exigía en la prescripción de treinta años; y 
la 27 tampoco la consideraba necesaria para ganar el dominio de las cosas 
poseidas por treinta años y por cuarenta, cuanto, a las cosas dadas en pren- 
da, prestadas o depositadas, contra sus dueños, si éstas hubiesen vuelto al 
poder de ellos; leyes que estuvieron en vigor con algunas otras que prescin- 
dian así mismo de la buena fe, hasta la codificación. 

¿Podrá asegurarse de ellas y de las del Código citadas, que están des- 
provistas de vigor en el fuero interno, que fomentan el pecado y la injusti- 


(43) Cód., lib. VII, tit. 39, const. 8. 
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cia, y que por espacio de siete siglos hayan sido disimuladas por la Iglesia 
a ciencia y paciencia de tantos Santos y varones de rectitud innegable? 
¿Tendrán algún sentido aceptable? 


No deja de producir verdadera extrañeza. Los teólogos y juristas, tanto 
canonistas como civilistas, con raras excepicones por parte de éstos, abra- 
zaron con sumisión la definición lateranense y la interpretaron más bien rí- 
gidamente que en sentido lato; tanto con respecto a los cánones, como a los 
estatutos civiles; entendían la regla 2.* del sexto sin falencias, si se excep- 
tüa su aplicación a la prescripción de las acciones personales en el fuero ex- 
terno (44). 

107. Buena fe en la prescripción adquisitiva.—Tratándose de la pres- 
cripción adquisitiva o usucapión, puede afirmarse la necesidad de la buena 
fe sin interrupción en todo el tiempo de la prescripción, según el sentir uná- 
nime; baste citar (45): MoLiwa, Lesio, Luco COVARRUBIAS, etc., quienes 
conceden la licitud de la prescripción sin título, pero nunca sin buena fe; 
con los cuales concuerda el insigne comentaristas de las Partidas, GREGORIO 
LóPEz, según puede verse en las glosas a las leyes arriba aducidas. 


Ni es menos conforme y constante el consentimiento de los moralistas 
católicos hasta nuestros días, como verá quien tenga la curiosidad de repa- 
sarlos. De los que he examinado sólo uno expresamente, PRUMER (46) es- 
cribe: Auctores non concordant utrum statuta legum italicarum et hispana- 
rum, circa illas praescriptiones quae nom requirunt bonam fidem, valeant in 
conscientia; y no aduce por la afirmativa más que a PISCETTA (47), en 
cuanto a las italianas, a quien se refiere también VERMEERSCH, proponién- 


- dolo como intérprete benigno de las mismas leyes. 


] 
" 
m 


4 


< 
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¿Qué interpretación, pues, dan a los aa. 1.955, párr. 2° y al 1.959 de 
muestro Código y a los simlares de los códigos extranjeros? Unos, como 
MERKELBACH (48), distinguen dos clases de buena fe: la teológica y la ju- 
rídica, y resuelven la dificultad proponiendo que, cuando las leyes no requie- 
ren la buena fe, se refieren a la jurídica, dejando intacta la teológica, a cuyo 


(44) SANZ VILLALBA, La buena fe en la prescrip., tesis doctoral (Comillas, 1944); REIFFENS- 
TUEL, t. de “Regulis iuris" in 6.9, r. 2.2 

(45) De iust. et iure, tract. 3, disp. 63 ss.; LESIO, De iust et iure, lib. 2, cap. 6, sobre todo 
el dub. 6; Luco, De iust et iure, disp. VIII, n. 48 ss.; COVARRUBIAS, Opera omnia, part. 2, Relecl. 
cp. Possessor, de Regul. iur in 6.9, $ 11, tertia pars. 

(46) Manuale Theol. Mor., t. 2, ed. 2 et 3 (Friburgi Brisgoviae, 1923), pág. 62, n. 67. 

(47) Theol. Mor., t. 3, n. 143 ss. : 

(48) MERKELBACH, n. 230. 
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parecer se acuesta TANQUEREY (49). Otros, como NOLDIN-SCHMITT (50), 
asientan que estas leyes no valen en el fuero interno y que sólo niegan el 
recurso o acción (50). Otros, por fin, se contentan con afirmar la necesi- 
dad de la buena fe teológica sin más explicación (51). 

Todos reputan privadas de valor en el fuero interno tales disposicio- 
nes. A mí, sin embargo, se me hace muy duro creer que nuestros legislado- 
res, desde la época goda hasta ahora, no se hayan percatado de su injusti- 
cia, y de que su mantenimiento fomentara el pecado y facilitara la adqui- 
sición ilícita de lo ajeno, tanto más que nuestro Código, a pesar de las ta- 
chas indicadas en este mismo trabajo, en general es respeutosísimo para con 
la justicia y equidad y ante todo para con la moral. Y a pesar de todo es-, 
tablece claramente: También se prescribe el dominio de las cosas muebles 
por la posesión no interrumpida de seis años sin necesidad de ninguna otra 
condición (a. 1.955, $ 2.°). 

Igualmente: Se precribe también el dominio y demás derechos reales 
sobre bienes inmuebles por su posesión no interrumpida durante treinta 
años, sim necesidad de título, ni de buena fe, y sin distinción entre presentes 
y ausentes (a. 1.959). 

Y pone claramente se prescribe, se prescriben, esto es, se adquiere, se 
adquieren; que esto significa aquí el verbo prescribir en esta cláusula, y no 
el que le quieren dar los que interpretan estos artículos como únicamente 
denegatorios de acción en el fuero externo. Es aquel asimismo el sentido, 
y no este ültimo, el que les atribuyen los intérpretes y expositores civiles (52). 

La sentencia de MERKELBACH y de los que opinan como él, es cierta- 
mente verdadera, cuando la buena fe teológica no coincide con la civil o ju- 
rídica; pero no, cuando sucede lo contrario, como ocurre muchísimas veces, 
en que ambas se confunden, quedando de consiguiente en pie la dificultad, 
cuando esto acontece; pues sin duda juzga prudentemente que la cosas, que 
posee, es suya, que posee sin pecado, que el ánimo de poseer es conforme a 
toda justicia (en lo cual suelen poner los moralistas la buena fe teológica); 
quien cree prudentemente que aquel de quien recibió la cosa, era dueño de 
ella, que podía trasmitir su dominio (a. 1.950), y al mismo tiempo inculpa- 


(49) Synopsis Theol. Mor. et Pastor, t. 3, ed. 6.2 (Romae, 1921), n. 256. 

(50) N. 403, WAFFELAERT, Tract. Theol. Mor., tract. 2, (Brugis, 1885), n. 237; AERTNYS, n. 682; 
BUCCERONI, n. 925; JORIO, Comp. Theol. Mor., ed. 5.2 (Neap., 1934), n. 572, 2; 566; BUSQUET, The- 
saurus confessarii, ed. 3.a (Barcelona, 1902), n. 212; FERRERES, Compend. Theol. Mor., ed. 8.3, 
t. 1 (Barcelona, 1917), n. 725, 1; SEBASTIANI, Summar. Theol. Mor. (Taurini, 1925), n. 279; FERRE- 
RES-FUSTER, Epitome de Theol. Mor. (Barcelona, 1944), n. 372, 3.9, etc. 

(51) ARREGUI-ZALBA, n. 301, 2.9; COLLÍ-LANCI, V. 2, n. 397 ss.; MARC., Institut. Mor. Alphons, 
ed. 14 (Romae, 1917), t. 1. 

(92) S. T. S. 24 enero 1907; SEIX, Enciclopedia Jurídica Española, t. 25 (Barcelona), 434; 
HUGUET, El abogado popular, IV, pág. 536; S. T. S. 27 mayo 1906; 23 octubre 1918; 13 junio 1865 
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blemente ignora que en su título o modo de adquirir existe vicio que lo im- 
valide (a. 433), en que constituye nuestro Código la buena fe jurídica. En 
este terreno es donde se presenta la dificultad y en el mismo es donde hay 
que afrontarla. 

Antes de ello hago mi profesión de fe, de que abrazo como el hijo más 
sumiso todo cuanto la Santa Madre Iglesia enseña, ha definido y definirá; 
y si algo escribiere, que no esté en todo conforme a sus dogmas y doctrinas, 
desde ahora lo rechazo. Del mismo modo quiero seguir el sentir unánime de 
los teólogos católicos, señal infalible de verdad, y así tengo por verdadero lo 
que dicen respecto a la necesidad de la buena fe en toda prescripción. 

IOS. Prescripción extraordinaria.—Pero ¿se trata en los artículos, que 
vemmos ventilando, de verdadera prescripción? ¿O no se denominará con la 
nomenclatura de precripción extraordinaria otra institución jurídica distinta 
de la verdadera prescripción, aunque se emplee una terminología idéntica, 
por regularse materias análogas y por la misma razón el legislador las haya 
comprendido en un mismo capítulo ? 

Si así fuera, no tendría razón de ser la censura, con que los autores no- 
tan dichas leyes, y desaparecería el obstáculo de su obligación en conciencia. 

Pues esto, que a primera vista parece una novedad, y un despropósito, 
no carece de todo fundamento. MANRESA así lo da a entender, y anota que, 
según las modernas teorías, viene a formar un nuevo derecho distinto, cuyo 
solo punto de contacto con la materia de prescripción es el trascurso del tiem- 
po, factor necesario para la constitución o creación de ese derecho (53). 
Igual idea quizá intenten expresar otros tratadistas, teniendo la prescripción 
extraordinaria como una excepción de la regla ordinaria (54). Y el mismo 
legislador parece que lo considera así, reglamentando primero la prescrip- 
ción ordinaria de las cosas muebles e inmuebles, y después la extraordina 
ria de aquéllas y éstas; y poniendo los requisitos de ambas; exigiendo la 
buena fe en la prescripción ordinaria al principio y durante todo el tiempo 
de la posesión, por ser esa la prescripción verdadera y propiamente dicha 
y a la cual por consiguiente se refiere el capitulo lateranense y la regla 2." 

- del sexto y el can. 1.512, y no teniendo por necesaria la buena fe en la ex- 
traordinaria por no reputarla como prescripción propiamente tal. 

j 109. No necesidad de buena fe.—En este supuesto, así como por ra- 

- zones de bien común tiene poder el legislador para designar plazos muy 
breves en la duración de la posesión, concurriendo todos los demás requisi- 

* 


(53) MANRESA, t. 12, pág. 767. d : 
(54) BURÓN, Derecho civ. esp., t. 2 (Valladolid, 1898), pág. 657; SÁNCHEZ ROMÁN, Estudios de 


Der. civ., t. 3, ed. 3.2 (Madrid, 1900), pág. 250. 
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tos para la prescripción; por ejemplo, la ley austriaca, citada por VER- 
MERSCH (55), establece que se gana el dominio de los bienes inmuebles por 
la posesión de tres años con buena fe; ¿no podrá el mismo legislador por 
Justas y suficientes exigencias del bien común, transferir el dominio de unos 
a otros independientemente de la buena fe; sefialando plazos razonablemen- 
te largos, con que dé suficiente tiempo y medios a los amenazados en sus 
títulos de dominio por la posesión ajena, para impedir que la propiedad o 
posesión propias se vayan cada vez debilitando en mayor proporción y la 
posesión ajena robusteciéndose hasta prevalecer definitivamente? 

Esto que, entendido no de la trasferencia del dominio, sino de la dene- 
gación en el fuero externo, lo conceden todos, ;no estaría justificado por 
iguales o mayores motivos en la hipótesis de transmisión de la propiedad? 

Los comentaristas recurren al interés social, que reclama la. ordenación 
estatuida en nuestro Cuerpo legal u otra semejante, para razonar su justi- 
cia y licitud, y en tal interés encuentran a su parecer fundamento suficiente 
en que apoyarla (56). 

Además de las razones que justifican la prescripción propiamente dicha, 
militan otras especiales en pro de las disposiciones legales, de que nos esta- 
mos ocupando. 

a) Cada día resalta más el aspecto social de la propiedad y el interés 
que la sociedad tiene en que rinda lo más posible. No puede, pues, serle in- 
diferente la inacción por tanto tiempo del titular del dominio, tan perjudicial 
para ella; y la diligente actividad del poseedor, tan beneficiosa para el bien: 
común social, en cuanto redunda en provecho de él; prescindiendo de la 
buena o mala fe del detentor. ; 

b) Ni puede menos tampoco de tener en cuenta la dificultad de cam- 
biar tal estado de cosas, tanto mayor cuanto más duradero sea éste. 

c) Añádase la fuerza que le hace la presunción de abandono del dere- 
cho de propiedad inactivo durante tanto años; cuando, como se supone, ha | 
podido y debido ejercitarse. 

d) Es también de tenerse en cuenta las pérdidas y daños que sufriría | 
el comercio. 

e) Allende de eso, semejantes disposiciones legales tienden a pacificar + 
al fin las conciencias y a poner término al estado de pecado; porque, veri- 
ficada la trasmisión del dominio, el poseedor deja de ser poseedor de cosa 
ajena; no de otro modo que dejaría de serlo y comenzaría a poseerla y dis- 
frutarla en 'adelante con toda tranquilidad, si el legítimo dueño se la cediese | 


5) Pág. 367. 
6) MANRESA, pág. 769 ss.; SÁNCHEZ ROMÁN, pág. 250. 


ima ec e 


(5 
(5 
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o la abandonase; verificándose algo semejante a lo que pasa con la cos- 
tumbre de hecho, cuando es pecaminosa; que deja de serlo, luego que el su- 
perior legítimo la eleva a ley allegando su consentimiento a la intención de 
la comunidad, después de un largo plazo de tiempo. 

f) Y tal mudanza de poseedor injusto en propietario justo es tanto 
más de estimar cuanto de otro modo sería tal vez imposible, o cuando me- 
nos harto dificil. 

g) Por fin, creo que debe tenerse muy en cuenta el considerando de 

la sentencia del Supremo de 8 de mayo de 1903 (7): “Considerando que 
el concepto y fundamento de la prescripción, encaminada principalmente 
a dar fijeza y certidumbre a la propiedad y a toda clase de derechos, ema- 
nados de las relaciones sociales y de las condiciones en que se desarrolla la 
vida, aun cuando éstas no se ajusten a los principios de estricta justicia; 
que hay que subordinar como mal menor al que resultaría de una inestabi- 
lidad indefinida, es evidente que por el transcurso de determinado tiempo 
se entienden borrados los defectos que en los títulos respectivos de aqué- 
llos puedan existir.” 
_ 110. Objeción.—Se objetara que esa suerte de leyes fomenta el peca- 
do, incitando a los sin conciencia a apoderarse de lo que no les pertenece; 
y alimentando su esperanza de adueñarse de ello legítimamente sólo con el 
transcurso del tiempo. 

Resp.—En general, el legislador lo dificulta con el establecimiento de 
plazos tan largos; con las restricciones sobre las cosas hurtadas o robadas, 
las servidumbres continuas no aparentes o las discontinuas aparentes o no 
(artículo 539); con la excepción de los bienes inscritos en el Registro de la 
Propiedad; con el acicate de la conciencia en período tan dilatado que no 
dejará de punzar así más veces aún a los de la sindéresis más adormecida; 
con las posibilidades y facilidades y oportunidades que en el mismo perío- 
do ofrece a los interesados en que no se extinga el derecho. 

- Las leyes no consienten la perversa intención de los injustos poseedo- 
mes ni su mala fe; las permiten y prescinden de ellas, regulando dichas 
situaciones jurídicas. - 

— Cierto es que habrá casos que caerán fuera del ámbito que abonen las 
1: E ordinarias, en que se funda la licitud de la prescripción; pero ias. 
leves atienden a lo que en general sucede, no puede descender a los casos 
B eus “Ex his, quae forte uno aliquo casu accidere possunt, iura (le- 
es) non constituuntur" (Digesto, lib. 1, tit. 3, leg. 4). Con todo, siempre 
quedarán algunos motivos del bien comün y social que los justifiquen. 


- (57) ALGUBILLA, 1903, pág. 832. - 


93 — 


LORENZO R. SOTILLO, S. I. 


Guardan los dos artículos que ventilamos algún parecido con el 464, 
$$ 2 y 3, y el 85 del Código de comercio; y como leyes dadas con anterio- 
WE a los casos que puedan ocurrir lo mismo pueden favorecer y perju- 
dicar a unos que a otros: hoy por mí, mañana por ti. El que us saliere 
damnificado, manana sera el beneficiado. 

He aqui las razones que me han ocurrido cerca de me leyes redactadas 
en los dos artículos tantas veces traídos a colación; veo muy bien su de- 
bilidad, sobre todo ante la resolución de la S. C. de Obispos y Regulares 
de 23 de septiembre de 1836 (58), que aludiendo a las leyes napolitanas, 
que no requieren la buena fe en la prescripción de treinta años, dice: Obs- 
tabat in casu cap. 20 de Praesc. quod praescriptionem omnem. absque bona 
fide condemnat ac reprobat. 

No quiero darles más fuerza que la que realmente tengan: lo que pre- 
tendo es llamar la atención de los moralistas para que apliquen a estas le- 
yes la consideración que merecen y examinen los aspectos que puedan te- 
ner de aprovechables y sostenibles en el fuero de la conciencia. 

111. Buena fe en la prescripción liberativa.— Tratándose ahora de la 
prescripción liberativa o prescripción en su sentido más propio, se advierte 
en los moralistas cierto empeño en modelarla según el patrón de la adqu- 
sitiva: aplicandole los requisitos de la posesión, buena fe, etc.; al contra- 
rio de los civilistas, que le niegan la necesidad de ellos, según claramente 
se ve en el artículo 1.961: Las acciones prescriben por el mero lapso de tiem- 
po fijado por la ley. 

Echase de ver asimismo la falta de uniformidad en señalar en qué esté 
la posesión y la buena fe en esta clase de prescripción. 

Fijándonos en la última, que es la que más viene a nuestro propósito 
por ser donde radica la dificultad, no pocos moralistas modernos, siguien 
do las huellas de Lugo y otros clásicos, distinguen en ella dos aspectos 
uno, positivo, y otro, negativo, constituyendo con cada uno de ellos una es 
pecie de buena fe: positiva y negativa. 

La positiva consiste en la prudente persuasión de no ser deudor, de m 
estar ligado con ninguna positiva obligación (59); de que no pesa sobre é 
carga alguna (60); en que tiene ignorancia, inadvertencia u olvido incull 
pables de la deuda (61); la negativa, que se describe diversamente, verbi 
gracia, la que tiene el que, consciente de su obligación, espera a la acción 
de su acreedor, sin impedirla con ningún fraude ni violencia (61); la de 
C. I. C. Fontes, IV, n. 1.911, pág. 871. 


8) 
9) VERMEERSCH, n. 356. 
0) 
1) 


NOLDIN-SCHMITT, N. 407; ARREGUI-ZALBA, N. 301. 
VERM., l. C. 
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sabedor de que pesa sobre sí carga, pero que no la tiene que satisfacer, si 
no es requerido positivamente para ello (62); o de que puede sin culpa teo- 
lógica esperar la admonición o la acción del acreedor sin impdirla por 
fraude (63); o cuando el deudor nada ilícito hace para que el acreedor no 
pueda vindicar su derecho, o no pone ningún impedimento para que otro 
no pueda usar de su derecho (64); en la ausencia de fraude (6s). 

Para todos es suficiente la positiva; y la meramente negativa en las 
servidumbres pasivas, que consiste en el silencio e inacción del dueño del 
predio gravado con ellas, aunque sea perfectamente consciente del no uso 
del dueño de la servidumbre activa; y en la mera pasividad o expectativa 
respecto de la pena y de las multas y gravámenes, mientras no se ejecuten, 
cuando no hay obligación de sufrirlas, si no se ejecutan por la autoridad 
competente. 

Del mismo modo todos convienen en que el deudor u obligado a dar 
o hacer algo no tiene el deber de pagar, dar o hacer antes de ser requeri- 
do, avisado, advertido, etc., si la ley, los usos y costumbres así lo deter- 
minan o si ha sido libremente pactado. 

Todo esto es manifiesto y claro; pero no ilumina luz tan esplendorosa 
la serie de supuestos entre esta buena fe patente y la denegación franca o 
sustracción fraudulenta bien perceptible al cumplimiento de la carga, que 
pesa sobre el gravado, sino que aquí comienzan los diversos pareceres y 
vacilaciones. 

Los moralistas, menos modernos en general, veían incompatibilidad en- 
ire la buena fe y el conocimiento de la obligación del deudor; por lo cual 
negaban las prescripciones de brevísimo tiempo y aun las de breve, a no 
ser en beneficio del sucesor del deudor, si ignoraba el vicio del título en 
que se fundaba la posesión; no así una no exigua parte de los modernos, 
como se advierte en las descripciones de tal requisito que se acaban de 
anotar. 

No urge dificultad mayor cuando la conciencia de la obligación o deu- 
da no está acompaiiada de malicia o de pecado, como dejan entender tam- 
bién la mayor parte de las prescripciones aducidas, pues fácilmente se re- 
duce a buena fe. 

Pero ¿qué decir cuando no pone ningún impedimento a la acción, peti- 
ción o aviso del acreedor; empero, pudiendo, no satisface a su obligación 
en el tiempo hábil, esperando de propósito al plazo de la prescripción, para 


(62) ARREGUI-ZALBA, l. C. 

(03) NOLDIN SCHMITT, l. C. 

(64). BAG: 

(05) VERM., NOLDIN SCHM., MERKET.BACH. 
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verse libre, si el otro no hace uso del derecho, segün parecen opinar algu- 
nos de los autores de las clases de buena fe puestas en este lugar? 


No emplea éste tal la fuerza, pero ¿no obra por el hecho mismo frau- 
dulentamente, conforme a la definición clásica de fraude: “Certum est 
quod quis committit in legem, qui legis verba complectens, contra legis mi- 
titur voluntatem?" (66). Sin duda que la intención de la ley es que todos 
cumplan con sus obligaciones, paguen sus deudas y levanten sus cargas; 
y para ello da todas las facultades al acreedor, pero previniéndole que las 
ejercite dentro de los términos marcados, pues una vez transcurridos no 
podrá contar con la tutela legal para actuar su derecho. Es como porierle 
una obligación condicional: tú eres libre para remitir lo que se te debe, para 
renunciar a tu derecho o para exigirlo, pero sólo dentro del plazo que yo 
te doy para esto; anda, pues, listo y solícito; ya te lo advierto con tiempo, 
en tu descuido llevarás la sanción." Del deudor y obligado parece desen- 
tenderse. Haremos, por tanto, una investigación escrupulosa de la ley ex- 
presada en el articulo r.961 para averiguar, si es dable, su verdadero sen- 
tido. 


II2. Interpretación del artículo 1.961.—En primer lugar, tanto él 
como la inscripción del capitulo, a que da comienzo, y todos los demás ar- 
tículos comprendidos en él, hablan expresamente de la prescripción de ac- 
ciones, no de derecho; y como todo ello versa en rededor de materia odio- 
sa, deben entenderse en sentido restrictivo y exclusivo sólo de las acciones. 

Sin embargo, no está tan claro. 


a) En el capítulo 1.* de este título 18, que contiene las disposiciones 
generales y comunes a toda la materia de prescripción, se consigna clara- 
mente: También se extinguen del propio modo por la prescripción los de- 
rechos y las acciones de cualquier clase que sean; y parece una necedad que- 
rer referirlo a los derechos, que se extinguen en la prescripción adquisitiva, 
cuando el prescribente la gana, pues esto es una consecuencia necesaria 
e inevitable; debe, pues, hacer referencia a los derechos propios de la pres- 
cripción extintiva, como evidentemente se deduce de la sentencia del Tri- 


bunal Supremo de 29 de febrero de I932 (67). 


Otro tanto reza el artículo 1.932: Los derechos y acciones se extin- 
guen por la prescripción en perjuicio de toda clase de personas, aun las 
jurídicas, en los términos prevenidos por la ley; e igual conclusión se saca 


(66) Regula iur. 88 in Sexto. 
(67) S. T. S. 99 febrero 1939. 
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de los artículos 1.962 y 1.963, que implican la extinción de la acción si- 
multáneamente a la extinción del derecho, de modo que éste no la sobre- 
vive. 

b) Esta es, según VALVERDE, la tendencia de la doctrina moderna, 
que reconoce en la prescripción extintiva potencia para extinguir no sólo 
la acción, sino el derecho. Y más claro aún lo expresa CasrÁx (68). 

c) Ni faltan interpretaciones de la jurisprudencia en el mismo senti- 
do: la prescripción extintiva... es el medio de perder los derechos y accio- 
nes de cualquiera clase que sean... (Tribunal Supremo 4 octubre 1927; 
20 marzo 1926) (69). Y tal era ya la jurisprudencia anterior al Código. 
“De tal manera están limitadas por el tiempo las acciones, que, dejándolo 
transcurrir sin hacer uso de ellas, se pierden los derechos, por muy respe- 
tables que sean (10 junio 1864, 29 abril 1867, 7 abril 1866) (70). 

Otros expresan eso mismo diciendo que se extingue la obligación del 
deudor (71). 

d) Todo lo cual se confirma con que el Código define expresamente 
que por la prescripción se extinguen los derechos y acciones de cualquier 
clase que sean (a. 1.930, $ 2), y en ningún artículo regula después la pres- 
cripción de los derechos personales, sino solamente la de las acciones a ellos 
correspondientes, señal manifiesta de que la incluye en esta última. 


De todo lo cual parece lícito concluir que los artículos 1.961 y siguien- 
tes del capitulo III se refieren también a la prescripción extintiva de los 
derechos, como ya se verificaba en el derecho romano en la prescripción 
de las acciones personales (72). En lo que al fin acaban por convenir to- 
dos, aun los que los restringen a las acciones, pues segün todos la priva- 
ción perpetua de acción equivale en la práctica a la extinción del derecho, 
porque éste jamás se podrá actuar. 

Lo cual es cierto si se atiende nada más al fuero externo, no precisa- 
mente en el interno, en el cual quedaría por lo menos el recurso de la ocul- 
ta compensación; pero al fin y al cabo, puesta la extinción perpetua de la 
acción, el derecho de un modo u otro, en más o menos largo período ter- 
minará por extinguirse también. 

- 113. Eficacia de las leyes de prescripción extintiva.—; c será, pues, 
el alcance de las leyes que ordenan la prescripción extintiva? 
(62) VALVERDE, t. 3, pág. 204, nota 2; CASTAN, t. 1 (Madrid, 1941), pág. 323 claramente. 


(69) S. T. S. 4 octubre 1927; 20 marzo 1926. 
(70) S. T. S. 18 junio 1864; 29 abril 1867; 7 abril 1866; GUTIÉRREZ, Estudios fundamentales 


del Der. civ. esp., ed. 3.2, t. 3 (Madrid, 1871), pág. 95. 


(71) MANRESA, t. 12, pág. 776. 
(72) SERAFINI-TRÍAS, Instituciones de Derecho romano, ed. 7.2, t. 1, pág. 289. 
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1. Sin duda ni disputa alguna valen en conciencia, cuando concurren | 
en ellas todos los requisitos, que los moralistas señalan en tal clase de pres- 
cripción; sobre todo, si hay buena fe positiva, y aun negativa, con concien- 
cia de la obligación, siempre que ésta no esté acompañada de pecado, por 
creer prudentemente que no le urge el cumplimiento de su obligación, mien- 
tras el acreedor no se lo pida. 

2, Pero ¿qué resolver, si el deudor (entendiendo por tal quien de 
cualquier modo está obligado) no pone impedimento alguno al acreedor, 
pero maliciosamente no satisface a su obligación en espera de librarse de 
ella, por la prescripción, si aquél no la reclama en tiempo hábil? Según se 
expresa algún que otro de los moralistas arriba mencionados, parecen in- 
sinuar que aun en este caso no falta la buena fe, puesto que la ponen en 
la ausencia de fraude, en que no se ponga ningún impedimento al acreedor, 
de modo que éste pueda usar de su derecho (73). 

Otros apuntan que todo está en que el legislador quiera de veras extin- 
guir el derecho por razón del bien común hasta en las prescripciones bre- 
visimas, con tal que haya buena fe positiva; y aunque sólo la haya nega- 
tiva en este sentido lato de que estamos tratando (74). 

Nuestro Código ya hemos visto que se refiere tanto a las acciones como 
a los derechos. 

a) También parece que no se contenta con negar la acción en el fuero 
civil, sino que se decide a extinguir ambas cosas. Esto manifiesta expresa- 
mente en el artículo 1.932 y en el 1.961 y siguientes; y no da muestra nin- 
guna de reconocer la supervivencia del derecho sobre la acción extinguida, 
según hacen otros códigos extranjeros. 

b) En igual sentido se ha expresado constantemente la jurispruden- 
cia del Tribunal Supremo de 4 de octubre de 1927, 24 de enero de 1907, 
4 de noviembre de 1927, 18 de junio de 1864, 29 de abril de 1867, 7 de 
abril de 1866, 21 de enero de 1861 (75). 

c) Otro tanto se deduce de las bases en que fundamentan la prescrip- 
ción liberativa: 1) la presunción turis et dé iure de renuncia o abandono del 
derecho por parte del duefio o de la satisfacción de la obligación (Tribunal 
Supremo, 27 de abril de 1925, 29 de junio de 1935); 2) como un castigo 
por la inercia del titular del derecho (30 de abril de 1940, 27 de abril 
de 1925, 25 de noviembre de 1895); 3) reconocida en los tiempos actuales 


(73) PRUMMER, SLATER y otros aludidos por VERM. n. 371 A y 368, 3; NOLDIN SCHMITT, n. 407. 

(74) Norp. SCH., l. C.; PRUMMER, pág. 68. é 

(75) S. T. S. 4 octubre 1927; 24 enero 1907; 4 noviembre 1927; 18 junio 1864; 29 abril 1867; 
7 abril 1866; 21 enero 1861; GUTIÉRREZ, t. 3, pág.s 95-96; S. T. S. 22 abril 1925; ALCUBILLA, 
1926, pág. 956; S. T. S. 25 noviembre 1895; ALCUBILLA, 1897, pág. 258. 
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como una institución de derecho justa y moral en sí misma y conveniente 
y aun necesaria en el orden social (4 de noviembre de 1927); 4) como una 
institución encaminada principalmente a dar fijeza y certidumbre a la pro- 
piedad y a toda clase de derechos emanados de las relaciones sociales y de 
las condiciones, en que se desarrolla la vida; es absoluta (13 de febrero 
de 1901) (76); 5) de interés público y social (17 de noviembre de 1885, 
20 de enero de 1886, 14 de enero de 1868, 20 de diciembre de 1897). 

Y hoy parece tener mayor razón de ser por el desarrollo tan grande de 
las relaciones económicas y comerciales, que exigen más rapidez y seguri- 
dad y actividad de los derechos, para llenar las necesidades humanas cada 
vez más crecientes. Es la interpretación unánime de los civilistas. 

Consecuencia.—Por consiguiente, parece que están justificadas las tan- 
tas veces mencionadas leyes con la buena fe negativa en la acepción más 
lata: de no poner impedimento al ejercicio del derecho del acreedor, aun- 
que el deudor tenga plena conciencia de su obligación; por prevalecer el 
interés del bien común a todos los demás requisitos. 


114. Dificultades contra la interpretación propuesta.—Como uno de 
los fundamentos principales de la prescripción liberativa es la presunta re- 
nuncia o condonación del acreedor, la dejación del derecho, la inercia, ne- 
gligencia o inacción del titular del derecho o del dominio; síguese que no 
existe tal prescripción liberativa, donde no hay esa renuncia, condonación, 
inercia o negligencia, ya porque el titular ignora invenciblemente su dere- 
cho, se olvidó de él, estuvo impedido de ejercitarlo en todo el tiempo há- 
bil, según el canónico axioma: “Contra non valentem agere praescriptio non 
currit." 

Resp.—La objeción encierra ya una concesión implicita de que, cuando 
no ocurren tales circunstancias, procede y corre la prescripción; y, por tan- 
to, sólo queda en pie, cuando éstas se dan. 

1) Por lo que toca a la renuncia o condonación o presunto abandono 
del derecho por el titular, es sólo una presunción de derecho; pero turis et 
de iure, que no admite prueba directa en contrario (can. 1.826); que cons- 
tituye una de las bases, no la única ni mucho menos la más principal, en 
que se apoya el legislador para extinguir la obligación, y con ésta el dere- 
cho. Supone el autor de la ley que los interesados deben conocerla, y que 
el modo tajante en que está redactada y el espíritu que la informa son para 
ellos una intimación perenne pata que ejerzan sus derechos dentro de los 
términos señalados, pues el bien común y la sociedad tienen sumo interés 


(76) S. T. S. 13 febrero 1901; ALCUBILLA, 1901, pág. 458; 17 enero 1865; 20 enero 1806; 
14 enero 1868; 20 diciembre 1875; 21 enero 1897. 
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en ello, puesto que Dios se los ha dado para la satisfacción de las necesi- 
dades humanas; las que no se remedian sino ejercitándolos y actuándolos. 
Si, pues, no obstante esta admonición el titular no los activa, con razón 
el legislador supone que no los estima en lo que merecen, y que ha hecho 
dejación de ellos. | 

2) Respecto a los impedimentos que obstaculizan el uso del derecho 
va ha provisto la ley algunos casos, como los referentes a los menores, 
mujeres casadas, locos, pródigos, entredichos, etc., y a las personas mora- 
les, etc., concediéndoles el remedio de recurrir contra sus representantes, 
a cuyo descuido sea imputable la consolidación de la prescripción (a. 1.932). 


Precave otras eventualidades igualmente, impidiendo que la prescrip- 
ción no nazca, ni proceda, ni corra; o disponiendo que ésta se interrumpa, 
de suerte que tenga que empezar de nuevo, o se suspenda, no contándose 
el tiempo en que ha estado suspendida (aa. 1.943, 1.948, 1.973, 1.975), 
pues admite impedimentos ratione initii y motivos de interrupción y sus- 
pensión (Trib. Sup. 27 abril 1940) (77). 

Quedan, por fin, muchas eventualidades no imprevistas por el legisla- | 
dor, a las que deja paso libre a la prescripción, aunque de hecho el titulat 
del derecho que se extingue esté impedido para oponerse al que lo pres- 


cribe. 


Pues además de los impedimentos legales (iuris), que no permiten que 
la prescripción se verifique, hay otros impedimentos de hecho (facti); 
unos, facti communis et omnibus notorii, verbigracia, mientras sea impo- 
sible administrar justicia y defender los derechos, por no funcionar los 
tribunales o no funcionar conforme a justicia, razón y equidad a causa de 
guerras y otras perturbaciones sociales, de largas pestes y circunstancias 
de fuerza mayor o predominio de facciones inicuas, etc. 


En estas situaciones anómalas facti communis et omnibus notorii es 
cuando la prescripción se suspende; y de ello tenemos un ejemplo elocuen- 
tisimo en nuestra última cruzada, en la ley de 1 de abril de 1939, que sus- 
pendió los plazos de toda clase de prescripciones hasta sesenta días des- 
pués de la liberación roja, si a partir de la reanudación del tracto prescrip- 
tivo hasta el momento en que debía concluir mediaran menos de los sesen- 
ta días (78). 

Mas no sucede otro tanto cuando los impedimentos son de indole per- 
sonal privada y de hecho, verbigracia, una enfermedad, ausencia, ocupa- 


(77) S. T. S. 27 abril 1940; MEDINA MARAÑÓN, a. 1930, $ 2. 
(78) ALCUBILLA, 1939, pág. 135; MEDINA MARAÑÓN, pág. 434. 
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ciones perentorias, etc.; a las que no tiene aplicación el axioma: “Contra 
non valentem agere praescriptio non currit"; y que en varias de ellas el 
titular, aunque quizá haciendo esfuerzos extraordinarios, hubiera en abso- 
luto podido poner remedio. También aquí procede tal vez el considerando 
de la sentencia de 8 de mayo de 193, citado arriba. 


El bien privado y particular tendrá que ceder al püblico y comün. Si 
bien los Tribunales tendrán cuidado de que se realice lo que establece otra 
sentencia del Tribunal Supremo. La prescripción, tanto adquisitiva como 
extintiva, se funda en la presunción de abandono de la propiedad o de la 
acción por parte del dueño, que no reclama; presunción de abandono que 
hay que démostrar con toda evidencia para que la prescripción pueda pros- 
perar (29 de junio de 1935). 

115. Conclusión.—De cuanto va expuesto deducimos como conclusión 
final, por lo menos muy probable, que se puede estar en conciencia a nues- 
tras leyes de prescripción liberativa, puesto que el legislador puede extin- 
guir la obligación por razones de bien común; estas razones existen hoy 
más que nunca; el legislador quiere eficazmente extinguirlas, como se ha 
probado; luego de hecho las extingue, bastando la buena fe negativa de 
no poner impedimentos a la acción, sin emplear fraudes, fuerza, etc. 

Estas disquisiciones sobre la prescripción nos han llevado más allá de 
lo que nos habíamos propuesto, si bien me parece que valía la pena; y como 
el trabajo se ha alargado ya demasiado, es necesario cortar aquí la tela, 
omitiendo las cuestiones, que sobre las leyes contenidas en los otros cuer- 
pos legales había prometido tratar; quizá, si Dios me da vida y oportuni- 
dad, pueda hacerlo más adelante. 

LORENZU Ge OW LILLO: S DL 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Comillas 
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EL PROBLEMA DEL BAUTISMO 
DE LOS FETOS ABORTIVOS INFORMES 


EN EL CANON 747 DEL CODIGO 
IECDEREGCLHO..GANONIGO 


El término a que el proceso que hemos estudiado en artículos ante- 
riores había sido llevado en los últimos años del siglo XIX y a principios 
del actual, si es importante en sí mismo, por cuanto supone un verdadero 
progreso y una aplicación en el campo de la Moral y del Derecho de los 
adelantos científicos del tiempo, no lo es menos por el momento histórico 
en que ese proceso llegó a su madurez. 

El hecho de que la nueva corriente, iniciada en la segunda mitad del 
siglo XIX, llegase a sazón en el mismo tiempo en que Pio X creyó llegado 
el momento de realizar la tan ansiada revisión y codificación del Derecho 
eclesiástico, no puede menor de ser tenido en cuenta por quien quiera pe- 
netrar todo el alcance de la ley canónica, que vino a regular para el futuro 
la disciplina del bautismo de los fetos abortivos informes. Porque, como 
ya se deja entender, las corrientes domimantes en la época de la formación 
del Código eran de suyo las más aptas para que en los casos controvertidos 
quedasen plasmadas en el canon respectivo. Uno de estos casos fué el del 
bautismo de los abortivos en cuestión, y del cual trata el canon 747. De 
aquí que, para conocer bien el alcance del canon, era menester, o por lo 
menos muy conveniente, premitir todo el proceso preparatorio, y particu- 
larmente el del último estadio evolutivo, que, como ya hemos dicho, se ex- 
tiende desde la segunda mitad, poco más o menos, del siglo XIX hasta la 
promulgación del Código. 

Esto lo hemos procurado hacer en lo que llevamos dicho hasta aquí. 
Ahora pasamos al estudio directo del canon. 747, para lo cual trataremos 
los dos puntos siguientes: 1.”, interpretación del canon; 2.”, relación exis- 
tente entre el canon y la cuestión del momento de la infusión del alma 
racional; o en otras palabras: examinaremos si el canon 747 contiene o no 
una solución definitiva de dicha cuestión. 


CLEMENTE PUJOL, S. I. 


Interpretación del canon 747: El canon 747 está redactado en los tér- 
minos siguientes: “Curandum ut omnes fetus abortivi, quovis tempore 
editi, si certo vivant, baptizentur absolute; si dubie, sub conditione.” Esta 
redacción ha sido el término de un proceso del cual, si ignoramos las vi- 
cisitudes intermedias (si las hubo), sí conocemos el punto de partida. En 
el primer esquema preparatorio, este canon decía: "Omnino curandum est, 
ut omnes fetus abortivi, quovis tempore editi, salten sub conditione bap- 
tizentur, nisi de eorum morte certo constet." Esta ültima redacción, si bien 
después de lo que acabamos de decir en los párrafos precedentes, en el fondo 
coincide con la otra redacción, no puede negarse, sin embargo, que en 
cuanto a claridad dejaba mucho que desear. Afortunadamente, los redac- 
tores del esquema, definitivo prefirieron eliminar este modo de hablar am- 
biguo y oscuro para darnos una fórmula clara, distinta y definida. 

Dos partes podemos distinguir en este canon: en la primera se pres- 
cribe el bautismo de todos los fetos de cuya muerte no consta con cer- 
teza; en la segunda se indica el modo cómo deben ser bautizados. 

Cuanto a la primera parte, el canon es de suyo suficientemente claro: 
" Curandum ut omnes fetus abortivi, quovis tempore editi, si... vivant, bap- 
tizentur..." No se trata, por consiguiente, de so'os los fetos que son ex- 
pulsados del seno materno a los dos o tres o a los seis o siete meses des- 
pués de la concepción, pues la frase "quovis tempore editi", de sentido 
totalmente universal, limitado solamente por una condición “si vivant...”,. 
hace que el canon se extienda a todos los fetos abortados; siendo el fun- 
damento de esta universalidad la sentencia comünmente admitida de que 
todo feto humano es informado por el alma racional desde el momento 
de la fecundación (1). Querer limitar la prescripción de este canon a los 
solos frutos abortados después de un tiempo determinado, posterior a los 
dos o tres meses de la concepción, debe ser considerado como una arbitra- 
riedad, inconciliable con la clara y decisiva expresión del canon. 


supuesto este principio general de la primera parte, como quiera que 
no todos los fetos se presentarán en las mismas condiciones y circunstan- 
cias, el legislador prevé en la segunda parte del canon los diversos casos, 
prescribiendo el modo cómo debe aplicarse en cada caso particular el men- 
cionado principio general. 

Primeramente, en el canon se hace la distinción entre el bautismo ab- 
soluto y el condicionado. En segundo lugar, y aquí está lo peculiar de la 
ley, se señala el criterio a que debemos atender para saber cuándo podre- 


(1) WERNZ-VIDAL, Jus Canonicum, IV (Romae, 1934), n. 33, III. 
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mos bautizar en forma absoluta y cuándo será menester emplear la forma 
condicionada; criterio que no es otro que la vida del feto; de manera que, 
no habiendo razón para dudar de la vida de ese fruto inmaturo, se le debe 
administrar el Sacramento de un modo absoluto, como sería administrado 
a un nacido después de una normal gestación; y solamente en el caso de 
duda acerca de la vida será empleada la forma con condición. 

Decimos que ia vida del feto es el único criterio para discernir los di- 
versos casos, y añadimos que el pretender imponer en fuerza de este canon 
otra u otras normas lo estimamos al menos desprovisto de fundamen- 
to jurídico por las siguientes razones: primera, porque el sentido ob- 

- vio de la ley, “si certo vivant, baptizentur absolute; si dubie, sub condi- 
tione", se opone a semejante pretensión (can. 18); segunda, porque las 
circunstancias históricas del canon, segün más adelante será indicado, fuer- 
zan a interpretarlo en un sentido simplista. No ignoraba ciertamente el 
legislador la controversia que en este punto había habido anteriormente 
y seguía existiendo al tiempo mismo de la codificación; si, pues, no' men- 
cionó más eriterio que la vida, indicio es caro de que excluia el otro, y, en 
concreto, el otro de la configuración corporal exigido por una de las dos 
partes contendientes; tanto más, que este segundo criterio o requisito ha- 
bía sido tenido en consideración en toda la legislación precedente (2). De 
- haber pretendido señalar este requisito como criterio juntamente con la 
* vida del embrión, no podia expresarse más oscuramente, porque aun la 
misma redacción material del canon 747 nos trae a la memoria el modo 
de hablar empleado por los que expresamente habían rechazado la nece- 
sidad de atender a la forma exterior del ser en cuestión, 


in e id E 


No conviene olvidar que esta unidad de criterio expresada en la se- 
gunda parte se extiende también al principio establecido en la primera, y 
en toda su integridad, en el sentido de que un mismo criterio vale para el 
bautismo de los fetos que vienen a la luz después de los tres o cuatro me- 
ses de la concepción como para los que son expulsados antes de este 
"tiempo. “Quovis tempore editi." Tampoco en esto hace distinción el ca- 
- non, como no la hacía la sentencia de BALLERINI. 

Una confirmación de lo dicho la encontramos en los comentarios que 
‘de este canon leemos en muchos autores, los cuales casi unánimemente han 
coincidido en todos los puntos que acabamos de indicar. El P. BLar, O. P., 
después de haber aducido el canon tridentino del bautismo de los párvu- 


4 (2) Véase en todas sus ediciones, por ejemplo desde la de 1614 hasta la última antes del 
Código de Derecho canónico el Rituale Romanum, Pauli V jessu editum, tit. IT, cap. 1. 
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los (3), parafrasea el nuestro del modo siguiente: “Unde optime statuit: 
can. 747: curandum cuilibet fideli pro circumstantiis et fetus omnes abor-: 
tivos, qui nempe prodierunt ante nonum mensem conceptionis, vel etiam: 
septimum, et quacumque de causa eveniat abortus, nullaque inter eos dis- 
tinctione, sequitur enim quovis tempore editi: a) si certo vivant, quod ex: 
motu, calore, etc., deprehendendum, baptizentur absolute; b) si dubie vita 
donati sint, sub conditione tribuatur eis baptismus" (4). Universalidad de 
ámbito y unicidad de criterio son, en concepto de-tan ilustre canonista, 
las notas características del canon 747; notas que aparecen en todos los 
comentarios, como puede verse en los autores citados en la nota (3). 


Sin embargo, por ser de una significación especial, no queremos con- 
tentarnos con una simple cita bibliográfica del texto del antes citado DE 
SMET. Su posición en orden a la cuestión del bautismo de los fetos abor- 
tivos informes en tiempos anteriores a la promulgación del Código de 
Derecho canónico la hemos precisado en el artículo anterior; figuraba en- 
tre los más relevantes adversarios de la corriente balleriniana. Mas, pro- 
mulgado el Código, el comentario que hace del canon 747 es, por asi decir, 
una retractación de su anterior modo de pensar y sustituye la "doble 
norma" que entonces estableciera por la “simple” señalada en el dicho 
canon. He aquí sus palabras: "Dubium circa conservatam vitam saepe 
aderit, praesertim ante finem tertii mensis a conceptione. Quodsi non da- 
tur dubium circa vitam, absolute conferendum est Baptisma, non attento 
dubio circa animationem fetus nondum. trimestris, a quo prorsus abstrahit 
norma statuta in can. 747" (6). Huelga todo comentario. 


No ha faltado, sin embargo, quien, estimando insuficiente la vida como 
criterio único, según acabamos de declarar, optase por otra interpretación 
del canon 747, lanzando la idea de la necesidad de una corrección, o me- 
jor, de un complemento del mismo, en el sentido de que, en conformidad 


(3) CONCILIUM TRIDENTINUM, sess. VII de Baptismo, can. 13. 
(4) A. BLAT, Commentarius Codicis J. C., III (Romae, 1924), 1598: «8 15 pap? a8. e 


(5) A. AUGUSTINE, A Commentary on the New Code of Canon Law, IV (London, 1920), 
pág. 59; BADI, Manuale Juris Canonici, If (Florentiae, 1929), pág. 14: BOUUAERT-SIMENON, Ma- 
"uale Juris Canonici, II (Gandae, 1931), pág. 30; CAPPELLO, Tractatus Canonico-Moralis, De 
Sacramentis, 1 (Romae, 1939), n. 168; H. Davis, Moral and Pastoral Theology, III (London, 1939), 
págs. 50-51; J. B. FERRERES, o. C., l. €.; MAROTO, Instituciones de Derecho canónico, II (Ma- 
drid, 1919), n. 418; MICHIELS, Principia generalia de Personis in Ecclesia (Lublin, 1932), part. 1, 
S. 1, pág. 9; PIONTEK, De Acephalis in Iure Canonico, en “lus Pontificium", 14 (1934), 918; 
PISCETTA-GENARO, Elementa Theologiae Moralis, V (Taurini, 1927), n. 179; TUMMOLO-JORIO, Com- 
pendium Theologiae Moralis, 11 (Neapoh, 1935), n. 248; UBACH, Theologia Moralis, 1 (Bonis 
Auris, 1935), n. 1.475; WERNZ-VIDAL, 0. C, 1. C.; WLAMING, Praelectiones Juris Canonici, I 
(Bussum, 1919), n. 181; CORONATA, De Sacramentis, 1 (Taurini, 1943), n. 126. : 


(6) DE SMET, Tractatus Dogmatico-moralis, De Sacramentis (Bruges, 1925), 1. 2. 00 6; "a, 
pags. 240-241, L'ali d 


2, 
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con la opinión tradicional y la práctica secular, no la simple vida, sino la 
vida racional, humana, manifestada por la configuración humana del 
cuerpo, debe ser la norma adecuada que debemos seguir en la administra- 
ción del bautismo a los abortivos de que tratamos. 


Esto parece indicar PRUMMER cuando, hablando de dicho bautismo, dice: 
“Fetus abortivus, qui certo vivit et certo est homo, baptizetur absolute; sin 
autem est dubium, sub conditione” (7). La frase “qui certo vivit et certo 
est homo” parece significar que, además de la vida, es preciso requisito 
para la administración absoluta del bautismo un determinado grado de or- 
ganización corporal. Más claramente se había expresado el mismo autor 
en 1923 en su Manual de Teología Moral: “Si est certo vivus (fetus), 
baptizentur absolute; sin autem dubie, vel si minima probabilitas vitae exis- 
tat, fetus baptizandus est sub conditione” (8). 


Con mayor claridad expresó su pensamiento el P. VERMEERSCH en el 
siguiente texto: "De fetu abortivo-Nisi certo constet eosdem esse demor- 
tuos, quod non raro constabit, omnes fetus abortivi etiam minimi, sunt 
saltem sub conditione baptizandi. Nescimus enim quonam momento anima 
spiritualis infundatur; nec pauci putant animam istam a primo instanti in- 
fundi. Obiiciunt tamen plures scientiarum physiologicarum periti nullam 
allegari posse rationem positivam aífirmandi infusionem animae rationa- 
lis a primo conceptionis momento; validas autem id negandi rationes sana 
philosophia scholastica suppeditari. Can. 747 prima specie videtur contro- 
versiam pro prima opinione solvisse, cum statuat fetus qui certo vivant 
esse absolute baptizandos. Verum huiusmodi controversiam solvere alie- 
num erat a legislatore. Quare verba "si certo vivant" hoc modo complen- 
da sunt "si certo vivant anima rationali" (9). 


A la misma conclusión llega el P. MERKELBACH, como veremos en el 
texto que citaremos más adelante. 
¿Qué debemos. pensar de semejante interpretación? Séanos permitido 
manifestar con sencillez nuestro parecer. El ilustre P. VERMEERSCH asien- 
ta como cosa indiscutible que el legislador no ha querido en este canon di- 
^ rimir la controversia sobre el momento de la infusión del alma racional, 
—y que, por consiguiente, la controversia sigue; por lo cual, afiade, las pa- 
labras “si ciertamente viven" deberán ser completadas en esta forma: “si 
- ciertamente viven por el alma racional”. Estamos plenamente de acuerdo 


£ 


E 22 EE " H 3 ~ 
A (7) PnOwMER, Manuale Iuris Canonici (Friburgi Brisg., 19973. 11. 9719; y 
(8) Id. Manuale Theologiae Moralis III (Friburgi Brisg., 1923), WELA 
(9) VERMEERSCH-CREUSEN, Epitome Iuris Canonici, II (Mechliniae, 1934), n. 31; VERMEERSCH, 
Theologia Moralis, III (Romae, 1927), n. 239. 
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en lo que se refiere a la premisa, pero no respecto de la consecuencia que 
de ella saca. Y las razones en que fundamos nuestra disconformidad son las 
siguientes: primera, porque, según queda ya dicho, consideramos infundada 
toda corrección o complemento del canon; segunda, porque no existe relación 
de dependencia entre la dicha consecuencia y la premisa, ya que, según 
nuestro parecer, el presupuesto del P. VERMEERSCH de que la cuestión del 
momento en que es infundida el alma racional no ha recibido una solución 
definitiva en el canon 747 puede, más aún, debe subsistir juntamente con 
la redacción actual del canon y sin necesidad de recurrir a interpretaciones 
distintas de la que parece dar de sí el sentido obvio del mismo, como se 
infiere claramente de cuanto queda dicho en el párrafo precedente y de los 
que más detenidamente diremos después. 


Una semejante interpretación ha hecho el ya mencionado P. MERKEL- 
BACH. Según este insigne autor (10), las palabras “si certo vivant, bap- 
tizentur absolute”, aun teóricamente consideradas, no se verifican sino 
después del tercer mes de la concepción. “Cum utraque sententia de mo- 
mento, quo fetus animatur, sit probabilis, sequitur omnes fetus abortivos 
viventes esse baptizandos absolute, post tertium mensem; ante hoc tem- 
pus sub conditione “si es homo” vel “si es capax” (11). Y la razón de esto 
nos la da él mismo en las siguientes palabras: "Constat semen viri in ipso 
vivere vita propria et independenti, et ideo animari non quidem anima 
viri, sed principio vitali proprio; et similiter, ovum foeminae vivere in 


ipso; et utrumque elementum non semper statim post copulam uniri. Quan- 


do autem uniuntur non tanta nec tam radicalis fit mutatio, ut compositum 
dicatur tune iam vivere anima rationali: cum, enim, antea principio vitali 
proprio utrumque elementum separatum vivebat, simili principio et nunc 


vivere unitum, videtur affirmandum. Anima, ergo, rationalis probabiliter . 


infundetur tantum, quando fetus radicalem omnino mutationem subit, et 
externam acquirit speciem hominis, quod fit versus finem mensis tertii; 
tunc utique adest ratio cur dicatur animari anima rationali" (12). 


Luego solamente después del tercer mes nos constará con certeza de la 
vida humana del feto, aunque por otra parte conste con la misma certeza 


de su vida, con la consiguiente obligación del bautismo en forma absoluta. 


(10) Nos complacemos en conmemorar aquí al P. MERKELBACH, O. P., cuyos profundos es- y 


tudios en el campo de la Moral y de la Pastoral le con 


; quistaron un puesto preeminente entre 
los moralistas de nuestro tiempo. 


(11) MERKELBACH, Quaestiones de Embryologia, II (Liege, 1927), gq. IV; n. 2; pág. 68: 
(19) Id., 0. C., l. c., págs. 66-67; íd., Summa Theologiae Moralis, III (Parisiis, 1936), n. 158. 


E 
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De lo cual, como se ve, se sigue la misma consecuencia del P. VERMEERSCH : 
la necesidad de completar la redacción del canon CEs). 

Contra esta conclusión del P. MERKELBACH valen las mismas razones 
que hemos presentado contra la del P. VERMEERSCH. Pero nos permitire- 
mos añadir, además, algunas reflexiones. Admitido que cada una de las 
dos células, el óvulo y el espermatozoide, llevan antes de la unión una vida 
propia e independiente, con un principio vital propio; dejado aparte si el 
principio subsiguiente señalado por MERKELBACH es uno de los dos ante- 
riores u otro diverso, nos fijaremos solamente en la siguiente afirmación 
del autor: “Anima ergo rationalis probabiliter infundetur tantum, quando 
fetus radicalem omnino mutationem subit, et externam acquirit speciem 
hominis, quod fit versus finem mensis tertii: tunc utique adest ratio cur 
dicatur animari anima rationali." En estas palábras opone el autor esta 
radical modificación, que parece ser la que se da, cuando el cuerpo ha con- 
seguido la figura humana, a la otra modificación que sufren las células en su 
mutua fusión. De esta segunda dice que no es tan radical como la primera, 
pero que si lo fuera, habria razón para pensar lo contrario, Esto es lo que 
nos parece quiere decir en las citadas palabras. 

| Contra esta afirmación nos limitamos a preguntar: ¿cuándo es mayor 
el cambio, en la fecundación o en la configuración corporal? Aquellas dos 
células-principios del ser humano antes de la fecundación gozaban, cier- 
tamente, de vida propia e independiente; pero, para el fin a que estaban 
destinadas, cada una de por sí era insuficiente e incompleta y necesitaba ser 
completada precisamente mediante la unión y la fusión con la otra, que a 
su vez exigía también el mismo complemento. Este complemento mutuo 
se realiza en la fecundación. Pero notemos que no se trata de un mero 
complemento, ya que la fecundación significa y es en realidad algo más, 
porque la transformación que por la fecundación experimentan las dichas 
células es tal que después de dicho acto ya no existen aquellas dos célu- 
las, sino que de la fusión de las dos ha resultado una nueva y única célula, 
independiente y, además, completa para el fin señalado. Ahí no existen ya 
dos células, como no existen tampoco dos núcleos, sino una célula con un 
único núcleo. Por la fecundación dejan de ser lo que eran, óvulo y esper- 


VAN 


(13) Lo cual está en perfecta consonancia con las siguientes afirmaciones del mismo autor: 
“Id valet etiam si redactores Codicis sententiam modernorum secuti sint de animatione inde a 
primo instanti conceptionis. Nam, ut notat Vermeersch, Codex sententiam minime doctrinali- 
ier proponit, sed mere tradit practicam normam. Ceterum auctoritas Codicis in hac non est 
irrefragabilis, sicut nec illa Ritualis Romani. Unde sicut Rituale in praxi de Baptismo in 
utero matris vel de baptizandis monstris errare per plura saecula potuit, ita posset et in 
"quaestione practica errare Codex; de quo si constaret, esset relinquendus." Id., Summa Theolo- 
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matozoide, para pasar a otro ser distinto de los anteriormente existentes: 
el huevo (14). 

Además, efecto inmediato de esta misma fusión es el comienzo de una 
nueva vida, que no ha de parar hasta llevar al ser a su perfección conna- 
tural. De manera que esta compenetración de núcleos ha producido una al- 
teración tal, manifestada en estos y otros efectos, como no se podrá obser- 
var ni siquiera cuando el cuerpo habrá llegado a una perfecta configuración 
orgánica. 

Esto supuesto, si para la infusión del alma racional se requiere una 
previa modificación radical del cuerpo, ¿por qué no señalar como el más 
oportuno el de la fecundación? (15). ¿Es tal vez más radical, más profun- 
da, más sustancial la transformación que supone la configuración corporal 
que esa célula o cuerpo pueda tomar en el decurso de su desarrollo y des- 
envolvimiento ? 

Se dirá, tal vez, que este cambio radical consiste precisamente en hacer 
al cuerpo instrumento apto de la vida intelectual del alma, y que por esto 
es necesario que haya adquirido “externam speciem hominis”. Pero es de 
todos sabido, y lo reconoce el mismo P. MERKELBACH (16), que ni si- 
quiera al tercer mes completo son posibles las actividades intelectuales. Si 
se insiste “adest tamen vita sensitiva, non quocumque modo, sed quatenus 
ordinatur ad vitam rationalem, ita ut in suis dispositionibus essentialiter 
differat a vita simplicis animalis" (17), ¿no podríamos responder que lo 
mismo deberá decirse de la vida vegetativa, específicamente humana ya 
desde la fecundación? (18). Creemos, por consiguiente, que las razones 
en que se apoya el principio establecido por el ilustre dominico no son de 
tanto peso que nos obliguen a recurrir a una interpretación restrictiva del 
canon 747 en el sentido indicado. 


La conclusión sea, pues, que después de la promulgación del Código de 
Derecho canónico, en orden a la administración absoluta o condicionada 
del bautismo de los fetos abortivos, aun de los informes, todo otro criterio 
que no sea el de la vida del embrión debe ser considerado como anticuado, 
o por lo menos como no necesario; en otras palabras, la condición, cuando 
el bautismo deberá ser condicionado, será no segün la antigua fórmula 


(14) Véase, para una más amplia declaración de todo esto, a HERTWIG, Traité d'Embryolo- 
gie, Histoire du developpement de l'homme et des vertebrés, edic. franc. (París, 1891), part. I, 
cap. 2; PUJIULA, La vida y su evolución filogenética, págs. 15-25; íd., Embriología del hom- 
UNC IA OSA SOS 

(15) Véase la nota 86. 


(16) MERKELBACH, Quaestiones de Embryologia, q. IV, pág. 67, not. 2. 
O O Os 


(18) LA VAISSIERE, Cursus Philosophiae naturalis, II (Parisiis, 1919), n. 268. 
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"si es capax" o “si es homo”, sino única y exclusivamente “si vivis". 
Cuando BALLERINI escribía “omnes fetus abortivi absolute baptizandi sunt, 
si dent signum vitae”, sin duda que no era su intención distinguir entre la 
simple vida y vida humana, ya que para él toda la vida del feto, en todos 
los estadios de su formación, era sencillamente vida humana, es decir, que, 
según él, toda la vida y desde un principio procedía del alma racional. 
De esto no es posible dudar; y así también lo entendieron los autores que 
le siguieron. Luego, por todo lo dicho anteriormente, mientras no se de- 
muestre claramente otra cosa, este mismo significado han de tener en el 
canon 747 (19). 


La conclusión que acabamos de formular supone que toda la vida del 
feto humano y en todos sus estadios de formación procede no de un alma - 
meramente vegetativa o sensitiva, sino de un alma simplemente espiritual, 
dotada de la capacidad de imprimir e impulsar, además de la vida espiritual, 
también toda la vida vegetativa y sensitiva del nuevo ser; supone que todo 
fruto vivo de mujer es una persona humana. ¿Es esto decir que el legis- 
lador, al redactar el canon 747, ha pronunciado en la controversia sobre 
el momento de la infusión del alma racional un juicio definitivo y doctri- 


(19) - En los otros dos pasajes (cc. 985, 4.9; 9.350, $ 1.9) donde el Código menciona el feto 
y su aborto es empleada invariablemente la frase sencilla y sin adjuntos “procurare abor-. 
tum”, “fetus humani abortum", sin nada que dé lugar a la tradicional distinción, que, por 
tratarse de materia penal y odiosa, no hubiera sido inoportuno conservar (can. 19), para evitar 
asi una ampliación del concepto de delito y de su sanción. Un tal silencio, tan en contraste 
con toda la legislación anterior, no puede menos de atribuirse a la formal y deliberada inten- 
ción del legislador de prescindir de la opinión en que la práctica antigua se fundaba, sin 
duda por considerarla desprovista de un sólido fundamento. Con razón, pues, pudo escribir 
el P. CREUSEN, comentando el can. 985, n. 4.0: “Veteres censebant fetum masculum post 40 dies, 
feminam post 80 animari. Cum haec sententia nullum fundamentum scientificum habeat el ca- 
non *fetum humanum", non “animatum” dicat, nulla distinctio inter utrumque facienda est” 
(VERMEERSCH-CREUSEN, Epitome I. C.. II, n. 257); asimismo, que *veteres sententiae de mo- 
mento animationis in fetu masculino vek feminino non respiciendae sunt, et ad solam certitu- 
dinem conceptionis attendendum est” (íd., o. c., III, n. 551). Coinciden en lo mismo otros 
- autores: CAPPELLO, Summa Iuris Canonici, III (Romae, 1936), n. 668; REGATILLO, Institutiones 
“Turis Canonici, II (Santander, 1942), n. 1.095; WERNZ-VIDAL, Jus Canonicum, VII (Romae, 1937), 
an 472; íd., 0. c., IV (Romae, 1934), n. 251, not. 462; LANZA, O. C., pág. 192; CHELODI, Jus poena- 
le (Tridenti, 1935), n. 80; BLAT, O. C., IV (Romae, 1924), n. 192; CORONATA, Institutiones Juris 
- Canonici, IV (Taurini, 1935), n. 2.015; íd., Compendium Iuris Canonici, II (Taurini, 1938), 
n. 2.421; íd., Institutiones Iuris Canonici, De Sacramentis, II (Taurini, 1946), n. 134; DE MEES- 
— gen, Juris Canonici Compendium, III (Brugis, 1926), n. 1.935, not. 6; UBACH, 0. C., nn. 2.375, 
oos? Davis, 0: C, Ill, t. XV; cha. 13, 8. 7. Por consiguiente, constando claramente de là vo- 
luntad del legislador de no distinguir en los demás casos en que se trata de esta materia, 
¿por qué introducirla en el canon 747?, en el cual tanto menos justificada parece cuanto que en 
d él no sólo la omisión de la distinción favorece al sujeto bautizando, sino también y principal- 
. mente porque aquí se habla no simplemente de feto humano abortivo, sino con una circuns- 
tancia que, como ya hizo observar el P. BLAT, no permite lugar a duda, a saber: se habla del 
feto abortivo “quovis tempore editi". Por lo cual, y a la luz del canon 18, no parece admisible 
la interpretación restrictiva del canon 747 hecha por los PP. VERMEERSGH y MERKELBACH. 
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nal contrario a la sentencia común entre los escolásticos y favorable a su 
contraria? Muchos comentaristas del citado canon han manifestado su 
parecer, unos en sentido afirmativo y otros en sentido negativo; algunos, 
en cambio, nada dicen a este respecto. ¿Qué hay que pensar de esto? 

Ya queda indicado más arriba lo que en este punto pensaba el P. VER- 
MEERSCH, a saber: que el dirimir esta controversia no entraba en la in- 
tención del legislador; BovvAERT, después de haber explicado las palabras 
"fetus abortivi" en el sentido más amplio (entendiendo bajo aquella pala- 
bra todo fruto vivo de mujer, sea hueve, embrión o feto), según exige el 
adjunto "quovis tempore editi", advierte: "Non tamen ex hisce verbis 
sequitur, authentice declarari certam sententiam plurium doctorum asse- 
rentium inde a momento fecundationis infundi animam humanam" (20); 
es, en cambio, uña norma práctica: "Regula anim canon 747 non est theo- 
retica declaratio, sed norma practica viam tutiorem in favorem salutis 
aeternae imponens" (21). En el mismo sentido se expresaron el P. MER- 
KELBACH y otros muchos autores (22). 

Segün otros comentaristas, en el canon citado debemos ver una inter- 
vención autoritativa del legislador, con una solución definitiva y decisiva 
de la secular controversia. Asi parece haberlo entendido el franciscano 
PIONTEK (23). Lo mismo afirma MICHIELS cuando trata de determinar 
quién en el Derecho canónico debe ser tenido por hombre y, por tanto, 
capaz al menos de algunos derechos; en esta categoria incluye al feto vivo 
todavía no separado de la madre y al feto ya separado, en cualquier esta- 
dio de gestación e independientemente de la forma externa que presente, 
fundado en los estudios de la moderna ciencia, cuyas conclusiones son 
confirmadas por la práctica de la Iglesia en el canon 747 (24). 

Con más claridad se expresó el P. CAPPELLO al dar razón de la pres- 
cripción del mencionado canon en las siguientes palabras: “Quia iusta sen- 
tentiam communiter receptam et ex praescripto citati canonis omnino cer- 
tam, fetus humani a primo conceptionis momento anima rationali informa- 
tur. Diximus omnino certam, nam subjectum capax baptismi est omnis 
et solus homo; atque nemo dicitur estque homo nisi habeat animam ratio- 
nalem; ergo, si citatus canon praecipit ut omnes fetus abortivi quocumque 
tempore editi, baptizentur et quidem absolute, si vivant, manifeste suppo- 
nit huiusmodi fetus certo anima rationali iam informari" (25). 


(20) BOUUAERT-SIMENON, O. C., l. C., n., 30. 
CIAO ere dise; j 


(22) MERKELBACH, Summa Theologiae Moralis, ITI (Parisiis, 1936), n. 159. 
(23) PIONTEK, OC EOS 


(24) MICHIELS, Principia Generalia de Personis in Ecclesia (Lublin, 1932), pág: 9. 
(25) CAPPELLO, Tractatus Canonico-Moralis, De Sacramentis, I, n. 168. 
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Después de lo que acabamos de referir creemos que para resolver esta 
cuestión no basta atender a la sola redacción material del canon, ya que la 
misma diversidad de pareceres existentes entre autores tan competentes 
como los que acabamos de mencionar y el hecho de que aun después de 
vigente esta prescripción canónica subsiste entre los filósofos la disputa, 
son una prueba inequívoca de que el canon 747 por lo menos no es del todo 
claro en este punto. Es necesario, pues, recurrir a otro criterio; y este crite- 
rio lo debemos encontrar en la naturaleza y en el origen del citado canon. 

El P. MERKELBACH es de parecer, como ya hemos dicho, que el ca- 
non 747 no contiene más que una pura norma práctica (26), en orden a 


- asegurar, como dice BOUUAERT, el bien eterno de los frutos abortados (27). 


A e Sd XN 


Que el canon no sea una declaración doctrinal, fácilmente lo concedemos, 
y no parece difícil declararlo, si se tiene en cüenta todo el contexto del 
mismo. Los cánones contenidos en el capítulo segundo, “De Baptismi 
subiecto”, no son sino aplicaciones prácticas del principio doctrinal enun- 
ciado en el canon 745, que es el primero del capitulo: "Subjectum capax 
baptismi est omnis et solus homo viator, nondum baptizatus." Estable- 
cido este principio dogmático, en los cánones siguientes el legislador va se- 
ñalando la manera práctica de aplicarlo en los muy variados casos que 
pueden presentarse en la vida ordinaria: bautismo del fruto en el seno 
materno (can. 746), de los frutos nacidos antes de tiempo (can. 747), de 
frutos especiales por su estructura externa (can. 748), de los expósitos 
(can. 749), de los hijos de paganos (can. 750), de herejes o cismáticos 
(can. 751), etc. Del carácter disciplinar de todos los cánones mencionados 
y de los restantes del capítulo (cann. 746-754), y prescindiendo por ahora 
del canon 747, seguramente nadie dudará. No quiere esto decir que sean 
separab'es del canon 745, ya que éste es el fundamento de todos ellos; pero 
esto no cambia su naturaleza, ni por eso debe decirse de cada uno que es 
una declaración doctrinal. Ahora bien, si admitimos que en el canon 747 
se contiene una declaración de este género, nos encontramos ante una ex- 
cepción que, naturalmente, dado todo el contexto, no debe admitirse con 
facilidad y sin pruebas convincentes, que por ahora nadie ha propor- 
cionado. 

Es verdad que se trata de una materia especial y que la prescripción del 
bautismo absoluto de todo ser vivo incluye un juicio en favor de su per- 
sonalidad humana, el cual a la vez es indicio manifiesto de que el legis- 


(26) MERKELBACH, Summa Theologiae Moralis, III, n. 159, mots 3: 
(27) BOUUAERT-SIMENON, 0. C., Jo Meee Wie ae exe 
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lador ha querido aceptar en orden a la práctica la sentencia de la anima- 
ción inmediata, con exclusión de la contraria; pero ¿quién no ve que entre 
esto y declarar autoritariamente zanjada la tradicional controversia sobre 
el momento en que comienza dicha personalidad humana media un abis- 
mo? Una cosa es aceptar una teoría u opinión como la más segura, funda- 
da y razonable teóricamente y en orden a la práctica, y otra cosa el de- 
clararla la única verdadera y cierta aun en el terreno doctrinal. Ahora 
bien, el canon 747 hace lo primero, no lo segundo, a pesar de que su re- 
dacción, cuando impone el bautismo absoluto de cualquier feto vivo, cual- 
quiera que sea la época en que venga a luz, podría inducir a pensar lo con- 
trario, ya que el tal bautismo absoluto parece suponer como cierta la pre- 
sencia del alma racional. Digo que a pesar de esto no hay que ver en él una 
solución doctrinal de la controversia, porque para el bautismo absoluto en 


cuestión basta la certeza moral práctica, que no es lo mismo que la certeza 
doctrinal. 


Esta diferencia aparecerá más claramente a la luz del origen del ca- 
non 747. Conocemos ya este origen. El canon no es sino la adopción, por 
así decir, en la legislación canónica de una tendencia práctica más o menos 
general entre los autores de la época de la codificación y fundada en la so- 
lución que al problema filosófico daba la casi la totalidad de los peritos. 
El legislador, dejado aparte el parecer.de una de las dos partes conten- 
dientes, recibió en su Código la que nosotros hemos llamado de BALLERINI. 
¿Qué valor tenía en este autor? Una cosa es cierta, a saber: que ni BALLE- 
RINI ni, excepto alguno que otro, los autores que le siguieron, al decir que 
a los fetos de cuya vida consta con certeza se les debe administrar el 
bautismo en forma absoluta, habían pensado que con esto dejaban resuel- 
to el problema filosófico. ¿No supone claramente BALLERINI existente to-. 
davía la controversia en el terreno especulativo cuando nos dice que la 
teoría de la animación inmediata es "probabilissima ac prope certa"? Lo 
mismo dígase de FERRERES y de los demás autores. Lo cual, sin embargo, 
no les impidió el formular una norma práctica para cuando se trata del 
bautismo de esos mismos frutos, de cuya animación racional seguían al- 
gunos discutiendo. En este mismo sentido, pues, debe ser interpretado el 
canon mientras una razón positiva evidente no nos obligue a darle otro 
significado. No dudamos, por tanto, hacer nuestras las palabras de nuestro 
venerando profesor P. VIDAL: “Codex dicendus est esse loquutus secundum 
id quod scientifice hodie tenetur, fetum ab ipso initio conceptionis animari 
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anima rationali, quamvis prudenter abstinuerit a quaestione scientifica di- 
recte dirimenda” (28). 


Terminamos con indicar solamente la siguiente cuestión: ¿Cuándo ten- 
drá aplicación el canon 747 cuanto al bautismo absoluto de los abortivos 
informes? Para dar una respuesta a esta pregunta es preciso contestar pri- 
mero a otras dos preguntas, a saber: primera: ¿es posible que el óvulo 
fecundado o el embrión de pocos dias o de pocas semanas viva fuera del 
seno materno? Segunda: en caso afirmativo, ¿cuándo nos constará con 
certeza de su vida? Pero porque un estudio minucioso nos llevaría más 
lejos de lo prefijado, nos limitaremos a dar una ligera indicación de datos 
que nos permitan formular una respuesta a cada una de las preguntas 
formuladas. 

Ante todo es preciso recordar las minimas dimensiones del fruto hu- 
mano en las primeras semanas de su gestación, ya que, segün los datos 
proporcionados por el embriólogo KrETEL a base de la colección de em- 
briones de His, el embrión de treinta dias mediria un centímetro, y el de 
sesenta días, unos cuatro centímetros, poco más o menos (29). En segundo 

lugar, todos los peritos están de acuerdo en afirmar que la expulsión de 
un fruto del cuarto o quinto mes de gestación equivale casi siempre a la 
muerte más o menos rápida del feto, por la sencilla razón de no ser po- 
sible suplir adecuada y debidamente todo aquel conjunto de medios y sub- 
sidios necesarios que la Naturaleza sabiamente ha dispuesto en favor de 
este tierno ser en el seno de la madre (30). ¿Cuál será, pues, la suerte del 


(28) WERNZ-VIDAL, Jus Canonicum, IV, n. 251, not. 469. Véanse también, enire otros, à 
LANZA, O. C., pág. 192; TORQUEBIAN, Baptéme en Occident, en “Diction. de Droit Canonique”, 
vol. II, col. 134. 

(29) Toda la serie de datos señalados por Kietel pueden verse en PuJIuLa, Embriologít..., 
I, n. 109. Véase también los diversos datos y pormenores en MERKELBACH, (Quaestiones de 
Embryologia, q. V. 

(30) El tantas veces citado P. PUJIULA, Cuya competencia en embriología es de todos co- 

necida, en la controversia sostenida contra los médicos españoles doctores Haro García, Vital 
Aza y Gregorio Marañón, que defendían la licitud del aborto terapéutico, dice a nuestro pro- 
pósito: “Si la medicina legal permite la posibilidad de seguir viviendo el feto de seis meses, 
no es porque quiera o pueda establecer un hecho que sólo depende de la Naturaleza, sino para 
señalar un límite inferior, debajo del cual nadie puede poner en tela de juicio la inviabilidad 
del feto. Cuanto a la incubadora, que es un medio extraordinario que no puede tener prepa- 
rada cada familia, ni es verdad que este medio salve de la muerte, no digo la mayor parte, 
sino a un insignificante porcentaje; porcentaje que no puede, por lo tanto, constituir la regla” 
-(PuxtULA, Controversia sobre el aborto terapéutico (Murcia, 1930), pág. 17). El P. MER- 
KELBACH, al dar la razón de la ilicitud del aborto, indica un motivo muy a propósito para nues- 
tru caso particular: “Ratio est, quia nihil immediate producit nisi separationem foetus à matre, 
^et sic mortem directe affert foetui, qui est homo vel via ad hominem; unde est directa occis- 
sio hominis vel ipsi aequivalet. Abortus, scilicet, foetum privat officio placentae qua matri 
^ adhaeret et nutrimentum sanguinisque purgationem accipit; atque haec duo sunt ad vitam 
 fcetui omnino necessaria; ergo foetus talibus rebus privare est vere illum occidere, sicut 
hominem fame interficere” (Quaestiones de Embryologia, págs. 36-37). 
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fruto abortado durante los dos primeros meses de su existencia? Durante: 
todo este tiempo, este ser, aun biológicamente considerado, es tan pobre: 
y débil, que para todas y cada una de sus actividades vitales está nece- 
sariamente pendiente del concurso de la madre, hasta tal punto, que ce- 
sando éste es inevitable la muerte, que jamás se hará esperar mucho. 
Con todo, parece que un embrión de dos meses fácilmente podrá vivir du- 
rante un cuarto de hora y aun también media hora, dependiendo, natu- 
ralmente, en cada caso de las circunstancias que acompañan al aborto. 

Todo esto suponiendo que el aborto se ha verificado en condiciones 
que podríamos llamar favorables, es decir, que el embrión haya venido a 
luz vivo y sin lesión especial interna. Pero como consta por el testimonio 
de la diaria experiencia, no es así como suelen suceder los abortos de los 
frutos inmaturos y particularmente de los informes. Todo lo contrario: 
el aborto de este género suele ir acompañado de la corrupción del huevo, 
con la consiguiente muerte del ser en él contenido. Y aun en épocas más 
adelantadas, lo más probable será también la muerte del embrión aun 
antes de que haya sido expulsado del seno materno, como no puede menos 
de suceder, si se tiene en cuenta la calidad o naturaleza de las inntimerables 
causas que pueden provocar la separación del feto de la madre, y consi- 
guientemente también su expulsión (31). Además, si el aborto suele pro- 
vocar en la madre tan graves alteraciones, como hemorragias, infecciones, 
etcétera, que pueden ser y muchas veces son causa de su muerte (32), ¿cuál: 
no será la alteración que aun dentro del seno materno sufrirá un tan de- 
licado ser? 

Estas muy sumarias indicaciones ya nos permiten concluir que difi- 
cilmente se podrá llegar a la certeza moral de la vida de un embrión abor- 
tado durante los dos primeros meses de su gestación. La presunción será 


— 1 . 

(31) Una enumeración de las principales causas del aborto puede verse en E. ALFIERI, 
Aborto, en “Enciclopedia Italiana”, vol. I, col. 110. 

(32 “Los juristas—dice el Dr. CLEMENT, Director jefe que fué del Servicio Quirürgico del 
Hospital Provincial de Friburgo—que pretenden que la legislación proclame el derecho de la 
madre a recurrir al aborto creen, sin más ni más, que un aborto es una intervención muy 
sencilla que, llevada a cabo por manos expertas, está libre de todo peligro... Con todo, no se 
dan cuenta que esas intervenciones son causa de muy variadas lesiones, muchas de ellas ana- 
tómicas, a veces increíbles, de graves y aun mortales hemorragias, de lesiones a distancia, 
como embolias pulmonares o cerebrales, y, sobre todo, de las tan frecuentes complicaciones 
infecciosas, a veces las que menos se piensan que podrían tener lugar en estas regiones, como 
el tétanos y la gangrena gaseosa” (Droit de Venfant a maitre, versión española (1934), pági- 
Das 58 sgs.). Por la misma razón el Dn. NUBIOLA, Director de la Clínica de Obstetricia de Bar- 
celona y Profesor en la Facultad de Medicina de la misma ciudad, al terciar en la arriba men- 
cionada controversia entre el P. PUJIULA y algunos médicos, no sólo se declaró en contra 
de la licitud del aborto terapéutico, sino que además no dudó en calificar toda práctica de 
aborto como “en sí misma peligrosa y mortifera” (véase su testimonio en PUJIULA, Controver- 
Sid..., págs. 51-57). Puede también verse a MUNOYERRO, Moral médica en los Sacramentos de la 


iglesia (Madrid, 1940), n. 182; Mc. CARTHY, A Report om Abortion, en “The Irish Ecclesiastical 
Record” (Dublin, LV, 1940), págs. 337-353. - à 
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casi siempre por su muerte; si bien teniendo en cuenta, por una parte, que 
hasta ahora la única señal cierta de muerte es la corrupción y que, por 
otra, el género de vida casi exclusivamente vegetativa que lleva este fruto 
durante estos dos meses hace más difícil la observación, tampoco será fácil 
diagnosticar una muerte cierta. Es decir, las más de las veces nos éncon- 
traremos ante un caso dudoso, sin que, por consiguiente, pueda tener apli- 
cación el canon en cuanto prescribe el bautismo en forma absoluta de los 
abortivos informes. Probablemente su aplicación ordinaria comenzará a 
partir del tercer mes. 

Nótese, sin embargo, que hablamos de aplicación práctica del canon, 
con lo cual, aunque a primera vista podría parecer lo contrario, no pre- 
tendemos restringir el ámbito del canon dentro de los límites señalados 
por VERMEERSCH y MERKELBACH (33); porque estos autores, aun por 


. principio y doctrinalmente, excluyen todo bautismo absoluto en los dos 


primeros meses, o por lo menos mientras el embrión no haya llegado a la 
configuración externa; nosotros, en cambio, lo limitamos solamente en la 
práctica, pero quedado siempre en pie el principio, de manera que si en 
algün caso concreto, por ejemplo, de una muerte repentina de la madre 
y la diligente extracción del fruto, se verifica la condición prescrita, el 
canon tendrá su integra aplicación. ; 

Contra esto se podría objetar: si el bautismo absoluto de los fetos 
abortivos informes es de rarísima aplicación, de manera que más bien se 
trate de una excepción, parece se puede concluir que la mente del legislador 
no era extender la prescripción del bautismo absoluto a estos casos, ya que 
el Código, como dice el ilustre P. MERKELBACH, "loquitur secundum or- 
dinaria contingentia et rarissimas potest negligere exceptiones" (34). 

A esto respondemos diciendo: primeramente, que el citado canon no. 
pueda ser restringido en el sentido de la objeción queda ya demostrado 
en todo lo que hemos venido diciendo anteriormente. Segundo, que la 
aplicación del mismo en orden al bautismo absoluto de los informes será 
rarísima no hay por qué negarlo; pero de esto no se sigue la consecuencia 
que se quiere inferir, ya que el origen del canon prueba todo lo contrario. 
La innovación inducida por GurY, y más claramente por DALLERINI, no 
afectaba ciertamente al bautismo de los fetos abortivos de más de dos me- 


(33) MERKELBACH escribe: *Cum utraque sententia de momento quo fetus animatur sit pos- 


| sibilis, sequitur omnes fetus abortivo viventes esse haptizandos, absolute, post tertium men- 


sem; ante hoc tempus, sub condicione “si es homo” vel “si es capax"... Fetus igitur abortivi 


- certo vivunt, vel probabiliter tantum, vel certo sunt mortui. Si certo vivunt, baptizari mensem; 
ante hoc tempus, sub condicione “si es homo”. Si probabiliter vel dubie vivunt, baptizentur 


sub condicione *si es homo". Si certo mortui sunt, non sunl baptizandi? (íd., Quaestiones de 


Embryologia, II, q. IV, pág. 68). 


Y AN 


(34) MERKELBACH, Summa Theologiae Moralis, III, n. 159. 
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ses o, hablando en general, de los fetos ya formados: en este punto no 
existía discrepancia entre los autores. Luego afectaba al bautismo de los. 
más jóvenes, es decir, de los informes. ;En qué consistió la innovación? 
Ya lo hemos dicho, pero lo recordamos aquí: sencilamente, en cambiar 
la fórmula: en vez de “si es homo" decir “si vivis", o lo que es lo mismo, 
consistió en establecer que siempre, y, por tanto, también en el caso de los 
informes, que haya certeza de la vida, hay obligación de administrar el 
bautismo con la fórmula absoluta, si no se opone una razón de otro orden. 
Esta ha sido, como hemos visto, la práctica o norma recibida en el Código. 
¿Que los autores que seguían esta norma, y el legislador que la aceptaba, 
ignoraban que solamente en muy raras circunstancias se puede tener la 
conveniente certeza y, por ende, que la aplicación del canon podría pre- : 
sentar el carácter de una excepción? Es de pensar que no. Luego si el 
legislador, a pesa? de conocer esto y a pesar de que en general y ordina- 
riamente puede hacer caso omiso de semejantes prescripciones, no ha que- 
rido limitar nuestro canon a un tiempo determinado, sino que ha prefe- 
rido extenderlo a todos los fetos sin excluir ninguno ("quovis tempore 
editi"), no hay razón para que lo limitemos nosotros. 

Concluímos, pues, este nuestro estudio afirmando que el canon 747 del 
Código de Derecho canónico, conforme al sentido natural y obvio de su 
redacción, y teniendo en cuenta que es el término de un proceso tendente 
siempre a equiparar los fetos informes a los formados, debe ser interpre- 
tado en un sentido amplio y universal, de manera que, suprimida toda 
limitación que pueden sugerir determinados prejuicios, la misma prescrip- | 
ción valga para los frutos humanos que ya han llegado a su completo: 
desarrollo como para aquellos que, arrancados de su ambiente en los pri- 
meros albores de su existencia, vienen a luz sin haber podido casi ni si- 
quiera iniciar la configuración corporal propia del hombre. De modo que 
la forma externa del cuerpo no constituye ya una norma de diferenciación; 
y sólo la vida, cierta o dudosa, debe ser el criterio a que se debe atender 
en orden a un bautismo absoluto o condicionado. Esto es lo que nos dice 
el desarrollo histórico de este punto concreto de la disciplina bautismal, 
y esto es lo que sinceramente creemos está contenido en el canon 747, el 
cual, sin embargo, no quiere ser la definitiva solución de la secular con- 
troversia sobre el momento en que el alma es creada e infundida por Dios 
en el cuerpo; controversia que por ahora la Iglesia deja a la libre discusión 
de los hombres. 


CLEMENTE PUJOL, S. I. 


Catedrático del Pontificio Instituto Oriental 
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Comentario a la reciente Constitución Apostólica “Provida Mater Ecclesia” 


SuMaAr10.—Introducción. 

L—LAS PERSONAS CANONICAS. 

EIS RI CONCEPTO DE STATUS”: 

W DIVISIONES -DEL STATUS”. 

IV.—PERFECCION, VIDA DE PERFECCION Y ESTADO DE PERFECCION. 


V—EVOLUGION HISTORICA Y DOCTRINA DEL ESTADO RELIGIOSO 
(síntesis) 


VI—EL FENOMENO DE LOS INSTITUTOS SECULARES. (síntesis histórico- 
jurídica). 
VIL—LA LEY PECULIAR DE LOS INSTITUTOS SECULARES. 


VIII.—CONCLUSIONES. 


EI 2 de febrero del presente aíio, fiesta de la Purificación de Nuestra 
Señora, sancionaba Su Santidad Pio XII la Constitución Apostólica “Pro- 
vida Mater Ecclesia”, que llevaba por título “De statibus canonicis Insti- 
tutisque saecularibus christianae perfectionis adquirendae". Esta Consti- 
tución se publicó, en su texto oficial, en L'Osservatore Romano del día 14 
de marzo y fué calificada de "histórico documento en la vida interna de 
la Iglesia”. Posteriormente, como es costumbre para los documentos pon- 
tificios de este rango, venía insertada en las columnas de los "Acta Apos- 
tolicae Sedis" (vol. XXIX, n. 4-5). 

La prensa de casi todas las naciones se hizo eco de este importante acto 
legislativo del Sumo Pontífice felizmente reinante, que reconoce de mane- 
ra oficial y definitiva una nueva forma de vida de perfección cristiana en los 
“Institutos seculares. Las revistas científicas del ramo jurídico, especial- 
mente del canónico, han fijado su atención y han dedicado amplios co- 
mentarios a esta Constitución Apostólica. 
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El contenido de esta Constitución, llamada a tener trascendental im- 
portancia para el Derecho universal de la Iglesia, encierra un especial in- 
terés para los lectores españoles, por el hecho de haber sido precisamente 
un Instituto de origen español, la “Sociedad Sacerdotal de la Santa Cruz 
y Opus Dei”, el primero en entrar en los nuevos moldes jurídicos creados 
por la misma al recibir de la Santa Sede, muy pocos días después de la 
Suprema sanción de aquel documento, el “Decretum Laudis” que le cons- 
tituye como primer Instituto secular de Derecho pontificio. 

Hemos creído conveniente iniciar el presente trabajo con unas consi- 
deraciones generales sobre el concepto de “status” para que, perfilada esta 
idea fundamental, puedan verse más claramente las consecuencias de esta 
nueva forma de perfección cristiana y su encuadramiento en el ámbito del 
Derecho canónico. Sigue después la exposición de algunos conceptos fun- 
damentales sobre la perfección y el estado de perfección: por otra parte, 
parecian invitar a esta interesante disertación el titulo de la Constitución 
Apostólica y el 'sugestivo y profundo preámbulo de la misma, esmaltado 
de citas y lleno de interesantes noticias históricas, y, a veces, de profundas 
innovaciones canónicas. Siguiendo la pauta del texto legal, hemos reco- 
rrido sintéticamente la evolución jurídica y doctrinal del estado religioso, 
para ocuparnos luego de manera más amplia del interesante proceso his- 
tórico y dogmático de los Institutos seculares. Viene después un comenta- 
rio a cada uno de los artículos de la parte dispositiva, que la Constitución 
titula "Ley peculiar de los Institutos seculares”, y, finalmente, se trazar 
en forma sumaria las conclusiones. 

Para este trabajo, realizado en Roma y con los innumerables medios 
que sólo la Ciudad Eterna puede ofrecer a los estudiosos, hemos tenido 
ocasión de comprobar numerosas noticias de la historia jurídica de estos 
últimos años y documentar suficientemente nuestras afirmaciones. 


I) Las PERSONAS CANÓNICAS 


I. El canon 107 traza la división cardinal de las personas canónicas: 
clérigos, religiosos y laicos. Esta división es la base del ordenamiento ju- 
rídico del libro 11 del Código de Derecho canónico, que trata, en partes 
separadas, de cada una de estas tres categorías fundamentales: “Ex divina 
institutione sunt in Ecclesia "clerici" a "laicis" distincti, licet non omnes 
clerici sint divinae institutionis; utrique autem possunt esse "veligio-- 
si” (c. 107). Asi, pues, en el orden jurídico que instaura el Derecho ca- 
nónico la persona puede adoptar tres posiciones fundamentales, cuya razón 
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formal reside, o en la “positio hominis” (1) respecto a la perfección cris- 
tiana, cuya fuente es la Iglesia, o en la "positio hominis" respecto a la Je- 
rarquía, a la cual competen el cuidado y la vigilancia para que la perfección 
cristiana se obtenga más fácil y plenamente (2). 

2. La división que establece el canon citado no es adecuada, ya que 
los términos de la división no se excluyen; en efecto, según las últimas 
palabras del canon 107, ambos—clérigos y laicos—pueden ser religiosos. 
Por derecho divino (“ex divina institutione"), la Iglesia es una sociedad 
jerárquicamente organizada, y por este mismo derecho surge la primera 
división de las personas canónicas: clérigos y laicos. Sobre esta base, es 
decir, desarrollando y aplicando el derecho divino, el legislador eclesiástico 
ha perfilado la fisonomía jurídica de los clérigos (cc. 108-217, Sectio I, 
"De clericis in genere"), con sus diversos grados (cc. 218-486, “De cleri- 
cis in. specie"), y la de los laicos (“Pars tertia", cc. 682-725). 

3. El Derecho eanónico, por razones profundas que tocan íntima- 
mente la santidad y la fuerza santificante de la Iglesia y también su apos- 
tolado católico y multiforme, ha creado una nueva figura de persona ca- 
nónica, la del religioso, figura que presenta como clase juridicamente diver- 
sa, caracterizada por el hecho de abrazar en forma oficial y corporativa la 
vida de perfección cristiana de modo completo (3) mediante la práctica de 
los consejos evangélicos (c. 487). Esta vida de perfección cristiana es tal 
que abarca la vida completa del individuo y hace que quienes la profesan 
con carácter propio, permaneciendo clérigos o laicos bajo el aspecto je- 
rárquico, formen, sin embargo, una categoría jurídica diversa, muy distinta 
de los puros clérigos o de los simples laicos; categoría que puede conside- 
rarse como el punto de unión entre aquéllos y éstos, y que el Código de De- 
recho canónico disciplina y regula ampliamente en la parte segunda del 


libro primero (cc. 487 y sigs.). 


II) EL CONCEPTO DE ESTADO 


1. El concepto de “status”, en el sentido que nosotros lo tomamos (4), 
es un “modus stabilis vivendi” (c. 487), o también una condición de vida, 
moralmente estable, que nace de una causa permanente y que no puede cam- 


(1) Cf. Concepto de “status”: D. Tuomas, Summa Theol, II, q. 183, art. ds SUÁREZ, 
De Religione (Lugduni, 1623), t. IIT, 1. I, c. I, n. 9; PASSERINI, De hominum statibus et officiis 


. (Romae, TEOS CE T, m5 11. 


(2) Cf. GOYENECHE en Commentarium pro Religiosis, 1 (1920), 2T. 

(3) Cf. LARRAONA en Commentarium pro Religiosis, Y (1991), 137. v hm frs an 

(4) Con razón dice SUÁREZ al empezar er tratado VITO0 1, n. 4): Principio: significativo 
nominis status explicanda est et praesenti instituto accomodanda; est enim multiplex; et nisi 
certus ac definitus illius usus supponatur, in aequivoco saepe laborabimus. Attribuitur enim 
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biarse con facilidad (5). De los términos de la definición se desprende que 
en el “status” hay que distinguir dos elementos. Dijimos que “status” es 
“vivendi modus" o “conditio vitae”; es el elemento material o genérico en 
el cual el “status” conviene con otras condiciones de vida (6). Dijimos ade- 
más del “status” que era una “conditio vitae” ESTABLE: éste es el elemento 
formal y específico, por el cual se distingue de otras condiciones de vida (7). 
En estos dos elementos se agota, por así decirlo, el concepto de “status” 
en sentido amplio. No hace falta, en este sentido, que la "conditio vitae’ 
sea tal que penetre totalmente la vida del sujeto, sino que basta con que de 
una maneral general o bajo algún aspecto, como después especificaremos, 
influya sobre su actividad y condición. Tampoco es esencial que esta * 
ditio vitae" afecte necesariamente al campo de la libertad (bien sea para 
aumentarla, bien para restringirla), lo cual, si bien de modo general se ve- 
rifica en los estados jurídicos y morales, de ninguna manera pueden apli- 
carse a todas las figuras que caben dentro de esta definición genérica de 
“status” dada por nosotros (8). 


b 


con- 


2. Para terminar de perfilar el concepto de “statws”—ciertamente 
en forma sintética—creemos oportuno añadir algunas consideraciones par- 
ticulares sobre cada uno de los elementos que examinamos en el número 
anterior. 

a) La "conditio vitae” requiere una norma o regla uniforme de vida, 
por la cual, y bajo algún aspecto general (sobrenatural, jurídico, social, 
etcétera), la misma vida del sujeto venga modificada y como revestida de 
un nuevo carácter. Además, el “status”, en cuanto es "conditio vitae”, ac- 
túa materialmente en la actividad exterior del hombre, en el sentido de 
imponerle una determinada dirección externa y visible (9). 


b) La estabilidad exige una cierta firmeza y constancia, no sólo ma- 
terial (10), sino formal, es decir, nacida de una causa que, por cualquier 
razón, o no puede cambiarse absolutamente o sólo con gran dificultad. La. 
causa de esta estabilidad puede consistir, por ejemplo, en una obligación 


rebus viventibus el non viventibus, rationalibus et irrationalibus, naturalibus et moralibus. 
Cf. para su significación fllosófica D. TH., IL IL, q. 183, art. 1.9: *Quamdam positionis diffe- 
rentiam alicuius ret secundum modum suae maturae, quasi in quadam immutabilitate.” 

(9) Cf. SUAREZ, tract. VII, l. 4, C. 1; PASSERINI, ob. cit., C. I, qd 83, 18:17 an A 
Bourx, De jure regularium, I, p. 1.9, S. 1.9, €. 1; ANGELUS A SS. CORDE; ob. cit., I, n. 1; WERNZ, 
Tus Decretalium, III, n. 588; GOYENECHE, C. M. F., en Commentarium pro Religiosis, I, pág. 25. 

(6) Cf. notas anteriores. 

(7) Cf. BIEDERLACK, De Religiosis, n. 1; LARRAONA, Commentarium. pro Religiosis, Il, p. 137. 

(8) Cf. PASSERINI, loc. cit., n. 13 ss., que con razón nota que cuanto Santo Tomás (q. 183, . 
à. 1) exige esta condición io hace tratando exclusivamente de los estados morales. 

(9) Cf. LARRAONA, loc. cit., II, 157. 

(10) Cf. SUÁREZ, loc. cit., n. 3; Bouix, loc. Cu PAs 


EN 
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juridica o moral; pueden también hacer imposible o difícil la modificación 

» S AE lit res c PEE pe 
de la “conditio vitae" una causa física, la inclinación natural o las difi- 
cultades externas (11). 


3. Un grado más de claridad en esta delimitación del concepto de 
“status” lo conseguiremos distinguiéndolo de otros conceptos análogos: 
a) dijimos del “status” que era una “conditio vitae stabilis” que de tal 
manera influye sobre la persona en su manera de obrar, que hace que su 
misma vida venga modificada bajo algún aspecto; por consiguiente, no 
forman verdadero estado ni pueden constituir en él, aquellas condiciones o 
cualidades que influyen, más que sobre la “ratio operandi”, sobre la “ra- 
Ho essendi”, es decir, sobre la vida entendida en sentido vulgar, v. gr., so- 
bre las disposiciones del cuerpo, de la mente o de la voluntad; tampoco 
las condiciones completamente extrínsecas, o aquellas de tan poca impor- 
tancia que no afectan a la vida del hombre bajo ningún aspecto general; 
lo mismo cabe decir de otras condiciones por naturaleza transeúntes y ac- 
cidentales, aun cuando mientras perduren influyan sobre la vida del sujeto 
integramente (12); b) por otra parte, hay que distinguir el “status” del con- 
cepto de oficio y de grado, que son conceptos completamente diversos, aun- 
que pueden coexistir. El oficio, per se, no indica una condición que influ- 
ya de manera general sobre la “ratio vivendi” del sujeto, ni tampoco exige 
la estabilidad que por esencia pertenece al concepto de “status” : el oficio 
se ordena, de manera estable o transeúnte, a la utilidad de todos y al pro- 
greso común. Por consiguiente, se diferencia el oficio del “status” tanto 
en el elemento material como en el formal. El grado indica el orden o lugar 
que el sujeto obtiene en alguna jerarquía, y esto puede nacer o del oficio, 
o del estado, o de otra razón accidental (13). 

- 4. Según la medida que en cada estado se encuentra los dos elemen- 
tos—material y formal—podremos hablar de una mayor o menor perfec- 
ción de los estados. En efecto, por el elemento material o genérico será más 
perfecto aquel “status” que exija más operaciones “intensive” y “éxten- 
sive”, y por consiguiente que informe la vida más total e integramente; 
y será más imperfecto aquel otro que exija menos actos y operaciones, O 
bien que las exigidas sean accidentales o de menor importancia, Por cuanto 
se refiere al elemento formal y específico, es decir, a la estabilidad, será 
absolutamente perfecto aquel estado en el cual la estabilidad sea de tal na- 


11) Cf. Suárez, loc. cit., n. 9 ss.; BOUIx, loc. cit., págs. 6-8. - 
o Cf. D. TH., II, II, q. 183, a. 1, in corp. et ad 3; PASSERINI, loc. Cit 1. 19 et ad 3; ne S 
(ICE) DATE, Il 117 q. 189, 8. 1 ad 3, y a. 3; PASSERINI, loc. cit., q. 183, and, De 245 an 97 


y 0-9. 
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turaleza que induzca necesidad; “relative” será más perfecto aquel estado 
que más se acerque a esta inmutabilidad. Sin embargo, se considera que 
existe suficientemente la razón del estado siempre que la “conditio vitae” 
—por lo que se refiere al primer elemento—sea tal que informe la vida 
y la modifique bajo algún aspecto general, interno, externo, jurídico o 
social, y—si se nos permite la expresión—imprima carácter en el “modus 
vivendi”. Por lo que se refiere al elemento formal, basta que la condición 
difícilmente se cambie; de esta misma dificultad nace la firmeza y estabi- 
lidad, al menos en sentido relativo (14). 


Prescindimos, por no comprometer la claridad que debe tener todo 
trabajo sintético, de analizar en particular los diversos grados de perfec- 
ción de los estados según la naturaleza del elemento material y formal. Por 
lo demás, de alguno de estos grados tendremos que tratar de pasada en el 
próximo apartado. 


í 


ILD DIVISIONES DEL “sTATUS” 

1. El criterio de división puede ser doble: o considerar solamente la 
naturaleza del “status”, prescindiendo, por consiguiente, de la sociedad per- 
fecta a la cual hace referencia, o bien tomar como punto de partida una o 
ambas sociedades perfectas a las cuales el “status” se refiere. Por ahora 
nos serviremos solamente del primer criterio de división y hablaremos de 
estados sociales y jurídicos, ya sean de derecho privado, ya de derecho pú- 
blico. 

a) Los estados internos son condiciones estables de vida que influ- 
yen de manera general sobre la actividad del hombre en aquellas cosas 
que se refieren a las relaciones con Dios, consigo mismo, y también, de 
alguna manera, con los demás, y que tienen su fundamento en votos, obli- 
gaciones o hábitos que pertenecen al fuero interno. Son estados internos 
el estado de gracia y de pecado, el estado de los principiantes, aventajados 
y perfectos, los estados que nacen del voto privado de virginidad, de obras 
de misericordia, etc. Estos estados son propios de la sociedad eclesiástica, 
que en el fuero interno se ocupa de ellos; la sociedad civil no puede orde- 
nar ni regular actos (15). 


(14) Cf. Suárez, loc. cit., n. 3 ss.; PASSERINL, Loc: Cit q. 188, aa i, My se 
(15) Cf. sobre la cuestión de la potestad de jurisdicción de fuero interno: SUÁREZ, loc. cit. 
lib. IV, cap. XII, n. 10; MAROTO, Instituciones Iuris Canonici 3, v. I, n. 185; CrPRoTTI, Sulle po- 
testá della Chiesa, en “Archivio di diritto ecclesiastico", III (1941), págs. 55 s.; CHELODI, Ius cano- 


"nicum de personis (Tridenti, 1949), págs. 903 s.; CAPOBIANCO, De ambitu fori interni i 
en "Apollinaris", IX (1936), págs. 243-957. f ss 
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b) Los estados externos son condiciones estables de vida que infor- 
pan la actividad del hombre en lo que se refiere a sus relaciones externas: 
oficios, Ocupaciones, funciones externas, lugar y posición en la sociedad, 
relaciones con los demás, etc.; nacen o vienen reguladas por una causa 
visible, pública (de fuero externo), aunque no sea solemne o formal. 

c) Los estados externos meramente sociales son condiciones de vida 
que modifican profundamente la posición de las personas en la jerarquía 
"modus vivendi", pero que no 
nacen del derecho (sea por disposición de la ley, sea reconociendo un su- 
puesto de hecho), sino que deben su origen a una simple circunstancia de 
hecho, v. gr., al nacimiento, a la fortuna, a la industria, etc. Estos estados 
sociales no dicen directamente relación a la vida jurídica, sino más bien a 
la vida económica, moral, intelectual..., aun cuando indirectamente puedan 
influir en la «posición juridica de la persona (por lo que se refiere a los 
derechos políticos en algunas naciones, el derecho al sufragio viene mo- 
dificado por la condición social; las obligaciones civiles, v. gr., los tri- 
butos, se fijan con arreglo a las fortunas, etc.). 

d) El estado jurídico, que es el que directamente nos interesa, puede 
definirse como “una condición personal y estable que informa la vida ex- 
terna y social de la persona, y que nace de una causa permanente puesta 
por el derecho, o por lo menos reconocida, referente a la libertad o no li- 
bertad jurídica”. 

Analicemos cada uno de estos conceptos: 

a’) condición estable y personal de vida o “modus vivendi", porque 
el estado jurídico es estado en el sentido antes explicado. 

b" que informa la vida externa y social de la persona, porque el es- 
tado jurídico es un “status” externo y no meramente interno, y en este 
carácter conviene con el estado social. 

C) y que nace de una causa permanente puesta por el derecho o por 
lo menos reconocida: si la causa no estuviera puesta y sancionada por la 
ley, o por lo menos reconocida por ella, no podría producir efectos jurídi- 
cos: el estado es una condición que confiere en el fuero externo derechos y 
obligaciones, y por consiguiente debe ser constituído formamente por la 
autoridad de la ley, o por lo menos, si es que nace por un acto privado, 
tiene que recibir la sanción legislativa para poder después producir estos 
efectos jurídicos y públicos. 

d' referente a la libertad o no libertad jurídica. Estas palabras las 
empleamos en sentido lato y relativo: lato, en cuanto que por libertad en- 
tendemos derechos y privilegios, es decir, facultades de hacer lo que otros 


social, sus relaciones con otras personas, su 
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no podrían; por no libertad expresamos las obligaciones que ligan juridi- 
camente a estas personas; y relativo, en cuanto que no existen actualmente, 
como ocurría en otros tiempos, por ejemplo, en Derecho romano el “sta- 
tus servorum", estados en los que se daban obligaciones sin derecho, o de- 
rechos no compensados por obligaciones; por el contrario, en los estados 
jurídicos se mezclan los derechos con las obligaciones, aunque ciertamente 
en diversos grados, y así podemos hablar de “status libertatis” cuando pre- 
dominan los derechos, y de “status servitutis” cuando las obligaciones apa- 
recen más graves (16). 

2. Notas de los estados jurídicos.—Segün Santo Tomás, al cual si- 
guen otros autores (17), tres son las notas características del estado juri- 
dico: perpetuidad, solemnidad y obligación. Por ser estado, el estado ju- 
rídico, segün la definición que hemos dado, lleva consigo la perpetuidad o 
estabilidad; por ser estado externo, requiere un hecho o solemnidad que 
manifieste su origen en el fuero externo; por ser estado jurídico, exige 
una obligación, es decir, ser fuente de derechos y obligaciones. 

3. Estados jurídicos privados y públicos.—Como ya dijimos ante- 
riormente, entre los estados juridicos, unos son de derecho privado y otros 
de derecho püblico. Por consiguiente, tanto la solemnidad por la cual se 
ingresa al “status” como la naturaleza de los derechos, obligaciones y pri- 
vilegios variarán según la categoría y el grado. Los estados jurídicos que 
pertenecen al derecho privado nacen de un acto formalmente privado, y 
aunque se tengan que acomodar a las solemnidades exigidas por la ley. 
—por entrar dentro del orden jurídico y producir efectos válidos en el 
fuero externo—no por esto se cambia su naturaleza. A esta categoría per- 
tenecen en el Derecho canónico, por ejemplo, la agregación a una Orden 
Tercera. Los estados jurídicos que pertenecen al derecho público nacen 


de un acto formalmente público, y aquí hay que distinguir un triple su- 
puesto : 


a) que este acto formalmente püblico venga puesto por la autoridad 
püblica, es decir, en forma de ley: es el caso de todos aquellos estados que 


se imponen públicamente por la ley, como, por ejemplo, el estado militar 
en las sociedades civiles. 


(16) Gf. D. TE II, IL, q. 188, a. 1; PASSERINI, q. 183, a. 1, n. 19 8-; SUAREZ, loc: CUE... Ds als 
GOYENECHE, loc. cit., I, pág. 26. La razón bistórica por la cual se reducen los estados “ad liber- 
talem vel servitutem", en el sentido indicado en el texto, está en que la división fundamental 
de las personas en el Derecho romano era en siervos y libres (Inst. Gai., I, 9). Esta división la 
recibió el Derecho canónico. Cf. c. 40, c. II, AOS 


S Cf. D: Tz, II, II, q. 184, a. 4; PASSERINI, loc. Cit., nn. 3-6; SUAREZ, loc. cit., VII, 1, 5; 
nn 6-8. 
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b) que este acto sea realizado por un particular (acto público, con- 
trato), pero que venga recibido por la autoridad pública como parte y ele- 
vado así a acto formalmente público: en Derecho canónico el estado reli- 
gioso pertenece a esta categoría. 


c) que aunque la autoridad no reciba este acto, de tal manera lo su- 
pone, lo regula y lo encuadra en el orden jurídico público, que cambia su 
naturaleza y le añade algo; a esta categoría pertenece el estado propio de 
los institutos seculares, como más adelante veremos. Característica de estos 
dos últimos supuestos es el tratarse de estados no obligatorios, por lo cual 
se requiere un acto previo, voluntario, del sujeto. Supuesto este acto previo 
y voluntario, las obligaciones que se contraen al incorporarse a esta cate- 
goría de estados quedan bajo la tutela de la autoridad pública competente. 

Entre los estados jurídicos públicos están los que con razón se llaman 
cardinales, en cuanto de ellos nace en Derecho la división general de las 
personas, y, por lo tanto, forman lo que podríamos llamar el fundamento 
de la sociedad. Así, en Derecho canónico, como ya indicamos al principio, 
son cardinales los estados clerical, religioso y laical; en el Derecho roma- 
no eran tales el estado de los plebeyos y el de los patricios; y en el Dere- 
cho de la Edad Media se consideraban cardinales el estado de los nobles, 
el de los clérigos y el del pueblo. 


4. Estados sociales y jurídicos: sus relaciones.—Es fenómeno inte- 
resante y frecuente en la historia de las instituciones jurídicas, ya sea en 
el Derecho canónico, ya en el civil, que estados meramente sociales en su 
origen se transformen en estados jurídicos; y también podríamos ilustrar 
abundantemente el fenómeno opuesto, es decir, el de estados que en otro 
tiempo fueron jurídicos, e incluso cardinales para la constitución de la so- 
ciedad, y que con el transcurso del tiempo quedaron reducidos a meras 
condiciones sociales o desaparecieron completamente. Así, en Derecho ca- 
nónico el estado religioso, en su origen, es un estado privado que con rit- 
mo lento va transformándose en una condición social y termina en estado 
jurídico y fundamental o cardinal en el sentido ya explicado, El Derecho 
romano nos ofrece un ejemplo claro y patente del fenómeno contrario: 
el estado de los patricios y de los plebeyos fué cardinal en la constitución 
política de la sociedad romana; las circunstancias históricas, y especial- 
mente las continuas victorias de los que componían el “status plebeiorum”, 
convirtieron esta categoría de estado jurídico en simple condición social, 
que terminó por desaparecer para dejar paso a una nueva división: “inter 


— 829 — 


SALVADOR CANALS NAVARRETE 


antiquos et novos homines". El mismo fenómeno se verificó en el Dere- 
cho civil de la Edad Media en cuanto al estado de los nobles y de los ple- 
beyos (18). 


IV. PERFECCIÓN, VIDA DE PERFECCIÓN Y ESTADO DE PERFECCIÓN 


1. Aunque abstractamente considerada, la perfección está esencial- 
mente en la caridad (19); sin embargo, hablando de la perfección que el 
hombre viador puede alcanzar en esta vida (20), no puede separarse la ca- 
ridad de las demás virtudes: todas concurren con ella para hacer al hom- 
bre perfecto (21). Efectivamente, las virtudes son medios para alcanzar 
esta caridad, en cuanto que quitan los obstáculos que se oponen a la ad- 
quisición de la misma, es decir, a la unión con Dios. Las virtudes son tam- 
bién efectos de una caridad que se posee: cuando se posee en alto grado, 
se ponen los actos “ex motione charitatis”, y entonces podemos decir con 
verdad que las virtudes son como instrumentos empleados por la caridad 
para poner sus actos, es decir, son manifestaciones de esta caridad (22). 

2. La vida de perfección supone en el sujeto una disposición perma- 
nente por la cual obra “prompte, faciliter et constanter” (23) cuanto la 
caridad exige. Con otras palabras: esta disposición hace que el hombre 
obre siempre de manera tal que excluya cuanto se oponga al amor de 
Dios (24). Esta disposición permanente es, a su vez, el resultado de nu- 
merosos actos de virtud, y supone un cierto grado actual de caridad mo- 
ralmente continuo, más o menos alto, que es el limite más allá del cual no 
puede llegar el hombre en esta vida. 

3. Esta perfección de la caridad propia del hombre viador así conce- 
bida puede considerarse en un doble sentido (25): a) una perfección ne- 


(18) GOYENECHE, loc. cit., I, pág. 25 y nota 16; LARRAONA, loc. cit., IT, pág. 137. 

(19) Cf. D. TH., II, IT, q. 184, a. 1: “Unumquodque dicitur esse perfectum in quantum attin- 
gt proprium finem, qui est ultima perfectio rei. Charitas autem est quae unit nos Deo, qui est 
ultimus finis humanae mentis, quia qui manet in charitate in Deo manet et Deus in eo, ut dici- 
p I. Ioann. IV, 16. Et ideo secundum charitatem specialiter attenditur perfectio christianae 
vilae." 

(COCA TES 184 a: 1s SUÁREZ 0. Ch Cap IVA 

(21) Cf. WERNZ-VIDAL, Ius Canonicum, t. III, pág. 5; F. NAVAL, De christiana perfectione, en 
“Comment. pro Relig.”, I (1920), pág. 241. 

(22) Cf. NAVAL, loc. cit., pág. 237; WERNZ-VIDAL, op. et loc. cit., in not. praec. 

(23) Cf. NAVAL, loc. cit., pág. 241. 

(24), Gf. D. TH; q. 184,58. 9. 

(25) Cf. D. TH., q. 184, a. 3; SUÁREZ, loc. cit., lib. I, cap. X, n. 1: “Ut autem hoc magis de- 
claretur supponenda est communis distinctio de duplici perfectione charitatis seu christianae 
vilae: una perfectio dicitur essentialis, alia superaddita essentiali, ac subinde accidentalis; vel 
una simpliciter necessaria ad iustitiam et vitam. spiritualem. animae, alia utilis seu ad melius 


esse. De prima loquitur Christus cum ad omnes dicit, estote perfecti, Matth. 5. De posteriori vero 
dicit ad. quemdam: si vis perfectus esse, Matth. 19." 
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cesaria, común a todos los fieles, que está en los preceptos, sin la obser- 
vancia de los cuales no puede existir la caridad; b) una perfección super- 
erogatoria, cuyo contenido es el propio de la primera más la práctica de 
ciertos medios o instrumentos— consejos evangélicos—que facilitan la ad- 
quisición de aquélla y la integran, es decir, hacen que sea más completa 
y más generosa (26). Esta segunda perfección será, por consiguiente, no 
necesaria, sino útil “seu ad melius esse”. 

4. La primera perfección es la propia del “status communis vitae” ; 
la segunda, del “status perfectionis”. ¿Qué diferencia existe entre estos 
dos estados? La diferencia no puede establecerse de contrario a contrario, 
ya que, como hemos visto en el número anterior, el contenido fundamental 
es común a los dos estados, sino de más perfecto a menos perfecto. Dos 
elementos nuevos le dan esta mayor perfección: por una parte, una pecu- 
liar obligación de tender hacia la perfección; por otra, el servirse obliga- 
toriamente, para adquirir esta perfección supererogatoria, de ciertas obras 
que, “per se”, antes de asumir libremente este estado, no eran obligato- 
rias, sino libres o de consejo: los consejos evangélicos. Estos consejos se 
emplean como medios para alcanzar la perfección, siguiendo las palabras 
y el ejemplo de Jesucristo, en cuanto que primero de manera negativa 
remueven todo aquello que, aunque no es directamente contrario a la ca- 
ridad, impide que la vida pueda consagrarse al Señor total y efectivamen- 
te; los consejos evangélicos, por otra parte, y en forma positiva, propor- 
cionan instrumentos generales y aptos para alcanzar la caridad perfecta. 

Así, pues, estos consejos evangélicos son los que determinan el modo 
y la medida de la obligación esencial de tender a la perfección y los que 
constituyen a su vez en estado de perfección. Estos consejos evangélicos, 
que por su naturaleza son facultativos y voluntarios en cuanto que se re- 
fieren a todas aquellas cosas que son de consejo (27), tienen que hacerse 
obligatorios en concreto para el individuo. ¿De dónde nace su obligato- 
riedad? No puede surgir por imposición legislativa, porque esto equival- 
dría a convertir en precepto lo que sólo es consejo, y ningún legislador 
humano puede imponer como precepto aquello que Jesucristo predicó como 
libre. La obligatoriedad sólo puede nacer, por consiguiente, de un acto vo- 


(26) Cf. Tm., q. 184, a. 3; NAVAL, loc. cit., págs. 238 s. R ly 

(27) Cf. D. TH., I, II, q. 108, a. 4: "Praeceptum importat necessilatem consilium autem in 
optione ponitur eius cui datur.” En San Pablo encontramos esta contraposición catre precepto 
- y consejo, en la forma de simple perífrasis, a propósito de là virginidad, FCE VII, 25 S8.; 
Rom., VII, 2-3. También en TERTULIANO es frecuente esta contraposición en orden a la virginidad 
v viudedad: De exhortatione castitatis, 4 (MiGNE, P. L. IT, 968); De corona militis, 4 (Pe t IF 101). 
Finalmente se puede ver esta contraposición entre precepto y consejo en Orígenes, Pelagio 
y San Agustín: Enchiridiom Asceticum (Friburgi, 1942), ed. 3, nn. 137, 563, 647. 
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luntario del sujeto, en virtud del cual éste los abraza como norma de vida 
y se los impone obligatoriamente—quedando objetivamente libres—en 
cuanto que hace surgir un verdadero estado jurídico, 


5. Sentadas estas nociones previas y dejando aparte otras definicio- 
nes menos completas, indirectas o parciales (28), podemos definir los con- 
sejos evangélicos, considerados formalmente, como “normas morales fa- 
cultativas dadas por Jesucristo, en orden a una obra buena y grata a Dios, 
para asegurar y aumentar la perfección de la caridad”. Ciertamente los 
consejos son normas, en cuanto reglas propuestas por Jesucristo—por esto 
se llaman evangélicas (29)—a los hombres, como conducentes a un deter- 
minado fin. Los consejos son, por lo tanto, normas y normas morales, 
puesto que se trata de reglas de conducta de las acciones humanas, ya sea 
en orden a Dios, al prójimo o a nosotros mismos. En esta definición, 
como puede verse, tomamos los consejos evangélicos en su sentido más 
amplio: quedan comprendidos en st ámbito tanto los tres consejos por 
antonomasia—pobreza, castidad y obediencia—, cuya observancia modifi- 
ca la personalidad del hombre, como todos aquellos más particulares y es- 
pecíficos que se encuentran en el Evangelio (30). 


Nos detendremos todavía sobre este concepto. La doctrina tomista 
acerca de la ley—es decir, la norma-—es clara (31); esencialmente es un 
acto de la razón especulativa ("ordinatio rationis" ) por el cual el inte 


(28) Es corriente entre los autores que se ocupan de esta materia citar una definición abs-. 
tracta del consejo y de las obras de consejo para desarrollar únicamente la noción de la obser- 
vancia concreta de los consejos evangélicos: Cf. DUBLANCHY, Conseils évangeliques, en “Dict. de 
Theol. Cath."; SCHWIENTEK, Elementa status religiosi in S. Scriptura et in prima traditione ec- 
clesiastica, en "Commen. pro Relig.”, I (1920), págs. 243 ss., y De communitatis religiosae natura, 
en la rev. cit., XXIV (1943), págs. 938 ss.; E. JoMBART, L'essence de l'état religieux, en “Rev. des 
Com. Rel.” (1925), págs. 137 s.; PEINADOR, Quaestiones iuridice morales de statu religioso, en 
ee pro Relig.”, XII (1931), págs. 280 ss.; CERVIA, De professione religiosa (Bologna, 1938), 
pags. 12-15. 

Esta posición es explicable en los tratados de derecho de religiosos, en cuanto que el criterio 
jurídico diferenciador asumido por el Código de Derecho canónico para el estado religioso es 
E... praeter communia praecepta, evangelica quoque consilia servanda..." (c. 487), es decir, là 
observaneia concreta de los tres consejos evangélicos llamados generales: Cf. SIPOS, Enchiri- 
dion iuris canonici (4.2 ed., 1940), pág. 331; SHAEFER, De Religiosis ad normam C. I. C. (Ro- 
mae, 1940), págs. 57 ss.; BIEDERLAK-FÜRICH, De Religiosis (Oeniponte, 1919), págs. 10 ss.; Gove- 
NECHE, De Religiosis (Romae, 1938), pág. 10; PRUMMER, Manuale iuris canonici (Friburgi, 1933), 
pügs. 228 s.; WERNZ-VIDAL, Jus Canonicum (Romae, 1933), t. III, pág. 7; BLAT, Comment. tex- 
tus C. I. C. (Ius de Religiosis, Romae, 1938), pág. 20; PEJSKA, lus canonicum religiosorum (Fri- 
burgi, 1927), pág. 3; CORONATA, Institutiones [uris Canonici (Taurini, 1939), vol. I, pág. 604. 

Otros tipos frecuentes de deflnición son las indirectas y parciales o negativas: VERMEERSCH, 
Theologia moralis (Romae, 1933), t. I, págs. 230-931; VERMEERSCH - CREUSEN, Epitome iuris cano- 
nici (Bruxellis, 1933), 5.2 ed., t. I, pág. 420; COTEL, Les principes de la Vie Religieuse (Bruxe- 
lles, 1922), pág. 63; GENICOT, Institutiones Theologiae moralis (Bruxellis 1942), vol. II, pág. 60. 

(29) Cf. VERMEERSCH, Theol. moralis, pág. 231; VERMEERSCH-CREUSEN, O. C., pág. 496. 

(30)) (Ci Mts) Vi. 395 VE MTS vile AS Bes, SIV, 10, ete. 

(31) Ch DATES [tq X05 Norm: La definition classique de le loi. Commentaire de 
la I, II, q. 90, en “Revue neoscolastique de philosophie", t. XX VI (1995), págs. 261 s.; VAN HOVE 
De legibus ecclesiasticis (Romae, 1930), pags. 86 s. ; 
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lecto juzga “de aptitudine medii ad finem”. En este sentido pueden com- 
prenderse bien las palabras de PasserinI (32) hablando de los consejos 
evangélicos como “ratio et dictamen Christi nos dirigentis ad aliquid agen- 
dum, quod agere non est per se necessarium ad salutem...". Hasta aho- 
ra, los consejos evangélicos, considerados como normas morales, tienen la 
misma naturaleza que los preceptos: esta identidad de naturaleza en cuan- 
to a lo que podríamos llamar el género próximo de la definición que he- 
nos dado nos explica el hecho de que, en ciertas circunstancias, aquello 
que es simplemente de consejo.se haga de precepto, y viceversa (33). La 
diferencia específica la encontramos en la naturaleza de la obligación que 
imponen (34): los preceptos mandan hacer u omitir alguna cosa; los con- 
sejos, "aliquid faciendum vel omittendum tantum suadent" (35). Son, por 
consiguiente, normas morales facultativas. 

Estas normas morales facultativas tienen por objeto propio y especí- 
fico obras buenas y-gratas a Dios. Aunque estas obras "per se" y en abs- 
tracto (“ex obiecto") puedan ser buenas o indiferentes (36), en cuanto 
que nos movemos en el orden moral y en concreto—donde no se dan ac- 
ciones indiferentes— serán necesariamente buenas y gratas a Dios (37). 

Las obras que pueden ser de consejo, como lógicamente se desprende 
de este concepto, son numerosisimas y se dan en el ámbito de todas las 
virtudes (38). 

Hemos dicho anteriormente que los consejos evangélicos son normas 
que regulan la conducta de los hombres conduciéndoles a un determinado 
fin. Este es asegurar y aumentar la perfección de la caridad, por la cual 
el hombre se une a Dios, su ültimo fin (39). 

Los consejos evangélicos, en cuanto fueron dados por Jesucristo a los 
hombres como medios eficacísimos de perfección, pueden definirse tam- 
bién como “voluntad manifestada del Señor, pero hipotética, en orden. 


(89) Gf. 0. €.,^ q: 184, art. II], nn. 25-26. 

(33) Cf. D. TH., q- 186, a. III; SUÁREZ, 0. C., cap. VIII, n. 4; SCHWIENTER, loc. cit., pág. 160; 
CICOGNANI-STAFFA, Commentarium ad C. I. C. (Romae, 1939), I, págs. 114 s., nota 4. 

(34) Cf. SCHWIENTEK, lot. cil., pág. 160: “Praecepta et consilia sunt normae moralis eiusdem 
generis, diversi gradus obligationis moralis, quae nequaquam duas perfectiones, sed gradatio- 
nem eiusdem perfectionis supponunt." 

(35) Cf. CICOGNANI-STAFFA, 0. C.. pág. 114. 

(86) Cf. VERMEERSCH-CREUSEN, Epitome, pág. 420; VERMEERSCH, Theol. mor., pág. 230. j 

(37) Cf. VERMEERSCH, O. C., pág. 107; “Nullus tamen actus deliberatus in individuo, Dimes n 
concreto seu ut ponitur, moraliter indifferens esse potest. Ordinate enim vel inordinale a ra: 
tione procedit: si ordinate, moraliter bonus erit; si inordinate, moraliter malus erit.” (Cf. S. TH., 
1. 2, q. 19, art. 9.) “Si nulla autem attentio ad ordinem moralem fuerit, actus non erit moralis; 
sed, nostra sententia nec humanus erit seu liber.” 4 i l 

(88) Cf. SUÁREZ, 0o. c., cap. VIII, n. 4: “Consilia quamplurima recenseri possunt et in omni 
materia virtutis locum habent...” También PAssERINI habla de precepto y consejo en el ámbito 
de cada virtud: o. c., q. 184, a. 1, n. 20; MOLITOR, Religiosi iuris capita selecta, pág. 2. 


(Boe (Ch Dy PELS 184, a. My 2: 
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a un mayor grado de perfección”. La perfección en abstracto, como ya 
dijimos, está en la caridad, y todos los cristianos son llamados por los 
preceptos a alcanzarla sin medida, puesto que el primer mandamiento exi- 
ge el amor a Dios sin límites (“ex toto corde tuo”). Los consejos, sin 
embargo, dentro de su categoría de instrumentos, son medios de grandi- 
sima eficacia que aseguran esta perfección y la integran (40); o también, 
mirando más que a su naturaleza a su objeto propio y específico, pode- 
mos definirlos con PASSERINI como “toda obra buena mejor que su con- 
traria, la cual, a su vez, es también un bien” (41). 

Esta gran riqueza y variedad de consejos pueden clasificarse y divi- 
dirse siguiendo diversos criterios (42). Para nuestro fin es especialmente 
interesante la división de los consejos en generales y particulares (43). 
Los consejos generales, como dice SUÁREZ (44), son universales “im cau- 
sando, non im essendo", es decir, que, al igual que los particulares, tam- 
bién los generales tienen necesariamente por objeto una materia particu- 
lar y determinada, ya que las acciones son siempre "circa singularia". Su 
generalidad nace, por consiguiente, del hecho que la práctica de ellos lleva 
al ejercicio de todas las virtudes, y especialmente a la adquisición de la 
caridad (45). Los consejos particulares, por el contrario, llevan a la ob- 
servancia más perfecta y generosa de un determinado precepto y a la ad- 
quisición de una virtud especifica (46). 

Los tres consejos generales de pobreza, castidad y obediencia operan 
en quien los conserva un cambio en el orden de la personalidad, confieren 
una especial semejanza con Jesucristo y suponen una consagración de ho- 
locausto al Señor (47); por esto viene reservado por antonomasia a los 
consejos generales el nombre de consejos evangélicos. 

6. De intento hemos considerado más detenidamente los conceptos 
expuestos en el nümero anterior, por el gran interés y la repercusión prác- 
tica que tendrán al determinar la posición jurídica de los institutos secu- 
lares, al fijar la competencia de la S. C. de Religiosos sobre ellos, segün 


(40) Cf. D. TH., q. 184, a. III; WERNZ-VIDAL, 0. C., págs. 4-5. La doctrina de SUÁREZ (De stalu 
perfectionis, cap. XI, nn. 15-16) es más radical: "Respondeo nihilominus si proprie et in rigore 
loquamur, perfectionem supererogationis non solum non praecipi ut materiam in quam obli- 
gatio pracepti cadet, verum etiam neque per modum finis in praeceptis contineri." Para una 
crítica de esta doctrina cf. PASSERINI, loc. cit., q. 184, a. TIL, nn. 70 y 106. 

(41). Cfo e. qe 185, a TIT, mn. 25-26. 1 

(42) Cf. VERMEERSCH, 0. C., págs. 230-231. ! 

(43) Cf. SUÁREZ, 0. c., lib. I, cap. VIII, n. 20; MOLITOR, o. c., pág. 2; implícitamente en 
SANTO Tomás, q. 186, a. II. 

(44), Cf, os CS Cap: Vill moO. 

; 7 Cf. SUÁREZ, loc. cil.; VERMEERSCH, 0. C., Págs. 230 s.; VERMEERSCH - CREUSEN, Epitome, 
pág. 8 
(46) Cf. SUÁREZ, loc. cit.; VERMEERSCH, 0. C. pág. 231; MOLITOR, 0. C., pág. 9. 
(47) Cf. D. TH., q. 186, a. VII; SUAREZ, loc. cit.; MOLITOR, loc. cit.; SCHAEFER, 0. €. pap. 55. 
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el párrafo 1 del artículo IV de la Const. Apostólica “Provida Mater Ec- 
clesia", y al distinguirlas de otras sociedades que, según el párrafo 2 del 
citado artículo, por no tener estado de perfección completo, dependen de 
la 5. C. del Concilio. 

Pasamos ahora a determinar las relaciones que existen entre la per- 
fección y el estado de perfección. De cuanto hemos dicho hasta ahora se 
desprende que lo que constituye en estado de perfección es el hecho de 
asumir libremente una obligación permanente y estable en orden a la ad- 
quisición de la perfección, sirviéndose para ello, como medio obligatorio, 
de los consejos evangélicos. Este concepto no supone necesariamente la 
perfección: es totalmente compatible, por el contrario, que personas que 
se encuentran en estado de perfección no lleven nunca vida de perfección, 
y viceversa, que personas no consagradas totalmente al Sefior, en orden 
a esta perfección supererogatoria, lleguen a la cima de la perfección, es 
decir, que sin ningün acto formal de consagración hayan llegado, de he- 
cho, a la práctica constante de los consejos evangélicos (48). 

7. Resumiendo sintéticamente los ültimos conceptos expuestos, y an- 
tes de dar nuestra definición del "status perfectionis", debemos decir que 
los consejos evangélicos son. medios únicos para llegar en concreto a esta 
perfección supererogatoria, es decir, a este grado más alto de la perfec- 
ción de la caridad. Sin la práctica de los consejos evangélicos o al menos 
de su espíritu, sólidamente poseído y constantemente practicado (49), no 
se puede alcanzar este grado supererogatorio de la perfección. La relación, 
por consiguiente, entre estos dos términos es de necesidad hipotética: de 
necesidad, porque son medios únicos para alcanzar este fin; hipotética, 
porque este fin no es ni necesario ni obligatorio para todos, sino faculta- 
tivo. Dentro de esta perfección supererogatoria, el grado, en concreto, que 
cada uno alcanza variará segün los designios de Dios (50) y también se- 
gün la medida, correspondencia y generosidad del hombre (51). 

En cuanto a las relaciones que existen entre los consejos evangélicos 


(48) Cf. D. TH., q. 184, a. IV: “Sic ergo in statu perfectionis proprie dicitur aliquis esse, 
non ex hoc quod habet actum dilectionis perfectae, sed ex hoc quod obligat se perpetuo cum 
aliqua solemnitate ad ea quae sunt perfectionis. Contingit etiam quod aliqui se obligant ad id 
quod non servant, et aliquio implent ad quod non obligaverunt... Et ideo nihil prohibet aliquos 
esse perfectos, qui non sunt in statu perfectionis, et aliquos esse in statu perfectionis, qui ta- 
men non sunt perfecti." SUÁREZ, 0. C., cap. XII, n. 13; WERNZ-VIDAL, 0. C., pág. 4 y nota 2; 
VERMEERSCH, 0. C., págs. 1 S. 

(49) Cf. GARRIGOU-LAGRANGE, Les trois ages de la vie interieure (París, 1938), t. I, cap. XIII, 
- págs. 981 ss., y Perfezione cristiana e contemplazione (Roma, 1933), págs. 188 ss. À 

(50) Cf. GARRIGOU-LAGRANGE, Les trois ages..., págs. 237 S.; AUGUSTO SAUDREAU, I gradi delle 
vita spirituale (2.2 ed., Milano, 1939), vol. I, págs. 33 SS.: “Ma (Dio) nei suoi misteriosi disegni, 
chiama i suoi figli, quaggiú, a gradi diversi di virtù; lassù a gradi diversi di gloria” (pág. 33). 

(51) Cf. SAUDREAU, 0. C., págs. 35-37. 


-— 835 — 


SALVADOR CANALS NAVARRETE 


y el estado de perfección, podemos fijar como resumen de cuanto hemos 
dicho, siguiendo a PassERINI (52), los siguientes conceptos: a) el estado 
de perfección “finaliter principaliter” consiste en la observancia de los 
preceptos; b) el estado de perfección “finaliter vero proxime” consiste 
en la observancia de los consejos evangélicos; c) el estado de perfección 
"formaliter" consiste en la consagración permanente al Señor. 


8. Después de haber examinado más o menos detenidamente, según 
su importancia, todas las nociones que se relacionan directa o indirecta- 
mente con el “status perfectionis”, pasamos a dar la definición del mismo. 
El estado de perfección es un estado dela vida cristiana por el cual los 
fieles se ligan mediante una obligación permanente y estable, y por medios 
determinados “ex se” libres, a adquirir o ejercitar la perfección cristiana. 

La naturaleza de esta obligación la examinaremos, para mayor clari- 
dad, en la parte histórica, porque es uno de los elementos que con el trans- 
curso del tiempo han evolucionado marcando diferencias notables en la 
regulación legislativa y concreta de los distintos tipos del estado jurídico 
de perfección. 

9. El estado de perfección puede dividirse con arreglo a un triple 
criterio: 

a) Por el objeto y por los medios con que se tiende a la perfección 
de la caridad, podemos distinguir el "status perfectionis erga Deum et erga 
proximum”. 

b) Por la relación con la perfección misma se divide el “status per- 
fectionis” en “adquirendae” y “exercendae”. 

c) Por el ámbito de los medios con que se tiende a la caridad o se 
ejercita ésta, se puede hablar del “status perfectionis completus et incom- 
pletus”. 

Sólo esta última división tiene interés directo y práctico para el objeto: 
de nuestro estudio; por ello, siguiendo la norma de claridad y de síntesis 
que nos hemos propuesto, nos limitaremos a desarrollar el tercer criterio 
de división y prescindiremos de los dos primeros. 


El estado de perfección es completo, siempre que lleve consigo de ma- 
nera permanente y estable: t 


a) negativamente, la remoción de todos y cada uno de los obstáculos. 
generales y comunes que pueden impedir el fervor de la caridad y la ple- 
na consagración del hombre al servicio divino. 


(52) PASSERINI, 0. C., q. 184, a. NA ie oa. 
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b) positivamente, el empleo de todos los instrumentos o medios ge- 
nerales para alcanzar la perfección de la caridad. 

Más brevemente y en concreto podemos llamar completo al estado de 
perfección en el cual se profesan los tres consejos generales—pobreza, 
castidad y obediencia—que por «antonomasia se llaman evangélicos; podre- 
mos calificar, por el contrario, de incompleto o incoado aquel estado de 
perfección en el cual se profesan los consejos llamados particulares, o al- 
guno de los generales, pero no los tres. 


V. EVOLUCIÓN HISTÓRICA Y DOCTRINAL DEL ESTADO RELIGIOSO (SÍNTESIS) 


I. Desde que Cristo invitó a todos a seguire por el camino de los 
consejos evangélicos, nació, al menos en sus elementos sustanciales, el 
estado de perfección (53) y brotó, ya desde los primeros tiempos, con fuer- 
za irresistible en el alma de muchos fieles, el deseo de poner por obra, en 
cuanto es posible, a la naturaleza humana, la perfección de vida trazada 
por el Evangelio y practicada por el mismo Jesucristo: vida de santidad 
personal y de actividad apostólica. Esta vida de perfección, reconocida 
jurídicamente por la Iglesia y regulada en sus elementos esenciales y en 
otros accidentales añadidos con el transcurso del tiempo, dió origen al es- 
tado religioso. 

2. La historia y evolución del estado jurídico de perfección es un 
ejemplo de ese proceso de los estados, descrito por nosotros en la parte 
teórica, que hace que empezando como estado privado y pasando por es- 
tado social, llegue a convertirse en estado jurídico y, a veces, como en el 
“caso que examinamos, en cardinal para la constitución de la sociedad. 

3. El primer aflorar, por decirlo así, del estado de perfección es el 
ascetismo (vírgenes y ascetas), que brota como fruto espontáneo de la pre- 
dicación del. Evangelio. Al principio pasa casi inadvertido este movimien- 
to. Los ascetas de los primeros tiempos no se alejaban del mundo; con- 
‘tinuaban en medio de las comunidades cristianas y vivían en el seno de 


.sus familias, como los demás fieles: es la primera manifestación del largo 


“proceso que recorreremos sintéticamente, y creo que puede hablarse de 
“estado simplemente privado (54), ya que todavía no tiene ninguna reper- 


— 


(53) Cf. SUAREZ, 0. C., AVI CAI DU 27 ETAT; Praelect. iuris reg., I, 22-25, y Cono- 


NATA, 0. C., T 607 
(54) Cf. GOYENECHE, De Religiosis, pág. 17. 


EA Y 
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cusión en el campo social (55). Esta primera fase es muy corta, e inme- 
diatamente empieza a tener el estado de perfección repercusiones socia- 
les: a los que profesan este estado se les considera como formando una 
clase social diversa a la del resto de los fieles (56): tienen cierto trato de 
preferencia en los oficios litúrgicos, empieza a practicarse una ceremonia 
especial por la que se manifiesta su entrega al Señor—“velatio virgi- 
num"—, etc. (57). 

4. El estado de perfección aparece claramente como estado social y 
público (58) con el nacimiento de la vida monástica, primero en Oriente 
(siglo 111), en su triple forma: eremítica (San Pablo “Tebanus”, aa. 234- 
347), eremítica mitigada (San Antonio, aa. 251-356) y cenobítica (San Pa- 
comio, aa. 293-346) (59). En Occidente, además de estas formas, nacen 
otras dos con carácter propio y específico: los clérigos “im communi viven- 
tiun" de San Agustin (354-430) y el monaquismo de San Benito (480- 
543) (60). 

5. La fecundidad de la Iglesia continúa manifestándose en la apari- 
ción de nuevas formas públicas y sociales, especialmente desde que bajo 
Urbano II el Concilio Nemaunense (1096) sancionó el derecho de los mon- 
jes a ejercer el ministerio, decisión que incluso realzaba la dignidad de la 
vida monástica al concebirla como verdaderamente apostólica (61). En el 
siglo x11, el germen de la vida común de los clérigos, sembrado por San 
Agustín, florece con la institución de los canónigos regulares que restau- 
ran la vida común, ya casi abandonada, y toman como norma de vida la 
regla del citado santo: entre éstos, los más importantes son los canónigos 
lateranenses y los premonstratenses. En esta misma época surge un nue- 
vo tipo de familia religiosa: las Ordenes Militares (ejemplo de ellas son 
las de los Templarios (1118-1312), San Juan de Jerusalén (1108), Teu- 
tónicos (1119), Santiago, Calatrava, Alcántara, etc.), que nacen con mo- 
tivo de la lucha contra los mahometanos en Oriente y en España. 


(55) Cf. PÉREZ DE URBEL, Historia de la Orden benedictina (Madrid, 1941), pág. 9; C. MAZÓN, 
Las Reglas de los religiosos (Roma, 1940), en “Anal. Greg.”, v. XXIV, sect. A, n. 3; ZALBA, Hacia 


una nueva forma de perfección: los Institutos seculares, en “Razón y Fe” (junio 1947), pági- 
nas 506-507. i 


, (56) Cf. Dow PIERRE PuwIET, Le Pontifical Romain. Histoire et commentaire, t. II (Pa- 
rís, 1931), pág. 63; C. MAZÓN, 0. c., pág. 13. 


(57) Cf. PUNIET, 0. c., págs. 146-147. 


^ a Cf. WERNZ; 0. C., III, nn. 509 ss.; GOYENECHE, 0. C., págs. 17-20; PÉREZ DE URBEL, 0. C., 
págs. 10 ss. 


(59) Cf. LADEUZE, Etudes sur le Cenobisme Pakhomien (Louvain, 1898). 
(60) Cf. PÉREZ DE URBEL, 0. c., págs. 10 ss. 


(61) Cf. IosEPHUS DE GUIBERT, S. J., Documenta ecclesiastica christianae perfectionis studium 
spectantia (Romae, 1931), pág. 124. 
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6. En el siglo xiii aparecen nuevas manifestaciones de este estado de 
perfección completo (religioso), uno y perpetuo en su elemento sustan- 
cial—santidad y apostolado—: es una nueva clase de Ordenes que se lla- 
man mendicantes (por ejemplo, las de San Francisco y Santo Domingo), 
que presentan características sociales y públicas diversas. Es notable la je- 
rarquización interna con la aparición de las provincias que abrazan en su 
ámbito casas de distintas regiones; en cuanto a la actividad social, además 
de la propia santificación y del culto divino, se dedican especialmente a la 
salvación de las almas por medio de la predicación. Estas nuevas formas 
de vida de perfección tuvieron que superar las medidas legislativas que 
contra la multiplicación de las Ordenes religiosas habían emanado del 

' Concilio Lateranense IV (a. 1.215) (62). 
5 7. Nuevas formas sociales de una mayor flexibilidad, y con un fin 
“mas marcadamente apostólico, aparecen en el siglo xvi: son los clérigos 
regulares, que emiten-votos solemnes, pero no conocen ni el hábito mo- 
nacal ni el coro, y tienen un régimen interno mucho más centralizado. Tal 
es el caso de los Teatinos, Barnabitas, Jesuitas, etc. 
| 8. En el derecho anterior al Código de Derecho Canónico, solamen- 
_ te las Ordenes, es decir, las religiones de votos solemnes, en las diversas 
- formas históricas que acabamos de examinar, eran reconocidas formal- 
" mente por la Iglesia como verdaderas religiones, y sólo los miembros de 
ellas (regulares) eran considerados como verdaderos religiosos. Como re- 
f gla general, los votos solemnes eran los únicos votos públicos que cons- 
A cristiano en regular o religioso, en la Orden donde se habían 
L emitido, y también, en algunos casos excepcionales, directamente frente 
a la Iglesia (secularizados, eremitas). Los votos simples emitidos en una 
Orden, por privilegio particular concedido a la Compañía de Jesús, pri- 
mero (Gregorio XIII), y después por derecho común, vigente para los re- 
gulares desde 1857 (63) y para las monjas desde 1902 (64), fueron reco- 
nocidos como votos religiosos mientras duraba el vínculo con la Orden. 
Existieron escrúpulos y discusiones sobre la terminología (se llamaron 
.profesos y no propiamente regulares), pero en seguida fueron superados 


y olvidados. 


(62) "Ne nimiam religionum diversitas gravem in Ecclesiam Dei confusionem inducat, fir- 
iter prohibemus me quis de cetero novam religionem inveniat...”: Cf. IOSEPHUS DE GUI- 


i i ; evi i ili i ali proveniens 
Praedicatorum. et Minorem ordines, quos evidens ex eis utilitas Bectestde universa 

hibet approbatos, praesentem non fatimur constitutionem extendi...”; cf. I. DE GUIBERT, 0. C., 
págs. 150-151. y * 

Mo Lirr. Enc. “Neminem Licet”, de 19 martii 1857. 

(64) Dec. “Perpensis”, de 3 maii 1912. 
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9. En el siglo xvii aparece un gran número de familias religiosas, 

ya de hombres, ya de mujeres, a pesar de las rígidas sanciones con que 
Pío V (65) había prohibido estas nuevas formas sociales (congregaciones 
de votos simples), que nacen, por exigencias de los tiempos, para ofrecer 
a innumerables almas sedientas de virtud la posibilidad y los auxilios ne- 
cesarios que en orden a la santidad encierra el estado de perfección. Las 
congregaciones de votos simples quedaron, según el derecho vigente antes 
del Código, como asociaciones formalmente seculares, aun cuando muy se- 
mejantes a las verdaderas religiones, es decir, a las Ordenes, en cuanto 
de sustancial tiene el estado de perfeceión: la profesión de vida orde- 
nada a base de los consejos evangélicos generales, los vínculos (votos), el 
apostolado y el régimen de tipo unitario, central y extradiocesano. 
. Era una ventaja prevista y deseada que las Congregaciones no se con- 
virtiesen en Ordenes, porque no se les quería imponer aquella parte de la 
legislación de las Decretales, tridentina y posterior, excesivamente pesada, 
que no respondía ya a las nuevas necesidades y que hubiera restado efi- 
cacia a su nuevo tipo de apostolado. Sin embargo, era, por otra parte, un 
perjuicio para estas Asociaciones, que en cuanto a la sustancia teológica, 
ascética y de régimen eran idénticas a las verdaderas religiones, el ser equi- 
paradas a las genéricas Asociaciones seculares: la legislación propia de es- 
tas Asociaciones laicales era inadecuada para este nuevo tipo, porque no: 
contenía las normas necesarias para la vida religiosa de las Congregacio- 
nes, además de resultar embarazosa y contraria en cuanto respondía a Aso- 
ciaciones de tipo local, restringido y parcial. 

10. El proceso por el cual este nuevo tipo social de estado de perfec- 
ción—Qque examinamos más atentamente que los anteriores por estar más 
próximo a nosotros y porque nos ayudará a comprender el fenómeno de los. 
Institutos seculares—cristaliza en estado jurídico regulado integramente: 
por el legislador es altamente interesante y un exponente de este flujo in- 
cesante de manifestaciones sociales que nacen de la fecundidad de la Iglesia - 
según las necesidades de los tiempos. 

La evolución doctrinal y legislativa de las Congregaciones de votos sim- 
ples es lenta y fatigosa (66): llena un período de trescientos años y atras 
viesa diversas etapas más o menos marcadas. Se pasa de prohibiciones más: 
o menos rigurosas, fundadas en las prescripciones de los Concilios Latera- 
nense IV y Lugdunense IT, a la tolerancia simple y de hecho; después, gra- 

i 


ac | 


(65) Const. “Circa Pastoralis”, de 29 maii 1566, y “Lubricum vitae genus”, de 17 nov. 1568 


(66) Para un estudio completo de esta evolución cf. LARRAONA, “Comm. pro. Rel.”, I, på- 
ginas 45 ss., 171 ss., 209 ss. : i 
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dualmente, a la tolerancia benévola, al reconocimiento parcial (aprobación 
de las Constituciones “salva approbatione Instituti" ), al reconocimiento sin 
excepciones también de los Institutos, para terminar, a finales del siglo pa- 
sado, con León XIII (8 de diciembre de 1900), en la famosa Constitutición 
“Conditae a Christo” (67) (repetidamente invocada por Pío XII en el 
preámbulo de la Constitución Apostólica “Provida Mater Ecclesia”), que 
con razón se ha llamado la Carta Magna de las Congregaciones de votos 
simples. En efecto, con la " Conditae a Christo” se llega a la perfecta dis- 
criminación de los Institutos en Congregaciones de derecho diocesamo y de 
derecho pontificio, a la determinación bastante concreta de los caracteres 
de esta doble categoria de Congregaciones y a un cierto encuadramiento 
de las: Congregaciones de derecho pontificio como largamente equiparadas 
a las verdaderas religiones. 
11. El Código de Derecho canónico cierra y completa esta evolución. 
El antiguo tipo unitario y exclusivo de religiones formado por las Ordenes 
o Religiones de votos solemnes se divide en dos: Ordenes y Congregacio- 
nes (c. 488, 2."). Todas las Congregaciones, sin excluir las de derecho dio- 
- cesano (c. 488, 3.) son reconocidas por el Código como verdaderas reli- 
"| giones; los votos simples que en ellas se emiten, incluso los temporales, 
son votos püblicos, que indican, por consiguiente, el verdadero estado reli- 
gioso canónico. Asi, pues, la legislación canónica del Código tiene una 
| parte—que es la principal—común para las dos clases de religiones—Or- 
denes y Congregaciones—y una parte peculiar para cada una de ellas. 


i 12. El Código no se preocupó solamente de las Congregaciones reli- 
- giosas propiamente dichas, con los tres votos simples públicos (c. 488, 2."), 
incluso temporales “suo tempore renovanda” (c. 488, 1.”), sino que reguló 
" también, como estado jurídico público, el estado propio de una nueva cate- 
- goría de Institutos—al tiempo de la codificación eran unos treinta—, algu- 
nos numerosísimos (como las Hijas de la Caridad), que por no caber en 
1 los moldes canónicos entonces vigentes fueron fundados como Asociacio- 
- ne laicales sui generis, ni más ni menos que tantos otros Institutos que des- 
: pués se convirtieron en Congregaciones, conservando, sin embargo, su ca- 
E primitivo en lo que se refiere a los votos. El estatuto propio de estas 
"nuevas formas sociales fué añadido por el legislador eclesiástico a la parte 
| segunda del libro II en forma de apéndice: nacen así a la vida jurídica de 
la Iglesia las Sociedades de vida común sin votos, cuyo derecho propio se 


encuentra en el título XVII. Estas Sociedades tienen muchos trazos que 


(67) Cf. LEowis XIII, Acta, vol. XX, págs. 317-327. 
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las asemejan la las verdaderas religiones, especialmente a las Congregaciones 
religiosas; se distinguen, por lo tanto, netamente de las Asociaciones de tipo 
laical, reguladas por el Código en la parte tercera del libro II, es decir, en el 
tratado “De laicis” (cc. 686 y ss.). 

Estas Sociedades coinciden con las religiones en los siguientes caracte- 
res: en la vida común al servicio de la Sociedad; en la práctica de los con- 
sejos evangélicos generales y de la ascética religiosa sobre ellos fundada; 
en el apostolado en forma análoga al religioso, y en la organización interna 
de tipo central. La diferencia se encuentra solamente en los vínculos: estas 
Sociedades, o no tienen ningún vínculo (v. gr., los Filipenses), o si lo tienen 
no son votos, sino, por ejemplo, simples promesas. Y aun las que exigen 
votos a sus miembros, o no requieren los tres votos, o si los emiten no son 
públicos. 

13. La situación jurídica de estas Sociedades, por lo que se deduce del 
Código, es la siguiente: 

a) Las ha colocado inmediatamente después de las Religiones, distin- 
guiéndolas netamente de las Asociaciones laicales. 

b) Fla reconocido prácticamente un estado de perfección de tipo com- 
p'eto y de contenido ascético semejante al estado religioso. 

c) Les ha aplicado la legislación religiosa en lo que se refiere a las cate- 
gorías fundamentales de las religiones (68), a la organización de tipo cen- 
tralizado (Provincias y Casas) (69), al régimen, que suele ser calcado del 
religioso (70); a la administración (71), con la limitación prevista en el 
canon 676, $ 3; a las obligaciones generales de los clérigos y también de los 
religiosos (72), y, finalmente, a las normas sobre tránsito, salida y dimi- 
sión (73). 

d) Por el contrario, ha dejado libres a estas Sociedades en todo lo que 
se refiere a la admisión (a excepción del canon 542, sobre los impedimen- 
tos) y a la formación y obligaciones peculiares de los miembros, o bien ‘es 
ha impuesto normas comunes con los clérigos regulares (74). 

14. La Constitución Apostólica “Provida Mater Ecclesia”, en su pre- 
ámbulo, parece dar un paso adelante en la equiparación de estas Socie- 
dades a las Congregaciones y en el reconocimiento formal de verdadero 


(68) De derecho pontificio y diocesano, clerical y laical (cc. 677, 8 2; 488, 3.0 y 4.9); de 
hecho se aplica también la de exentos y no exentos: c. 488, 2.0 A 
(69) C. 674, tit. IX. 4 
(70) 02:675, tit: X, CC. 495-530: ! 
(71). Co. 679, 88 1 y 2; 539-537. 
(72) Cc. 679, 595, 612. : 
(73) Cc. 681, 632-635, 645, 646-672. ) 
(74) Estudios, ordenaciones: c. 678; privilegios, c. 681. i 
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estado canónico de perfección. En efecto, las palabras claras y tajantes 
del Sumo Pontífice Pío XII parecen inducir a esta equiparación, no sólo 
lógica, sino también jurídica, con todas las consecuencias, en el campo 
del Derecho. El texto a que nos referimos es del siguiente tenor: “In 
ipso (tit. XVII, lib. II) ad statum canonicum- perfectionis, satis plene 
Ecclesia aequiparare statuit Societates, de ipsa et frequenter etiam de ci- 
vili Societate optime meritas, quae quamvis aliquibus iuridicis sollemnita- 
tibus ad statum perfectionis canonicum completum necessariis, ut votis 
publicis (cc. 488, 1.* et 7^; 487), carerent, tamen in caeteris quae ad! vitam 
perfectionis substantialia reputantur, veris Religionibus arcta. similitudine 

_ et veluti necessitate coniunguntur." Otro tanto parece inducirse del título 
de la Constitución “De statibus canonicis Institutisque- saecularibus chris- 
tianae perfectionis adquirendae". Por una parte; se habla de estados canó- 
nicos, que, segün el texto de la Constitución, son las Religiones, Congrega- 
ciones y Sociedades.sin votos; por otra, de Institutos seculares para adqui- 
rir la perfección. Más adelante examinaremos, al tratar de la posición jurí- 
dica de estos nuevos Institutos, cuál sea la diferencia específica entre éstos 
y aquéllos y cuál el valor y las consecuencias jurídicas de la palabra ca- 
nónico. 


VI. EL FENÓMENO DE LOS ÍNSTITUTOS SECULARES. SÍNTESIS HISTÓRICO- 
JURÍDICA 


I. Como fenómeno social, considerado en su conjunto, la aparición 
de los Institutos seculares es una repetición de los anteriores fenómenos va 
examinados, es decir, una nueva forma social que nace de la fecundidad 
de la Iglesia para salir al encuentro de las nuevas necesidades. Considera- 
dos, por otra parte, específicamente y en sus elementos constitutivos, como 
veremos, los Institutos seculares presentan caracteres determinados y con- 
cretos que les dan una fisonomía muy propia y les distinguen claramente 

de las Religiones, Congregaciones y Sociedades de vida comün. Para ma- 
E yor claridad dividiremos la materia en varios apartados. 


q ics s d 


2. Cuando se elaboraba el Código de Derecho canónico, existía ya en 
diversas naciones un nuevo tipo de Asociaciones, de varones o de mujeres, 
“cuya característica especial era la falta o la deficiencia de vida común ex- 
terna; algunas de éstas, por ejemplo, “Les Filles du Coeur de Marie” (75) 


— 


5 i i ji te la Revolución fran- 
7 “Les Filles du Coeur de Marie" fueron fundadas en 1790, duran | 

Es CM suplir la falta de religiosas en Francia. Fueron aprobadas por una serie de actos 
pontifleios que van desde 1825 (León XII) hasta después del Código. En el Pontiflcado de Pío IX, 
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y “L'Oeuvre de la Jeunesse" (76), habían obtenido repetidos y formaies 
reconocimientos. El 11 de agosto de 1889, la Sagrada Congregación de 
Obispos y Regulares publicaba el Decreto “Ecclesia Catholica" (77), en el 


que se ocupaba de estas Asociaciones; en el fondo era favorable a ellas, 


pero contrario a su formal carácter religioso. 


3. No es posible suponer que el silencio absoluto del Código, e incluso 
de las notas, respecto al Decreto "Ecclesia Catholica" y a su contenido no 
haya sido expresamente pensado y querido por el legislador. Este hecho 
y cuanto diremos a continuación nos permiten intuir cuál era el estado 
de hecho de estas Asociaciones sin vida comün cuando el Código fué pro- 
mulgado, es decir, en el año 1917. 

4. El contenido del Decreto “Ecclesia Catholica", en sus dos pres- 
cripciones restrictivas (hábito y vida común), estaba en plena crisis. En 
efecto, el número II del Decreto decía lo siguiente: "Utrum expediat ut 
eadem Sacra Congregatio concedat Decretum Laudis aut approbatioms Ins- 
titutis illis quorum membra; etiamsi in communitate vivant, nullam tamen 
eiusdem Instituti signum. prae se ferant, quinimo student occultare. tam 
Institutum ipsum quam eius naturam." La respuesta había sido negativa 
en el año 1889, y lo mismo se repetía en documentos posteriores; pero 
poco después, especialmente durante el Pontificado de Pío X, se concedie- 
ron excepciones (Institutos sin habito)—por ejemplo, a. las Damas Cate- 
quistas en e! afio 1907—, y dicha prohibición, que el Código pasa por 
alto, tampoco fué recogida en las Normas del 6 de marzo de 1921 (78). 
La misma suerte corrió la prescripción contenida en la respuesta negativa 
al número 1 del Decreto “Ecclesia Catholica", es decir, la referente a la 
vida común. Se preguntaba: "Utrum. expediat ut Sacra Congregatio con- 
cedat Decretum Laudis aut approbationis Institutis illis quae praeter soro- 
res in communitate viventes habent obstrictas votis simplicibus se tem- 


poraneis sive perpetuis alias sorores quae propriis in domibus vivunt, quin 


signum aliquod prae se ferant per quod innotescat eas membra asse ali- 
cuius régularis Instituti," Se concedieron excepciones y no fué renovada 
la prohibición en los afios posteriores. 


el ?7 de abril de 1853, obtuvieron el Decretum Laudis, en el que se decía expresamente: 
"Porro ea est huius piae Societatis indoles ac natura ut Filiae Sanctissimi Cordis Mariae, ex 
Instituti lege, quamvis in communi minime vivant, peculiari habitu mon utantur et in propriis 
domibus remaneant, tamen vota simplicia..." 


(76) “L'Oeuvre de la Jeunesse" fué fundada en Marsella por el sacerdote José Allemand 
el 8 de junio de 1825. 


(77) Cf. ASS. XXIII, 634. 
(GAS) Cry bi 
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5. Por el tiempo en que se redactaba el Código se estaban fundando 
una serie de Instituciones cuyo carácter oscilaba entre el tipo religioso 
y el secular: del tipo religioso tenían el contenido ascético, la disciplina 
y la constitución extradiocesana; del tipo de Asociaciones seculares, las 
apariencias externas. El problema que se planteaba al legislador no era 
nada fácil; cabía como solución prudente y práctica, sin comprometer el 
futuro desarrollo de estos Institutos, pasar por alto las prohibiciones ge- 
nerales del Decreto “Ecclesia Catholica", no recogiéndolas en el Código, 
y no considerar expresamente la figura jurídica de estos Institutos, ya que 
todavía no estaba clara y definida, 

6. Por una observación que la Provincia de Toulouse presentó a la 
Comisión Codificadora, parecen comprobadas dos cosas-interesantes a este 
respecto (79): 

I) Que, efectivamente, fué discutida en la Comisión Codificadora la 
cuestión de si convenía o no regular expresamente en el Código, junto con 
las Sociedades de vida comün sin votos, este nuevo tipo de Sociedades sin 
vida común en el sentido material de la palabra. Esto se deduce con cla- 
ridad del texto de la “animadversión” (80). 

2) Que se dejó para cada caso concreto el problema de determinar de 
qué normas de derecho comün habría que exceptuar estos Institutos. Así 
parece deducirse de las notas marginales encontradas en los esquemas em- 
p'eados por uno de los Eminentísimos Cardenales miembro de la Comisión 
Codificadora. 

7. El fenómeno social que cristaliza en la figura jurídica de los Ins- 
titutos seculares se presenta con todo su esplendor y como realidad fecunda 
después de la promulgación del Código (81). Para poder resumir sintéti- 
camente la lucha de estos Institutos para conseguir su reconocimiento jurí- 

dico y recibir su estatuto propio, lo mismo que para dar cuenta de su corta 
pero intensa historia, es oportuno, siguiendo las directrices de la Posición 


(79) Todos estos datos, lo mismo que otros a que hacemos referencia en este trabajo, los 


- hemos podido comprobar y documentar suficientemente. 

(80) Cf. volumen de las “Animadversiones”. : 

(81) Cf. GEMELLI, Le associazioni de laici consecrati a Dio nel mondo (pro manuseripto), 
(Assisi, 1039); DossETTI, I| concetto giuridico dello "status religiosus" in Sant'Ambrosio (Società 
- Editrice “Vita e Pensiero", 1940); Carp. La Puma, Evoluzione del Diritto dei Religiosi de Pio IX 
a Pío XI, en “Acta Congressus iuridici internationalis”, vol. TV (Roma, 1937), págs. 202 88.; 
NV. A. STANTON, De societatibus sive virorum sive mulierum in communi viventium sine votis 

(Halifaxiae, 1936), págs. 88 ss;; Maroto, Consultaliones, en “Comm. pro Rele a (1924), 
págs. 342 ss., y Annotationes in S. C. de Religiosis, de consecrattione virginum pro mulieribus 
In saeculo degentibus, 25 mart. 1927, en “Comm. p. Rel.”, VII (1927), págs. 154 ss.; CREUSEN, 
 Societés religieuses, en “Ephem. theol. lovan.", XI (1934), págs. 780 ss. y Formes modernes 
de la vie religieuse, en “Revue des comm. relig.”, VIII (1932), págs. 1 ss.; HEINBUCHER, Die 
Orden und Kongregationem der Katholischen Kische, II (Paderbon, 1934), págs. 632 88.; Go- 
YENECHE, De votis simplicibus in fontibus et doctrina in ordine ad statum religiosum cons- 
tituendum, en “Acta Congressus iur. internat.", vol IV, págs. 314-315. 
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de los Institutos seculares de perfección y apostolado, estudiar la cuestion 


bajo tres aspectos: a) desarrollo interno y externo de las Sociedades sin: 


vida común o cuya vida común no obedece al tipo de vida común normal 
como lo toma el Código; b) encuadramiento doctrinal de estas Sociedades, 
y c) sus relaciones con la autoridad eclesiástica. 


a) Desarrollo externo e interno de estas Sociedades.—El desarrollo 
externo, en lo que se refiere a su número y multiplicación, expansión geo- 
eráfica y número de sus miembros, fué de tal naturaleza que exigió la 
atención de los competentes órganos legislativos eclesiásticos. En efecto, 
empezaron a surgir en España, Italia, Suiza, Francia, Bélgica, Alemania, 
Holanda, Hungría, etc. En 1938, en un Congreso tenido en Saint Gallo 
(Suiza), el P. Gemelli reunió, por encargo del Santo Padre Pío XI, repre- 
sentantes de veinticinco de estas Sociedades con el fin de estudiar los ca- 
racteres comunes (82); y este número representaba solamente algunas de 
las de tipo predominantemente laical. Actualmente no sería posible—y tam- 
poco útil ni prudente—hacer una estadística minuciosa, pero es un hecho 
cierto que estas Sociedades surgen con gran facilidad y algunas aumentan 
rápidamente el número de sus miembros. Se trata evidentemente de un 
fenómeno serio y profundo, que en muchos casos y en muchos lugares se 
presenta espontáneamente y en plena correspondencia con las necesidades 
del tiempo actual. 


Paralelamente a este desarrollo externo, el desarrollo interno, que ha 
sido en estos últimos años y continúa siendo todavía muy intenso. Dentro 
de esta dirección general y única se presentan tipos bastante diversos, ya 
_ sea por la constitución y variedad de sus miembros, ya por la organización, 
carácter y extensión de la vida común o por los métodos específicos de pe- 
netración. 


Desarrollando estos ú'timos conceptos podemos decir que, en cuanto a 
la constitución, se tiende a distinguir diversas categorías de miembros, 
unidos todos en el trabajo apostólico y de penetración. Por lo que se refiere 
a la organización, se tiende a hacerla más sencilla que la de las Socieda- 


des de vida común, más rápida y vigorosa, y con carácter más personal — 


que territorial, e incluso, bajo cierto aspecto, más regional que local; estos 


Institutos huyen de cuanto exteriormente pueda tener sabor de vida reli- : 
giosa; frente a la sociedad civil viven plenamente el derecho común y Ile- 


van la vida de perfección a todas las profesiones, sin que ninguna de ellas 
quede fuera de su actividad apostólica. En lógica armonía con cuanto he- 


(82) Cf. GEMELLI, 0. C., Pág. 7. 
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mos dicho, es frecuente que estos Institutos adopten civilmente formas 
perfectamente laicas de tipo económico normal. La idea fundamental y 
como el substratum de estos Institutos es: vida de perfección completa en 
medio del mundo, en el sentido más vivo y sólido de la palabra; apostola- 
do integral, mo desde fuera, sino desde dentro, por medio del contacto 
continuo y completo que proporciona la comunión cotidiana de vida. 

b) Elaboración doctrinal y encuadramiento de estos Institutos. Muy 
poco se había escrito antes de la promulgación de la Constitución Apostólica 
“Provida Mater Ecclesia” sobre este nuevo tipo de estado de perfección (83), 
y tampoco hasta ahora—después de la promulgación del citado documen- 
to—se ha publicado nada completo sobre estos Institutos: puede decirse que 
está todavía por recoger y sistematizar la abundante doctrina y las nuevas 
e interesantes soluciones canónicas que apuntan y se desprenden de la 
“Provida Mater Ecclesia”. 

Para tener una idea del ambiente doctrinal que precedió y abrió camino 
a la Constitución Apostólica que examinamos, dividiremos la materia en 
dos apartados: ascética y derecho. 

a) Ascética. Ha habido en estos últimos veinte años una serie de 

- discusiones en torno a la naturaleza de la perfección sacerdotal y religiosa 
y sobre las relaciones entre la perfección y los votos (84). Algunos puntos 
indudablemente se han aclarado, pero en cambio la doctrina tradicional de 
Santo Tomás, de los teólogos y de la Iglesia sobre la vida religiosa parece 
que en muchas mentes se ha oscurecido lamentablemente. Para no per- 
dernos y conservar el carácter sintético con que hemos comenzado este 
trabajo, haremos solamente una alusión al segundo punto, es decir, a las 
relaciones entre la perfección y los votos. Y tenemos que reconocer que 
"alguna de las direcciones doctrinales relativas a los votos no han sido 
siempre muy acertadas (85). La historia de la Iglesia nos muestra este 
- hecho singular: siempre que se ha querido consagrar y hacer efectiva una 
- vida de pleno entregamiento a Dios se ha llegado paso a paso a los votos. 
_Es pena que muchas veces se olvide el pasado, perdiendo lamentablemente 
el tiempo. Las dificultades que se quieren evitar eliminando los votos se 
3 pueden sortear perfectamente sin privarse de la fuerza eficacísima y santi- 
ficante de los mismos o de vínculos a ellos equiparados. En este sentido ha 


3 (83) Cf. la nota núm. 81. 


(84) Cf. GEORGES LEMAITRE, Sacerdoce perfection et voeux (París, 1932); MENNESSIER, Dona- 
tion a Dieu et voeux de religión, en “La Vie Spirituelle”, XLIX (1936), suppl, págs. 283 Ss.; 
 GAnnIGOU-LAGRANGE, Les trois ages..., t. I, págs. 282 s8.; GAMELLI, 0. C., págs. 18 ss.; PEINADOR. 
Santidad sacerdotal y perfección religiosa (Madrid, 1943). 


(85) Cf. GEMELEI, 0. C. y loc. cit. 


ec Oda ES 


SALVADOR CANALS NAVARRETE 


sido altamente interesante la solución dada por la “Provida Mater Ec- 
clesia" en el artículo III, $ 2, del que nos ocuparemos más adelante. 


b) Derecho. Mucho más interesante para nuestro propósito es la 
doctrina canónica que se había ido formando en torno a estos Institutos. 
Los especialistas de Derecho canónico que se habían ocupado de este nue- 
vo fenómeno llegaron a ponerse plenamente de acuerdo en los puntos si- 
guientes: 

1. El derecho del Código no admite la vida religiosa canónica en nin- 
gún caso si no es vida religiosa común o social, no individual (86). Por lo 
tanto, no se es religioso, según el Código, que en esto ha modificado el 
derecho precedente (87), sino en calidad de miembro incorporado (profeso) 
a una Sociedad reconocida como Religión (88). Roto el vínculo con la 
Religión por la secularización (c. 640) o por otra causa (c. 637), se 
deja de ser canónicamente religioso. Así, pues, para el derecho actual la 
vida común o social, opuesta a la vida individual o aislada, es esencial al 
estado religioso. 


2. La vida de comunidad, es decir, la vida bajo el mismo techo, viene 
repetidamente impuesta por el Código a los religiosos y equiparados (89). 
Sin embargo, no puede considerarse esencial (90), ya que son numerosos 
los casos en los cuales, cesando la vida común, continúa la vida religiosa 


canónica (91); por consiguiente, según el espíritu del Código, basta que se 


conserve el requisito esencial de la incorporación a una Sociedad aprobada 
para la práctica del estado de perfección. 


3. En rigor, proclamaban justamente los canonistas que estudiaban el 


problema, estas Sociedades sin vida común en sentido material no pueden 
entrar—sin la dispensa de este requisito, que aunque no es esencial viene 
impuesto o supuesto por el Código en numerosos lugares—en el título XVII, 
que evidentemente exige como requisito integral la vida comün tomada 
materialmente. 


4. El título XVII, que sin una dispensa no podría aplicarse a las So- 
ciedades sin vida común en sentido material, sin embargo, aplicado legis- 


(86) Cf. LARRAONA, “Comm. pro Rel”, II, págs. 138 ss.; GOYENECHE, 0. GS Pag io: 

(87) Antiguamente el Derecho reconocía el caso del religioso de votos solemnes “in per- 
petuum” secularizado: Cf. WERNZ, 0. C., III, n. 678. Lo mismo el caso de la vida eremítica, que 
en otro tiempo fué reconocida como estado religioso: cr. WERNZ, 0. C., III, n. 590. 

(88) Cc. 487, 488, 1.o, 7.9 

(89) Cc. 594, 597, 605, 606, 607, 639, 679. 

(90) Cf. LARRAONA, “Comm. pro Rel.", II, págs. 138 ss.; GOYENECHE, 0. C., pág. 10; VER- 


MEERSCH, en “Periodica de re canonica; etc.”, XV, págs. 1-13, y en *Revue des Comm. Relig.", 
I (1925), pág. 178. à 


(Om) GG. 1627, 028, 639) 
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lativamente—se sostenía entonces—, podría dar base casi suficiente para el 


ordenamiento jurídico de estas Sociedades 


5. La orientación de la doctrina era clara: excluían unánimemente la 
posibilidad de encuadrar este nuevo tipo de Sociedades entre las Asocia- 
ciones laicales, de las que se ocupa la parte tercera del libro II del Código 
(De laicis): de ninguna manera podían ser reguladas como Pías Uniones, 
Sodalicios o Confraternidades. Por esto, faltando totalmente base y doc- 
trina legislativa para ordenar estas Sociedades en el Código, se pensó, como 
posib'e solución, en el título XVII. Después veremos nacer la corriente que 
termina en la “Provida Mater Ecclesia" a favor del reconocimiento de un 
nuevo tipo de estado de perfección que, por su naturaleza especial y nueva, 
exige también un derecho nuevo, 

6. La rígida organización interna de carácter no local o diocesano, 
sino universal, el tipo de apostolado y las relaciones entre la Sociedad 
y los miembros, acercaba estas Sociedades al tipo de Sociedad del títu- 
lo XVII, salvo las peculiaridades propias. 

c) Relaciones con la autoridad eclesiástica. Generalmente estas So- 
ciedades iniciaron su vida como Asociaciones de hecho, con conocimiento 


"y aprobación de los Ordinarios diocesanos; este fenómeno encuentra su 


explicación en la incertidumbre respecto al carácter canónico que tenían que 
tomar. Muchas veces fueron declaradas Pías Uniones mediante la apro- 
bación correspondiente; en otros casos, verdaderos Sodalicios con perso- 
nalidad jurídica, aunque simplemente local, como es lógico. Era claro que 
estas aprobaciones o erecciones episcopales no podían dar vida a Asocia- 
ciones de carácter interdiocesano; en efecto, aprobada la Pía Unión o eri- 
gido el Sodalicio, el régimen central quedaba simplemente como cosa de 
hecho y moral, pero sin verdadera consistencia jurídica, y faltaba, por 
consiguiente, el verdadero vínculo jurídico que diese unidad a las distintas 
casas. Es interesante tener en cuenta todas estas vicisitudes para com- 
prender la importancia de este nacimiento y para explicar la oportunidad 
y la necesidad de la intervención legislativa a favor de estos Institutos 
que no encontraban cauce legal apropiado. El iniciarse de estas Sociedades 
como Asociaciones de facto nos explica también el hecho de que se hayan 
multiplicado fácilmente, puesto que, según el Derecho canónico, no se 


requiere el previo “sihil obstat” de la Santa Sede para aprobar o erigir 
Asociaciones que no son Religiones (c. 492, $ 1) o Sociedades con vida 


común (92). 
(92) Ce. 673, $ 2; 674, 488, nn. 1% y 2. 
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8. Veinte años antes de la publicación de la “Provida Mater Eccle- 
sia”, las Sociedades sin vida común o con vida común imperfecta empe- 
zaron a dirigirse a la Santa Sede impetrando la aprobación canónica: eran 
evidentes las dificultades que encontraban para su expansión viviendo sólo 
con la aprobación o erección diocesana. 

En la S. Congregación de Religiosos, durante varios años, y salvo 
casos excepcionales, se interpretó rigidamente el título XVII, que exige la 
vida común como requisito necesario para la competencia de este Dicaste- 
rio, y, naturalmente, no fueron admitidas las peticiones de estas Sociedades. 
Por estas razones y por otras análogas, algunas de estas Sociedades—no 
todas—se dirigieron a la S. Congregación del Concilio, donde poco a poco 
se constituyó una especie de sección para Institutos de esta naturaleza, 
En realidad, estos Institutos estaban mucho más lejos de las Asociaciones 
laicales, reservadas a la competencia de la S. C. del Concilio, que de las 
Religiones y Sociedades de vida común. Con ocasión de estos Institutos 
empezó a agitarse en la Curia Romana, según hemos podido comprobar. la 
cuestión de las nuevas formas de vida de perfección y de su encuandra- 
miento jurídico. El Santo Padre Pío XI, como antes indicamos, encargó 
a la S. C. del Concilio del estudio de ellas, y se celebró entonces—1938— 
en Saint Gallo, bajo la presidencia del P. Gemelli, una reunión a la que 
acudieron representantes de veinticinco de estas Asociaciones. 

9. En el decenio 1930-1940 hubo en la Curia Romana oscilaciones 
en diversos sentidos respecto a estas Sociedades. Algunas de ellas fueron, 
no sin una cierta violencia externa, transferidas de la S. C. de Religiosos 
—a la que conscientemente se habían dirigido—a la S. C. del Concilio. 
Evidentemente, en aquel momento se creía más oportuno favorecer el 
carácter predominante laical de estos Institutos, Hacia el afio 1932 empezó 
& cambiar la actitud de la S. C. de Religiosos hacia estas nuevas formas. 
En el otofio de 1934 el entonces Secretario de esta Congregación, mon- 
señor Vicente La Puma, en el discurso pronunciado en el Congreso jurí- 
dico internacional promovido por el Instituto Utriusque Iuris, con motivo 
del centenario del Código Justinianeo y de las Decretales de Gregorio IX, 
hablando de la evolución del derecho de religiosos desde Pío IX a Pío XI, 
se pronunció en sentido optimista y favorable a un reconocimiento jurídico 
de estas nuevas formas de vida de perfección (93). El eco de la doctrina 
canónica más autorizada, que tuvo en aquellos años repetidas manifesta- 
ciones, y el impulso que venía de las distintas Sociedades que llamaban 


(93) Cf. Carp. LA PUMA, art. cit., págs. 202-203. 
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a las puertas de la S. C. de Religiosos porque no encontraban cauce legal 
apropiado para su desarrollo en los criterios vigentes para las Asociaciones 
laicales, confirmaron y reforzaron el convencimiento de que era una nece- 
sidad llegar a una neta diferenciación de estas formas nuevas, enviando a 
la S. C. del Concilio aquellas Sociedades: que podían reducirse de alguna 
manera a lo que es el tipo corriente de las Asociaciones de la parte tercera 
del libro II (De laicis), y retener en la S. C. de Religiosos aquellas que no 
podían, sin gran violencia, encuadrarse en estos moldes, afrontando con 
resolución las cuestiones que pudiesen nacer de este paso. 

Los estudios hechos y las dificultades encontradas en la S. C. del Con- 
cilio hicieron más claro y preciso el criterio y más decidida la acción de la 
S. C. de Religiosos. Y con esto entramos en la fase más reciente de este 
proceso, es decir, en-el periodo que precede inmediatamente y que prepara 
la promulgación de la Constitución Apostólica “Provida Mater Ecclesia”. 

10. Lo mismo que en la Posición que, resumiendo un siglo largo de his- 
toria y de práctica, dió a la Iglesia la Constitución Apostólica “Conditae a 
Christo” se trabajó durante cuatro años (1896-1900), así en la Posición que 
ha dado recientemente a la Iglesia la “Provida Mater Ecclesia” se ha tra- 
bajado por un período no menos largo (1941-1946), en tres sucesivas Co- 
misiones (1944-1945-1946). Tomaron parte en estas Comisiones Consulto- 
res competentes del S. Oficio, de la S. C. de Religiosos y del Concilio. 

Resueltas y puestas en claro las cuestiones de principio, la S. C. de Reli- 
giosos abordó directamente el problema y entró en todas las cuestiones de 
técnica jurídica : se procedió por medio de Comisiones y del Congreso llama- 
do pleno, es decir, con asistencia y ayuda de Consultores técnicos. 

A todas estas vicisitudes alude el Santo Padre Pío XII con palabras lapi- 
darias en el preámbulo de la “Provida Mater Ecclesia”: “Igitur statum 
generale Institutorum saecularium, quod a Suprema Sacra Congregatione 
Sancti Offici ad competentiam suam quod spectat, examinatum. diligenter 
fuerat et a Sacra Congregatione de Religiosos accurate, iussu ductuque 
Nostro ordinatum ac expolitum fut...” 

II. Así se llegó a principios del afio 1946. Hasta entonces, las dife- 
rentes Comisiones de la S. C. de Religiosos, basándose no sólo en las 
orientaciones recibidas del S. Oficio, sino también en el fundamental voto 
del Consultor (94) que estudió las Constituciones de “Notre Dame du Tra- 
vail", preparaban, como hemos dicho, unas Instrucciones o un Decreto de 
la S. C. de Religiosos que hiciera posible la recepción jurídica de las nue- 


(94) Cf. ZARRAONA, Parigi—Suore di Notre Dame du Travail—Decreto di Lode e prima ap- 
probazione delle Constituzioni, “Voto del Consultore”, Roma, 18 giugno 1943, págs. 33-52. 
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vas formas sociales; para ello se ampliaba el concepto de estado religioso 
y se interpretaba “lato sensu” el título XVII del Código, de tal manera que 
los nuevos Institutos pudieran ser'encuadrados en el marco de la parte II 
del libro I (De religiosis). 

En esta época—principios de 1946—nuevas intervenciones de los Con- 
sultores y un estudio más amplio y profundo del problema hicieron ver 
con plena claridad que las nuevas formas sociales requerían un marco ju- 
rídico propio. No poco contribuyó a esta definitiva solución el estudio del 
vigoroso y lozano Instituto "Sociedad Sacerdotal de la Santa Cruz y Opus 
Dei", que naciera veinte años antes en España, y precisamente entonces 
—comienzos de! 46—llegaba a Roma, solicitando de la Santa Sede el De- 
cretum Laudis, con Cartas Comendaticias de sesenta Ordinarios, entre los 
cuales contaba ocho Eminentísimos Cardenales y todos los Metropolitanos 
de Espafia. 

En este período de trabajo sólido e intenso que preparaba el camino 
a la Constitución “Provida Mater Ecclesia”, sirvieron de gran ayuda y die- 
ron luz sobre no pocos problemas jurídicos, ofreciendo soluciones canónicas 
contrastadas por una experiencia larga y fecunda, las Constituciones de este 
Instituto espafiol, al que ha cabido la gloria de ser el primer Instituto se- 
cular de derecho pontificio aprobado segün las normas de la citada Cons- 
titución Apostólica. Prueba elocuente de cuanto decimos son las siguientes 
palabras del Decretum Laudis concedido al Opus Dei por el Santo Padre 
Pio XII el 24 de febrero de 1947: “Dum Opus Dei has supplices Domino 
Nostro instanter preces exhibeat ut qua Societas vitae comanunis sine votis 
publicis Laudis Decretum impetraret, Constituio Apostolica “Provida Mater 
Ecclesia", parabatur. In tam. clarissima huius Documenti luce Institutum 
Opus Dei eiusque Constitutiones attente in S. Congregatione perpensae sunt, 
speciatim illa quae de sua interna ordinatione, de regimine, de ministeriis, 
de vita communi latiore sensu sumpta, ardua videbantur ac novitatis spe- 
ciem. referebant, et clare patuit Opus Dei prae se ferré exemplar germani 
Instituti Saecularis." 


VII) La LEY PECULIAR DE LOS INSTITUTOS SECULARES 


I. Una vez examinada la historia de estos Institutos, y después de 
haber pasado revista a las diversas vicisitudes por las que atravesó la doc- 
trina canónica, hasta cristalizar en una nueva forma de vida de perfección, 
pasamos al estudio de la parte dispositiva de la “Provida Mater Ecclesia”, 
es decir, a la ley peculiar de los Institutos seculares de perfección y apos- 
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tolado. Este documento legislativo consta de diez artículos, en los que se 
ES las siguientes cuestiones: 1.”, noción general y normas; 2.”, dere- 
cho propio de estos Institutos; 3.°, requisitos previos para la erección; 
4.°, Dicasterio competente: criterios; 5. , erección diocesana; 6.” modo 
de obtener el “nihil obstat" ; 7.2, cuándo serán de derecho pontificio; 8.°, su- 
jecion al Ordinario; 9.”, régimen jerárquico; 10, condición de los Institutos 
aprobados antes de esta Constitución. 

2. Como solución legislativa, concebida en su conjunto, la presente 
ley pecultar da a los Institutos seculares un estatuto general semejante, cada 
uno en su orden, al que traza el título XVII del Código de Derecho canó- 
nico para las Sóciedades de vida común. Sin anular el Código, para el cua! 
los Institutos seculares serían Asociaciones laicales, la Constitución Apos- 
tólica “Provida Mater Ecclesia”. da un paso semejante al que dió en su 
tiempo la Constitución “Conditae a Christo Ecclesiae”, de León XIII 
(8 dic. 1900), que sin perturbar las líneas generales de derecho entonces 
vigente supo sabia y prudentemente proporcionar a las Congregaciones de 
votos simples un derecho propio que ponía de manifiesto sus rasgos y ca- 
racteres generales, 

3. Para conseguir una mayor claridad en el estudio de la parte le- 
gislativa, nos limitaremos ahora a exponer y comentar brevemente las 
cuestiones fundamentales que dan fisonomia propia a estos Institutos; las 
consecuencias jurídicas de estas disposiciones legales, el problema del en- 
cuadramiento de estos Institutos en el orden canónico y su posición res- 
pecto a las formas actualmente existentes de vida de perfección las exa- 
minaremos, sintéticamente y en forma de conclusiones, al final del trabajo. 

4. El artículo I da un primer concepto legislativo general de los Ins- 
titutos seculares, que viene completado y desarrollado en los artículos 
siguientes; traza los elementos que forman este primer concepto general, 
a saber: la definición que el artículo ofrece, el nombre peculiar impues- 
to a estos Institutos y, sobre todo, el hecho de tener un derecho propio 
intermedio entre el derecho religioso y el totalmente secular, Los Insti- 
tutos seculares son, pues, jurídicamente, según el artículo que examinamos, 
Sociedades clericales o laicales formalmente seculares, que ni son religiosas 
ni pueden equipararse a las religiosas. 

Como Sociedades seculares, estos Institutos pertenecen a la categoría 
de las Asociaciones seculares (cc. 684, sig.), pero en el cuadro y en el 
género de estas Asociaciones tienen una vigorosa personalidad que exige 
un nombre y derecho propio que responda a sus rasgos y a sus necesidades 
específicas. En efecto, las demás Asociaciones seculares tienen por fin sola- 
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mente algunas prácticas de caridad y apostolado (c. 685) que no cambian el 
carácter fundamental de la vida de sus miembros en forma tal que pueda 
decirse que los hacen cambiar de estado; los Institutos seculares, por el 
contrario, exigen de sus miembros (“... quarum membra christianae per- 
fectionis adquirendae atque apostolatum. plena exercendi causa, in saeculo 
consilia evangelica pofitentur...") la total consagración de la vida a la 
adquisición de la perfección, mediante la práctica de los consejos evan- 
gélicos llamados generales y la total y plena dedicación al apostolado. Y todo 
esto de manera tal que, bajo el aspecto secular, estos Institutos constitu- 
yen en el siglo un verdadero estado. de perfección, que no es ni se quiere 
que sea el estado canónico de perfección que separa del siglo (estado re- 
ligioso), pero que, por otra parte, dista evidentemente mucho del mero 
estado secular, aun cuando éste venga santificado mediante prácticas pia- 
dosas y por el apostolado de Asociaciones laicales del tipo parcial y normal. 


Además de esta noción fundamental, el mencionado artículo habla de 
* Societates clericales vel laicales" : se aplica, por consiguiente, a estos Ins- 
titutos la división fundamental de las Religiones (c. 488, 4.°) y de las So- 
ciedades de vida común (c. 673, $ 2): pueden ser, por tanto, los Institutos 
seculares, clericales y laicales. No hace falta llamar la atención sobre el 
hecho de que las Asociaciones reguladas en el “De laicis" (cc. 682-725) no 
pueden ser nunca especificamente clericales. 

Las últimas palabras del artículo ("atque huius Constitutionis Apostoli- 
cae normis subuciuntur”) son una fórmula para expresar que la presente 
Constitución Apostólica es el estatuto canónico de estos Institutos. Segün 
el conocido principio: "generi per speciem. derogatur”, es evidente que si 
bien en todo aquello que es peculiar la “Provida Mater Ecclesia" se apli- 
cará a los Institutos seculares en lugar de la legislación comün propia de las 
Asociaciones laicales, no por esto se puede afirmar que esta Constitución 
deroga el Código o lo sustituye. 


4 


5. El artículo II enlaza con las últimas palabras del artículo ante- 
rior, que acabamos de explicar, y determina de modo concreto cuál es 
el derecho que debe aplicarse a estos Institutos. | 

Esta determinación concreta del derecho propio de los Institutos secu- 
lares empieza en el párrafo primero de manera negativa, es decir, exclu- - 
yendo la aplicación normal del derecho vigente para las Religiones y Socie- | 
dades de vida común, porque estos Institutos “nec sunt mec proprie lo- | 
quendo dici queunt Religiones (cc. 487 et 488, 1°) vel Societates vitae 
communis (c. 673 $ 1)”. El número 2.” del párrafo primero prevé, pero i 
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siempre de manera excepcional y expresa, la aplicación de alguna norma 
de derecho religioso o más especialmente del derecho vigente para las So- 
cidades de vida común. La aplicación de este derecho, según el texto legal, 
tiene que ser expresa y legítima; la razón es clara: el derecho religioso o 
equiparado no obliga ni puede ser invocado sin una intervención superior. 
La aplicación, mediante acomodación, por otra parte, se funda en la se- 
mejanza sustancial entre estos Institutos y las Religiones, y más especial- 
mente entre los Institutos seculares y las Sociedades de vida común. Se 
trata, por consiguiente, de una norma directiva para la S. C. de Religiosos, 
pero es evidente que en caso de aplicación por este Dicasterio queda como 
criterio de interpretación objetivo para todos. 

¿Qué derecho se aplica, por consiguiente, a los Institutos seculares? 
Como no son ni Religiones ni Sociedades sin votos, tienen un derecho dis- 
tinto y nuevo, indicado en el artículo IT, $8 1, 2 y 3, de la Constitución 
Apostólica : 

I. Las normas fundamentales contenidas en la “Provida Mater Ec- 
clesia". 

2. Las normas que interpretando esta Constitución o completándola 
dará la S. Congregación. 

3. Las propias Constituciones para cada Instituto. Es oportuno se- 
fialar que las Constituciones, en los Institutos seculares, tienen una fun- 
ción más amplia e intensa que la que tienen en las Sociedades de vida co- 
mún sin votos, reguladas en el título XVII, y a lo cual ya nos hemos re- 
ferido en páginas anteriores. 

Otros dos principios, de gran importancia y fecundos en consecuen- 
cias jurídicas, se establecen en este artículo: 

a) La ausencia de votos públicos (“cum nec tria publica religionis 
vota admittant"). En este punto se da por supuesto que los votos, si exis- 
ten, no son públicos, es decir, recibidos por la Iglesia (c. 1.308, $ 1); pero 
tampoco estos votos son privados de modo absoluto, es decir, de tal ma- 
nera que la Iglesia en el fuero externo no sólo no los reciba, sino que los 
ignore, como ignora en este fuero los votos emitidos en el fuero de la 
“conciencia, enviándolos en caso de intervención a la Sagrada Penitencia- 
ria (dispensa, comutación, etc., c. 1.308, $ 1). Son votos, por consiguiente, 
que la Iglesia conoce, regula en las Constituciones ya los cuales atribuye 
efectos en el Instituto: para el régimen, para la dimisión en caso de in- 
cumplimiento, etc. Se puede, por tanto, afirmar que la Iglesia los asiste y 
los supone de alguna manera, aun cuando no los recibe. 
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b) Ausencia de vida común canónica (“Nec communem vitam seu 
commorationem sub eodem tecto omnibus suis membris, ad normam. turis, 
imponant"). Dentro de esta fórmula, concebida con gran amplitud, caben 
todos los tipos posibles de Institutos seculares, siempre que, naturalmente, 
reúnan las demás condiciones exigidas por esta Constitución, es dectr, 
tanto aquellos que no tienen ninguna vida común, a excepción de lo que 
exige el artículo III, $ 4, como los que no tienen vida común obligatoria para 
todos los miembros, de tal manera que unos viven en común y otros no, 
segün las propias Constituciones y las disposiciones de los Superiores, como 
finalmente los que tienen vida común para todos los miembros, pero que 
no es la vida común canónica, es decir, la regulada en el Código para las 
Religiones y Sociedades de vida común, sino ordenada según las propias 
Constituciones y respondiendo a la naturaleza secular y al fin de estos Ins- 
titutos. Expresando nuevamente este concepto con otras palabras, podemos 
afirmar que los Institutos seculares no pueden, sin faltar a su específica 
misión de santidad y de apostolado en el mundo, tener la vida comün re- 
gular y canónica, es decir, general para todos sus miembros y regulada 
según las normas del Código, con las correspondientes prescripciones sobre 
la clausura, las salidas, las condiciones que a este fin deben tener las cosas 
destinadas a la vida común, etc. 

6. El artículo III, en sus cuatro párrafos, traza los requisitos que 
se exigen por parte de la S. Congregación para la concesión del “nihal 
obstat" antes de la erección de los Institutos seculares y para su eleva- 
ción a Institutos de derecho pontificio. Es también fundamental este ar- 
tículo para distinguir los Institutos que contienen un sólido, auténtico y 
completo estado de perfeccién—y de los cuales se ocupa la S. C. de Reli- 
giosos—de aquellas otras Instituciones que, aun cuando santas y de gran 
utilidad, no pueden constituir un estado de perfección completo. Esta clase 
de Asociaciones depende de la S. C. del Concilio y se rige por el derecho 
comün de las Asociaciones laicales. 

El primer grupo de requisitos examinado en el párrafo 2.” gira en tor- 
no a los elementos del estado de perfección completo, es decir, en torno a 
los consejos evangélicos (“Quoad vitae consecrationem et christianae per- 
fectionis professionem"). 

a) Se exige como fundamento de la plena consagración de la vida a 
la perfección una profesión de celibato y de castidad perfecta, que sea 
obligatoria en conciencia, y que puede hacerse, segün las Constituciones, 
como voto, juramento o: consagración, siempre que su ámbito y obligato- 
riedad queden bien claros y definidos. 
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b) En cuanto al vínculo que asegure la total donación de la voluntad 
a Dios, se habla; en el $ 2, n. 2, de voto, promesa hecha a Dios o promesa 
hecha a los Superiores. Esta obediencia debe crear un vínculo estable, por 
virtud del cual el miembro de estos Institutos queda totalmente, de hecho, 
en mano de los Superiores en el doble aspecto de su vida. 


c) Por lo que se refiere al consejo evangélico de pobreza ($213), 
es decir, a las limitaciones en el libre uso de los bienes, que forman el con- 
tenido necesario de este consejo, la Constitución Apostólica se remite a 
las Constituciones. 

En el párrafo tercero se aborda el problema de la incorporación de los 
miembros a! Instituto y de la naturaleza del vínculo nacido de tal incorpo- 
ración, como requisito esencial de estos Institutos. Como ya dijimos an- 
teriormente—y no creemos oportuno insistir de nuevo en este concep- 
to—, la Iglesia no reconoce en ningún caso el estado de perfección canó- 
nico en una vida individual y aislada. El estado canónico exige siempre, 
en su nacimiento y en su curso, la vida social a través de la incorporación 
a una Sociedad erigida y ordenada por la Iglesia a este fin, La incorpora- 
ción, segün el Código, es un vínculo estable, mutuo y pleno. 


Estos mismos criterios sólidos y profundos aplica la “Provida Mater 
Ecclesia" al estado de perfección en el siglo que forman los Institutos 
“seculares. En efecto, el vínculo tiene que ser "stabile, ad normam Consti- 
tutionum, siue perpetuum sive temporarium, elapso tempore renovandum: 
(c. 488, 1. )" ($ 3, 1.°); es decir, no se admite como base de un estado sor 
cial de perfección un vínculo para con Dios, o una incorporación al Ins- 
tituto pura e intencionalmente temporales; el vínculo puede ser temporal, 
siempre que no se excluya la renovación, y no sólo ésto, sino que además 
se entienda y se quiera tal renovación. Por otra parte, el vínculo debe scr 
mutuo y pleno “ita ut, ad normam. Constitutionum, Sodalis se totum Ins- 
tituto tradat, et Institutum. de Sodali curam gerat atque respondeat" ($ 3, 
n 2). 

El párrafo cuarto, finalmente, manda que, aunque no es generalmente 
obligatoria la vida común, estos Institutos tengan casas comunes, cuya fun- 
ción es la descrita en los tres números de este párrafo, es decir: la residen- 
- cia de los que llevan el gobierno del Instituto, la reunión de los miembros: 
para recibir y completar su formación, hacer ejercicios espirituales, etc., y la 
recepción de los miembros cuando por enfermedad u otras causas no pue- 
dan valerse por sí mismos o no convenga que vivan privadamente ($ 4, 


gifs 192 y«3). 
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7. En el artículo IV se delimitan las competencias de las SS. CC. del 
Concilio ($ 2) y de Religiosos ($ 1) sobre las Asociaciones que en el munde 
se dedican a la perfección y al apostolado. Este artículo restringe la compe- 
tencia de la S. C. de Religiosos, limitándola a aquellas Asociaciones que 
reúnen las condiciones, ciertamente fuertes y duras, más arriba descritas y 
comentadas, dejando todas las demás a la competencia de la S. C. del Con- 
cilio. 

8. Los artículos V y VI hablan de la erección de los Institutos secula- 
res de derecho diocesano; el artículo VII, por el contrario, trata de la erec- 
ción de los Institutos de derecho pontificio. Así, en forma práctica legisla- 
tiva, se define que la división de las religiones (c. 488, 3.^) y de las socie- 
dades de vida comün (c. 673, $ 2) se aplica también a los Institutos secu- 
lares. 

El párrafo primero del artículo V establece para los Institutos seculares 
el principio vigente para las religiones, según el canon 492, $ r, y aplica- 
ble también a las Sociedades de vida comün por disposición de los cáno- 
nes 673, $ 2, y 674; el Obispo tiene competencia para erigir los Institutos 
seculares, que, una vez erigidos, son, naturalmente, Institutos de derecho 
diocesano. El párrafo segundo de este artículo impone a los Obispos, como 
requisito previo antes de proceder a la erección, la obtención del mismo 
“mhil obstat" que rige, según el Código, para las Religiones (c. 452, $ 1) 
y Sociedades de vida común (c. 674). Para el modo de obtener este “nihil 
obstat", el artículo se remite al artículo VI, cuyo contenido está inspirado en 
las Normas para la aprobación de Congregaciones religiosas de derecho 
diocesano (95). 

El artículo VII contiene en, el párrafo primero la aplicación a estos Ins- 
titutos del carácter de derecho pontificio. En efecto, se citan los cáno- 
nes 488, 3^, y 673, $ 3, para indicar que esta noción y sus consecuencias 
jurídicas es la misma que para las Religiones y Sociedades de vida común: 
son de derecho pontificio, por consiguiente, los Institutos que han obtenido 
el llamado "decretum laudis". En el párrafo segundo, paralelo al párrafo 
primero del artículo VI, se establecen los requisitos previos necesarios 
para la obtención del “decretum laudis”. En el párrafo tercero se fija el 
procedimiento especial que regirá para la aprobación pontificia de estos 
Institutos. 

Los Institutos seculares diocesanos, por consiguiente, lo mismo que las 
Religiones y Sociedades de vida común, son las ya virtualmente universales, 


(95) Cf. ASS, 13, 1921, 313-314. 
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y aunque sometidas al Obispo según las normas del Código, pueden difun- 
dirse en otras diócesis con potestad interna y única y llegar a ser pluri- 
diocesanas. De la misma manera, los Institutos seculares de derecho pon- 
tificio, bajo este aspecto, se equiparan a las Religiones y Sociedades de de- 
recho pontificio, es decir, no son, ciertamente, por este carácter pontificio, 
exentos, con exención propiamente dicha. Están sujetos a la jurisdicción 
de los Ordinarios según la norma del derecho, pero no a su potestad do- 
minativa, y en todo lo que se refiere al régimen y a la economía interna 
son exentos según la regla del canon 618. Estos mismos criterios se con- 
tienen en el artículo VIII (96). 

9. El artículo IX, de gran importancia por sus consecuencias jurídi- 
cas, aplica a los Institutos seculares el tipo de régimen interno propio de 
las Sociedades que dependen de la S. C. de Religiosos, es decir, de carác- 
ter orgánico, jerárquico, y no local, sino universal, radicalmente distinto de 
aquel que es propio de las Asociaciones laicales sometidas a la S. C. del 
Concilio y del que se ocupa el Código en el “De laicis”. 

Finalmente, en el artículo X, el último de la Constitución Apostólica, 
se sanciona que respecto a los Institutos anteriormente fundados y apro- 
bados por los Obispos previa consulta a la Santa Sede, o por la misma 
Santa Sede, nada se cambia en esta Constitución, sino que quedan con sus 
derechos y obligaciones. 


VIII. COoNCLUSIONES 


Después de haber tratado, más o menos ampliamente, la materia en to- 
dos sus aspectos, estableceremos ahora en forma de conclusiones los prin- 
cipios generales que informan y constituyen el fundamento de esta nueva 
forma de vida de perfección completa y de apostolado en el mundo. Nos 
limitaremos simplemente a enunciar estos principios, porque su desarrollo 
se encuentra ya en las páginas anteriores. 

1. De todo cuanto hasta ahora llevamos dicho se desprende, en primer 
lugar, que en los Institutos seculares se realiza, plenamente el concepto de 
“ status”. En efecto, los miembros de estos Institutos quedan perfectamen- 
te encuadrados en el ámbito de una verdadera vocación propia y específica 
y constituyen una condición especial de vida moralmente estable ("modus 
stabilis vivendi" ). Este “modus stabilis vivendi" es el trazado: 1) por las 
rormas fundamentales de la Constitución Apostólica “Provida Mater Ec- 


(96) Cf. cc. 500, 8 4; 675, 492, 8 2, y 618, que son los cánones fundamentales en este punto. 
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clesia"; 2) por las normas que, interpretando esta Constitución, dará la 
S. C. de Religiosos; 3) por las Constituciones propias de cada Instituto 
(cfr. art. II, $ 2). En cuanto a la estabilidad, se exige un vínculo “stabile 
ad norman Constitutionum, sive Per gus sive temporarium, élapso tem- 
pore renovandum" (c.-488, 1.°) (cfr. III, $ 3, n. 1), es decir, se excluye 
como base de un estado social de perfección, un vínculo para con Dios o una 
incorporación al Instituto pura e intencionalmente temporales. Tenemos, 
por consiguiente, la estabilidad no sólo material, sino formal, como en la 
parte general dijimos se requería para el "status" 

2. Se trata además, como es obvio, de un estado juridico—por con- 
siguiente externo—y, bajo diversos aspectos, püblico; esta condición de vida, 
perfectamente diferenciada y moralmente estable, informa la vida externa v 
social de la persona de tal manera, que viene, por así decirlo, modificada y 
como revestida de un carácter nuevo. Aplicando uno de los conceptos que en 
la parte general quedaron expuestos, hacemos presente que la causa perma- 
nente (voto, promesa, juramento, consagración que obligue en conciencia, 
como veremos en seguida) no es un acto formalmente püblico en el sentido 
que los recibe la autoridad competente (la Iglesia en este caso), como en el 
estado religioso, sino en cuanto que la Iglesia lo supone, lo regula y lo en- 
cuadra en el orden jurídico público. Consecuencias de esta ordenación juri- 
dica sustancialmente pública son los derechos y obligaciones de los miem- 
bros y la organización interna de estos Institutos de tipo jerárquico. cen- 
tralizado y extradiocesano. No insistimos más sobre estos conceptos por- 
que ya quedaron expuestos y analizados en páginas anteriores. 

3. Este estado jurídico y público, propio de los Institutos seculares, es 
el estado de perfección sustancialmente completo. Es estado de perfección en 
cuanto que los miembros de los de los Institutos seculares se ligan mediante 
una obligación permanente y estable y por medios determinados “ex se” 
libres (consejos) a adquirir la perfección cristiana. La naturaleza de esta 
obligación se determina en el artículo TIT, $ 2, nn. 1, 2, 3, donde se habla 
de voto, promesa, juramento o consagración que obligue en conciencia. En 
este punto nos remitimos 'a cuanto dejamos dicho en el comentario a este 
artículo. Es además el estado social de perfección, en el sentido anterior- 
mente explicado, es decir, que crece y se desarrolla en Institutos aprobados 
y sancionados por la Iglesia para adquirir la perfección y ejercitar el apos- 
tolado en el mundo. La ineorporación al Instituto debe nacer, según el cri- 
terio del artículo III, $ 3, nn. 1 y 2, de un vínculo estable, mutuo y pleno. 
Se trata, finalmente, del estado de perfección completo en cuanto que quita 
todos los obstáculos que se oponen a la plena consagración del hombre al 
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servicio divino y exige la pc de los tres consejos evangélicos llamados 
generales, como medios (“ex se" libres en el sentido antes expuesto) para 
alcanzar la perfección de la caridad. 


4. Este estado de perfección completo, jurídico y público, no es el es- 
tado de perfección canónico (“status religiosus"). El concepto de estado 
de perfección canónico, en sentido absoluto y completo, y el concepto de 
estado religioso se identifican plenamente. Solamente puede hallarse el es- 
tado canónico allí donde hay aplicación sustancial de los cánones del dere- 
cho de religiosos. Sólo las Ordenes, Congregaciones y Sociedades sin votos 
profesan el estado canónico de perfección. Téngase presente en este punto, 
por lo que se refiere a las sociedades del título XVII, lo que dijimos en el 
apartado VI), número 14. Esta misma conclusión se desprende del título 
de la Constitución “De statibus canonicis Institutisque saecularibus chris- 
tianae perfectionis adquirendae”. En efecto, por una parte se habla de es- 
tados canónicos, que son los indicados más arriba; por otra, de Institutos 
seculares para adquirir la perfección, a los que no se refiere el calificativo 
de “canónico”. El mismo criterio de separación entre estos dos tipos de es- 
tado de perfección se contiene en el artícula IT, $ 1, de manera negativa, 
es decir, excluyendo la aplicación del derecho vigente para las Religiones 
y Sociedades de vida común en cuanto que “nec sunt nec propie loquendo 
dici queunt Religiones" (cánones 487 et 488, 1.°) vel Societates vitae com- 
munis" (c. 673, $ 1)” (art. II, § 1, n. 1); y en el $ 2 del mismo artículo, 
de manera positiva, es decir, trazando el derecho propio y específico de los 
Institutos seculares. 

La consecuencia lógica y profunda que se desprende de las diferencias 
existentes entre el estado canónico de perfección (“status religiosus”) y el 
estado de perfección sustancialmente completo, pero no canónico, propio 
de los Institutos seculares, es que los que profesan el primero pasan auto- 
máticamente a formar parte de la segunda categoría de personas canónicas 
(religiosos), con todas las consecuencias jurídicas que de este hecho se de- 
rivan, mientras que los que pertenecen al segundo quedan como puros clé- 
rigos o como simples laicos, según el carácter que tengan dentro del Ins- 
tituto, sin salir nunca de los límites de su personalidad canónica propia y 


respectiva. 
SALVADOR CANALS NAVARRETE 


Doctor en ambos Derechos 


Roma, agosto 1947. 
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NATURALEZA Y COMPETENCIA 
DE LA ROTA DE LA NUNCIATURA 
APOSTOLICA EN ESPAÑA * 


El Tribunal de la Nunciatura Apostólica en España tuvo su origen en 
el siglo xvi con el nombre de Tribunal del Nuncio o de la Nunciatura 
Apostólica en España. Se le llamó también corrientemente Tribunal del 
Auditor, por ser éste quien más frecuentemente juzgaba las causas presen- 
tadas al Tribunal de la Nunciatura. Fué el emperador Carlos V' quien pi- 
dió, en 1525, al Papa Clemente VII la creación en España de un tribunal 
de apelación donde pudieran terminarse las causas españolas sin necesidad 
de acudir a Roma. La concesión del privilegio solicitado parece que fué 
hecha por el mismo Papa Clemente VII el año 1529. 

El Tribunal del Nuncio fué profundamente reformado por el Papa 
Clemente XIV mediante la Constitución “Administrandae iustitiae zelus", 
del 26 de marzo de 1771. Clemente XIV dió al Tribunal de la Nuncia- 
tura Apostólica en España una organización muy parecida a la de la Rota 
Romana, por lo cual desde entonces el Tribunal de-la Nunciatura se deno- 
minó Rota de la Nunciatura Apostólica o Tribunal de la Rota de la Nun- 
ciatura Apostólica. 

El Tribunal de la Rota Española, establecido por Clemente XIV, fué 
suspendido cinco veces a causa de las persecuciones políticas levantadas en 
España contra la Iglesia. Fué primeramente suspendido en 7 de julio del 
año 1813 y después en los años 1823, 1840, 1854 y 1868. 

Por lo mismo que en todos estos casos se trataba de mera suspensión, 
la Rota establecida en 1771 no dejaba de existir, y, al restablecerse su fun- 
cionamiento, continuaba automáticamente rigiéndose por las mismas nor- 
mas fundacionales, salvo que expresamente fuera introducida alguna mo- 
dificación, que nunca fué sustancial. 


(*) Véase el amplio estudio que sobre la totalidad del articulado del Motu proprio de 
Pio XII “Apostolico Hispaniarum Nuntio” publicó en el nümero anterior de esta misma Desi 
el catedrático Dn. BoNET. El presente estudio se limita al comentario de los artículos 1.9 y 35-41, 
que tratan de la naturaleza y de la competencia de la Rota Espafiola. 


mU me 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


Pero a partir del 21 de junio de 1932, el Tribunal de la Rota Española, 
como ya es sabido, dejó de existir. La supresión fué comunicada al Epis- 
copado español por el Excmo. Sr. Tedeschini, Nuncio apostólico en Es- 
paña, en circular que lleva la fecha de 1 de agosto de 1933. En la circular 
se leen estas palabras: “Por la fuerza de estas circunstancias (se refiere 
a la ruptura del régimen concordatario y la laicización total del matrimo- 
nio), que además han hecho escasas y casi nulas la materia y obra del Su- 
premo Tribunal, la Santa Sede, bien a su pesar, y no obstante el sincero 
y bien probado amor que profesa a la católica España. se ha visto obli- 
gada a disponer que el régimen de apelación en las causas eclesiásticas se 
reintegre en España a los cánones del derecho común, cesando, en conse- 
cuencia, en sus funciones el mencionado Tribunal de la Rota Española.” 


La supresión de la Rota Española, decretada por el Papa Pío XI el 
21 de junio de 1932, duró hasta el 7 de abril de 1947, fecha en que Su San- 
tidad Pio XII promulgó el Motu proprio “Apostolico Hispaniarum Nun- 
tio" (1), por el que benignamente se dignó restablecer la Rota de la Nun- 
ciatura Apostólica en España. He aquí el último memorable v consolador 
párrafo del preámbulo que encabeza el Motu proprio: “Pero ahora, repa- 
rados aquellos agravios y reconocido nuevamente el carácter sacramental 
del matrimonio, deseando secundar los deseos de la mayor parte de los 
Obispos de España, así como de su Gobierno, decidimos constituir nueva- 
mente la Rota de la Nunciatura Apostólica, Tribunal meramente eclesiás- 
tico para tramitar las causas eclesiásticas según el Derecho canónico, como 
lo constituimos por las presentes letras y le damos normas oportunamente 
acomodadas a las condiciones de nuestros tiempos, las cuales tendrán fuer- 
za de ley.” 

En las palabras transcritas se declara expresamente que la Rota de la 
Nunciatura Apostólica, tal como ha sido restablecida por Pío XII, es un 
tribunal nuevo, no una mera continuación o puesta en marcha de la Rota 
clementina, la cual, como ya dijimos, fué suprimida, y no tan sólo sus- 
pendida, por Pío XI. La nueva Rota Española es el tercer tribunal que en 
el decurso de cuatro siglos ha tenido la Nunciatura Apostólica en España. 
En cuanto a la mutua semejanza y dependencia material entre los tres tri- 
bunales es obvio que la Rota de Pío XII no sólo tiene mucha mayor se- 
mejanza con la Rota clementina que con el primer Tribunal del Nuncio, 
sino que la nueva Rota ha recibido elementos mucho más importantes de 
la Rota clementina que los que ésta recibiera del antiguo Tribunal de la 


(1) Cfr. ASS (1947), págs. 155-163. 
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Nunciatura. Las precedentes observaciones encierran no escaso valor in- 
terpretativo, como parecerá por lo que a continuación iremos exponiendo. 


NATURALEZA DEL TRIBUNAL DE LA Rota EsPAÑOLA 


Dibujado rápidamente el anterior apunte histórico, en el que aparece 
la Rota Española como un tribunal nuevamente constituido y a la vez no- 
blemente entroncado con los otros dos que históricamente le precedieron, 
nos interesa investigar la naturaleza del nuevo Tribunal y al mismo tiem- 
po sefialar los principales puntos de coincidencia o-de discrepancia entre 
la nueva Rota Española, la Rota clementina, suprimida en 1932, y la Rota 
Romana. Las relaciones entre dichos tribunales se destacarán con mayor 
relieve al tratar de la competencia de la actual Rota Española. 

En el capítulo I, artículo 1.°, de las Normas que ha de observar la Rota 
de la Nunciatura Apostólica en España se nos brinda la siguiente bien per- 
filada definición: “La Rota de la Nunciatura Apostólica, constituida en 
Madrid, es un Tribunal colegiado, ordinario, principalmente para recibir 
las. apelaciones contra las sentencias eclesiásticas pronunciadas en territo- 
rio español.” 

I^ La Rota de la Nunciatura Apostólica.—Afirmar que la Rota es un 
Tribunal de la Nunciatura Apostólica equivale a decir, en algún sentido 
no estrictamente canónico, que es un Tribunal de la Santa Sede, como lo 
son, eminentemente, la Sagrada Rota Romana, la Signatura Apostólica 
y el Santo Oficio. Se diferencia, principalmente, la Rota Española, en cuan- 
to Tribunal de la Santa Sede, de los otros tribunales apostólicos en que 
aquélla ejerce su jurisdicción sólo en territorio español, mientras que ‘os 
otros tribunales apostólicos la ejercen en toda la Iglesia. Coligese de lo 
dicho que la Rota de la Nunciatura Apostólica, aunque corrientemente se 
denomine Rota Española, en nada menoscaba los derechos de la jurisdicción 
pontificia, contra lo que han afirmado algunos detractores de la Rota Espa- 
ñola o mal avenidos con el excepcional privilegio que dicho Tribunal nos 
concede, como el P. PrcanYoL (2). La afirmación de que la Rota Española 

“en nada menoscaba los derechos de la jurisdicción pontificia fúndase no 
sólo en que la Rota de la Nunciatura ha sido constituida con ciencia cierta 


(2) PIGANYOL, *Apollinaris", t. V (1932), pág. 336. 


; ES 
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y madura de liberación, motu proprio, por lo cual su potestad emana ínte- 
gramente de la Santa Sede, sino en que dicha potestad se ejerce en nombre 
del Nuncio Apostólico en España, y, consiguientemente, en nombre del Ro- 
mano Pontífice. 

Aunque la Rota de la Nunciatura puede llamarse Tribunal de la Santa 
Sede en el sentido indicado, no por eso puede llamarse canónicamente Tri- 
bunal Supremo, ni en el sentido de Tribunal Supremo de casación, que de 
ninguna manera lo es, ni siquiera en el sentido de Tribunal Supremo de 
apelación. El Código de Derecho canónico (c. 1.602) reserva el califica- 
tivo de Supremo para el Tribunal de la Signatura Apostólica, cuya finali- 
dad es declarar la nulidad de las sentencias rotales y velar por la obser- 
vancia de las leyes procesales en los tribunales, especialmente en el de la 
Rota; por lo cual ejerce alguna jurisdicción sobre todos los demás tribu- 
nales. El Tribunal del Santo Oficio es también, por su naturaleza, Supremo. 
El Tribunal de la Rota Romana sólo podría llamarse Tribunal Supremo de 
apelación por cuanto las apelaciones contra las sentencias dadas en primera 
instancia por la Rota o por otros tribunales inferiores no pueden llevarse, 
por vía ordinaria, a otro tribunal más elevado. 

La Rota Española no es denominada Tribunal Supremo en el Motu pro- 
prio de Pio XII, como tampoco lo fué en el Breve de Clemente XIV. Sin 
embargo, ha sido distinguida con este título no solamente en los documentos 
civiles españoles y en muchas actuaciones de la Rota Española, sino también 
en muchos documentos pontificios. Citaremos tan sólo tres testimonios de 
los varios que trae el Dr. CANTERO en su obra La Rota Española (págs. 113 
y 114). Uno es del Emmo. Cardenal GASPARRI, Secretario de Estado de Su 
Santidad, el cual, en carta escrita en italiano y dirigida al Ilmo. y Rmo. Mon- 
señor José Montaña, le decía con fecha 17 de abril de 1924: “Aprovecho 
complacido la oportunidad que se me ofrece para renovar a V. S. y a cada 
uno de los miembros de ese Supremo Tribunal los sentimientos de mi más 
distinguida y sincera estima.” Otro testimonio tuvo lugar durante la Nun- 
ciatura en Espana del Cardenal ANTonto Vico (1907-1912). Un sacerdote 
catalán acudió directamente a la Santa Sede contra el fallo del Tribunal 
Metropolitano de Tarragona, y la Santa Sede contestóle diciendo que “para 
la última apelación tenía en España el Supremo Tribunal de la Rota”. El 
tercer testimonio es del Cardenal RAMPOLLA, quien fué Nuncio en España 
de 1883 a 1887, y con fecha 21 de junio de 1884 promulgó un Decreto, en 
el que decía: “Dicha Rota no tiene personalidad distinta de nuestra perso- 
na ni constituye Tribunal Supremo simple o absolutamente, con indepen- 
dencia del Jefe de la Iglesia, de quien deriva toda nuestra jurisdicción, sino 
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con respecto a nuestros tribunales inferiores de las Curias diocesanas y me- 
tropolitanas de España.” 

¿En qué sentido puede llamarse a la Rota Española Tribunal Supremo? 
En doble sentido: primeramente, en cuanto que es el Tribunal superior ecle- 
siástico dentro del territorio español. También puede llamarse Tribunal 
Supremo de apelación en el sentido de que contra las sentencias dictadas 
por la Rota Española no se da, por vía ordinaria, apelación a ningún otro tri- 
bunal. No a la Rota Romana, porque tal derecho de apelación ni en el ac- 
tual Motu proprio ni en el Breve clementino se reconoce. Tampoco a la 
Signatura Apostólica, porque no es tribunal de apelación. Puede, indudable- 
mente, cualquier fiel, en cualquier instancia del juicio, llevar ante el Romano 
Pontífice una causa vista por la Rota Española. Pero esta forma de pro- 
ceder contra las sentencias dadas por la Rota Española, proponiendo la causa 
ante la augusta persona del Romano Pontifice, no es ni se llama apelación, 
sino recurso, el cual no suspende la jurisdicción del juez inferior hasta tanto 
que no conste que la Santa Sede ha avocado a sí la causa (Motu proprio 
"Apostolico Hispaniarum Nuntio", art. 35, c. 1.569). En resumen, que 
puede llamarse la Rota Española Tribunal Supremo respecto de las causas 
vistas por los tribunales espafioles y llevadas en apelación a la Rota Espa- 
fiola en parecido sentido a aquel en que puede llamarse a la Rota Romana 
Tribunal Supremo de apelación en orden a las causas de toda la Iglesia 
juzgadas por cualquier tribunal y propuestas en grado de apelación ante la 
Rota Romana. Debemos, sin embargo, observar que, a tenor del artículo 39 
del Motu proprio de Pío XII, pueden siempre las partes, mediante acuerdo 
mutuo, prescindir de la Rota Española y llevar directamente, en legítima 
apelación, a la Sagrada Rota Romana las causas juzgadas en primera ins- 
tancia por los tribunales de cualesquiera Ordinarios, mas no las causas juz- 
gadas por la Rota Española sin especial comisión pontificia. 

2^ Tribunal colegiado.—La Rota, dice el artículo 2.” del Motu pro- 
prio de Pío XII, consta de siete auditores, presididos por su decano, que es 
el primero entre los iguales. Anteriormente, la Rota Espafiola constaba de 
seis auditores y otros dos supernumerarios. Estos han desaparecido en el 
nuevo Tribunal de la Rota. La Rota juzga por turnos de tres auditores, 
cualquiera que hubiera sido el número de jueces del tribunal que juzgó en 
la precedente instancia (art. 21). Este artículo 21 concuerda, en cuanto a la 
formación de los turnos, con lo que en el canon 1.598, $ 4, se prescribe 
respecto de la Rota Romana; pero discrepa, en cuanto a la determinación 
del número de jueces que forman el tribunal, de la norma general dada 
en el canon 1.596, según la cual la causa, juzgada colegialmente en primera 
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instancia, debe también decidirse colegialmente en grado de apelación y por 
un número de jueces no menor. 

Es de notar que en el artículo 21 se dice que la Rota juzga por turnos 
de tres auditores, pero sin qfiadir que pueden ver la causa todos los audi- 
tores en pleno. Diferénciase en esto último la Rota Española de la Rota 
Romana, la cual, además de juzgar por turnos, puede hacerlo videntibus 
ommibus (c. 1.598, $ 4). El modo de constituirse los turnos para la primera 
instancia ante la Rota, así como en el caso de apelación de una sentencia de 
la Rota a otra turno de la misma, lo determinan, respectivamente, los ar- 
tículos 23 y 24, cuyo examen no entra en la esfera de nuestro estudio. Sobre 
el articulo 24 observamos, tan sólo, que los auditores immediatamente ante- 
riores a aquellos que componían el turno a quo no son los que juzgaroa en 
el turno precedente, determinado conforme al articulo 23, sino los que, se- 
gün el orden general de precedencia establecido entre los auditores, prece- 
den inmediatamente a los del turno que dictó la primera sentencia rotal en 
la causa. 

3. Tribunal ordinario.—La Rota Espanola juzga con potestad vincu- 
lada establemente por el mismo derecho, o sea por el Motu proprio de 
Pio XII, al mismo tribunal, y, por consiguiente, es un tribunal ordinario 
o que juzga con potestad ordinaria (c. 197), como es tribunal ordinario, 
entre otros, el de la Rota Romana (c. 1.598, $ 1) y el tribunal diocesano, 
aun cuando esté formado por los jueces sinodales (c. 1.574, $ 1). 

Impropiamente afirma el Dr. CANTERO (l. c., págs. 128-129), refirién- 
dose a la antigua Rota Española y a la actual Rota Romana, que ambos 
tribunales actúan con facultades delegadas. He aquí sus palabras: “Am- 
bos tribunales, como afirmó el señor Nuncio en España, Ragonesi, están 
equiparados..., ambos actúan con facultades delegadas: la Rota Romana, 
a través de la Signatura Apostólica, y la Rota Española, a través de la 
Nunciatura Apostólica en España.” Cierto, oponemos nosotros, que tanto. 
la Rota Romana como la Española actúan en nombre de otro: la primera, 
inmediatamente en nombre del Papa (no de la Signatura Apostólica), y la 
segunda, en nombre del Nuncio. Pero de aquí no se deduce que su potestad 
haya de ser necesariamente delegada, sino que puede ser ordinaria vicaria, 
como efectivamente lo es. 

¿Mas puede afirmarse que cada uno de los auditores, verdaderos jue- 
ces principales, que forman el Tribunal de la Rota Española juzga con po- 
testad ordinaria? De que un tribunal sea ordinario no se sigue que los jue- 
ces se hallen investidos de potestad ordinaria, puesto que sabido es que los 
jueces sinodales juzgan con potestad delegada por el Obispo, y no obstante 
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constituyen o pueden constituir un tribunal ordinario (c. PALAS 
Cabe, por lo mismo, interrogar si los auditores de la Rota Española tie- 
nen potestad ordinaria o delegada por el Nuncio. 

Juzgamos que su potestad es ordinaria o aneja. al oficio, puesto que 
formando los auditores rotales parte de un tribunal ordinario, y dada la 
estabilidad y generalidad con que ejercen su oficio, debe presumirse que 
la ejercen con potestad no meramente delegada, aunque sea general, sino 
con potestad ordinaria, salvo que claramente se establezca lo contrario, 
cosa que no se verifica respecto de la Rota Española. No se opone a esta 
doctrina el que los auditores ejerzan su jurisdicción en nombre del Nun- 
cio, puesto que en nombre de otro actúa siempre el que lo hace con potes- 
tad ordinaria vicaria. Tampoco obsta a lo dicho el artículo 16 del Motu 
proprio, que dice: “La Rota está colocada bajo la autoridad del Nuncio 
apostólico, por lo cual pertenece al Nuncio, salvo que se disponga lo con- 
trario, ejercer sobré la Rota la potestad que los Obispos ejercen sobre sus 
tribunales.” La potestad de que aquí se trata es la gubernativa, en virtud 
de la cual el Nuncio, como el Obispo, dirige el proceso, nombra algunos 
ministros, vigila para que se observen la disciplina y las leyes procesales; 
pero el Nuncio no delega ni otorga en manera alguna la potestad judicial. 

Ni puede oponerse la analogía entre el Tribunal de la Rota Española 
y el tribunal ordinario colegiado del Obispo. Dicha analogía es muy in- 
completa, ya que en el tribunal diocesano, aunque los jueces sinodales sóio 
tengan potestad delegada, siempre es ordinaria la del que dirige el tribu- 
nal, sea el propio Ordinario de lugar, sea el Oficial (provisor) o el Vice- 
oficial, mientras que si el Tribunal de la Rota los auditores tuvieran po- 
testad delegada, se daría la anomalía de que un tribunal ordinario esté, 
permanentemente y totalmente, constituido por jueces delegados. Esto, que 
antiguamente se admitió respecto de la Rota Romana, repetimos que no 
deja de ser una anomalía. Además, el Código dice expresamente, al hablar 
del tribunal diocesano, que los jueces sinodales que lo componen tienen po- 
testad delegada, lo que no afirma el Motu proprio de nuestros auditores 
rotales. La verdadera analogía de la Rota Española ha de buscarse en la 
Rota Romana, como después probaremos, y los auditores de este tribunal 
tienen actualmente, según la común sentencia de los autores, jurisdicción 
ordinaria. ! 

4^ Tribunal de apelación.—En el artículo 1.”, que venimos comen- 
tando, se dice que la Rota de la Nunciatura Apostólica se constituye "prin- 
cipalmente para recibir las apelaciones contra las sentencias eclesiásticas 
pronunciadas en el territorio español”. 
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La Rota Española, al igual que la Rota Romana, es un tribunal de ape- 
lación, aunque excepcionalmente y por comisión del Nuncio conozca algu- 
nas causas en primera instancia, a la manera como la Rota Romana juzga 
en primera instancia algunas causas por comisión del Romano Pontífice (cá- 
nones 1.557, $ 3; 1.599, $ 2). No es la Rota de la Nunciatura el único tri- 
bunal de apelación respecto de las sentencias eclesiásticas pronunciadas en 
territorio espafiol, pues también son tribunales de apelación los Metropo- 
litanos y en algunas casos la Rota Romana, aparte de otros tribunales de 
apelación que para casos dados tal vez nombre el Romano Pontifice. 


Tampoco es la Rota Española un tribunal de apelación imprescindible, 
por el que necesariamente haya de pasar, en alguna instancia, toda ape- 
lación; pues si bien juzgamos cierto que, segün la actual legislación, de la 
Rota Española nose puede apelar a la Romana, pueden las partes, de mu- 
tuo acuerdo, llevar directamente, o sea pasando por alto la Rota Española 
en legítima apelación a 19 Sagrada Rota Romana, las causas juzgadas en 
primera instancia por los tribunales de cualesquiera Ordinarios (art. 39). 


~ 


5. Tribunal meramente eclesiástico.—En el preámbulo del Motu pro- 
prio de Pío XII se llama a la Rota de la Nunciatura Tribunal meramente 
eclesiástico para tramitar las causas eclesiásticas según el Derecho canó- 
nico, y en el articulo 1.” se dice que la Rota está constituida para recibir 


las apelaciones contra las sentencias eclesiásticas. 


La Rota Española no puede nunca considerarse como tribunal civil 
especial, o sea para causas de determinada clase, ni siquiera cuando juzga 
en las causas de fuero mixto; porque nunca juzga con autoridad proma- 
nante de la potestad civil ni admite las causas de fuero mixto sino bajo 
su aspecto eclesiástico, es decir, por la relación que tienen con las causas 
eclesiásticas. Sin embargo de lo dicho y de ser, por consiguiente, los audi- 
tores rotales verdaderos jueces eclesiásticos, el Estado español reconoce, 
mediante decreto, a los auditores rotales el carácter de magistrados públi- 
cos con todos los derechos civiles propios del cargo (art. 6.”, 3). Corolario 
forzoso de ser la Rota un tribunal meramente eclesiástico es, como se dice 
en el preámbulo del Motu proprio fundacional, que debe tramitar las cau- 
sas eclesiásticas según el Derecho canónico. 


6.” Tribunal privilegiado.—De la nueva Rota, como de la antigua, 
debe afirmarse que es un privilegio sefialadisimo que la Santa Sede ha 
otorgado a la Nunciatura de Madrid y a la nación española. En la Circular 
del 1 de agosto de 1933 por la que el señor Nuncio, Tedeschini, comuni- 
caba al Episcopado español la supresión de la Rota, llamaba a ésta privi- 
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legio secular, extraordinario y único, concedido por la benignidad de la Santa 


Sede, y en el preámbulo del Motu ia de Pío XII se la llama privilegio 
singular. 


Que sea un privilegio secular lo indicamos en la introducción a este 
comentario. Su carácter extraordinario consta por la naturaleza misma 
de las gracias que mediante la constitución de este tribunal se conceden, 
las cuales sobrepasan grandemente el módulo que la Santa Sede ha man- 
tenido siempre en la concesión de gracias pertinentes a la materia judicial 

” hasta modifican la jerarquía de los tribunales establecida en toda la 
Telesia, introduciendo una nueva gradación, que respecto de las causas 
españolas viene a limitar la jurisdicción de la Rota Romana. 


La Rota Española constituye un privilegio casi único, pues solamente 
a Austria se le ha concedido otro similar; un privilegio, además, perpetuo, 
como se afirma solemnemente al fin del Motu proprio de Pío XIT con 
estas palabras: “Esto establecemos, decretando que las presentes letras 
sean firmes, válidas y eficaces para siempre.” Como observa el doctor 
CANTERO, es un privilegio en extremo favorable para los españoles en el 
orden económico, en el procesal y en el científico. Transcribimos sus mis- 
mas palabras, que inequívocamente demuestran su aserto: “Lejos de ser 
concesión odiosa para los buenos españoles, es, por la benignidad del Papa. 
en extremo favorable: a) en el orden económico, pues se pueden ahorrar 
el coste de un viaje a Roma, con economía de tiempo y de dinero en las 
comunicaciones; b) en el mismo orden procesal, porque es más fácil y se- 
guro el conocimiento de los hechos jurídicos y de la buena o mala fe de 
los litigantes españoles en España que fuera de España; y c) fomenta 
el estudio y la recta aplicación del Derecho canónico en España, tanto 
por la necesidad de canonistas competentes para las plazas de auditores 
de la Rota Española como por estímulo de los provisores de los tribu- 
nales diocesanos y metropolitanos, cuyas sentencias pueden ir al Sagrado 
Tribunal de la Rota Española (3). 

El privilegio de la Rota no debe considerarse como directamente con- 
cedido a los particulares, sea a la persona del Nuncio o de los auditores 
(in sui tantum favorem constituto, c. 72, $ 2), sino al Nuncio apostólico 
como tal y a la comunidad o nación española (c. 72, $ 3). En consecuencia, 
la Rota constituye un privilegio obligatorio, que no puede renunciarse ni 
en cuanto a la existencia ni en cuanto al uso (cc. 72, $ 3; 69). 


(3) CANTERO, La Rota Española (Madrid, 1946), pág. 126. 
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La Rota Española es un privilegio concedido mediante una ley par- 
ticular. Así se declara en el preámbulo del Motu proprio: “Lo constituí- 
mos por las presentes letras y le damos normas oportunamente acomo- 
dadas a las condiciones de nuestros tiempos, las cuales tendrán fuerza de 
ley.” Por lo mismo, la Rota es un privilegio en sentido lato : lex privata favo- 
rabilis. Importa subrayar este concepto, porque de él se desprenden las nor- 
mas que han de observarse en la interpretación del Motu proprio consti- 
tutivo de la Rota Española. Si este privilegio ha sido concedido por ley 
particular, su interpretación ha de regirse=por los cánones 17, 18 y 19; 
por simple acto del Superior no revestido de las cualidades de M 
ley, debe interpretarse conforme a los cánones 67 y 68. De lo ya apuntado 
se colige que, en nuestro sentir, el Motu proprio de Pío XII debe inter- 
pretarse con arreglo a los cánones 17, 18 y 19 (4). Caben, pues, todas las 
especies de interpretación que se aplican a las leyes, incluso la extensiva 
y la restrictiva. La interpretación declarativa estricta debe seguirse tan sólo 
respecto de aquellos artículos que pertenecen a alguna de las tres catego- 
rías de las leyes de que habla el canon 19. Fuera de estos casos, la inter- 
pretación, en caso de duda, debe ser amplia, conforme a la conocida regla 
de derecho: “Odia restringi, et favores convenit ampliari” (R. J., 15 in VI). 

No puede alegarse contra lo dicho el que la ley pontificia que ha erigido 
el Tribunal de la Rota Española es una ley particular que contiene una 


exención de otra ley genera! y que por ende debe interpretarse estrictamente 


a tenor del mismo canon 19. Cierto que la Rota de la Nunciatura es un 
privilegio extraordinario concedido a España, pero no es en su totalidad 


contrario a ninguna ley general, y, por lo mismo, no puede decirse que todo- 


él sea exención de la ley canónica. En general, la concesión de la Rota Es- 
pañola debe considerarse como un privilegio praeter ius (5), aunque en al- 
gunos puntos bien puede decirse que es contrario a la ley canónica. Cuando 
es simplemente praeter ius, debe interpretarse ampliamente, en caso de duda, 
por ser una ley favorable; pero cuando es un privilegio contrario al derecho 
común, por contener una verdadera excepción, entonces debe interpretarse 
estrictamente (c. 19). Lo que en manera alguna puede admitirse es la afir- 
mación sentada por el P. PicawYoL (6) de que la Rota Española sea un 
privilegio odiosisimo... Ni odiosisimo ni odioso, porque a nadie causa gra- 


(4) El ya citado Sr. CANTERO aplicaba a la antigua Rota Española los cc. 67 y 68 (La Rola 
Española, págs. 124-126). 


(5) Cfr. CABREROS, Código de Derecho Canónico, editado por la B. A. C., comentario a los: 


cánones 63 y 66. 
(6) PICANYOL, "Apollinaris", t. V, n. 3, pág. 336. 
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vamen, sino muy favorable. No puede considerarse como gravamen la limi- 
tación de la competencia de la Rota Romana, Tribunal de la Santa Sede, 
cuando la misma Santa Sede, motu proprio y para lá más conveniente y 
fácil administración de la justicia en los asuntos españoles. “Ut autem in 
posterum maturius et commodius in causis praedictis ius unicuique tribua- 
tur”, se decía en el Breve de Clemente XIV, y lo mismo debe afirmarse 


:de la moderna Rota restablecida por Pío XII. 


Del carácter privilegiado de la Rota Española se deriva otra conse- 
cuencia muy fecunda en aplicaciones prácticas. Esta consecuencia se refiere 
a la prelación de las fuentes, en las que se contiene nuestro régimen pro- 
cesal acerca de las apelaciones. En el preámbulo del Motu proprio. se con- 
signa esta solemne declaración :- “Decidimos constituir nuevamente la Rota 
de la Nunciatura Apostólica... para tramitar las causas eclesiásticas segün 
el Derecho canónico.” ¿Las palabras por nosotros subrayadas significan que 
el Derecho canónico es laj fuente legal primaria de la Rota Española y el 
Motu proprio la fuente secundaria o supletoria? Sin ninguna vacilación 
debemos responder en sentido inverso: el Motu proprio constitutivo de la 
Rota Española es la fuente legal primaria, y el Derecho canónico su fuente 
supletoria, debiendo, en caso de conflicto, prevalecer la primera sobre la se- 
gunda. 

Esta prelación conserva su plena vigencia no sólo en orden a las leyes 
canónicas o generales anteriores al Motu proprio y contrarias al mismo, 
sino también en cuanto a las leyes generales posteriores al Motu proprio 
dadas por la Santa Sede, a menos que en la ley general superior se mani- 
fieste expresamente la intención de revocar lo prescrito en el Motu proprio 
o ley particular de la Rota Española (cc. 71, 60 y 22). También podría el 
Motu proprio de Pío XII ser revocado o modificado por otra ley particular 
pontificia dada con posterioridad a la publicación del mismo, si esta ley 
posterior declara expresamente la intención de derogar el Motu proprio, 
o es directamente contraria a él, o reorganiza por completo toda la materia 
del Motu proprio. Aplicamos al caso de una ley particular pontificia pos- 
terior al Motu proprio la primera parte del canon 22, no obstante de que 
el canon 71, que regula la cesación de los privilegios por una ley contraria, 
remite al canon 60 por lo que hace a los privilegios no contenidos en el 
Código. La razón de que apliquemos el canon 22 en vez del 60 es porque 
juzgamos, siguiendo a varios otros autores (7), que las palabras del ca- 
non 71: “Ad cetera (privilegia) quod attinet, servetur praescriptum ca- 


(7) CICOGNANI-STAFFA, Commentarium ad librum primum C. J. C., vol. II (Romae, 1939), 
páginas 530-531. i 
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non 60” se refieren sólo a los privilegios concedidos por acto particular del 
Superior, no a los otorgados mediante ley particular, como es el Motu pro- 
prio de Pío XII. Estos se rigen, en cuanto a su revocación, por el canon 22. 

7° Tribunal constituído por Pio XII “motu proprio”.—El restable- 
cimiento del Tribunal de la Rota Española era una aspiración unánime en 
nuestra Patria; por lo cual, desde la terminación de nuestra guerra civil, 
fueron elevadas al Santo Padre reiteradas preces por parte del Episcopado 
y del Gobierno de España, a fin de obtener prontamente dicho restableci- 
miento. La anhelada restauración de nuestro Supremo Tribunal eclesiástico 
no pudo lograrse sino tras prolijas gestiones y concienzudo estudio, puesto 
que era preciso, como se advierte en el preámbulo del Motu proprio, darle 
“normas oportunamente acomodadas a las condiciones de nuestros tiem- 
pos”, y, además, en cuanto fuera posible, adaptar esas normas al Derecho 
canónico y a las normas por las que sabiamente se rige la Rota Romana. 
Estas fueron las causas que demoraron por varios años el restablecimiento 
de la Rota Española, y no, en manera alguna, la falta de sincero y espon- 
táneo deseo en el ánimo del augusto Pontifice (8). Para significar este su 
generoso y paternal deseo, Pio XII ha expedido el Rescripto “Apostólico 
Hispaniarum Nuntio", estampando al final la cláusula “motu proprio”, que, 
además de ser expresión de la benevolencia y espontaneidad con que otorga 
a España tan insigne privilegio, tiene efectos jurídicos favorables, como 
puede verse en el canon 45. 

8. Tribunal semejante al de la Rota Romana.—No es nuestro intento 
estudiar ni enumerar siquiera, concretamente, los puntos de coincidencia 
existentes entre la Rota Española y la Rota Romana. Nos basta constatar 
el hecho innegable de la semejanza general, de donde se derivan impor- 
tantes consecuencias, principalmente de indole interpretativa. En el Motu 
proprio de Pio XII no se contiene ninguna afirmación general que acredite 
la semejanza entre ambos tribunales de apelación; pero hay en su estructura 
tal analogía, que con razón se dice en el artículo 14 del Motu proprio: “Con- 
viene que todos los auditores, oficiales y ministros del Tribunal obtengan el 
título de abogado rotal, a fin de que conozcan mejor el estilo de la Sagrada 
Rota Romana y traten de conformarse a él.” Lo mismo se prescribía en el 
Breve fundacional de la antigua Rota Española: “Cognitio... causarum a 
pro tempore existente... Nuntio committenda erit iisdem modo et forma, 


(8 Tampoco de la extinguida Rota Española se puede afirmar, contra lo que dice el 
P. PICANYOL, que fuera concedida a la fuerza y sólo en bien de la paz, como canta por la'cláu- 


sula motw proprio y varias otras que se leen en el Breve de Clemente XIV (PICANYOL, Apolli- 
maris, t. V (1932), pág. 336). 
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quibus Tribunal Signaturae Justitiae nuncupatum causas in hac Alma Urbe 
nosto Auditorio Rotae Romanae committere semper assuevit.” 

Todo cuanto llevamos expuesto acerca de la naturaleza de la Rota Es- 
pañola podremos cifrarlo en la siguiente definición descriptiva, que es am- 
pliación de la que se contiene en el artículo 1.° del Motu proprio de Pio XII: 
“La Rota de la Nunciatura Apostólica, constituida en Madrid, es un Tri- 
bunal colegiado, ordinario, destinado principalmente a recibir las apelacio- 
nes contra las sentencias eclesiásticas pronunciadas en territorio español, 
semejante a la Rota Romana, que contiene un privilegio extraordinario 
a favor de España y que ha sido otorgado motu proprio y a perpetuidad 
por el Sumo Pontífice Pío XII." 


II 


COMPETENCIA DE LA ROTA DE LA NUNCIATURA 


La competencia de los tribunales es uno de los problemas más graves 
y a veces también más complejos que se ofrecen en el ejercicio de la po- 
testad judicial; y lo que se experimenta en la práctica, dando origen a fun- 
damentales conflictos, acontece igualmente en el orden legislativo y doc- 
trinal. Por esta causa, la competencia de la Rota Española, que ha sido, 
a no dudarlo, el capitulo del Motu proprio más aquilatado y contrastado, 
merece también atención preferente por parte de los comentaristas. El ca- 
pitulo dedicado en el Motu proprio a delimitar la competencia de la Rota 
Romana ocupa el número TIT dentro de los cinco que integran el rescripto 
pontificio. El primer artículo del capítulo III, que en la enumeración gene- 
ral del articulado lleva el número 35, dice así: 

Artículo 35. “Por razón del Primado del Romano Pontífice, cualquier 
fiel puede en cualquier instancia del juicio y cualquiera que sea el estado del 
pleito llevar o introducir ante la Santa Sede una causa cualquiera; pero el 
recurso interpuesto ante la Sede Apostólica no suspende, excepto el caso de 
apelación, la jurisdicción del juez que comenzó ya a conocer la causa” (ca- 
non 1.569, $8 1-2). 

Este artículo es reproducción casi literal del canon 1.569; por lo cual 
nos ceñimos a transcribir aquí el breve comentario que a este canon pusimos 
en nuestro Código de Derecho Canónico, edición 2.*, editado por la B. A. C., 
año 1947: “Trátase, decimos en el citado comentario, del recurso a la per- 
sona misma del Romano Pontífice. Este recurso se hace fuera del orden 
normal legal en los procedimientos eclesiásticos y puede proponerse contra 
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todo acto judicial; pero no se suspende por ello el ejercicio de la jurisdic- 
ción en el juez, quien puede proseguir el juicio hasta su terminación, mien- 
tras no le conste que la causa ha sido avocada a la Santa Sede. Al con- 
trario, la apelación sólo puede proponerse, según derecho (cc. 1.879-1.891), 
contra la sentencia definitiva o que tenga fuerza de tal, y con efecto sus- 
pensivo de la ejecución de la sentencia, si el derecho expresamente no pre- 
viene otra cosa" (c. 1.889). El artículo 36 del Motu proprio contiene tam- 
bién prescripciones de derecho comün, adaptadas al caso de la Rota Ro- 
mana. He aquí su texto: 

Artículo 36. “Las causas reservadas al Romano Pontífice o a los tri- 
bunales de la Sede Apostólica, y las causas mayores, ees d de 
la competencia de la Rota de la Nunciatura Apostólica” (cc. 1.557, $8 1-2, 
y 1.600). 

Las causas reservadas personalmente al Romano Pontífice, según el 
canon 1.557, $ 1, aunque él suele delegar en otros su potestad, son las que 
se refieren: 

“1. A los que ejercen la suprema autoridad de las naciones, a sus 
hijos e hijas y a aquellos a quienes compete el inmediato derecho de suce- 
sión en la soberanía.” Tienen el poder supremo los Reyes, aunque sean 
constitucionales; los Presidentes de República y los Principes que ejercen 
la potestad soberana. Los consortes de ellos participan de sus prerrogativas. 
No quedan excluidos de este privilegio los hijos nacidos de matrimonio 
morganático. Por el contrario, no se extiende el privilegio a los Diputados 
a Cortes y a los Senadores. 

“2. A los Padres Cardenales.” Los Cardenales gozan del privilegio 
de ser juzgados personalmente por el Romano Pontífice o a su Delegado 
desde el momento de su promoción en Consistorio (c. 239, $ 1). 

“3. A los Legados de la Sede Apostólica, y en las causas criminales, 
a los Obispos, aun os Los Legados de la Sede Apostólica son los 
Nuncios, Internuncios y Delegados apostólicos, no los Obispos, que sólo 
por razón de la Sede que ocupan se honran con el título de Legados apos- 
tólicos (c. 270). 

Están reservadas a los tribunales de la Sede Apostólica, según el ca- 
non 1.557, $ 2, las que se refieren: 


[11 o 


I. A los Obispos residenciales en las causas contenciosas, salvo lo 
o en el canon 1.572, $ 2.” Las causas reservadas a los tribunales de 
la Santa Sede por el $ 2 del canon 1.557 son de la competencia de la Sa- 
grada Rota (c. 1.599, $ 2). El privilegio concedido en las causas conten- 
ciosas a los Obispos residenciales, cuando son ellos mismos los convenidos 
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o demandados, no alcanza a los Obispos merameñte titulares ni al Vicario 
general o capitular. Equipánse a los Obispos residenciales los Abades 
y Prelados mullis (c. 215, $ 2), los Vicarios y Prefectos apostólicos (ca- 
non 294 $ 1) y los Administradores 'apostólicos permanentemente consti- 
tuidos (cc. 314 y 315, $ 1). 

“2.” A las diócesis u otras personas morales eclesiásticas que no tienen 
Superior fuera del Romano Pontífice, como son las Religiones exentas, las 
Congregaciones monásticas, etc." Los ejemplos aducidos en este $ 2, n. 2.* 
del canon 1.557, de personas morales que deben ser juzgadas por los tribu- 
nales de la Santa Sede, no son taxativos. Al igual que las diócesis gozan 
de este favor, verbigracia, los Institutos piadosos que a tenor del canon 1.492 
están exentos de la jurisdicción episcopal (9). 

Las causas mayores, que, según el artículo- 36 del Motu proprio, que- 
dan también excluídas de la competencia de la Rota de la Nunciatura Apos- 
tólica, y, conforme-al canon 1.600, están igualmente excluídas del ámbito 
de la competencia de la Rota Romana, son los asuntos de mayor impot- 
tancia, que ya por su naturaleza, ya por ley positiva están reservados ex- 
clusivamente al Romano Pontífice (c. 220). El Romano Pontífice suele 
delegar en otros, preferentemente en la Rota Romana, el juzgar las llama- 
das causas mayores. 

Artículo 37. "Contra los decretos de los Ordinarios no se da apela- 
ción a la Rota, sino que en estos recursos entienden exclusivamente las Sa- 
gradas Congregaciones” (c. 1.601). 

Este artículo es transcripción literal del canon 1.601. La Rota Espa- 
fiola, como la Rota Romana, es, según ya queda dicho, un tribunal de ape- 
lación, y, por consiguiente, sólo pueden llevarse a la Rota las causas que 
se tramiten por la vía judicial, y especialmente las apelaciones contra las 

“sentencias pronunciadas por los tribunales metropolitanos o los inmediata- 
mente sometidos a la Santa Sede. Los decretos de los Ordinarios son reso- 
luciones dadas en virtud de la potestad administrativa y contra ellos no 
cabe proponer apelación, sino únicamente recurso a la autoridad superior, 

que en la esfera jurisdiccional administrativa son las Sagradas Congrega- 
ciones (10). 

Artículo 38. Es éste el artículo en que directa y más específicamente 
se define la competencia de la Rota Española. Contiene cinco apartados 


bajo las letras a), b) y c) y bajo los números 1) y 2). 


(9) Cfr. CABREROS, Código de Derecho Canónico, ed. 2.2 (1947), editado por la B. A. C. 
(L0) S. R. Rota, 17 junto 1920; Decissiones seu sententiae, XII, 152. 
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“La Rota de la Nunciatura Apostólica conoce: a) En segunda instan- 
cia, las causas que fueron juzgadas en primera por cualesquiera tribunales 
metropolitanos de España o inmediatamente sometidos a la Sede Apostó- 
lica, quedando, por tanto, suprimidos los tribunales que de una vez para 
siempre se designaron para recibir las apelaciones” (cfr. c. 1.594, $ 2). 

Aunque la Rota Española es en su constitución y competencia muy 
semejante a la Rota Romana, obsérvase sobre el objeto de la competencia 
de la Rota Española, en segunda instancia, una diferencia fundamental res- 
pecto de la competencia de la Rota Romana. Esta, dice el canon 1.599, 
$ 1, n. I^, juzga “en segunda instancia las causas juzgadas en primer 
grado por los tribunales de cualesquiera Ordinarios y llevadas a la Santa 
Sede en legítima apelación”. De conformidad con este canon puede ape- 
larse a la Rota Romana, en segunda instancia, contra las sentencias pro- 
nunciadas en todo el orbe católico, sin excluir a España, por los Ordinarios, 
ven primer grado o instancia. Es éste un postulado jurídico en el ordena- 
miento normal de los tribunales, por el que justamente se realza la digni- 
dad y supremacia de la Rota Romana, como tribunal universal de apela- 
ción de la Santa Sede, sobre todos los demás tribunales particulares de 
apelación, que, si bien pueden compartir con la Rota Romana las fun- 
ciones judiciales en grado de apelación, nunca pueden hacerlo con exclu- 
sión de la Rota Romana. Sin embargo, en España este derecho de apela- 
ción a la Rota Romana contra las sentencias dictadas en primera instancia 
por los Ordinarios queda algún tanto restringido, a tenor del artículo 39, 
que más adelante estudiaremos. 

Mucho más limitado que el objeto de la Rota Romana, cuando juzga 
en segunda instancia, es el objeto de la segunda instancia en la Rota Espa- 
ñola, ya que ésta solamente juzga en segunda instancia, de ley ordinaria, 
las apelaciones contra las sentencias dadas en primera instancia por los 
tribunales metropolitanos y los inmediatamente sometidos a la Santa Sede. 
Por excepción, y con las condiciones que se expresan en el n. 2 de este 
mismo artículo 38, puede la Rota Española juzgar en segunda instancia 
las causas de nulidad de matrimonio que hubieran sido juzgadas en prime- 
ra instancia por cualquier tribunal sufragáneo de España. También conoce 
la Rota Española, en segunda instancia, las causas que por comisión es- 
pecial del Nuncio juzgó en primera, a tenor del artículo 38, 1. Es, por 
consiguiente, mucho más restringida la competencia de la Nunciatura en 
segunda instancia, respecto de España, que la competencia de la Rota Ro- 
mana en orden a toda la Iglesia, aun por razón del objeto, que es de lo 
que ahora se trata. Resumiendo nuestro pensamiento, decimos: contra la 
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sentencia dada por cualquier tribunal sufragáneo puede siempre apelarse a 
la Rota Romana, pero a la Rota Española no puede elevarse apelación di- 
recta sino de conformidad con el artículo 38, n. 2 


También se diferencia la nueva Rota Española de la antigua o Clemen- 
tina en cuanto al objeto de la segunda instancia. A partir del Concordato 
de 1851, por el que fueron abolidas todas las jurisdicciones especiales exen- 
tas, a excepción de la jurisdicción del Priorato de las Ordenes Militares, la 
Castrense, la Palatina y la de la Casa del Nuncio, la antigua Rota Espa- 
ñola juzgaba, en segunda instancia, de las apelaciones contra las sentencias 
pronunciadas por los tribunales de los Metropolitanos, del Priorato de las 
Ordenes Militares, del Vicariato Castrense y de la Real Capilla. 

En el Motu proprio de Pío XII, creador de la nueva Rota de la Nun- 
ciatura, se habla de la competencia de la Rota para juzgar, en segunda ins- 
tancia, las causas que fueron juzgadas por los tribunales metropolitanos 
y los inmediatamente sometidos a la Sede Apostólica; pero ¿qué debe de- 
cirse de las jurisdicciones exentas? La cuestión se reduce al Priorato de 
las Ordenes Militares, puesto que las jurisdicciones exentas Castrense y 
Palatina no se hallan actualmente en vigor, y podemos plantearla tam- 
bién en cuanto a las religiones clericales exentas. 

Por lo que toca al Priorato de las Ordenes Militares, creemos que en 
general la segunda instancia debe llevarse a la Rota Española, por estar el 
tribunal del Priorato inmediatamente sometido a la Santa Sede (art. 38, a). 
Puede también aplicarse el artículo 39, es decir, que puede llevarse di- 
rectamente a la Rota Romana, en segunda instancia, la causa sentenciada 
en primera por el Priorato, con tal que medie el acuerdo de ambas partes 
litigantes. Por el contrario, en los tribunales de las religiones clericales 
exentas, cuando la primera instancia fué propuesta ante el Moderador Su- 
premo, por ejemplo, en las causas suscitadas entre dos provincias de la mis- 
ma religión, la segunda instancia se eleva no a la Rota Española, sino a 
la Rota Romana, puesto que el artículo 38, a), no atañe para nada a los 
tribunales de las religiones clericales exentas. 

Al final del artículo 38, a), se dice: “quedando, por tanto, suprimidos 
los Tribunales que de una vez para siempre se designaron para recibir las 
apelaciones” (cfr. 1.594, $ 2). Observamos que la cita del canon 1.594 pa- 
rece estar incompleta, ya que no se ve razón para citar el $ 2 y no el $ 3. 

El afirmar que la Rota de la Nunciatura Española conoce en segunda 
instancia las causas que fueron juzgadas en primera por los tribunales 
metropolitanos o los inmediatamente sometidos a la Sede Apostólica no 
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significa que no se pueda apelar también a la Rota Romana, en vez de 
hacerlo a la Española, aunque para ello es necesario el mutuo acuerdo de 
las partes litigantes, a tenor del artículo 39. 

Artículo 38, b).—La Rota de la Nunciatura Apostólica conoce: b) “En 
tercera instancia, si hubiere lugar a ella, las causas que fueron juzgadas en 
segunda instancia por los tribunales metropolitanos del territorio de Espa- 
ña o por la misma Rota.” 

Las causas juzgadas en segunda instancia por los tribunales metro- 
politanos son vistas en tercera instancia por la Rota Española, dice la le- 
tra b) del artículo 38. Pero ¿pueden ser también juzgadas en tercera ins- 
tancia por la Rota Romana, a voluntad únicamente del apelante? Que la 
tercera instancia contra la sentencia: dada en segunda por los metropolita- 
nos pueda elevarse directamente a la Rota Romana nos parece innegable, 
pues los derechos de la Rota Española no derogan los que a la Rota Roma- 
na le competen por derecho común mientras ambos sean compatibles, como 
lo es el derecho de optar por la Rota Española-o la Romana, antes de su 
realización. Pero es controvertible si la apelación, en este caso a la Rota 
Romana, puede hacerse únicamente a voluntad del apelante o se requiere 
el mutuo acuerdo de los contendientes, por analogía con el artículo 39. 
Juzgamos que basta la voluntad del apelante conforme al principio genera! 
canónico, mientras que el mutuo acuerdo sólo se exige, por excepción, 
cuando se trata de apelar contra la sentencia dada en primera instancia; 
ahora bien, las excepciones contrarias a la ley no deben ampliarse por 
razón de analogía. 

Al hablar de la competencia de la Rota Española en tercera instancia 
no se mencionan las causas que fueron juzgadas por los tribunales inme- 
diatamente sometidos a la Sede Apostólica, como se hace en la letra a), al 
determinar el objeto de la segunda instancia. La razón es porque, no de- 
signando dichos tribunales actualmente en España una vez para siempre 
su tribunal de apelación, a tenor del canon 1.594, $ 2, la primera apela- 


ción contra las sentencias por ellos dictadas debe ya necesariamente ele- 


varse ante la Rota; por lo cual la tercera instancia no puede ir a la Rota - 


Española desde los mencionados tribunales, sino inmediatamente desde un 
turno de la misma Rota. 

Artículo 38, c). La Rota de la Nunciatura Apostólica conoce: “En 
nueva instancia, las causas juzgadas por la misma Rota en cuanto se re- 
quiera una ulterior proposición.” 

Esta nueva instancia en que la Rota de la Nunciatura puede juzgar es 
la cuarta por la que la causa ha podido pasar. La primera pudo tenerse en 
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el tribunal sufragáneo o en el metropolitano o en otro inmediatamente so- 
metido a la Santa Sede; la segunda, segün los casos, en el tribunal metro- 
politano o en la Rota Española—de la Romana ahora no hablamos— ; la 
tercera, en otro turno de la Rota Española; la cuarta, también en la mis- 
ma Rota. Mas para que la cuarta instancia pueda admitirse en la Rota Es- 
pañola es necesario presuponer que en la Rota sólo se ha tenido la tercera 
instancia, habiéndose visto la primera en e! tribunal sufragáneo, y la segun- 
da, en el metropolitano. La razón es porque, constando la Rota Española 
de solos siete auditores o jueces, no tiene jueces suficientes para conocer 
más de dos veces una misma causa, sin violar el canon 1.571, que prohi- 
be, lo mismo al tribunal en pleno que a cada uno de los jueces que vieron 
la causa en una instancia, juzgarla después en otra. Si ya la segunda y ter- 
cera instancia tuvieron lugar en la Rota Española, no hay en ella jueces 
suficientes y necesarios para la cuarta instancia, que, por consiguiente, 
debe devolverse a la Santa Sede, según previene el artículo 41. Lo que 
afirmamos de la cuarta instancia debería aplicarse a la tercera, si ya la pri- 
mera y segunda fueron sustanciadas en la Rota Española. 

El P. REGATILLO (11) afirma que la Rota Española puede juzgar en 
tres instancias una misma causa. Pero no vemos cómo puede sostenerse esta 
opinión, defendiendo que un mismo auditor no puede en la Rota Española 
juzgar más de una vez una misma causa y constando la Rota Española 
solamente de siete auditores. Y si se admite que, aun infringiendo el ca- 

«mon 1.571, la Rota Española, en virtud de sus propias Normas, puede juz- 
gar una misma causa hasta tanto que no formen de nuevo el turno, simul- 
táneamente, los mismos tres jueces que lo integraron ya otra vez, enton- 
ces la Rota Española podría ver una misma causa siete veces, pues sólo en 
la octava propuesta se verifica el hecho de volver a formar el turno, con- 
juntamente, los mismos tres jueces que anteriormente lo constituyeron. Da- 
mos. por cierto que el canon 1.571 se aplica también a la Rota Española 
y, por lo mismo, que en ella no puede verse una misma causa más de dos 
veces. Si aun después de haber fallado la Rota Española dos veces la mis- 
ma causa todavía se propone nueva apelación, la causa se devuelve a la 
Santa Sede, conforme al artículo 41. — 

Artículo 38, 1). “La Rota conoce además en primera instancia las cau- 
sas que el Nuncio apostólico, a petición de cualquier Obispo con jurisdic- 
ción en España, le confiare por graves razones.” 


.— (11) REGATILLO, “Sal Terrae” (1947), nn. 8 y 9, pág. 628. 
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Esta prescripción tiene su lugar paralelo en los cánones 1.599, $ 2. y 
1.557, $ 3, sino que respecto de la Rota Española, en vez de hacer la co- 
misión el Romano Pontífice, la hace el Nuncio, a petición de cualquier 
Obispo con jurisdicción en España y mediando graves razones, que es el 
mismo Nuncio quien debe valorar. 

La Rota de la Nunciatura, como ya queda dicho, es-un tribunal ordi- 
nario, y generalmente de apelación; pero el presente es un caso excepcional 
en el que no juzga como tribunal de apelación, sino como un tribunal cual- 
quiera, es decir, como los tribunales a los que normalmente compete juzgar 
en primera instancia. Esta competencia dela Rota en primera instancia al- 
tera la configuración normal en la jerarquía de los tribunales, que en de- 
recho eclesiástico sigue comünmente la misma gradación de !a potestad 
gubernativa, aun cuando el ejercicio de ambas funciones jurisdiccionales 
sea desempefiado por personas distintas, Sin embargo, esta alteración em 
el orden de las instancias respecto de la jerarquia de los tribunales es ad- 
mitida varias veces, aunque excepcionalmente, en la sistemática procesal 
del Derecho canónico. Así, por ejemplo, el tribunal sufragáneo que, cons- 
titucionalmente, es de primera instancia, juzga a veces en segunda (ca- 
non I.594, $ 2). Un caso enteramente análogo al de la Rota Espafiola es 
el de la Rota Romana, según el canon 1.599, $ 2, que dice: “Este tribunal 
juzga también en primera instancia las causas de que se habla en el ca- 
non I.557, $ 2, y las que el Romano Pontífice, ya motu proprio, ya a pe- 
tición de las partes, hubiere avocado a su tribunal y encomendado a la Sa- 
grada Rota..." | 

El caso de la Rota Romana y el de la Española, no obstante su perfec- 
ta analogía en lo fundamental, difieren en varios puntos accidentales que 
conviene señalar. Primeramente, la Rota Española no tiene causas reser- 
vadas a sí misma en primera instancia por el mismo derecho, sea por el 
Motu proprio de su creación, sea por otra ley, a diferencia de la Rota Ro- 
mana, a la que están reservadas a iure, en primera instancia, las causas de 
que habla el canon 1.557, $ 2. La Rota Romana, además de las causas re- 
servadas a iure, conoce en primera instancia las causas que por un acto 
especial le encomiende el Romano Pontífice, sea motu proprio, sea a peti- 
ción de las partes; la Rota Española sólo conoce en primera instancia las 
causas que el Nuncio le confíe, no motu proprio ni a petición de las par- 
tes, sino a petición de algún Obispo con jurisdicción en España y median- 
do razones graves a juicio del Nuncio. La comisión se requiere, por su 
misma naturaleza, para la validez. La gravedad de las razones creemos: 
que también se requiere para la validez, porque no puede el Nuncio, por 
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cualquier motivo, encomendar a la Rota una causa en primera instancia, 
y si el Nuncio no puede hacer la comisión si no es por razones graves, la 
Rota no adquiere jurisdicción para conocer la causa. En caso de duda acer- 
ca de la gravedad de las razones, la comisión es válida y lícita. Lo dicho 
sobre la gravedad de las razones debe aplicarse a la necesidad de la peti- 
ción hecha por un Obispo con jurisdicción en España. 


El Obispo que puede hacer la petición creemos que es no sólo aquel a 
quien, según las leyes de la competencia, correspondía juzgar la causa, sino 
cualquiera otro Obispo con jurisdicción en España, como explícitamente 
se dice en el número 1) del artículo 38 que venimos comentando. Ni puede 
aducirse en favor del derecho exclusivo del Obispo competente, cuya ju- 
risdicción parcialmente se deroga por la intervención de la Rota, la ana- 
logía entre el número 1) y el número 2) del citado artículo 38; porque si 
bien es cierto que la analogía existe, ya que en ambos casos la Rota juzga 
causas cuyo conocimiento está reservado normalmente a tribunales infe- 
riores y es, por otra parte, un principio general de derecho el de que las 
leyes semejantes se interpreten en sentido análogo, este último principio, 
sin embargo, tiene por su naturaleza un valor interpretativo secundario 
o meramente supletorio (c. 20), y, por consiguiente, carece de aplicación 
cuando la ley es clara según el significado propio de sus palabras, como 
en el presente caso se verifica. 


Tampoco puede limitarse al Obispo competente el derecho de pedir al 
Nuncio la comisión de una causa, en primera instancia, a la Rota, alegan- 
do la doctrina del derecho adquirido, del cual no puede el poseedor ser 
despojado sin su consentimiento o sin que la ley nominalmente lo prescri- 
ba (c. ro). Este argumento no es válido, primeramente porque aquí no 
se trata de un derecho verdaderamente adquirido, sino más bien de una 
capacidad jurídica que sigue la misma trayectoria de la ley; y, en segundo 
lugar, porque, aunque se tratase de un verdadero derecho adquirido, pue- 
de afirmarse que nominalmente se priva al Obispo competente de su dere- 
cho, en virtud del número 1) del artículo 38, siempre que el Nuncio, a pe- 
tición de cualquier Obispo y por razones graves, confía la causa a la Rota 
Española. 


Aunque la prescripción de que ahora tratamos debe interpretarse en 
sentido estricto, porque implica una excepción de la ley que estatuye quié- 
nes deben juzgar en primera instancia (c. 1.572), creemos que bajo el 
-nombre de Obispo se entiende no sólo el Abad o el Prelado nullius (ca- 
non 215, $ 2), sino también los demás Ordinarios de lugar que pueden eri- 
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gir tribunal de primera instancia, o sea el Vicario y Prefecto apostólico, el 
Vicario capitular y el Administrador apostólico, porque así como pueden 
todos ellos ser privados de su derecho a juzgar en primera instancia por 
la intervención de la Rota, así también es lógico que puedan a su vez pe- 
dir la comisión de las causas a la Rota en primera instancia. Lo dicho del 
Obispo vale igualmente del Arzobispo, quien también puede ser privado de 
su derecho de juzgar en primera instancia cuando concurren las condicio- 
nes apuntadas. 

En cuanto a las causas surgidas entre religiosos exentos de la misma 
religión clerical, la Rota Española no puede conocerlas en primera instan- 
cia por comisión del Nuncio, porque la Rota Española hace en este caso 
las veces de tribunal diocesano, y, en consecuencia, no puede dirimir las 
controversias que no pueden llevarse a dicho tribunal. 

Artículo 38, 2). “Asimismo podrá el Nuncio, a petición de ambas 
partes, por graves y convincentes razones y con el consentimiento del Me- 
tropolitano competente, ordenar, según su prudente juicio y conciencia, 
que la Rota de la Nunciatura Apostólica juzgue en segunda instancia las 
causas de nulidad de matrimonios que hubieren sido juzgadas en primera 
instancia por cualquier tribunal sufragáneo de España.” 

Aunque la Rota Española es, en general, respecto de las causas juzga- 
das por los tribunales españoles un tribunal ordinario de apelación, como 
la Rota Romana lo es en orden a las sentencias pronunciadas por los tri- 
bunales, eclesiásticos de todo el orbe, existe, con todo, una importante di- 
ferencia en cuanto a las causas que pueden llevarse ante ambos tribunales 
(confróntese art. 38, a), ya comentado). Conforme allí dijimos, la Rota 
Romana puede conocer, en segunda instancia, las causas juzgadas por los 
tribunales sufragáneos, siempre que así lo intente el apelante (c. 1 599, 
$ 1, núm. 1), y en España con el mutuo acuerdo de ambos litigantes (ar- 
tículo 39). Al contrario, la Rota Española únicamente puede juzgar estas 
causas en segunda instancia, cumpliendo las condiciones prescritas en el 
artículo 38, 2, que son las siguientes: 

a) Petición de ambas partes.—Este requisito de la petición indica que- 
de suyo la Rota de la Nunciatura no es competente con anterioridad a la 
comisión del Nuncio para juzgar las mencionadas causas; porque, si lo- 
fuera, el actor, o sea el apelante en este caso, tendría por sí solo derecho 
para elegir el tribunal de la Rota Española, como puede elegir el del Me- 
tropolitano sin necesidad de petición al Nuncio. 

b) Por comisión del Nuncio.—No siendo la Rota Española compe- 
tente por sí misma, en virtud de su potestad ordinaria, para juzgar en se-- 
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gunda instancia las causas vistas en primera por los sufragáneos, necesita 
la comisión del Nuncio, a la manera como la Rota Romana juzga por co- 
misión del Romano Pontífice las causas que éste hubiera avocado a sí y 
encomendado al tribunal de la Rota (c. 1.557, $ 3). 

c) Por graves y convincentes razones.—La apelación directa a la Rota 
Española contra las sentencias dictadas por los tribunales sufragáneos en 
primera instancia es un recurso que rompe la linea general en el ordena- 
miento de las instancias, es una apelación per saltum, omisso medio, como 
se decía en el derecho de las Decretales. Esta discontinuidad en el orden de 
las apelaciones produce, según el derecho común, incompetencia absoluta 
en el tribunal (c. 1.558). Sin embargo, el mismo Motu proprio de Pío XII, 
que como principio general establece la competencia de la Rota Españo!a, 
en segunda instancia, sobre las causas juzgadas en primera por los tribu- 
nales metropolitanos o por los inmediatamente sometidos a la Sede Apos- 
tólico (art. 38, a), y en tercera instancia sobre las causas juzgadas en pri- 
mera por los tribunales sufragáneos y en segunda por los metropolitanos 
(artículo 38, b), admite como excepción que la Rota de la Nunciatura pue- 
da conocer también en segunda instancia, o sea omitido el tribunal del Me- 
tropolitano, las causas de nulidad del matrimonio que fueron juzgadas en 
primera instancia por cualquier sufragáneo, exigiendo para poder seguir 
este procedimiento excepcional la existencia de “graves y convincentes ra- 
zones”, según el prudente juicio y conciencia del Nuncio. 

d) Con consentimiento del Metropolitano competente.—La prescrip- 
ción contenida en el artículo 38, 2, que ahora comentamos, representa una 
derogación del derecho que, según el sistema general del proceso canónico, 
reconocido también en las Normas de la Rota Española, compete al Me- 
tropolitano en orden a los tribunales sufragáneos con exclusión de cual- 
quier otro tribunal, exceptuando el derecho concurrente de la Rota Romana. 
Por esta causa, además de las condiciones ya expuestas, se exige, para que 
la derogación tenga efectividad sin menoscabo del derecho del Metropoli- 
tano, que éste preste su asentimiento a la actuación de la Rota Española 
en segunda instancia acerca de las sentencias pronunciadas por los sufra- 
gáneos. 

e) Causas de nulidad de matrimonio.—Son éstas las únicas causas que, 
pasando por alto el tribunal metropolitano competente, se autoriza llevar 
directamente del tribunal sufragáneo a la Rota de la Nunciatura Apostó- 
lica. El motivo de esta facultad especial en orden a las causas de nulidad 


del matrimonio es indudablemente. la trascendencia y dificultad de estas 


causas, que hacen muy conveniente el que puedan ser llevadas, una vez 
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vistas en primera instancia por el tribunal del Ordinario de lugar, al tri- 
bunal más autorizado, que en España es el de la Rota de la Nunciatura. 
Cierto que, aun sin preterición del tribunal metropolitano, estas causas de 
nulidad podían presentarse, para su definitiva resolución, ante la Rota de 
la Nunciatura; pero esto sólo podía suceder normalmente si en las dos ins- 
tancias precedentes no habían recaído dos sentencias conformes y contra- 
rias a la nulidad o, si las dos sentencias habían sido favorables a la nuli- 
dad y el defensor del vínculo creía oportuna nueva apelación (c. 1.987). 


La prescripción del artículo 38, 2, marca un procedimiento por el que 
con más rapidez y con menos dispendio se puede conseguir que la causa en- 
tre en la esfera jurisdiccional de la Rota de la Nunciatura, Siguiendo las 
normas generales trazadas antecedentemente en este mismo artículo 38, la 
causa matrimonial de nulidad, como cualquiera otra interpuesta primera- 
mente ante un tribunal sufragáneo, sólo en tercera, instancia podía ser ad- 
mitida en la Rota de la Nunciatura. Pero, según la prescripción del artícu- 
lg S 2, puede ya introducirse la causa matrimonial de nulidad ante la 
Rota de la Nunciatura Apostólica en segunda instancia. 

La competencia de la Rota Española, en segunda instancia, respecto de 
las causas juzgadas por los tribunales sufragáneos, omitido el tribunal me- 
tropolitano, es un caso nuevamente introducido por el Motu proprio de 
Pío XII, del cual no existe precedente alguno en el Breve de Clemente XIV. 


Artículo 39. “Podrán siempre las partes, cuando mediare acuerdo mu- 
tuo para ello, llevar directamente en legítima apelación a la Sagrada Ro- 
mana Rota las causas que hubieren sido juzgadas en primera instancia por 
los tribunales de cualesquiera Ordinarios” (c. 1.599, $ 1, núm. 1). 


El principio de derecho común sobre la facultad de apelar en segunda 
instancia a la Rota Romana lo establece el canon 1.599, $ 1, núm. 1.”, con 
estas palabras: “$ 1. La Sagrada Rota juzga: 1. En segunda instan- 
cia las causas juzgadas en primer grado por los tribunales de cualesquiera 
Ordinarios y llevadas a la Santa Sede en legítima apelación.” Aunque el 
artículo 39 cita el canon 1.599, $ 1, núm. 1.”, cual si fuera mera aplica. 
ción de él, en realidad el artículo 39 contiene una limitación en la facultad 
que concede el canon 1.599, $ 1, núm. 1.*; porque este canon autoriza para 
proponer la apelación ante la Rota Romana contra las sentencias pronun- 
ciadas en primera instancia por el tribunal de cualquier Ordinario, a op- 
ción de sólo el apelante, mientras que el artículo 39 únicamente autoriza 
llevar directamente en apelación a la Rota Romana las causas que han sido 
juzgadas en primera instancia por los tribunales de los Ordinarios, me- 
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diando acuerdo mutuo de las partes litigantes. Esta limitación del derecho 
de apelación a la Rota Romana favorece a la parte peor dotada de recur- 
sos económicos y que tal vez por no poder costear las expensas de la ape- 
lación a la Rota Romana veríase precisada a renunciar a su derecho. La 
exigencia del mutuo acuerdo para apelar a Roma, al dificultar este recur- 
so, viene a favorecer también la tramitación de las causas españolas por 
medio de los tribunales españoles. Lo dicho no quiere decir que la mente 
de la Santa Sede, tal como se manifiesta en el Motu proprio " Apostolico 
Hispaniarum Nuntio”, sea opuesta a que las causas españolas se lleven 
directamente en apelación a la Rota Romana, sino que la Santa Sede, no 
obstante la indiscutible preeminencia y suprema autoridad de la Rota Ro- 
mana, benignamente concede que las causas españolas puedan tramitarse 
generalmente hasta su conclusión en España, y aun pone el requisito espe- 
cial del mutuo acuerdo para que las sentencias dadas en primer grado por 
los tribunales de los Ordinarios españoles puedan llevarse en segunda ins- 
tancia a la Rota Romana. Esta limitación del derecho de apelación a la 
Rota Romana puede asegurarse que ha sido establecida “ut... maturius et 
commodius in causis praedictis ius unicuique tribuatur”, como se decía en 
el Breve de Clemente XIV “Administrandae iustitiae zelus". Véase lo an- 
teriormente dicho al hablar de la Rota como tribunal privilegiado. 

El derecho de apelación a la Rota Romana, en segunda instancia, pre- 
vió el mutuo acuerdo de las partes, juzgamos que debe aplicarse lo mismo 
a las sentencias dadas en primera instancia por los tribunales de los sufra- 
gáneos que a las pronunciadas por los tribunales metropolitanos o inme- 
diatamente sometidos a la Santa Sede, puesto que todos estos son tribuna- 
les de los Ordinarios, como dice el artículo 39, y en todos estos casos urge 
por igual la razón de la ley. Ni obsta lo establecido en el artículo 38, a), 
como ya expliqué al comentar dicho apartado. 

Artículo 40. “La querella de nulidad se propone a tenor de los cáno- 
nes 1.893 y 1.895, y la restitución in integrum, según la norma del ca- 
non 1.906.” 

El canon 1.893, primeramente citado, señala el procedimiento que ha 
de seguirse en los casos de nulidad insanable enumerados en el canon pre- 
cedente. Dice así el expresado canon 1.893: “La nulidad de que habla el 
canon 1.892 puede proponerse a modo de excepción perpetuamente, y a 
modo de acción ante el juez que dictó la sentencia, dentro de los treinta 
años a contar desde el día de la publicación de la sentencia.” Sobre el modo 
de proceder en los casos de nulidad sanable se expresa así el canon 1.895: 
“La querella de nulidad, en los casos del canon 1.894, puede proponerse 
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o juntamente con la apelación dentro de diez días, o por separado y como 
querella únicamente, dentro de los tres meses a partir del día en que fué 
publicada la sentencia y ante el juez que la dictó.” 

Después que la Rota Española ha declarado inválida una sentencia, con- 
forme a los citados cánones, la causa debe ser nuevamente juzgada por el 
mismo tribunal que dictó la sentencia inválida y en el mismo grado. 

La restitución in integrum, dice el artículo 40, se propone según la nor- 
ma del canon 1.906. He aquí su texto: “Es competente para conceder la 
restitución in integrum el juez que pronunció la sentencia, a no ser que 
aquélla se pida por haber quebrantado el juez las prescripciones legales; en 
este caso la concede el tribunal de apelación.” Sobre el sentido de las pres- 
cripciones legales de que se trata en el canon 1.906, y en el canon 1.905, 
$ 2, núm. 4.°, remitimos a nuestros lectores a los comentaristas de dichos 
cánones. Al canon 1.906 añadimos en nuestro Código de Derecho Canóm- 
co, anteriormente citado, el siguiente breve comentario, que interesa trans- 
cribir aqui: Si la sentencia ha llegado a ser firme y ejecutoria por haber 
sido confirmada por el juez de apelación, compete conceder la restitución 
in integrum, según la opinión más común y fundada, al juez que pronunció 
la última sentencia, a no ser que se pida la restitución a causa del menos- 
precio de la ley cometido por este mismo juez. 

Artículo 41. “Cuando bien por nueva proposición de la causa, bien 
por querella de nulidad o por restitución im integrum, debiere tener lugar 
una nueva instancia y en la Rota de la Nunciatura Apostólica no hubiere, 
porí cualquier causa, jueces necesarios para constituir el turno, tiene lugar 
la devolución de la causa a la Santa Sede.” 

Los jueces necesarios para constituir el turno pueden faltar por una 
causa eventual, verbigracia, por enfermedad, y también, conforme queda 
anotado en el comentario al artículo 38, c), siempre que en la Rota Espa- 
ñola la causa ha sido ya vista dos veces. 

Debe observarse que si ocurriere la falta de auditores, la causa se de- 
vuelve a la Santa Sede: se habla de devolución, no de apelación. Por consi- 
guiente, de aquí no se desprende que contra la sentencia de la Rota Espa- 
ñola pueda apelarse a la Rota Romana, sino que tiene aplicación lo que 
prescriben los cánones 1.557, $ 3, y 1.599, $ 2, es decir, que la causa se 
devuelve al Romano Pontífice y él la encomienda al juez o tribunal que - 
estime oportuno en cada caso y que suele ser la Rota Romana, por su ex- 
traordinaria competencia técnica y científica. 

Antes de poner término a este comentario sobre naturaleza y compe- 
tencia de la nueva Rota Española, creemos oportuno replantear algunas 


— 888 — 


NATURALEZA Y COMPETENCIA DE LA ROTA DE LA NUNCIATURA APOSTOLICA EN ESPAÑA 


cuestiones ya de antiguo muy debatidas, para apuntar la solución que juz- 
gamos debe dárseles en la actualidad con arreglo a las prescripciones ca- 
nónicas y las normas por las que ahora se rige la Rota Española. 


PRIMERA CUESTIÓN. —La Rota de la Nunciatura y las causas criminales. 


En la primera parte del Breve de Clemente XIV “Administrandae ius- 
titiae zelus" se hablaba de las causas civiles y de las criminales, recono- 
ciendo la competencia del antiguo tribunal del Auditor de la Nunciatuta 
para juzgar sobre todas ellas, y otorgando, al parecer, la misma facultad 
a la primitiva Rota de la Nunciatura. A pesar de ello, posteriormente, se 
dudó si la Rota Española podía conocer las causas criminales. La causa 
principal de la duda se decía ser que, estando-constituída la Rota Española 
a semejanza de la Romana, no parecía admisible que la Rota Española tu- 
viese competencia en las causas criminales, sobre las que no podía juzgar 
la Rota Romana. Así expuso la duda el primer Nuncio-Presidente del Tri- 
bunal de la Rota, Valenti Gonzaga: “Magna insuper difficultas quoad cau- 
sas criminales exsurgit, cum ex constitutionibus apostolicis prohibitum sit 
Rotae Romanae, ad cuius normam haec hispanica erigi debet, de causis 
criminalibus iudicium ferre et aliunde mos hic semper fuit iudicibus in Cu- 
ria has causas numquam committere" (12). 

El motivo de la duda, o sea la semejanza con la Rota Romana, tiene 
ahora un valor inverso, porque en la actualidad la Rota Romana juzga las 
causas criminales lo mismo que las contenciosas, exceptuándose tan sólo las 
llamadas causas mayores. No cabe duda, por consiguiente, que la Rota Es- 
pañola es igualmente competente en las causas criminales que en las con- 
tenciosas, puesto que en el Motu proprio de Pio XII nunca se hace la me- 
nor distinción entre ambos géneros de causas, como puede verse, por ejem- 
plo, en el artículo 1.° y en el 38, que hemos estudiado. 


SEGUNDA CUuEsTIÓN.—Apelación de la Rota Española a la Rota Romana. 


Los defensores de la teoría regalista impugnaron en todo tiempo la le- 
gitimidad de las apelaciones directas a la Rota Romana y aun en general 
a la Santa Sede contra las sentencias dictadas por los tribunales eclesiás- 
ticos españoles, siempre que se omitiera la apelación a la Rota Españo- 


(12) PICANYOL, “Apollinaris”, t. V (1932), pág. 330. 
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la (13). Esta teoría, en lo que respecta a las apelaciones o recursos dirigi- 
dos al Sumo Pontífice, es absolutamente inadmisible, por atentar contra 
los derechos soberanos de la Sede Apostólica. Por esta causa, tanto en el 
Breve de Clemente XIV como en el Motu proprio de Pio XII, se reconoce 
la legitimidad de dichas apelaciones o recursos a la Santa Sede, aunque se 
haga caso omiso de la Rota de la Nunciatura (14). Se admite, asimismo, 
en dichos documentos pontificios la legitimidad de la apelación directa a 
la Rota Romana, aun con preterición de la Española (15). Sin embargo, 
respecto de la antigua Rota Española, citase algún caso en el que la Rota 
Romana se negó a admitir la apelación contra la sentencia dictada por una 
'Curia metropolitana, a causa de haber sido omitida la apelación a la Rota 
de la Nunciatura. Tal es el ya aludido caso del sacerdote catalán, a quien, 
habiendo acudido a la Rota Romana contra un fallo de su Metropolitano, 
respondió la Rota y confirmó la Secretaría de Estado, en carta al Carde- 
nal Vico que “para la última apelación tenía en España al Supremo Tri- 
bunal de la Rota, porque la Santa Sede respeta siempre los privilegios ema- 
nados de ella y pone especial interés en dar ejemplo de respeto a los Con- 
cordatos”. La verdad es que en el Concordato de 1851 no se hace mención 
alguna de la Rota Española. 


Pero la cuestión que ofrece mayor dificultad y que, desde la constitu- 
ción de la Rota Española, ha sido incesantemente discutida es si puede 
apelarse a la Rota Romana contra los fallos dados por la Rota de la Nun- 
ciatura de Madrid. Esta cuestión únicamente cabe plantearla, aunque los 
autores no siempre lo expresan con suficiente claridad, en orden a las sen- 
tencias de la Rota Española, que no han llegado a obtener categoría de 
sentencias firmes, o sea que no han pasado a ser cosa juzgada, pues en 
cuanto a la sentencia firme de la Rota Espafiola, como a la de cualquier 
otro tribunal, es manifiesto que no se da apelación propiamente dicha a 
ningún tribunal superior, ni siquiera a la Rota Romana (cfr. cc. 1.902 
y 1904). 


Planteada la cuestión en los referidos términos y limitando al ültimo 
cuarto de siglo la historia de su discusión, hallamos como patrocinadores 
más denodados de la sentencia que niega la facultad de apelar de la Rota 


(13) Muniz, Procedimientos Ecl., t. I, n. 263. 
(14) Véase el artículo 35, anteriormente comentado. 
(15) Cfr. artículo 39 del Motu proprio de Pío XII. ev 
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Española a la Romana a D. Javier VALES FAILDE (20) aL oerte (17) 
y a D. PEpno CANTERO (18). 

Por el contrario, el más decidido sostenedor de la sentencia que afir- 
maba, antes del Motu proprio de Pío XII, el derecho de apelar a la Rota 
Romana contra los fallos de la Rota Española ha sido el escolapio P. Pr- 
CANYOL (19). Del P. FERRERES (20) indica el P. REGATILLO (21) que pa- 
rece admitir el derecho de apelar de las sentencias de la Rota Espafiola a 
los tribunales romanos, aunque expresamente sólo habla de las apelaciones 
a Roma. El P. REGATILLO (l. c.), aunque pone algunos reparos a la argu- 
mentación del Sr. CANTERO, no se inclina por ninguna sentencia, y con 
referencia al Motu proprio de Pio XII únicamente afirma que en él no se 
consigna que de la Rota Española pueda apelarse a la Rota Romana. 


Nosotros creímos siempre más conforme al carácter de la Rota Espa- 
fiola la sentencia que negaba la facultad de apelar a la Rota Romana con- 
tra las resoluciones dadas por la de Madrid. Y ahora el silencio del docu- 
mento pontificio restaurador de la nueva Rota de la Nunciatura acerca 
de una cuestión tan importante nos confirma en la misma opinión. En 
efecto, el nuevo documento pontificio es obra de un estudio concienzuda- 
mente elaborado, especialmente lo que se refiere a la determinación de la 
competencia, como de su lectura a primera vista se colige; por lo cual, no 
cabe suponer que haya dejado sin resolver una cuestión de tanta monta. 
¿Y cuál es la solución que del silencio se deduce? Podría decirse que todo 
aquello que no está regulado en el Motu proprio de Pío XII debe atempe- 
rarse a las prescripciones del derecho común, puesto que en el preámbulo 
del Motu proprio se afirma que la Rota de la Nunciatura se constituye nue- 
vamente "para tramitar las causas eclesiásticas según el Derecho canó- 
sico". Este principio es incuestionable, pero solamente tiene aplicación 
respecto de aquello que ni explícita ni implícitamente se halla determi- 
nado en la ley particular de la nueva Rota Española. Ahora bien, nosotros 
creemos que esta solución está implícitamente, pero con bastante claridad, 
solucionada en el Motu proprio "Apostolico Hispaniarum Nuntio". En 
este documento, aunque era innecesario advertirlo, se hace constar explí- 
citamente en su artículo 35 el derecho de recurrir en cualquier momento 


(16) VALES FAILDE, Discurso leído en el acto de recepción en la Academia de Ciencias Mo- 
i 25 enero 1920. E 
E S MER El Código Canónico aplicado a España, n. 503, VII, 1.2 (Madrid, 1926). 
(18) CANTERO, La Rota Espafiola, págs. 137-141 (Madrid, 1016); 
(19) PICANYOL, *Apollinaris", t. V, págs. 344-350 (Roma, 1932). 
(20) FERnERES, La Curia Romana, n. 1.005 (Madrid, seed TN 
(21) REGATILLO, “Sal Terrae", pág. 632 (Comillas—Santander—, Ye 
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y estado del pleito al Romano Pontífice. Más aún: el artículo 39 autoriza 
a las partes, cuando mediare acuerdo mutuo para ello, llevar directamente 
en legítima apelación a la Sagrada Romana Rota las causas que hubieran 
sido juzgadas en primera instancia por los tribunales de cualesquiera Or- 
dinarios. En cambio, en ninguna parte se dice que contra la sentencia de 
la Rota Española se pueda apelar a la Romana. Si el Romano Pontífice 
hubiera intentado resolver la antigua cuestión, permitiendo apelar de la 
sentencia dictada por la Rota Española a la Romana, el lugar más ade- 
cuado para consignar esta declaración hubiera sido a continuación de la 
letra c) del artículo 38 o después del artículo 39, pero nada se dice en 
ninguno de los dos puntos. La ausencia de declaración explicita a favor 
del derecho de la Rota Romana, cuando en el documento pontificio tan 
cuidadosamente se afirman los derechos de la Santa Sede, habida en cuenta, 
por otra parte, la naturaleza de la Rota Española, anteriormente decla- 
rada, así como la duda de antiguo agitada en torno a esta cuestión cardinal, 
nos parece argumento poderoso para juzgar que en el Motu proprio de 
Pio XII no se admite o no se presupone la facultad de apelar a la Rota 
Romana contra las sentencias de la Española, sino que, implicitamente, 
se reconoce a la Rota de la Nunciatura el carácter de Tribunal Supremo 
para las causas espafiolas, a semejanza de la Rota Romana y en el sentido 
restringido que en la primera parte de este trabajo queda explicado. Exis- 
tiendo una declaración implicita en pro de la no existencia de la facultad 
de apelar a la Rota Romana, por vía ordinaria, contra los fallos de la Rota 
Española, no puede ya argumentarse a base del silencio del Motu proprio 
de Pío XII, porque, aparte de otras razones, ni siquiera el silencio es com- 
pleto. 


TERCERA CUESTION.—Relaciones de la Rota Española con la Signatura 
Apostólica. 


El Sr. CANTERO proponía esta misma cuestión respecto de la antigua 
Rota en los siguientes términos: “¿Pueden los españoles acudir de los 
fallos de la Rota Española al Supremo Tribunal de la Signatura Apostó- 
lica?” Y contesta: “A mi juicio, sin duda alguna. ¿Cómo, en qué y para 
qué? En principio, se puede afirmar que en la misma forma, en los mis- 
mos asuntos y con los mismos fines que los fieles de todo el mundo, ex- 
cepto de España, pueden canónicamente acudir de la Rota Romana al Su- 
premo Tribunal de la Signatura Apostólica, con esta única condición: 
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que no lesionen la naturaleza y el carácter privilegiado de la Rota Espa- 
ñola.” Luego añade: “Difícil es contestar en el terreno de los hechos a 
esta cuestión relativa a las relaciones jurídicas, sustantivas y adjetivas, en- 
tre la Rota Española y la Signatura Apostólica” (22). No podemos asen- 
tir en este particular 'a la opinión del referido autor, porque, si bien es 
cierto que la Rota Española tiene muchos puntos de semejanza con la 
Rota Romana, de aquí no se colige necesariamente que en una cuestión 
concreta haya de prevalecer siempre el criterio de semejanza. La Signa- 
tura Apostólica ha sido constituida expresamente para ejercer una alta 
inspección, más bien de orden gubernativo que judicial, sobre la Rota 
Romana, a causa de la categoria preeminente de este tribunal. Pero este 
excelso privilegio y alta consideración, otorgada a la Rota Romana por 
razones especiales y privativas, no puede extenderse a otros tribunales, 
aunque bajo ciertos aspectos se consideren semejantes a la Rota Romana. 

En nuestra opinión, el principio que debe sentarse es el de que las re- 
laciones de la Signatura Apostólica con la Rota Espaíiola no son las que 
median entre la Signatura y la Rota Romana, sino las que la Signatura 
Apostólica mantiene con los demás tribunales inferiores, a tenor del ca- 
non 1.603, 6.” Por consiguiente, si surgiere un conflicto de competencia 
entre la Rota Española y otro tribunal, verbigracia, el metropolitano, el 
conflicto lo dirimirá la Signatura Apostólica. 


No ejerciendo este Supremo Tribunal sobre la Rota Española la fun- 
ción moderadora que desempeña cerca de la Rota Romana, ocurre pre- 
guntar quién es el que debe ejercer sobre la Rota Española dichas fun- 
ciones, y más concretamente las contempladas en el canon 1.603, SIM 
números I." al 5.^; o, en otros términos, cómo deben resolverse estos casos 
con relación a la Rota Espafiola. La solución debe buscarse en el mismo 
Motu proprio de Pio XII. 


La directriz general sobre esta materia nos la marca el artículo 16, 
que dice así: “La Rota está colocada bajo la autoridad del Nuncio apos- 
tólico; por lo cual pertenece al Nuncio, salvo que se disponga lo contrario, 
ejercer sobre la Rota la potestad que los Obispos ejercen sobre sus tribu- 
nales.” El Motu proprio da también solución concreta, pero distinta del 
recurso a la Signatura Apostólica, a los cinco primeros casos enumerados 


en el $ 1 del canon 1.603. 


(22) CANTERO, La Rota Española, pág. 142. 
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I El caso de violación del secreto o de irrogación culpable de per- 
juicios, cometida por algún auditor de la Rota de la Nunciatura, lo san- 
ciona el artículo 34, obligando a resarcir los daños y autorizando para que 
los auditores culpables sean castigados por el Nuncio apostólico o sean 
llevados ante la Sede Apostólica. También se trata en este mismo artículo 
del modo de proceder contra el fiscal, el defensor del vínculo y sus susti- 
tutos, así como contra todos los ministros que falten al cumplimiento de 
sus deberes. 2.” De la excepción de sospecha se trata.en los artículos 28 
y 29. 3.” De la querella de nulidad se ocupa el artículo 40. 4.” De la resti- 
tución “in integrum" habla el mismo artículo 40. 5.” Acerca de los re- 
cursos contra las sentencias pronunciadas por la Rota Española en causas 
que no pasan nunca a cosa juzgada, establece el articulo 57 que no se 
admiten tales recursos o nuevas proposiciones de la causa sino de confor- 
midad con los cánones 1.903, 1.987 ¥ 1.989. 


Con lo dicho queda palmariamente demostrado cómo el Supremo Tri- 
bunal de la Signatura Apostólica no tiene con la Rota Española las mis- 
mas ni siquiera parecidas relaciones que con la Rota Romana, sino que 
ejerce tan sólo sobre la Rota Española la potestad que desempeña sobre 
los demás tribunales inferiores. 


CUARTA CUESTIÓN.—La Rota Española y los tribunales inferiores. 


El orden jerárquico de los tribunales en España es éste: tribunal dio- 
cesano, tribunal metropolitano o inmediatamente sometido a la Santa Sede 
y Rota de la Nunciatura Apostólica. Por consiguiente, en España deben 
llevarse ante la Rota de la Nunciatura todas aquellas causas cuya solución 
está encomendada por el Código al tribunal superior, cuando dichas causas 
se suscitan en un tribunal metropolitano o en un tribunal inmediatamente 
sometido a la Santa Sede. Estos casos son, entre otros, aquellos de que 
se trata en los cánones 1.572, $ 2; 1.612, $ 2; 1.614, $ 2; 1.709, $ 3; 
1.5085 .1:599, $ 151.000: 1.020, 8 23 9 1860 8 21 


Desde el tribunal de primera instancia, no inmediatamente sometido 
a la Santa Sede, no pueden llevarse las cuestiones a la Rota de la Nun- 
ciatura, ni siquiera en el supuesto de que se cumplan los requisitos seña- 


lados en el n. 2) del artículo 38, fuera del caso de verdadera apelación, 
a tenor de este mismo número y artículo. 
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Omitimos el proponer la cuestión sobre la necesidad de las tres sen- 
tencias conformes, en España, para que la sentencia sea firme o la cosa 
juzgada. Esta doctrina, válida en el derecho antiguo, pero que, sin fun- 
damento, pretendieron algunos autores mantener en vigor después del Có- 
digo, ha quedado explícitamente abrogada por el Motu proprio de Pio XII, 
que en el artículo 57 dice así: "Se produce la autoridad de cosa juzgada 
a tenor del canon 1.902, nn. 1-3, y en las causas que no pasan nunca a 
cosa juzgada no se admite nueva proposición de la causa sino a tenor de 
los cánones 1.903, 1.987 y 1.989.” El citado canon 1.902 nunca exige tres 
sentencias conformes para que la cosa sea juzgada, sino dos, a lo más, 
cambiando así la ley vigente en el derecho antiguo. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


Catedrático de Derecho canónico en la Universidad Pontificia de Salamanca 
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LAS ASOCIACIONES DE FIELES 
rg OD Ge) CAN ONICO YSFA 
ACCION CATOLICA 


Algunos lectores de esta revista nos han solicitado una ampliación de 
algunas cuestiones sobre Acción Católica que dejamos un tanto veladas en 
nuestro artículo anterior. 

Con el único fin de aclarar conceptos oscuros, si es que los hubiera, y 
poner de nuestra parte lo poco que tenemos en esta labor esperanzadora, 
siempre sumisos y reverentes a las órdenes de la Jerarquía eclesiástica, 
ponemos mano a la obra. 

Dividimos este estudio en dos partes. En la primera queremos presen- 
tar un comentario a un artículo interesante, que nos hará comprender la 
identidad de criterio en otros países, y en la segunda recogeremos la ac- 
tualidad española, que se ha mostrado abundante en sus objeciones y di- 
ficultades, en especial a raíz de la carta del Sumo Pontífice al R. P. Ilun- 
dáin, S. J., Director de las Congregaciones Marianas en España, y de los 
nuevos estatutos de la Acción Católica Italiana. 


COMENTANDO UN ARTICULO INTERESANTE 
“ASPECTO JURIDICO DE LA ACCION CATOLICA” 


Con el mismo título con que encabezamos esta parte apareció en la 
magnífica revista brasileña “Revista Ecclesiástica Brasileira” (vol. I, mar- 
zo-junio de 1941, págs. 68-90) un artículo profundo y claro, firmado por 
Ramón Ortiz, licenciado en Derecho canónico, diplomado en Acción Ca- 
tólica por el Oficio Central de Roma y Vicario general de la diócesis de 
Tabauté para la Acción Católica y la enseñanza religiosa. 

Como en él se estudian poco más o menos las mismas cuestiones que 
apuntábamos en el artículo titulado “La situación jurídica actual de la 
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Acción Católica”, aparecido en esta revista (1), nos ha parecido conve- 
niente dar un extracto de dicho artículo a nuestros lectores y hacer algún 
breve comentario de sus ideas. 

Siempre consuela al investigador el ver cómo sus apreciaciones coin- 
ciden plenamente con otros estudiosos que en otras naciones inquieren so- 
bre los mismos problemas, y algo de esto nos ha ocurrido a nosotros. 

Publicado nuestro artículo, pudimos, gracias a la amabilidad de los di- 
rigentes de esta misma revista, tener en nuestras manos varios números de 
la “Revista Ecclesiástica Brasileira”, y en ellos pudimos leer con agrado 
diversos artículos sobre Acción Católica, todos ellos atinados e interesantes, 
que nos confirmaron en lo que ya sospechábamos. El Brasil, país nüme- 
ro uno en Congregaciones Marianas florecientes y apostólicas y gran pro- 
pulsor de la Acción Católica, ha tenido que romper lanzas en defensa de esta 
Asociación moderna (2). Y asi ha sido, en efecto. Por ello nos vemos 
obligados, y lo hacemos con sumo gusto, a retirar la frase casi absoluta 
que apuntábamos en nuestro trabajo antes citado: "Nadie como los espa- 
ñoles, que nosotros sepamos, ha percibido con más claridad y más pro- 
fundamente la situación privilegiada que le corresponde a esta nueva Aso- 
ciación.” Hoy la completariamos diciendo que a la aportación española 
hay que añadir, sin duda ninguna, la brasileña. 

El autor de este trabajo que pretendemos comentar hace en sus co- 
mienzos la afirmación de que el estudio que da a la publicidad es, con 
ligeras modificaciones, la Exercitatio Practica que presentó en la Facultad 
de Derecho de la Universidad Gregoriana de Roma. Y ello hace que apre- 
ciemos más su investigación, pues más tarde él mismo ‘nos dirá que su modo 
de pensar fué corroborado por canonistas de talla en Roma. 

Iremos, pues, siguiendo paso a paso el desarrollo de esta investigación, 
exponiendo por nuestra parte las sugerencias que nos proporcionen sus 
ideas. 


PREFACIO E INTRODUCCIÓN 


Acertadamente advierte que la Acción Católica puede ser considerada 
bajo diversos aspectos : histórico, social, dogmático, jurídico, etc. De todos 
ellos, sin duda, el más atrayente y fructuoso, el aspecto de vida, al que- 


(1) JAIME SÁEZ GOYENECHEA, La situación jurídica actual de la Acción Católica. REVISTA ES- 
PAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO (1946), págs. 583-613. 

(2) FEDERICO Diponer, Las Congregaciones Marianas y la Acción Católica Brasileña, “Re- 
vista Ecclesiástica Brasileira”, vol. II (1942), págs. 94-199. Cfr. también Carta al Episcopado 
brasileño. N. B. Citamos los documentos pontificios, como en el anterior artículo, haciendo la 


referencia oportuna a la obra Colección de Encíclicas Pontificias, sirviéndonos de la mis-- 
má sigla C. E. P. 
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bastantes tratadistas se han dedicado, aunque tal vez no con la profusión 
debida, puesto que la Acción Católica es la propia vida católica vivida y 
difundida por el laicado (3). 


Fué precisamente el mismo Pío XI (4), como ya dijimos en nuestro 
trabajo anterior, el que sugirió la idea de estudiar este asunto bajo todos 
los prismas. Y así es, nos dice, cómo va verificándose el progreso de este 
movimiento para situarla convenientemente en la legislación eclesiástica. 


Da por supuestas las no pocas y no pequeñas dificultades que implica 
la empresa que acomete, pero se abraza a ella con el solo fin de contribuir 
en el noble anhelo de colocar a la Acción Católica en el puesto del Derecho 
que le pertenece. Supone, asimismo, las nociones generales de Acción Ca- 
tólica y tampoco quiere insistir sobre los conocimientos jurídicos de ca- 
rácter genérico, limitándose exclusivamente al estudio de la cuestión con- 
forme al título del trabajo que presenta. 


Circunscrito de este modo el campo de su actuación, pone como fun- 
damento de todo su estudio la definición clásica de Acción Católica: 
“La Acción Católica es la participación de los seglares en el apostolado 
jerárquico” (Pio XI). 

En nuestro artículo anterior indicábamos cómo para nosotros no ha- 
bía ninguna dificultad en admitir esta definición donde aparece el término 
participación, definición de la que dijo Pío XI que fué cuasi inspirada, 
a pesar de que Pío XII gusta más de la palabra "colaboración". Breve- 
mente notábamos cómo no existe oposición entre esos dos vocablos y re- 
mitíamos al lector a nuestra obra "Lecciones esquemáticas de Acción Ca- 
tólica”, donde ampliamos estos conceptos (5). 

Hoy hemos podido ver confirmada nuestra manera de pensar por el 
testimonio autorizado del Cardenal Piazza, Patriarca de Venecia y miem- 
bro de la Comisión Cardenalicia para la Acción Católica Italiana, en un 
artículo desconocido hasta ahora, que nosotros sepamos, en España, y que 
es muy importante para comprender el nuevo giro dado recientemente a la 
Acción Católica Italiana, como tendremos ocasión de comprobarlo tal vez 
en este artículo y en otro que preparamos. 


(3) Pío XI, Discurso a los alumnos de los Institutos Eclesiásticos de Roma (21-IV-1934). 
Cfr. Carta al Episcopado Filipino, C. E. P., pág. 967, n. 12, donde el Pontífice desarrolla la nue- 
'va definición *La A. C. es la vida católica". 

(4) JAIME SÁEZ GOYENECHEA, La situación jurídica actual de Acción Católica, REVISTA E$- 
PAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, vol. I (1946), pág. 584, nota 1.2 

(5) JAIME SÁEZ GOYENECHEA, Lecciones esquemáticas de Acción Católica (Seminario Dioce- 
sano, Vitoria, 1945), págs. 54 y sgs. Y pág. 9, n. 3. Y en el artículo citado, pág. 587. 


2-090] — 


JAIME SAEZ GOYENECHEA 


Dice así el Cardenal Piazza en los apartados segundo y tercero de su 
trabajo (6): 


“IL Colaboración o participación.—Con una variante que, bien 
comprendida, no muda en nada el concepto, Pío XI gustaba de susti- 
tuir muchas veces la palabra “colaboración” por la “participación” 
con el fin de resaltar más la unión que la A. C. debe tener con la vida 
v la actividad de la Iglesia. Podemos creer que esta variante le fué 
sugerida por el maravilloso pasaje que se encuentra en San Pedro 
y que fué citado y aplicado por el Papa ya en su primera Encíclica: 
“Decid a vuestros fieles seglares que cuando unidos a sus Obispos 
participan en las obras de apostolado y en las de redención individual 
y social, entonces más que nunca son ellos el “genus electum”, el 
“regale sacerdotium”, la “gens sancta”, el poder de Dios que San 
Pedro ensalza (1.* Petr., 2, 9). Es evidente que en esta estupenda apli- 
cación no se trata de una participación formal en el sacerdocio y en 
el apostolado, sino de una participación en la actividad sacerdotal y 
apostólica, la única posible para los simples cristianos; pero, sin em- 
bargo, esta participación, por ser sobrenatural en su sustancia y su- 
blime en sus fines, eleva grandemente a la persona seglar, haciéndola 
participar de la aureola y de los frutos del apostolado. 

TIT. La primera Encíclica de Pío XIT.—Y nos es grato colocar des- 
de ahora la primera Encíclica de Pío XI al lado de la primera recen- 
tísima del reinante Pontífice Pío XII, la "Summi Pontificatus", en la 
cual dedica a la Acción Católica una página consoladora y llena de 
paternal complacencia. Recurre en esta Encíclica a la ya clásica defi- 
nición de colaboración de los seglares formados en la A. C. para que 
adquieran una profunda conciencia de su noble misión. Cuáles sean 
en concreto esos seglares y cuál su misión, lo declara el Pontífice en 
una espléndida definición descriptiva: [componen la A. C.] Una fer- 
vorosa falange de hombres y de mujeres, de jóvenes de ambos sexos, 
los cuales, obedeciendo la voz del Sumo Pontífice y las directrices de 
sus Obispos, se consagran con todo el ardor de sus almas a las obras 
de apostolado, a fin de reconducir a Cristo las masas del pueblo que 
de él se habían apartado. 

El Santo Padre Pío XII prefiere evidentemente la palabra cola- 
boración, que es de más fácil comprensión y menos expuesta a erró- 
neas amplificaciones; pero admite también y confirma la profunda 
interpretación de su antecesor cuando escribe: “Este trabajo apostó- 
lico, realizado según el espíritu de la Iglesia, consagra al seglar cuas! 
ministro de Cristo en el sentido que le da San Agustín.” Y el Pontífice 
cita justamente el texto agustiniano, que parece ser una feliz antici- 
pación y presagio de una actividad, que hoy tiene un nombre, una 
doctrina y una realidad consoladoras (7). 


(6) “Revista Ecclesiástica Brasileira”, vol. I (1941), págs. 325-330. 

(7) Más tarde, en ese mismo artículo titulará un apartado: “Continuidad sustancial de- 
la A. C.", donde dice “A pesar de todo esto no ha habido ningüni| cambio sustancial en los 
fines y en la estructura de la A. C., cuya organización interna y estatutos quedarán intactos, 
exceptuadas una pequeñas modificaciones que la Comisión podrá introducir.” Nótese que se 


Peflere a los nuevos estatutos italianos, ya publicados, y qud es el mismo Cardenal el Pre- 
sidente de dicha Comisión. 
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Pío XI afirmó que no sin una especial inspiración de Dios definió 
a la A. €. como una participación o colaboración de los seglares en el 
apostolado jerárquico de la Iglesia. Este testimonio es de tanta tras- 
cendencia, de tanta autoridad y tan solemne, que no admite duda al- 
guna. Por otra parte, sabemos que el Papa goza, hasta fuera del campo 
de su infabilidad, de una asistencia especial de Dios en el gobierno 
de la Iglesia, al cual está íntimamente vinculada la A. C. Por lo demás, 


los hechos han venido a confirmar plenamente esa especial inspira- 
ción de Dios.” 


Hasta aquí el Cardenal Piazza. Quizá la cita haya resultado un tanto 
larga, pero sus palabras claras y precisas no necesitan comentario. Que- 
ríamos dejar de una vez sentado que es indiferente admitir cualquiera de 
las dos definiciones con tal que se interpreten rectamente. 

Hecha esta salvedad, el articulista que comentamos concluye de la de- 
finición que la Acción Católica: 1.” Es esencialmente “apostolado”. 2.” Es 
un apostolado “participado”. 3.” Es un apostolado “de laicos”. 4.” Es un 
apostolado “universal”, esto es, se extiende a todo y a todos análogamente 
como la Jerarquía. La definición sugiere esto y los documentos pontificios 
lo esclarecen (8). 5.” Es un apostolado “organizado” y "organizado jerár- 
quicamente”. La definición también sugiere esto, pues siéndolo así la Je- 
rarquía, también debe serlo su “participación”, y log documentos oficiales 
lo precisan (9). 

Para que se verifique tal apostolado, continúa nuestro autor, es nece- 
sario que los laicos estén dotados de un “mandato” especial. A este respec- 
to se expresa así SANTINI: “El apostolado jerárquico se ejerce en la Igle- 
sia en virtud de la así llamada “missio apostolica", dada por N. S. Jesu- 
cristo a los apóstoles y a sus sucesores: "Sicut misit me Pater et ego mit- 
to vos... euntes ergo in mundum universum praedicate evangelium omni 
creaturae" (10). Es, pues, fácil entender que, sin esa misión apostólica, 
nadie está autorizado a ejercer el apostolado público en pro de la salvación 
de las almas; y tal misión puede ünicamente comunicarla la santa madre 
Iglesia católica, apostólica, romana, porque sólo a ella fué confiada la 
evangelización de los pueblos. Y ünicamente en fuerza de este mandato 
especial o “misión canónica” puede el mandatario ejecutar las órdenes re- 
cibidas, en nombre y bajo la responsabilidad directa de la Jerarquía, dentro 
de los límites por ella establecidos y siempre bajo su dependencia” (11). 

(8) C. E. P., Carta al Card. Bertram, pág. 897, nn. 6 y 8, y al Card. Schuster, pág. 926, n. 4. 

(9) Pío XI, Discurso 27-VIII-1935 y carta al Card. Schuster, €. E. UP, pag: 926, n: 4, Para 
ampliar estos conceptos, efr. HERVÁS, Jerarquía y Acción Católica a la luz del Derecho, págs. 54 
y sgs. Y ZACARÍAS DE VIZCARRA, Curso de A. C., 3.2 edic. (Madrid, 1947), págs. 43-51 y 53-55. 


(10) Mt., 28-19. : 
(11y “O Exercito Mobilizado", pág. 7. 


— 903 — 


11 o ) n HUE AA 


JAIME SAEZ COYENECHEA 


Prácticamente, hoy en día este mandato se confiere a los laicos por el 
Obispo o su delegado, cuando aquéllos.se inscriben en la Acción Católica 
después de la ceremonia del “compromiso”, nos dice ya el mismo artícu- ' 
lista. 

Esta ha sido la manera usual y autorizada de interpretar las palabras 
de Pío XI, en la carta al Cardenal Bertram (12). 

Por otra parte, el mismo inmortal Pontífice declaró que la esencia de 
la Acción Católica consiste en el apostolado de los laicos participando del 
apostolado universal de la Jerarquía; o sea que su característica jurídica 
consiste en la organización juntamente con el mandato oficial, pues no nos 
es posible separar ambos términos. Aquél, es decir, el apostolado, es tan 
antiguo como la Ig'esia; ésta, la organización, admite evolución, como tan- 
tos otros institutos jurídicos, y presenta hoy en día un aspecto enteramente 
nuevo. 

Y de este aspecto jurídico es del que quiere tratar. La Acción Católica, 
pues, es una organización o serie de organizaciones especificas de laicos 
destinada al apostolado. Asi, jurídicamente hablando, la expresión—A cción 
Católica—tiene hoy en día en la Iglesia, concluye, un sentido determinado, 
preciso, de manera que no la podemos emplear, sin peligro de error y con- 
fusión, para cualquier actividad. 


LAS FUENTES DE DERECHO CANÓNICO 


Hecha la distinción clásica de las fuentes de Derecho canónico en fontes 
existendi y fontes cognoscendi (13), afirma que al tratarse en este caso de 
derecho positivo han de ser las determinaciones de la Iglesia a este respetto: 
su norma primacial. Por eso no ha de aferrarse solamente a la definición 
pontificia, sino que le será también preciso valerse de otros documentos 
existentes sobre la materia. 

Basándose, pues, en esas fuentes estudiará a la Acción Católica con el 
criterio arriba expresado en cinco capítulos que titula: 

I. La Acción Católica ante el Código de Derecho canónico. 

TI. La Acción Católica a la luz de las determinaciones de la Iglesia (de 
la Santa Sede y de los estatutos nacionales). 

TIT. La Acción Católica en el Derecho concordatario. 


(12) C. E. P., pág. 846, n. 4. Cfr. el comentario de este texto importantísimo en Lecciones. 
esquemáticas de Acción Católica, pág. 101, y en PorrET, De Actione Catholica principiis theolo- 
giae thomisticae dilucidata, “Angelicum” vol. XIII (Roma, 1936), pág. 455, nota 1.2 

(13) CAPELLO, Summa Juris Canonici, vol. I, 11 (1998). 
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IV. La Acción Católica en los Sínodos diocesanos, en los Concilios 
provinciales y plenarios, | 

V. Terminología. 

Sigámosle brevemente en su razonamiento. Veremos en este recorrido 
algunas coincidencias perfectas con los tratadistas espafioles y ciertos avan- 
ces que notaremos oportunamente, así como alguna divergencia. 


I. La Acción CATÓLICA ANTE EL CóDIGO DE DERECHO CANÓNICO 

1) Acción individual de los laicos. 

Recorre en este apartado los diversos pasajes del Código en los que éste 
se refiere a los trabajos que pueden desarrollar los laicos 'al lado de la Je- 
rarquía. Estas actividades pueden verificarse: a) en el ministerio, b) en el 
magisterio, c) en el régimen (14). 

a) En cuanto al ministerio.—Los laicos pueden administrar el bautis- 
mo en caso de necesidad, como consta de los cánones 742 y 750, $ 1. 

En la celebración del matrimonio los ministros son los laicos, los con- 
trayentes. WERNZ-V rpAL llama a esto, como a la administración del bautis- 
mo en caso de necesidad, “potestas ordinis sensu lato” (15). En trece cá- 
nones (cc. 762-769 y 793-797) trata el Código de los padrinos, sobre los 
cuales advierte lo siguiente: 1) los padrinos de moré (16) no deben ser re- 
ligiosos ni clérigos "in sacris" v en general son laicos; tienen una misión 
de santificación en relación con sus ahijados (cfr. c. 769). Más interesante 
se torna esta actividad del laico en el ministerio cuando consideramos en 
el caso presente que, por el acto del sacerdote, el padrino adquiere el paren- 
tesco espiritual con el bautizado. Hablando de la relación entre el aposto- 
lado de los padrinos y la Acción Católica, dice TromP: “Quia vero per- 
suasum mihi est ex renovatio patrinorum instituto nostris hisce tempori- 
bus, haud paucas ob rationes statio Ecclesiae primaevae similibus multas 
animas salvari posse, novumque campum aperiri salutifero conatui Actio- 
nis Catholicae" (17). Alude, por fin, el canon 1.185. 

b) En cuanto al magisterio.—Cita el canon 1.333, y en él distingue 
tres especies de actividades: a) de los piadosos laicos individualmente; 
b) de un sodalicio determinado: el de la Doctrina cristiana; c) de una 
asociación semejante, por ejemplo, la Acción Católica. Del canon 1,113 


(14) Cfr. Lecciones esquemáticas de Acción Católica, págs. 90 y sgs. 
(15) Jus Canonicum, vol. II, n. 49, II b (1928). 

[16) Ordinariamente. Te 

(17) “Periodica”, vol. XXVIII, fasc. V, pág. 409. 
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afirma que “oficializa” el deber que tienen los padres por ley natural de 
educar a sus hijos. En relación con esto, dice Liberatore: “El Episcopado 
ejerce de ordinario su misión de instruir por vía ajena: en el hogar do- 
méstico, por los padres; en las iglesias, por los párrocos; en la escuela, por 
medio de los maestros” (18). Presenta, asimismo, los cánones 1.535 y 
LS A 

c) En cuanto al régimen.—Los laicos pueden ser admitidos a la ad- 
ministración de los bienes eclesiásticos (c. 1.183, $ 1). Cosa semejante se 
prescribe para los bienes diocesanos en el canon 1.520, $ 1. En el $ 2 del 
mismo canon se excluyen algunos; por lo tanto, quedan admitidos los lai- 
cos, lo cual, por otra parte, queda confirmado por el canon 1.521, $ 2. 
Por fin quiere ver en el “Jus patronatus” una participación en el poder 
de jurisdicción. Y cita para ello unas palabras de CAPELLO al comentar 
los cánones 1.448-1.471: "Laici per se incapaces sunt potestatis ecclesias- 
ticae. Ex peculiari Ecclae. concessione interdum participant, v. gr., in 
praesentatione aut nominatione clericorum ad officia vel beneficia eccle- 
siastica" (19). Advierte, sin embargo, atinadamente que por el tenor del 
Código es ésta una institución que tiende a desaparecer. 

2). Aplicación a la Acción Católica.—En este apartado dejémosle ha- 
blar a él mismo. Sus palabras expresarán mejor su idea de lo que nuestra 
sintesis pudiera hacerlo. 

"Nunca se podrá afirmar-—dice—que en los casos arriba citados per se 
los laicos ya son de Acción Católica o “ejercen verdadera Acción Católi- 
ca", como dice Santini (20), pues en general tales actos se practican sin 
mandato especial, que es indispensable en la Acción Católica. 

En los cánones arriba mencionados, el Código da un permiso o indica 
un deber, sin que, con todo, transmitan un mandato que es acto especifico 
de jurisdicción. En estos casos que consideramos, segün nuestra opinión, 
hay ordinariamente, es verdad, un apostolado de seglares. Apostolado libre, 
sin embargo, mientras que el apostolado de Acción Católica es un apos- 
tolado oficial, gracias a! mandato. 

Y si en los casos particulares considerados por el Código, como, por 
ejemplo, en el canon 1.333, hubiera mandato especial para los seglares, 
sería siempre un mandato parcial (para una determinada obra), al paso que 
el mandato de la Acción Católica es un mandato universal, como ya vimos. 
No basta el mandato para “alguna actividad externa”. 


(18) El Derecho público eclesiástico, traduc. fr., pág. 239. 
(19) Summa Juris Canonici, vol. II, n. 643, 4.0 (1930). 
(20) Curso de Agao Católica, págs. 62 y 63. 
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Además de lo dicho, como expusimos arriba, la Acción Católica, por 
definición, sugiere la organización que por las orientaciones de la Santa 
Sede es indispensable. A este propósito dice el Cardenal Leme: “No es 
Acción Católica, en el sentido estricto de la palabra, cualquier obra de 
apostolado; sólo el apostolado organizado bajo la dependencia de la Jerar- 
quía, y en su nombre, ejercido por los seglares que se agrupan para actuar 
en el medio en que viven, a fin de realizar el reinado de Cristo” (21). 

SANTINI presenta esta objeción (22): “Si así fuera, un Obispo, que es 
certisimamente superior jerárquico de la Iglesia, no podría autorizar a un 
simple seglar hacer apostolado alguno (por ejemplo, enseñar el catecismo) 
sin que primeramente lo incorporara a alguna asociación organizada, lo 
cual sería un absurdo.” Respondemos: Un Obispo puede siempre autori- 
zar a un simple laico, aisladamente, hacer este o aquel apostolado, como 
enseñar el catecismo, etc. En este caso, el apostolado realizado por el laico 
es oficial, pero, sin embargo, es parcial. Si el Obispo, sin embargo, le ins- 
cribiera al referido laico en la Acción Católica, realizaría un apostolado 
oficial y umiversal” (23). 

3) Asociaciones de fieles—-Era natural que en este apartado nuestro 
articulista se extendiera más que en los restantes. ¿No es la Acción Cató- 
lica una asociación de seglares? Veamos si se le pueden aplicar plenamente 
la tercera parte del libro II del Código, que trata de los laicos y particu- 
larmente de las asociaciones de fieles; el título 1 (XVIII del Código) de 
las asociaciones in genere y el siguiente de las asociaciones im specie. 

Ya se ha discutido (24), nos dice, si la Acción Catóilca puede o no en- 
cuadrarse, al menos, en el título XVIII (Asociaciones en general). Con- 
cluímos que no, porque en este título nada hay específicamente diverso del 
título XIX. No se trazan más que normas generales, que serán después 
aplicadas en el título siguiente. “Además de lo dicho—continúa—hacemos 
nuestras las palabras de VERMEERCH-CREUSEN (25): “His dictis (por los 
dos únicos cánones preliminares) argumentum proprium laicorum jam ab- 
solvitur. Namque fidelium associationes, de quibus Codex in duobus se- 
quentibus titulis agit, non sunt propriae laicorum." Ahora bien, como la 
Acción Católica es Asociación de solos seglares, concluye que los clérigos 
ni qua "clerici" ni qua "fideles" pueden pertenecer a la milicia de la Ac- 
ción Católica. Y como éstos, los clérigos, pueden pertenecer a las asocia- 


(91) Principios e Disposicoes Gerais, pág. 14, 1. 

(22) Curso de Acao Católica, pág. 58. 

(23) En la segunda parte de este artículo aparecerá más clara la razón de esta respuesta. 
(94) “L'Osservatore Romano” (1937). 

(25) Epitome Juris Canonici, vol. I, n. 842 (1937). 
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ciones de fieles de las que se habla en el título XVIII, encuentra en ello un 
argumento para no poder considerarlas como Acción Católica. 

Es cierto que el título XVIII no en todos sus cánones tiene plena apli- 
cación en la Acción Católica, verbigracia, en el canon 693, $ 4, pero no 
puede haber duda, por otra parte, de que la mayoría de sus normas gene- 
rales caadran perfectamente con las características de esta nueva Asocia- 
ción. Así lo hicimos ver en nuestro artículo anterior, y no hay razón para 
que nos detengamos más en este aspecto. 


Hecha esta salvedad a la afirmación absoluta de nuestro autor, que le 
llevará más tarde a sostener que no es necesario el que la Acción Católica 
sea erigida o aprobada para que pueda tener un puesto en el Código, vea- 
mos cómo compara a la Acción Católica con las asociaciones específicas 
de fieles de las que.habla el titulo XIX. 

Ni las Terceras Ordenes (c. 702, $ 1), ni las Cofradías (c. 707, $ 2), ni 
las Pías Uniones (c. 707, $ 1) son Acción Católica. Todos los autores que 
he podido consultar sostienen esta sentencia, excepto SANTINI. De aquí que 
le tenga a éste siempre presente en la solución de sus dificultades. 


Su argumentación no es nueva, pero es ciertamente original la manera 
de presentarla. Basa sus pruebas en tres argumentos: primero, de razón; 
segundo, “ab absurdum", y tercero, de autoridad. 

1." Ex vatione.—Las Ordenes Terceras, evidentemente, no son Ac- 
ción Católica porque aquéllas están bajo la dirección de alguna Orden 
o el espíritu de la misma y trabajan para la perfección de sus asociados 
en el mundo. La Acción Católica, sin embargo, también trabaja para la 
perfección de sus miembros, sin que sea ésta su finalidad única y según 
el espíritu y la dirección de una Orden determinada. Podríamos decir que 
“la Acción Católica es la Tercera Orden de la misma Iglesia” (26). Pero 
recordemos, en cuanto a esto último, lo que decíamos en nuestro anterior 
artículo. 

No lo son tampoco las Pías Uniones, porque éstas tienden a la práctica 
de alguna obra de piedad o caridad. La Acción Católica no tiene como fin 
específico alguna obra de piedad o caridad, sino que se extiende a todo lo 
que sea apostolado como la misma Jerarquía. Pío XI habla del auxilio 
o ayuda que la Acción Católica puede prestar a “todo y a todos”, “como 
el Evangelio, como la Iglesia” (27), y dice que la finalidad de la Acción 
Católica “coincide con la misma finalidad de la Iglesia” (28). Y Pío X 


(26) CONDE DALLA TORRE, “L'Osservatore Romano” (10-V-1930). 
(27) Carta al Card. Schuster, C. E. P., pág. 926, n. 4. 
(28) CAVAGNA, La parole del Papa sull Azione Cattolica, pág. 48. 
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ya lo había dicho: “La Acción Católica no excluye cosa alguna que de 
cualquier manera, directa o indirectamente, pertenezca a la divina misión 
de la Iglesia” (29). 

No lo son las Cofradías por los motivos alegados anteriormente y tam- 
bién porque éstas tienen igualmente como finalidad específica incremen- 
tar el culto público, lo que no es ni directa ni exclusivamente fin de la 
Acción Católica, ya que no es éste el fin que la especifica. 

2. Ab absurdo.—a) Si la Acción Católica fuese o una Orden Ter- 
cera, o una Cofradía, o particularmente una Pía Unión, podrían ingresar 
en ella como militantes los clérigos (sacerdotes, etc.). Este hecho, sin em- 
bargo, es contrario a la definición y a las palabras de la Santa Sede antes 
citadas. Podemos encontrar clérigos en las Ordenes Terceras, en las Co- 
fradías y en las Pías Uniones constituídas solamente por clérigos y reli- 
giosos. Esta es la práctica universal. El Código no impide este derecho 
(canon 693, $ 4). Nunca, sin embargo, podremos encontrar en las organi- 
zaciones de Acción Católica, como inscritos en ellas, a los clérigos, a no 
ser como asistentes eclesiásticos. b) Por otra parte, no se le pueden apli- 
car a la Acción Católica los cánones 716, $$ 1-2, ni tampoco el 690, $ 2. 

Si admitimos, por lo tanto—concluye—, que lá Acción Católica es una 
Asociación en el sentido del Código, tendríamos organizaciones de Acción 
Católica independientes en su vida íntima de la Jerarquía y realizando ha- 
bitualmente actos independientemente del párroco. Y la Acción Católica es 
normalmente parroquial y estrictamente diocesana (30). 

3. Ex auctoritate.—Nota oportunamente la reserva de los comenta- 
ristas del Código para tratar de Acción Católica. Pero obsérvese que este 
artículo está escrito en el año 1941. Ya indicábamos, sin embargo, en nues- 
tro trabajo cómo en estos últimos años las nuevas ediciones le dedican al- 
gún apartado por pequeño que sea, considerando en general a esta Asocia- 
ción como institución nueva. Como valiosas citas aduce las dos siguientes: 


CAPELLO: “Sunt nonnullae consociationes, quae similitudinem et 
analogiam habent cum sodalitiis piisque unionibus de quibus in 
c. 684 ss. Hujusmodi sunt consociati de Actione Catholica, apostolatus 
orationis aliaeque associationes affihes. Quae omnes dici nequeunt 
sodalitia aut piae uniones proprio et stricto sensu. Idcirco iisdem 
applicanda non sunt paescripta Codicis (c. 686 et ss.) sed attendendae 
normae peculiares a S. Sede de iisdem latae" (31). 


29) II Fermo Proposito. : | 
cs Con todo detalle y claridad desarrolla esta cuestión Z. DE VIZCARRA, O. C., págs. 73 


7 i iti e 
sgs., y en Lecciones esquemáticas, págs 76 y Sgs. ao 
A em Summa Juris Canonici, última edición, “asociationes fidelium” nota. 
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La segunda cita es de CORONATA. De este mismo autor presentábamos 
en nuestro trabajo otro testimonio. Por él veíamos que tan insigne cano- 
nista se inclinaba a sostener que la Acción Católica no pasa de ser una 
mera Pía Unión. En este otro aducido por nuestro autor, y que por cierto 
se encuentra en la misma edición de su obra, manteniendo la indecisión 
anterior, sostiene con todo que la Acción Católica es cosa nueva. He aquí 
sus palabras: 


Altera quaestio est utrum Actio Catholica comprehendatur in ali- 
qua e tribus speciebus associationum fidelium a Codice juris canonici 
in Ecclesia admissarum cfr. cc. 685 y 700. Associationes ecclesiasti- 
cae de quibus in canonibus citatis agitur sunt tertii ordines, confra- 
ternitates et piae uniones, et differunt inter se ex varietate finis in- 
mediati, qui est perfectio vitae christianae pro tertiis ordinibus, in- 
crementum cultus publici pro confraternitatibus et exercitium alieu- 
jus operis pietatis et caritatis pro piis unionibus. Si comparemus hos 
fines cum. fine Actionis Catholicae, apparet in nullo ex ipsis clare 
comprehendi apostolatum, Dicere proinde debemus in nulla ex specie- 
bus associationum de quibus in codice comprehendi associationes Ac- 
tionis Catholicae" (32). 


Solución de las dificultades que se presentan a este razonamiento.—En 
el Brasil, como en España, se ha pretendido demostrar que las otras aso- 
ciaciones son tan Acción Católica oficial como la misma Acción Católica. 
Esto supuesto, en lógica pura se deduce que de nada sirven todos los in- 
tentos nobles que se vislumbran en estos tiempos entre los tratadistas de 
colocarla en sitio privilegiado del Código. El P. Ortiz ha recogido estas 
dificultades de la obra del P. Sawrint, S. J., Curso de Acción Católica. 
Como poco más o menos son las mismas que se han consignado en escri- 
tos y revistas españolas, las presentamos a nuestros lectores haciendo la 
alusión debida en las notas. 

SANTINI, pues, afirma que todas las otras asociaciones eclesiásticas 
ejercen verdadera Acción Católica, y las razones que le mueven a sostener 
esto son tres: a) porque todas tienen alguna finalidad apostólica; b) por- 
que sus miembros están dotados de una autorización especial; y c) porque 
trabajan bajo la dependencia y responsabilidad directa de la Jerarquía. 

¿Cómo responde nuestro nhe a estas impugnaciones que se le hacen? 
NEAR 

En cuanto al punto a): El tener alguna finalidad apostólica, dice, no 

basta para que una asociación sea Acción Católica o ejerza verdadera Ac- 


(32) Institutiones Juris Canonici, vol. I (1939), pág. 902, 9.o 
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ción Católica, pues para que ésta se verifique, es necesario tener finalidad 
apostólica total en la esfera de cada asociación, como él mismo lo indicaba 
anteriormente. Ni vale la objeción que aduce en la página 106 de su obra, 
recogida de CIVARDI, y que nosotros presentamos en la nota (33). Pues 
aunque el ámbito de acción, en cuanto a las personas (subjetivamente), sea 
limitado en estos casos, los militantes de Acción Católica pueden en él ha- 
cer todo lo que le puede competir a un seglar. Y así el apostolado continüa 
universal objetivamente (en cuanto a las actividades). Permanece, pues, la 
diferencia jurídica. Y el hecho de la Acción Católica Brasileña de coligar 
todas las organizaciones católicas para objetivos comunes no modifica la 
situación de cada una, supuesto que las asociaciones del Código y todas 
las demás entran en la Acción Católica Brasileña como asociaciones u obras 
adheridas (art. 13). Y el apostolado parcial de-estas asociaciones va con- 
jugado con el apostolado universal de la Acción Católica. 


En cuanto a los puntos b) y c), disiente también del P. SANTINI por- 
que sólo la aprobación o la erección-—dice—, formas constitutivas de las 
asociaciones del Código, no bastan para que un seglar esté dotado de “au- 
torización especial” para el apostolado y hacer que con ella trabaje “bajo 
la responsabilidad directa de la Jerarquía”. La “aprobación” de una aso- 
ciación, según su parecer, le da el derecho sencillamente de vivir como per- 
sona colectiva (cfr. CAPELLO) y gozar de los bienes comunes espirituales. 
La “erección” canónica, además de lo dicho, constituye a la asociación en 
persona jurídica, cuyas atribuciones están circunscritas en las determina- 
ciones del Código, como puede comprobarse de los cánones 691, $8 1-2, 
y 697, $ 1. No parece, por lo tanto, que el Código, al usar las palabras que 
se leen en estos cánones, dé mandato apostólico. 


En consecuencia, concluye, en vez de ser, como en las asociaciones de 
fieles, del título XIX, una petición (un pedido que vem.) que viene de las 
agremaciones a la jerarquía a fin de realizar actividades limitadas por el 
Derecho y los estatutos propios, es (el mandato de la Acción Católica) una 
verdadera “missio” que parte de la jerarquía y confiere a los apóstoles se- 
elares no una mera “licencia” (reconocimiento de la vida asociativa) y ven- 


(33) CIVARDI, vol I, pág. 144, donde dice: “Cada una de estas asociaciones (habla de ‘as 
asociaciones de A. C. oficial) tiene finalidades propias y especificas, siendo evidente que las 
exigencias de educación y las posibilidades de apostolado son diferentes según la edad, el sexo 
y la condición social.” Y de aquí arguye SANTINI: “Luego, como cada una de estas asociacio- 
nes autónomas desenvuelve de hecho un apostolado. parcial... Además de lo dicho vemos que 
en el Brasil se reserva a la A. C. Nacional todo objetivo general de apostolado seglar, de: 
biendo ser éste promovido por medio de la cooperación de todas las asociaciones instituídas 
en el país, las cuales están por ello coligadas mediante las Juntas y Consejos.” 
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tajas restringidas, sino un verdadero y amplio poder para el ejercicio del 
apostolado público. 

Justo es deducir con nuestro autor que las asociaciones del Código 
ejercen un apostolado, digamos oficioso, mientras que la Acción Católica 
desarrolla un apostolado oficial. Y esto, jurídicamente, “toto coelo distat”. 

Observa asimismo respecto a las dificultades que le oponía SANTINI en 
los apartados b) y c) que venimos considerando. 

I Es falsa la interpretación que da SANTINI de un texto de la carta 
de Pío XI al Cardenal Bertram, queriendo aplicarlo a todas las asociacio- 
nes, cuando en él se refiere exclusivamente a la Acción Católica, como 
aparece del mismo contexto, y el mismo P. SANTINI así lo reconoce en la 
ponencia que desarrolló en una Semana de Estudios en Porto Alegre (1940). 

2. Los derechos a que se refiere el canon 692 son los conferidos por 
los estatutos particulares, limitados, por lo tanto, sin incluir el mandato 
especial que en aquellas asociaciones no se encuentra ni puede encontrarse, 
porque debe ser universal y depende de la voluntad expresa de la Jerarquía 
y no de la simple inscripción en las asociaciones de fieles del Código. 

3. Estar en las asociaciones mencionadas bajo la jurisdicción del Or- 
dinario y tener mandato especial no son en Derecho expresiones sinónimas. 
Un clérigo sin jurisdicción en una diócesis está bajo la jurisdicción del Or- 
dinario y no tiene mandato alguno especial. 

Presenta además otras razones de poca monta y que no nos interesan. 
¿Cuál es, pues, la sentencia del P. SANTINI? Porque toda su manera de 
argúir nos induce a creer que establece un perfecto paralelismo entre las 
asociaciones del Código y la Acción Católica. ¿A cuál de ellas, por lo tan- 
to, se puede equiparar? Sus palabras son claras y precisas y las recogemos 
de nuestro articulista. No pertenece, segün él, ciertamente a las Terceras 
Ordenes ni a las Cofradías, y concluye perentoriamente: “Por lo tanto, 
deben pertenecer a la variada familia de las Pías Uniones constituídas or- 
gánicamente." 

Como siempre, el P. OrTIZ saldrá al paso de esta afirmación. Por las 
razones que antes adujo no es de la misma opinión de SANTINI. Juzga, sí, 
que los sodalicios (Pías Uniones, constituidas en cuerpo orgánico) se ase- 
mejan a las organizaciones de la Acción Católica; hay entre ellas puntos 
de contacto, lo cual fué señalado ya por Pío XI; mas existen también di- 
ferencias fundamentales, de manera que no se pueden reducir unas a otras. 

A fin de esclarecer su pensamiento, repite que las asociaciones de fie- 
les se distinguen tanto de las asociaciones de Acción Católica tomadas par- 
cialmente, por las razones que acaba de considerar, como también de la 
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Acción Católica tomada en conjunto, pues, según dice Amoroso Lima, “la 
Acción Católica está encima de todas las demás asociaciones o, mejor, en 
el centro de ellas” (34). Esta idea, añade el mismo autor, aparece más cla- 
ra en estas expresiones del Cardenal Leme: “La Acción Católica no es 
una asociación más que viene a colocarse al lado de las otras, como cual- 
quiera de ellas, en la floración variadísima de obras diocesanas y parro- 
quiales. La Acción Católica está colocada en una esfera superior; es una 
organización que, bajo la dependencia inmediata de la Jerarquía, a los ca- 
tólicos seglares de todas las condiciones sociales, y a las obras católicas de 
todo género, les proporciona y facilita la colaboración en el apostolado de 
la Iglesia" (35). 

El Apostolado de la Oración.—Aborda asimismo este tema. ;Pertene- 
ce el Apostolado de la Oración a la Acción Católica? Pío XI, el 25 de sep- 
tiembre de 1936, pronunció un discurso en el cual se leen algunas expre- 
siones que podrían prestarse a confusión. Sus palabras, recogidas de Gur- 
RRY, son las siguientes: 


"S'il y a une chose qui appartienne à l'Aetion Catholique, c'est pro- 
prement celle-ci, c'est en plein celle-ci: l'Apostolat de la priére. Qu'est- 
ce en effet que l'Aetion Catholique? Nous l'avons définie dés l'origine: 
la participation et la collaboration des laics à l'apostolat hiérarchique. 
Or, dans l'apostolat hiérarchique entre en première ligne la prière. 
Quand sont ordennés les nouveaux prétres ou consaerés les Evéques, 
les textes liturgiques sont pleins de cette pensée que la priére doit oc- 
cuper dans leur vie la première place. C'est si vrai que les prêtres pour 
offrir au Seigneur l'holocauste de la priére, la leur et celle de tout le 
peuple chrétien. Et puisque l'Apostolat de la Priére a le bonheur d'étre 
le plus facile et le plus puissant de tous les apostolats développé par- 
mi toute espéce de personnes, il se place de par sa nature sur le le- 
rrain de l'apostolat hiérarchique, et, par suite sur celui de l'Action 
Catholique" (36). 


Su opinión en este asunto es la siguiente: Vese, dice, en este discurso 
que Su Santidad habla siempre de oración, oración, oración... No se re- 
fiere, por lo tanto, a la Pía Unión del Apostolado de la Oración, sino a !a 
oración en cuanto apostolado. Por eso no hay que concluir que la orga- 
mización llamada A. O. (Apostolado de la Oración) sea Acción Católica, 


(34) Elementos de A. C., pág. 301. 

(35) Principios e Disposicoes Gerais, pág. 14, 3. : 

(36) GuEnRY, L'Action Catholique, pág. 420. En España se ha estudiado esta cuestión con 
decisión y claridad. Cfr. P. Toni, Qué piensan los Papas del Apostolado de la Oración, “El Men- 
sajero del Corazón de Jesús” (octubre 1945), pág. 584, y (diciembre 1945), pág. 723. Y Z. DE 
VIZCARRA, Valiosa ayuda del Apostolado de la Oración al Apostolado de la Acción Católica, 
“Ecclesia”, n. 224, 27 de octubre de 1945. 
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sino que la oración pertenece al apostolado jerárquico y, por lo tanto, a la 
Acción Católica (37). 

Obras auxiliares.—Llegamos a una cuestión delicada, que en estos úl- 
timos tiempos ha provocado comentarios diversos y variadisimos. En Es- 
paña, sobre todo, surgió con mayor intensidad a raiz de la alocución pro- 
nunciada por Su Santidad Pío XII a la Acción Católica Italiana, aumentó 
con la carta dirigida por el mismo al P. Ilundain y quedó ya centrada con 
los nuevos estatutos de la Acción Católica Italiana. 

Nuestro articulista no ha podido recoger más que la primera alocución, 
y de ella se hace eco en su trabajo. Por nuestra parte expresaremos nues- 
tra opinión sobre todo esto, salvo siempre mejor parecer. 

Hay, con todo, una verdad que no podemos olvidar. Pío XI, el fun- 
dador de la Acción Católica, al comparar las asociaciones del Código zon 
la Acción Católica, llamó a aquéllas “auxiliares” de la Acción Católica, 
y a ésta “auxiliar” de la Jerarquía. ¿Pío XII habrá cambiado esta situa- 
ción? ¿Sus palabras habrá que interpretarlas de modo que tengamos que 
admitir un perfecto paralelismo entre las asociaciones del Código y la Ac- 
ción Católica o, por lo menos, entre las Congregaciones Marianas y la Ac- 
ción Católica? 

En este trabajo no haremos sino insinuar nuestro parecer, reservando 
para otro artículo, que titularemos “Las Congregaciones Marianas y la Ac- 
ción Católica”, el estudio más completo de esta materia, pues ciertamen- 
te*se Io merece. 

Dejémosle ya hablar al P. Ramón ORTIZ, que, como siempre, lo hará 
con decisión y claridad. 

Las asociaciones de fieles del Código ya tienen su lugar jurídicamente 
determinado, dice, en relación con la Acción Católica: son las “verdaderas 
y providenciales”, las “preciosas auxiliares” de la Acción Católica. Y a su 
modo de ver estas expresiones establecen entre la Acción Católica y las 
Obras auxiliares una diferencia jurídica, porque no se trata de ayudas 
eventuales meramente, como entre las Ordenes y Congregaciones religio- 
sas (38), sino de situaciones permanentes. Le parece que son decisivos en 
este punto los estatutos de la Acción Católica Italiana y los aprobados por 
la Santa Sede para los diversos países. 

Prácticamente, continüa, en el Brasil no puede haber duda jurídica 
sobre esto, pues los estatutos de la Acción Católica Brasileña, que por el 


(37) Esta misma conclusión sostienen los autores espafioles, y comentando este mismo tex- 


to el P. Tonr, en la cita anterior, dice que el Papa argúía en él afirmando “cómo en el apostolado: 
jerárquico el primer puesto lo ha de tener la oración". 


(38) SANTINI, Boletín “Acao Católica” (abril 1939), págs. 104 y 105. 
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mandato que les precede tienen entre nosotros fuerza de ley, dicen tex- 
tualmente en el artículo 5. : “Individualmente, los católicos brasileños for- 
man parte de la Acción Católica cuando están inscritos en una de las si- 
guientes organizaciones, consideradas como básicas y fundamentales”; y en 
el artículo 13: “Queda establecida en todas las diócesis la Confederación 
de Asociaciones de Acción Católica, que tiene por fin unir y coordinar, 
para objetivos generales de la Acción Católica, todas las asociaciones y 
obras existentes, a las cuales, sin perjuicio de su autonomía y actividades 
particulares, se las considera desde ahora como asociaciones u obras adhe- 
ridas de la Acción Católica Brasileña” (39). 

Y sale ya al paso de la dificultad que en el Brasil, como en España, se 
creyó ver en un párrafo de la alocución de Pío XI a la que antes hemos 
hecho alusión. Nosotros no lo transcribiremos como lo hace nuestro autor, 
pues es de sobra conocido en España. Damos, sin embargo, en la nota la 
oportuna referencia para que el lector lo pueda consultar si le parece (40). 

La solución que nos ofrece de esta dificultad es tan similar a las pre- 
sentadas por los autores españoles, que parece enteramente que uno y otros 
se han leído y se han transmitido el pensamiento. 

Nota en primer lugar que Pío XII nada dice contra la definición y 
las normas de Pío XI. Añádese a esto el que en esta alocución más de una 
vez presta homenaje a la “grande inteligencia y al gran corazón de Pio XI", 
de quien la Acción Católica “recibe su más vigoroso impulso y su estruc- 
tura orgánica”. 

Señala además cómo el Santo Padre se refiere a la Acción Católica 
como orgamización principal (príncipe), como grande organización central 
y cómo le confiere el derecho de entrar (que entre con discreción y reser- 
va) en los institutos y asociaciones. La idea de superioridad, de coordina- 
ción y de derecho de obrar le son francamente atribuidos a la Acción Ca- 
tólica. Siendo esto así, la posición de la Acción Católica continúa la misma: 
las asociaciones también colaboran en el apostolado jerárquico—son el 
apostolado oficioso—; la Acción Católica colabora de un modo o forma 
superior—es el apostolado oficial. 

Por todas estas razones disiente de la afirmación de SANTINI "las di- 
versas asociaciones religiosas de seglares, por su misma naturaleza, for- 


(39) Coinciden estos artículos plenamente con las bases de A. QI ES base) B) y 5: B 
v con los reglamentos de Rama, que en sus artículos respectivos concretarán esas normas 
wenerales, de tal modo, que podemos aplicar a la A. C. E. y a las demás asociaciones de apos- 
tolado las relaciones juridicas que se precisan en las bases y reglamentos brasileños. 

(40) Cfr. AzPrAZU, Manual de Acción Católica, 3.2 edic. (1941), pág. 227. Ecclesia ZO 
pág. 31, y Z. DE VIZCARRA, O. C., pág. 170-178. En la segunda parte de este artículo insistiremos 


más en este punto. 
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man núcleos de Acción Católica” (loc. cit., pág. 56). Juzga, por lo tanto, 
que el pensamiento de los Soberanos Pontífices se resume mejor en este 
lema: “Unir sin confundir, distinguir sin separar.” 

En consecuencia, no ve ventaja alguna en la preocupación de identifi- 
car a la Acción Católica con las Obras auxiliares. Luego todo el laicado, 
sea el de las Obras auxiliares, sea el de la Acción Católica, debe unirse 
con el vínculo de la caridad, y en este asunto debe ser generoso, porque así 
lo pide el bien común. 

Y termina este apartado: “Los estatutos de la Acción Católica Brasi- 
leña prevén esta coordinación, que se lleva a cabo por medio del Consejo 
Nacional, de los Consejos Diocesanos y Parroquiales. A estos organismos 
compete el papel de coordinación, donde se encuentran todas las activida- 
des católicas, sin perjuicio de las prerrogativas jurídicas propias de cada 
organización (41). 

La Acción Católica, novedad jurídica ante el Código.—Necesariamente 
tenía que fluir esta consecuencia de todo lo tratado. Insistirá. sin embar- 
go, en ello resolviendo algunas dificultades del citado P. SANTINI. 


“De todo lo que llevamos dicho—afirma—nos es dado concluir que el 
Código de Derecho Canónico no trata de la Acción Católica definida por 
Pío XI. En consecuencia, es ésta una novedad jurídica, aunque su esencia 
haya existido siempre.” 


Juzgan algunos que la afirmación “Sólo en las organizaciones orgáni- 
cojerárquicas se hace verdadera Acción Católica” contradice a la declara- 
ción de Pío XI: “La Acción Católica, en su esencia, es tan antigua como: 
la Iglesia” (42). El P. Ortiz responde que no existe tal contradicción 
mientras quede en pie lo expuesto al principio de su artículo. Son diversos 
puntos de vista. En efecto, el apostolado de los seglares participando del 
apostolado universal de la Jerarquía siempre existió en la Iglesia: es la 
esencia de la Acción Católica. La manera o el modo de ejercerla hoy ofi- 
cialmente está en la inscripción en los cuadros orgánicojerárquicos. Este 
es el punto de vista jurídico. Son conceptos que no se repelen, sino que 
se completan. 

Sostiene además que la novedad jurídica de la Acción Católica ha sido 
defendida, explícita o implícitamente, por todos los autores que han estu- 
diado este asunto. Niégalo, sin embargo, SANTINI diciendo que “si ella fue- 
se una institución jurídica nueva, los canonistas se hubieran ocupado de 


(41), Nótese la semejanza que existe con la A. C. E., como antes advertíamos. 
GH GE 2s page 8545 mano 
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ella, hubieran estudiado este asunto y lo hubieran debidamente comenta- 
do; mas hasta ahora, los canonistas, de propósito, no se han ocupado de 
ella” (43). 

Respondiendo a estas palabras, recuerda las citas que antes adujo de 
CAPELLO y CORONATA, y añade lo que dice Graves BOUAERT-SIME- 
NON (44), quien defiende que por ausencia de una legislacción general con- 
tina ante el Código la novedad jurídica de la Acción Católica: “Actio 
Catholica—dice este autor—, Summae organizationis lineae nondum per 
legem generalem praestitutae, pro diversis regionibus a Curia Romana vel 
Episcopis fuerunt indicatae." Luego si no fuese instituto jurídico nuevo 
ya habría legislación general! sobre el asunto. 


De la misma opinión es ZEIGER, profesor de la Universidad Grego- 
riana de Roma, el cual dice lo siguiente en carta a SANTINI: “... fui luego 
en busca de cuestiones más intrincadas de esa nueva institución jurídi- 
ca...” (45). Y sin duda el testimonio no es despreciable en este caso. 


¿Cuál es, pues, esta novedad jurídica sobre la que tanto se insiste? 
RAMÓN ORTIZ nos dirá que ciertamente su organización jurídica. SANTINT. 
en cambio, contesta a esto diciendo: “Ni la organización jerárquica que 
le es propia es una novedad en el Derecho canónico. Las asociaciones de 
que está compuesta están constituidas sobre bases comunes a todas las 
otras asociaciones religiosas” (46). 

Ya veíamos antes el estudio que hacía nuestro autor de esta cuestión. 
Con todo, expresa de nuevo su parecer y lo concreta de este modo: “Nues- 
tra opinión es la siguiente: las bases jurídicas no son comunes, pues hay 
entre ellas esta diferencia jurídica esencial: la jerarquización. Esta es de 
hecho una novedad, pues las asociaciones de fieles del Código no la poseen. 
Y ya lo hemos dicho: el espíritu del Código es no admitir la jerarquiza- 
ción para sus agregaciones, sino solamente la agregación. El canon 720, 
8 1, habla de esta agregación, y el 722, $ 1, de las ventajas espirituales que 
entre sí se comunican, y lo aclara todavía más el canon 722, $ 2. Y en este 
último canon 722, $ 2, se lee nullum. jus (ningún derecho), palabras muy 
expresivas para el caso. 


Finalmente SAwTINI arguye (47): “Los canonistas afirman, sin nin- 
guna sombra de duda, que, en razón del fin, la división de las asociacio- 


(43) Curso de Açao Católica, págs. 87 y sgs. 

(44) Manuale Juris Canonici (Gand, 1934), pág. 428. 
(45) Boletín “Acao Católica” (abril 1939), pág. 107. 
(46) Curso de Acao Católica, pág. 87. 

(47) Curso de Acao Católica, pág. 91. 
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nes religiosas eclesiásticas, que nos da el canon 700, máxime cuando se 
le compara con el canon 707, es adecuada y completa.” A lo cual responde 
el P. Ortiz: “En cuanto a las asociaciones anteriores al Código, estamos 
de acuerdo; en cuanto a ésta (la Acción Católica), que es institución jurí- 
dicamente nueva para los canonistas, que de ella tratan y no es conside- 
rada por los otros, disentimos de dicho autor.” 

“Todas las esperanzas son baldías, en cuanto a la reforma del Código, 
con el fin de introducir en él una serie de cánones, una especie 'de codifi- 
cación de Acción Católica.” Así se expresa el mismo autor SANTINI (48). 
A: lo cual contrapone nuestro articulista la opinión del P. Darin: “Poco 
a poco, adaptándose a las circunstancias de tiempo y lugar, y aprovechan- 
do las lecciones de la experiencia, se irá constituyendo un Código de Ac- 
ción Católica, código del laicado católico. Desde ahora, en la mayoría de 
las naciones católicas está este código incontestablemente en vías de for- 
mación. Nada impedirá con el tiempo el que un conjunto de reglas gene- 
rales que puedan convenir a cada una de las organizaciones de los diferen- 
tes países forme parte del libro II del Codex Juris Canonici en su parte 
tercera, intitulada "De Laicis" (49). 

En resumen.—Siendo la Acción Católica—concluye—un apostolado, 
un apostolado participado, exclusivo de los seglares, universal, organiza- 
do, jerárquicamente organizado y oficial, no se confunde con actividad al- 
guna reconocida por el Código, por lo cual es una novedad jurídica. 


TI. La AccQióN CATÓLICA ANTE LAS DETERMINACIONES DE LA SANTA SEDE 
Y DE LOS ESTATUTOS NACIONALES 


Es indudable que, supuesto y probado que la Acción Católica no con- 
viene con ninguna de las asociaciones especificadas en el Código, habrá 
que recurrir a las determinaciones de la Santa Sede y a los estatutos na- 
cionales para comprobar su naturaleza, su fin y sus caracteristicas jurídi- 
cas. No podia pasar inadvertida esta cuestión a los tratadistas que de ello 
se han ocupado, como tampoco se ha olvidado de ella nuestro articulista. 
Tal vez en esto, sin embargo, tengamos que disentir de su parecer. 

Es cierto, como él mismo dice, que el Derecho canónico es un monu- 
mento jurídico auténtico, uno, universal, exclusivo, como abundantemente 
lo prueban los canonistas (50); mas como este mismo Derecho es una dis- 


A 


(48) Curso de Açao Católica, pág. 91. 
(49) DABIN, O Apostolado leigo, pág. 156. 
(50) CAPELLO, Summa Juris Canonici, col. I, n. 52. 
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ciplina posible de evolución y capaz de enriquecerse con el correr de los 
tiempos, nada obsta para que nuevos decretos generales sean incluídos en 
la codificación. Por otra parte, el motu proprio “Cum Juris Canonici", de 
Jenedicto XV (51), prevé esta posibilidad. 

Mas, por nuestra parte, queremos advertir que no nos parece acertado 
el prescindir de cánones del Código que pueden y deben tener plena apli- 
cación en la Acción Católica. Ya veíamos en nuestro trabajo anterior cómo 
la Iglesia, para admitir a una asociación dentro de su legislación, exigía 
el que se sometiera a uno de los medios clásicos “a jure" o “ab homine", 
y este último modo, o por decreto de “erección” o por “aprobación”. Por 
lo tanto, no se pueden saltar por alto los cánones 100 y 686, que som com- 
pletamente generales y que rigen no sólo para las asociaciones que existían 
cuando se promulgó el Código, sino también para las que después se han 
de crear como la Acción Católica. Nos parece suficiente esta observación 
para juzgar el parecer del P. Ramón ORTIZ en este asunto, y remitimos 
al lector, para aclarar más esto, a nuestro trabajo anterior. Además, la 
misma jerarquía nos demuestra esto mismo, pues ella hace uso de estos 
cánones al constituir la Acción Católica, y el mismo RAMÓN ORTIZ nos lo 
dirá en cuanto a la Acción Católica Brasileña. 


Juzgue ahora el lector la sentencia de nuestro articulista en este punto, 
que, a nuestro modo de ver, coincide en gran parte con la del Dr. InrBA- 
RREN, de la que hablamos en nuestro anterior estudio. Aunque tal vez, como 
más tarde indicaremos, se aproxime a la nuestra, es decir, la Acción Ca- 
tólica es persona jurídica “a jure”, o mejor dicho, puede serlo. Sus pala- 
bras son las siguientes: 


“Pío XI, que fué el organizador de este grandioso movimiento, dejó 
sobre él innumerables documentos (52). Basándose en ellos y, sobre todo, 
en la carta dirigida por Su Santidad al eminentisimo Cardenal Leme y a 
los Obispos del Brasil, se redactaron los estatutos de la Acción Católica 
Brasileña, que transcribe en el apéndice de este artículo.” 


“Podemos decir que las normas dadas por Pío XI son actualmente el 
Código de la Acción Católica para toda la Iglesia, como los estatutos de 
la Acción Católica Brasileña lo son para el Brasil. Siendo esto así, y por 
no estar la Acción Católica incluída en el Código, es evidente que no se 


51) 15 de septiembre de 1917. i 
p Once PERS 24 cartas a diversos Obispos, 24 autógrafos, cuatro discursos consis- 


i i i das Congregaciones, 52 cartas 
toriales, 210 discursos a diversas entidades, 10 actos de las Sagra 5 Cor a 
escritas por el Secretario de Estado, cinco Concordatos, 870 audiencias (citas del P. Fur- 


LONG, S. J.). Boletín “A. C. Argentina". 
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aplican a ella las exigencias de aprobación o erección canónica de sus aso- 
ciaciones.” 

“Por lo tanto, una vez convenientemente instaladas (instituidas) las 
organizaciones y hecha la inscripción de los miembros, supuesto que tie- 
nen no su permiso o aprobación, sino la obligatoriedad expresa de la Je- 
rarquía para que actúe en el Brasil, ya comienzan a vivir como personas 
juridicas.” 

“Una vez más podemos verificar la diferencia entre la Acción Católica 
y las asociaciones codificadas de los fieles. Estas, en general, son aconse- 
jadas y podrán ser aprobadas o erigidascanónicamente. Aquélla es obli- 
gatoria por las determinaciones de la Santa Sede, y entre nosotros por un 
mandato del Episcopado nacional, confirmado además con penas en los 
decretos del Concilio Plenario Brasileño.” 

“Juzgamos que esta obligatoriedad de las organizaciones de Acción Ca- 
tólica es superior jurídicamente a la aprobación o erección del Código y 
constituye una nota muy característica de la Acción Católica, además de 
la jerarquización y del mandato apostólico universal.” 

Y confirmando todo esto que hemos transcrito de su artículo contesta 
al tantas veces citado SANTINI, quien no encuentra otro modo de constituir 
asociaciones religiosas eclesiásticas si no es por la erección y la aproba- 
ción (53), diciendo: “Que la erección o la aprobación sean los únicos me- 
dios de constituir legítimamente las asociaciones clasificadas en el Códi- 
go, lo concedemos. Que lo sean también para las organizaciones de Acción 
Católica de las que el Código nos habla, lo negamos. Para éstas hay otro 
medio mejor: la constitución hecha por las normas generales procedentes 
de la Santa Sede e indicadas en los diversos estatutos nacionales. Los es- 
tatutos de la Juventud Católica Brasileña de la archidiócesis de Porto'Ale- 
gre, en el artículo 16, números 3, 4 y 5, hacen referencia a la erección ca- 
nónica. Los estatutos para cada una de las Ramas fundamentales de la 
Acción Católica de la archidiócesis de Río de Janeiro hablan solamente de 
institución solemne verificada por la entrega oficial del diploma en la fun- 
dación de los nuevos centros. Data venia, concluye, juzgamos que esta se- 
gunda forma es más conforme con el carácter jurídico de la Acción Ca- 
tólica.” ; 

Nos parece encontrar bastante indecisión en la manera de expresarse 
del autor brasileño. Y por eso hubiéramos deseado un estudio más acaba- 
do de esta parte. Veremos más tarde cómo el excelentísimo sefior Vizcarra 
amplía esta opinión. 


(53) Curso de Açao Católica, pág. 89. 
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Toda su argumentación se centra, como es fácil comprobarlo, en la 
obligatoriedad de la Acción Católica, mientras las otras asociaciones son, . 
en general, solamente aconsejadas. De esta obligatoriedad o necesidad de 
la Acción Católica era fácil deducir, por lo menos, la posibilidad de que la 
Acción Católica sea con el tiempo persona “a jure”, mientras las otras lo 
son "ex decreto”. Mas no existiendo en la actualidad un decreto general 
que nos determine esto, ni siendo, como dijimos en nuestro trabajo, los do- 
cumentos de los Pontifices que hasta la fecha existen sobre la Acción Ca- 
tólica verdaderos decretos-leyes, lo natural es que la Jerarquía se adapte 
a las normas generales del Código y constituya a la Acción Católica en las 
naciones o diócesis respectivas con el decreto de erección, que bien puede 
ser implícito o explícito, como asimismo lo indicábamos. Por eso, según 
nuestra humilde opinión, esa institución solemne de la Acción Católica en 
la archidiócesis de Río de Janeiro, y que nuestro autor considera como mo- 
dalidad jurídica nueva de creación de una asociación, nos parece que no 
pasa de ser una erección a lo sumo implicita. 

Apoyándose en estos mismos argumentos termina esta parte diciendo 
que se puede estudiar el caso de la precedencia entre la Acción Católica 
y las asociaciones codificadas de los fieles. Afirma que CORONATA, como 
ya nosotros lo notábamos (54), adoptando un criterio cronológico y litúr- 
gico, coloca a la Acción Católica en cuarto lugar. Opina él, en cambio, que 
es admisible otro criterio. Siendo la Acción Católica, dice, “la participa- 
ción de los seglares en el apostolado jerárquico de la Iglesia”, y conside- 
rada la importancia que le han dado los documentos pontificios y las le- 
gislaciones diocesanas, tiene ella la precedencia sobre todas las otras agru- 
paciones católicas de seglares. 


IIl. La Acción CATÓLICA Y EL DERECHO CONCORDATARIO 


Es muy breve:en esta parte, y destaca en ella cómo en el pontificado 
de Pío XI fué dado un gran paso para confirmar el aspecto jurídico de la 
Acción Católica al incluirla en los concordatos hechos entre la Santa Sede 
y los siguientes países: Lituania, Italia y Austria. 

En España es, sin duda, el Dr. Pérez MIER el que nos ofrece un es- 
tudio acabadísimo de esta cuestión en su completísima obra Iglesia y Esta- 
- do nuevo. Junto a ella es justo colocar la del excelentísimo señor don JUAN 
Hervás, Jerarquía y Acción Católica a la luz del Derecho. 


(54) Institutiones Juris Canonici, vol. I, n. 667, 4.» (1939). 
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Nuestro autor, estudiando estos concordatos, se fija en cómo el térmi- 
no Acción Católica va expuesto sin ningún otro adjetivo, de manera que 
no se puede autorizar la inclusión de denominaciones nuevas. Son términos 
precisos correspondientes a una institución jurídica definida. Aclarará más 
su idea en el capítulo “Terminología” 


IV. La AccióN CATÓLICA EN Los SÍNODOS DIOCESANOS Y EN LOS 
ConciLios PROVINCIALES Y PLENARIOS 


El estudio de la Acción Católica mucho puede lucrarse con el examen 
de las actas de los Sínodos Diocesanos y Concilios Plenarios o Provincia- 
les de estos ültimos afios. Y nos parece, como dice nuestro autor, que este 
aspecto tiene una importancia suma, pues, según los cánones 291, $ 2, 
y 362, tienen los decretos de los mismos fuerza de ley, y asi contribuyen 
mucho para corroborar la doctrina jurídica sobre este asunto. 

Poco es lo que se ha hecho en este terreno, y seria de desear una reco- 
pilación completa de todos los apartados de dichos Sinodos y Concilios que 
hablaran de Acción Católica. De este modo tendriamos en nuestras manos, 
si a ello añadimos la colección de las Bases de Acción Católica de los di- 
versos países del orbe católico, la mente clara y precisa de la Jerarquía ca- 
tólica, y que a mayor abundamiento llevaría en este caso el marchamo de 
ley para cada diócesis, provincia eclesiástica y nación. Ley particular, es 
cierto, pero como un reflejo de la mente del Papa en esta materia, nos 
haría ver ta! vez con luz meridiana las características más principales con 
las que ha de aparecer la Acción Católica al ser incluída en el Código. 

La visión de nuestro autor es en este caso algo parcial. Y no podía ser 
de otro modo. La empresa tal vez requiera las páginas de un libro com- 
pleto y no el campo limitado de un breve artículo. 

Por eso, para él (fijémonos en que escribe para el Brasil) los decretos 
sobre la Acción Católica más importantes son los de los Sinodos de Vi- 
cenza, Guadalajara y San Carlos, del V Concilio Provincial de Malinas 
y del I Plenario Brasileño (55). Del examen íntegro de esos documentos 
de alto valor jurídico, nos dice él mismo, resulta cristalina una verdad: 
las asociaciones de fieles del Código son consideradas por un lado, y la 
Acción Católica, por otro. Sus conceptos están claramente separados. La 
terminología es muy distinta. Se puede, por lo tanto, concluir, sin peligro 
de errar, que estas augustas asambleas no admiten identidad jurídica en- 
tre la Acción Católica y las obras auxiliares. 


(55) Cfr. HERVÁS, O. C., pág. 42. 
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V. TERMINOLOGÍA 


Como consecuencia de todo lo que ha venido diciendo en su trabajo, 
lo concluye con este capítulo, donde quiere precisar la terminología que se 
ha de emplear al tratar de Acción Católica. Su intento es noble y na que- 
remos nosotros dejar pasar por alto esta cuestión, aunque no muy impor- 
tante, pues es acertada su idea, que ojalá se llevara a la práctica por: todos 
los autores que tratan de Acción Católica. 


Estos tratadistas, dice nuestro articulista, acostumbran hablar de Ac- 
ción Católica sensu stricto y Acción Católica sensu lato, comprendiendo en 
el primer concepto a las nuevas organizaciones existentes en muchos paí- 
ses, y en el segundo, a las asociaciones de fieles del Código de Derecho Ca- 
nónico, incluyendo algunos en esta última categoría también a las obras 
económicosociales y similares. 


Léense también algunas veces en libros de Acción Católica las expresio- 
nes “Acción Católica oficial” y “Acción Católica” simplemente. Esta ter- 
minología equivale a la primera, siendo Acción Católica oficial en sentido 
estricto y Acción Católica en sentido lato. Fué introducida esta termino- 
logía porque Pío XI, por dos veces solamente, usó el término “oficial”. 
Notemos, sin embargo, que el Papa usa esta expresión para esclarecer su 
pensamiento respecto de las asociaciones que repetidas veces clasificó con 
el nombre de “auxiliares”. Usó, pues, de ese término Acción Católica ofi- 
cial cuasi accidentalmente, como quien usa de un pleonasmo; esto se puede 
deducir de las palabras que acompañan a los documentos respectivos (56). 

No niega el P. Ramón ORTIZ la ventaja filosófica de las expresiones 
sensu stricto y sensu lato, mas en el presente caso le parece que pueden ser 
ventajosamente sustituídas. Pues en casi todos los documentos pontificios, 
en los concordatos, sínodos y concilios sólo se dice Acción Católica para 
designar las nuevas organizaciones de apostolado seglar. 

Y en cuanto al otro término, “oficial”, atendiendo a la mente de Pío XI 
v a la insistencia con que habla de Acción Católica (sin otro adjetivo) y 
de Obras auxiliares, juzga que no está tampoco indicado, pues no hay Ac- 


ción Católica que no sea “oficial”. 
Por eso le parece razonable la siguiente observación de PICARD : 


(56) Carta al Episcopado Argentino, C. E. P., pág. 874, n. 16, y Discurso a los Congre- 
gantes Marianos, 30-III-1930. Cfr. CAVAGNA, apéndice, p. IX. 
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Remarquons enfin que ces mots Action Catholique sont devenus 
dans le style pontifical et doivent par conséquent devenir dans le lan- 
gage de toute l'Eglise une expression technique. Le terme Action Ca. 
tholique n'a plus dans les discours et les écrits de Pie IX, qu'un sens 
bien arrété. Les discussions auxquelles se livrent encore certains pu- 
blicistes au sujet de l'Aetion Catholique strictement dite par opposi- 
tion à l'Aetion Catholique prise au sens large, níont plus qu'un inte- 
rót retrospectif. A aucum endroit des mille pages que l'Action Catho- 
lique oecupe dans les Actes de Pie XI, ce terme consaeré n'exprime une 
autre idée et une autre realité que celles qui viennent d'étre défi- 
MES. 


Su opinión, por lo tanto, es que jurídicamente se deberían emplear so- 
lamente las expresiones Acción Católica y Obras auxiliares. 


r 


CON GLSI ON 


Hemos visto al P. Ramón Ortiz en el transcurso de este comentario 
a su magnífico trabajo, que tal vez haya resultado un poco largo, discurrir 
con firmeza y seguridad en este campo jurídico de la Acción Católica. 
Apenas si ha quedado faceta que escapara a su estudio profundo. 

Queremos, pues, nosotros concluir con sus mismas palabras, que hace- 
mos asimismo nuestras plenamente. 

“Considerando—dice—-los textos pontificios, y muy especialmente los 
de Pío XI sobre Acción Católica; 

los comentarios oficiales, oficiosos y autorizados hechos hasta ahora 
sobre los mismos; 

la introducción de la Acción Católica en los concordatos realizados con 
la Santa Sede; 

la documentación constante de los decretos de los Sínodos Diocesanos 
y los Concilios Provinciales y Plenarios; 

los muchos estatutos de Acción Católica redactados para los diversos 
países bajo la aprobación de la Santa Sede; 

el carácter no estático, sino de sabia evolución de la legislación ca- 
nónica, 

juzgamos que existe un gran material jurídico nuevo que puede ser 
utilizado ventajosamente en la elaboración de los cánones especiales sobre 
la Acción Católica, y serán incluídos con gran provecho en el Código de 
Derecho Canónico, cuando la Santa Sede lo juzgue oportuno.” 


(57) PICARD, Action Catholique, “Dictionaire de Sociologie”, vol. I, col. 41. 
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Por nuestra parte, finalmente, queremos advertir que hemos intenta- 
do con este comentario el aclarar algunos puntos de nuestro estudio ante- 
rior y probar una vez más cómo esta nueva asociación va siendo la pre- 
ocupación de los canonistas de los diversos países. No está, por lo tanto, 
fuera de propósito el dedicarle nuestro interés y el aportar nuestro granito 
de arena en la construcción de esta maravillosa obra, que presagia con su 
vitalidad una nueva época para la Iglesia católica. 

La diferencia especifica entre la Acción Católica y las demás asocia- 
ciones es sostenida por la mayoría de los autores que tratan de este asunto. 
Parecería ya lógico el deducir de esta afirmación el que esta misma dife- 
rencia se mantenga entre la Acción Católica y las Congregaciones Maria- 
nas. Mas como precisamente en estos últimos años, y especialmente en Es- 
paña, se ha pretendido negarla, reservamos para la segunda parte y otro 
trabajo el estudio más acabado de esta materia. 


II 
OBJECIONES ESPANOLAS CONTRA LA ACCION CATOLICA 


UNA MIRADA A LOS AUTORES ESPANOLES 


Podría tal vez alguien arguirnos después de todo este trabajo que lo 
que llevamos comentado del artículo del P. Ortiz, y que coincide, como 
hemos visto, con el pensamiento de la mayoría de los tratadistas españoles, 
podía muy bien admitirse antes de la carta del Papa all P. Ilundáin y an- 
tes, sobre todo, de la publicación de los nuevos estatutos de la Acción Ca- 
tólica Italiana. Ya insinuábamos este detalle anteriormente. 

Queremos, pues, palpar la repercusión que han tenido estos documen- 
tos importantes en España, y, sin ánimo dé polémica y con todo el respeto 
para la opinión contraria, procuraremos exponer lo que segün nuestro hu- 
milde criterio es la mente de la Santa Sede. Pero librenos Dios de pensar 
en este asunto delicado por cuenta propia. No extrañe, por lo tanto, el 
lector que abusemos algo de textos y citas, todos ellos de plumas autoriza- 
das en esta materia. De este modo presentaremos un anticipo del artículo 
que prometíamos y quedará este trabajo plenamente en la actualidad. 

Decíamos en nuestro artículo anterior (58) que el R. P. FERNÁNDEZ 
REGATILLO, S. J., en su bien ponderada obra Instituciones Juris Canonici, 


(58) La situación jurídica actual de la Acción Católica, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CA- 
NÓNICO, vol, I (1946), pág. 596. 
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por dos veces hacía una breve alusión a la Acción Católica, contradiciendo 
en parte lo que antes había afirmado en el prólogo al libro del doctor PÉREZ 
Mier, donde declaraba qué “esta asociación no encaja en la clasificación 
que el Código establece”, mientras que en aquélla se inclinaba a conside- 
rarla como una mera Pía Unión. 

Hemos leído con agrado su segunda edición, y hemos comprobado cómo 
nuestro querido profesor ha ampliado en ella sobremanera su estudio so- 
bre la Acción Católica y ha razonado con suficiente extensión su sentencia 
y las de los tratadistas españoles. Por eso sintetizaremos lo que dice tan 
eximio canonista, sintiendo tener que discrepar en algunos puntos de su 
sentencia. 

Comprende su estudio tres partes: 1) análisis de la definición; 2) na- 
turaleza jurídica de la Acción Católica; y 3) personalidad jurídica (59). 

1) Análisis de la definición de Acción Católica.—“La Acción Cató- 
lica—dice el P. REGATILLo—, como factum siempre ha existido, pero como 
entidad organizada nace con Pio XI. Sin embargo, no existe un documen- 
to pontificio de indole general en el cual ex profeso se explique a todo el 
orbe la Acción Católica." 

"La noción de Acción Católica dada por Pío XI es "la participación 
de los seglares en el apostolado jerárquico". El mismo usa a veces de la 
palabra colaboración en lugar de la de participación, y Pio XII prefiere y 
recalca la palabra colaboración y no la de participación.” ¿Razones? 


"Ne perperam intelligatur laicos Actionis Catholicae gaudere qua- 
dam potestate ecclesiastica; quasi sint in aliquo gradu ecclesiasticae 
hierarchiae; eo fere modo qui titulus VIT, libri IT, Codicis inseribitur: 
"De suprema potestate deque iis qui ejusdem sunt ecclesiastico jure 
participes"; et titulus VIII: “De potestate episcopali deque iis qui de 
eadem participant." i 


Y continuando en el análisis de la definición intenta probar que el tér- 
mino colaboración conviene mucho mejor a la Acción Católica que el de 


participación. Pero citemos sus mismas palabras para que captemos en todo 
su valor sus pruebas. 


“Forte non desunt—prosigue—qui dicant Actionem Catholicam par- 
ticipare de utraque hierarchia: ordinis, v. gr., promovendo cultum di- 
vinum, juvando in sacramentorum administratione, ete.; et jurisdic- 
tionis, docendo cathechismum, fovendo missiones, agendo collectas in 
bonum Ecclesiae et alia hujusmodi. Et addunt ad haec omnia manda- 


(59) Institutiones Juris Canonici (editio secunda adaucta 1946), vol. I, págs. 426-429. 
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tum Ecclesiae habere, ideoque de ejus potestate participare. At obs- 
tat c. 118: “Soli clerici capaces sunt potestatis ecclesiasticae ordinis 
bent potestatem sed utique exercitium potestatis. Sed idem dici pos- 
set de aliis piis associationibus ad hoc fundatis et ab Ecclesia approba 
tis, ut de Congregatione Doctrinae Christianae, quae juvat in mee 
magisterii, quae est pars potestatis jurisdictionis; et de Eucharisticis, 
in quibus forte pueri et juvenes ministerium acolythi exercent, quod 
ad potestatem ordinis pertinet." 

"Potius ergo quam participatio dicitur collaboratio. Socii Actionis 
Catholicae sub hoc respectu sunt sicut socii illarum associationum; 
utrique sunt mera instrumenta, meri auxiliares hierarchiae eeclesias- 
ticae in exercitio sui ministerii, hoc tamen discrimine: quod Actio 
Catholica amplissimam habet activitatis sphaeram; dum aliae associa- 
tiones ad determinatum quoddam ministerium se coarctant.” 

"Ergo tanquam opus Actio Catholica est generalis et organizata co- 
llaboratio laicorum in apostolatu hierarehico Eeclesiae. Tanquam en- 
titas seu institutio est coetus laicorum organizatus, qui sub directione 
hierarchiae ecclesiasticae collaborant in universo apostolatu hierar- 
chico Ecclesiae." 


No queremos insistir sobre el uso de un término u otro, "participación" 
o "colaboración". Anteriormente aduciamos las palabras del Cardenal Piaz- 
za, que no ofrecen duda ninguna, y del mismo parecer es el excelentísimo 
sefior Vizcarra, que en la tercera edición de su obra hace un estudio aca- 
bado de estos conceptos. Y con él queremos repetir: "Lo especifico de la 
Acción Católica no está en estas palabras, sino en la forma de participa- 
ción, colaboración o cooperación, revestida de las cuatro jerarquicidades y 
de las cuatro catolicidades”, de las que habla en el número 14 de su li- 
bro (60). 

¿Y cuáles son esas cuatro jerarquicidades que hacen a la Acción Ca- 
tólica estrictamente jerárquica y la diferencian esencialmente de toda otra 
asociación? 1.” La jerarquicidad de coordinación a los pastores propios de 
los fieles en el plano parroquial, diocesano, nacional y mundial. 2.° La je- 
rarquicidad de subordinación a los mismos, recibiendo de ellos el mandato 
y la dirección. 3." La jerarquicidad de extensión orgánica formando una 
unidad mundial de toda clase de fieles. 4." La jerarquicidad de compren- 
sión apostólica, ayudando a los pastores propios en todos los campos de 
apostolado que requiere su ministerio, ya 'en el orden individual, ya en el 
familiar, ya también en el social. Y junto a éstas, otras tantas catolicida- 
des (61). Todo ello corroborado abundantemente con textos pontificios que 


aducimos en las notas (62). 


(60) Curso de A. C., 3.2 edic. (Madrid, 1947), pág. 55. 
(61) Curso de A. C., 3.2 edic. (Madrid, 1947), págs. 43 y sgs. 
(62) C. E. P., pág. 864, n. 4, y pág. 926, n. 4. 
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En consecuencia, podemos decir con el mismo autor que la Acción Ca- 
tólica, en su elemento genérico, coincide, como es natural, con otras aso- 
ciaciones, pues es: 1.*, apostolado seglar, como lo son otras muchas asocia- 
ciones; 2.”, apostolado seglar subordinado a la Jerarquía, como lo son en 
algün sentido todas las asociaciones católicas, so pena de ser cismáticas ; 
3.°, la Acción Católica ayuda a la Jerarquía en el cumplimiento de algunos 
de los fines de su ministerio apostólico, como lo hacen otras asociaciones; 
y 4.°, la Acción Católica ejerce su apostolado con alguna clasá de mandato 
de la Jerarquía, como lo hace también la “Schola Cantorum” o la Cofra- 
dia de la Doctrina Cristiana, en conformidad con el canon 711, para los 
fines señalados en el canon 1.333 (63). 


Y supuestas estas conveniencias y divergencias de la Acción Católica 
con otras cualesquiera asociaciones, que no son vanas elucubraciones de 
los tratadistas, sino que expresan la mente clara de la Santa Sede, se com- 
prende cómo Pío XII llama a la Acción Católica forma nobilisima de cola- 
boración (64) y a las asociaciones que tienen fines y formas de apostolado 
colaboradoras en el apostolado jerárquico (65), y en los estatutos italianos 


o 


colaboración especial y directa (arts. 1.°, 2.^ y 5.^). 

Ahora bien: si alguna asociación podía asimilarse a la Acción Cató- 
lica, como ya lo notaba el autor que hemos comentado, por gozar tal vez 
del mandato, sería la Congregación de la Doctrina Cristiana, urgida a todas 
las diócesis y parroquias del mundo por el canon 711, como elemento auxt- 
liar del ministerio pastoral y dependiente directamente de la autoridad ecle- 
siástica. Pero por no tener la forma. orgánica propia de la Acción Católica 
ni encerrar en su seno, nos dice el Excmo. Sr. VIZCARRA, las cuatro for- 
mas de universalidad de que antes hemos hablado, no constituye por si 
misma una verdadera y propia Acción Católica. Tiene, por consiguiente, 
continüa el mismo autor, la forma orgánica en la Acción Católica tal va- 


(63) Curso de Acción Católica, 3.2 edic. (Madrid, 1947), pág. 42. Es digno de notarse el 
comentario que nos brinda del canon 1.333 el Código de Derecho Canónico, bilingüe y comentado 
(Biblioteca de Autores Cristianos, Madrid, 1945), el cual nos indica la relación de la Congre- 
gación de la Doctrina Cristiana con la A. C. y la amplitud y capacidad para toda clase de 
apostolados del miembro de A. C. En dicho comentario se lee lo siguiente: “En el Decreto 
del año 1935 (importantísimo para la enseñanza del Catecismo) la Sagrada Congregación del 
Concilio señala en primer lugar entre los seglares piadosos a los inscritos en las agrupaciones 
de la Acción Católica, manifestando al mismo tiempo que ya han realizado en este punto una 
labor muy eflcaz y digna de verdadero encomio, y que algunas de dichas agrupaciones tienen 
ordenado en sus estatutos que todos los años se den lecciones de religión, a las cuales deberán 
asistir todos los socios” (AAS, XVII, 152, n. 4). No vamos a insistir sobre esto cuando en los 
reglamentos españoles se ordena categóricamente este hermosísimo apostolado. 

; d Pio XII y la Acción Católica (Madrid, 1943), pág. 48. Discurso del 4 de septiembre 
den 

(65) JOAQUÍN AZPIAZU, Manual de Acción Católica (Madrid, 1941), pág. 227. El texto original 
se encuentra en la obra Pio XII e l'Azione Cattolica (Roma, 1944), págs. 42-43. 
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lor específico, que basta ella sola para distinguirla de todas las demás 
organizaciones apostólicas (66). Y todo esto ya lo notaba el P. ORTIZ 
en el artículo que hemos comentado. 


No consiste, pues, la distinción específica de la Acción Católica de 
otras asociaciones en la universalidad solamente de su. fin, es decir, de su 
apostolado, sino también en la organización. jerárquica estrictamente coor- 
dinada y subordinada a la Jerarquía pastoral, y por eso precisamente no 
tienen en ella aplicación la mayoría de los cánones del título XVIII y, so- 
bre todo, del XIX del libro II de Derecho canónico. 


A esta misma conclusión llegábamos en nuestra obra (67), y el exce- 
lentísimo señor BLANCO NÁJERA, en el prólogo al libro del Excmo. Sr. HER- 
VÁS, cuyo solo titulo ya anuncia esto mismo y se percibe con claridad en 
los capítulos que dedica a las asociaciones y al mandato, hace un estudio 
sobre este punto, que no por lo denso deja de ser lógico y preciso. Con 
gusto copiaríamos aquí sus mismas palabras, pero, por no hacernos exten- 
sos en la cita, nos es suficiente fijarnos en las siguientes afirmaciones: 


“Con todo, estas colaboraciones—dice el Exemo.-Sr. Blanco Náje- 
ra—en la obra de santificación y apostolado cristiano son de carácter 
privado. Las asociaciones formadas a este fin por iniciativa de los fie- 
les y aceptadas, aprobadas y erigidas o transformadas en entidades ¡u- 
rídicas por la autoridad eclesiástica, no rebasan los linderos del dere- 
cho privado, aunque sus fines sean de utilidad pública; y no partici- 
pan del “jus imperii", de la autoridad pública y divina de la Jerar- 

. quía, no participan de la misión del apostolado jerárquico" (68). Y en 
otro lugar continúa: “La A. C., por el contrario, no es simplemente 
un apostolado en ayuda de la Jerarquía, como lo es todo otro aposto- 
lado, sino que es un apostolado organizado oficialmente en virtud de 
un llamamiento especial, de un mandato expreso de la Jerarquía que 
la llama, instituye y organiza para hacerla partícipe, con participa- 
ción analógica, de su propia misión..., y este mandato es el elemento 
formal, que define la esencia de la A. C., le imprime carácter oficial, 
la incorpora al apostolado. jerárquico, a la vez que regula sus relacio- 
nes jurídicas, señala sus objetivos, fija su actuación, delimita sus fa- 
cultades y la diferencia específicamente de los otros apostolados pri- 
vados de las asociaciones. Consiguientemente, la autoridad de que son 
investidos los dirigentes seglares, en virtud del mandato de la Jerar- 
quía, no es ni puede ser jurisdiccional, sino simplemente mandataria, 
instrumental, de mera ejecución, o, como suele decirse jurídicamente, 
sobre artículos no jurisdiccionales” (69). 


(66) Curso de Acción Católica, pág. 69. 
(67) Toda la primera parte está dedicada a probar esto, y se titula “La A. C. a la luz del 


Derecho". 
(68) Hervás, Jerarquía y A. C. a la luz del Derecho, pág. 16. 


(69) HERVÁS, 0. C., pág. 18. 
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Según nuestro juicio, no se puede con menos palabras delinear mejor 
la configuración jurídica de la Acción Católica, pero a mayor abunda- 
miento, coinciden perfectamente con estas conclusiones las del excelentisi- 
mo señor Obispo de Salamanca (antes de Coria), quien en la segunda lec- 
ción de los Comentarios de las nuevas Bases de la A. C. E. resumió bre- 
vemente las razones que fundamentan el principado de la Acción Católica, 
donde dice así (70): 


. “Hay que reconocer—porque los textos son claros—la primacía de 
la A. C. sobre todas las Ordenes Terceras v sobre todas las Congrega- 
ciones y Asociaciones adheridas y auxiliares en orden al apostolado. 
¿Razones? 

1.9 Por su origen o fundador inmediato, el Vicario de Cristo. Las 
otras Ordenes y Asociaciones han necesitado una aprobación del Vica- 
rio de Cristo. Esta ha nacido de él. 

2. Por su organización: universal, bajo la dirección del Papa; na- 
cional, bajo la dirección de los Metropolitanos; diocesana, bajo la di- 
rección de los Obispos; parroquial, bajo la dirección de los párrocos. 
Y eso con muy pequeñas diferencias entre nación y nación, diferen- 
cias accidentales. Es, por consiguiente, la A. C. una hiedra adherida al 
tronco de la Iglesia católica. Y esa organización universal, y luego na- 
cional, y luego diocesana, y luego parroquial—pero todas con el mis- 
mo espíritu, con los mismos fines, con los mismos métodos—, le da 
una perfección que sobrepuja a las otras asociaciones, que están vincu- 
ladas a una rama particular y tiene fines más particulares y concretos. 

3. Por la misión que la A. C. recibe de la Iglesia. Y nótese que 
hay diferencia entre esta misión y la simple aprobación de estatutos 
o erección de una asociación. ¿Que la A. C. tiene misión en el sentido 
teológico, en el sentido verdadero de enviar, de delegar? No hay duda 
de ello. Lo encontramos en varios documentos. Uno de ellos es la car- 
ta del Cardenal Pacelli al Comendador Ciriaci, en la que se dice: “La 
Acción Católica, así como por su naturaleza está coordinada y subor- 
dinada a la Jerarquía, así de ella recibe el mandato y la dirección.” 
Pues bien: la A. C. tiene una misión, como misión tiene el párroco 
y misión tiene el predicador, que la recibe del Obispo; como misión 
tienen los religiosos, que para predicar necesitamos también el “mit- 
lere". Por consiguiente, éste es un punto que da quilates a la Acción 
Católica respecto de las otras asociaciones, que no tienen más que 
simple aprobación, aun cuando sea con alabanza y aun cuando sea con 
decreto de erección canónica. 

4^ Por la extensión de su programa de apostolado, que en cierta 
manera coincide con el de la Jerarquía. Las demás suelen ser de apos- 
tolado más parcial; no suelen tener la misma amplitud que el de la 
Acción Católica. - 

9^ Por su directa e inmediata dependencia de la Jerarquía.” 


(70) Comentarios de las nuevas Bases de Acción Católica Española (Madrid, 1941), pág. 30. 
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Después de todos estos testimonios, además de otros muchos que po- 
dríamos citar, todos ellos fieles intérpretes de los textos pontificios, nos es 
lícito concluir: 

I Que la colaboración en las actividades del apostolado jerárqui- 
co no es idéntica en el fiel que obra con mandato en la Acción Cató- 
lica y el fiel que pertenece a otra asociación, aunque fuera la Congrega- 
ción de la Doctrina Cristiana, pues falta en todas ellas la subordinación 
y coordinación directa e inmediata a la Jerarquía y de su dirección por 
parte de la misma Jerarquía, y hasta en la misma Congregación de la 
Doctrina Cristiana se echa de menos la forma orgánica y la universalidad 
del apostolado, como antes veíamos. Acertadamente advierte el P. DABIN 
que “la actividad de la Acción Católica se encuentra elevada en dignidad 
casi al mismo nivel de la actividad ejercida por el apostolado jerárquico, 
pues ya no se trata de actividad de seglares como tales, sino en cuanto es- 
tán unidos con la Jerarquía. Por lo tanto, entre la actividad de los segla- 
res como tales y la de los seglares en cuanto unidos a la Jerarquía, no hay 
diferencia de grado, sino de especie” (71). 

2.. Que no se puede decir que los socios de Acción Católica son 
meros instrumentos de la Jerarquía, meros auxiliares de la misma, como 
si estuvieran en el mismo plano que los de las demás asociaciones, pues 
entonces no podría ser la Acción Católica “el centro disciplinador de 
energías y fuerzas dispersas”, como nos dice el Pontífice, y caería por su 
base toda la carta jurídica del Cardenal Pacelli al Comendador Ciriaci, pues 
en frase del Dr. BLanco NÁJERA, “la Acción Católica es, sí, instrumento 
auxiliar de la Jerarquía, pero también todas las demás instituciones de ca- 
rácter religioso han de ser instrumentos auxiliares que ayuden a la Acción 
Católica en la prosecución de sus fines” (72). 


Los nuevos estatutos de A. C. I. 

Ni es posible argüir de los nuevos Estatutos de la A. C. L, pues en 
ellos, como muy bien connota el Excmo. Sr. VIZCARRA, permanece nítida 
la distinción entre la Acción Católica y los demás apostolados, pues en su 
artículo 2.* se leen las palabras deber y honor, que señalan la vocación. por 
el hecho de ser llamada (es decir, el mandato, su elemento formal) y las 
que especifican las características de la colaboración propia de la Acción 


(71) L'Action Catholique, págs. 82-83. 
(72) HERVÁS, O. C., pág. 20. 


-— 931 — 


JAIME SAEZ GOYENECHEA 


Católica, que es especial y directa al apostolado jerárquico, permaneciendo 
común con los demás apostolados el intento, es decir, el fin general que se 
persigue (73). 

Queda además en pie en estos estatutos el apelativo que aplicara Pío XII 
en la alocución discutida del 4 de septiembre de 1940, en la que honra a la 
Acción Católica con la frase “ordenamiento príncipe”, que supuesto lo di- 
cho, no tiene otra interpretación que la de cierta superioridad sobre cual- 
quier otra entidad religiosa de fieles. 

No nos parece, por tanto, muy lógico el afirmar, por una parte, que 
en los estatutos de la A. C. I. se habla de “una solidaria y fraternal co- 
laboración entre la A. C. I. y otras diferentes asociaciones católicas, cuya 
legítima existencia se reconoce” (ideas ampliamente desarrolladas por 
Pío XI (74), aunque tal vez en la práctica no se hayan llevado a cabo como 
fuera debido y no por culpa de los estatutos y bases de A. C. E.) (75), 
“colaboración que debe ser mutua entre ellas y la Acción Católica y entre 
la Acción Católica y ellas”, queriendo tal vez insinuar un perfecto para- 
lelismo entre la Acción Católica y las demás asociaciones del Código; y, 
por otra parte, afirmar 'anteriormente que esa colaboración “se lleva a cabo 
debidamente por medio de la adhesión colectiva de las Congregaciones Ma- 
rianas y de la Confederación misma, sin que sea necesaria la adhesión tadi- 
vidual de los congregantes”, según lo indica el Pontífice en su carta al pa- 
dre unda os J276). 

Porque cabe preguntarse: ¿quién a quién se adhiere? Y esta adhesión 
no es ni mucho menos la agregación de que nos habla el Código, que no 
crea nullum jus de la agregante sobre la agregada, como lo notan todos 
los tratadistas y lo observaba asimismo el P. Ortiz, ni tampoco puede 
ser "absorción y destrucción, sino coordinación de fuerzas", pensamiento 
que también Pio XI dejó bien claro (77), y que asimismo los estatutos na- 
cionales y extranjeros calcaron al pie de la letra, y que, en fin, Pío XII ha 
repetido al P. Itundáin. Pero esta coordinación de fuerzas, ¿a quién com- 
pete determinarla? ¿A la entidad que recibe la adhesión, o a la que se 
adhiere, o, en fin, a las dos a la vez en igualdad de derechos? No cabe 


(73) Z. DE VIZCARRA, Curso de Acción Católica, pág. 479. 

(74) C. E. P., cfr. índice, pág. 984, “Relaciones con otras obras católicas”. 

(75) Cfr. Bases de A. C. E. 1.2, 5.a 7,2, 9.a y 14. Y Reglamento de la Junta Diocesana, arts. 2. 
i pirum de la Junta Parroquial, arts. 2.9 y 9.» Reglamento General de Ramas, arts. 13, 
4 y o 

(76) Cfr. “Boletín de A. C. N. de P." (año XXII, 1 diciembre 1946), n. 381, pág. 6 (170). 
Las Congregaciones Marianas y el Nuevo Estatuto de A. C. I. Cfr. P. ERRANDONEA, “Razón y Fe” 
(1947), Págs. 151 y sgs. ] s 


(77) Cfr. Carta del Cardenal Pacelli al Comendador Ciriaci, C. E. P., págs. 863-865, y en 
las págs. 856. n. 5; 874, n. 16, 8 2, y 941, n. 7. 
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otro término. Y es necesario precisarlo, para que esta adhesión que se 
exige no sea mera fórmula. 

Parece, pues, natural que esa autoridad radique en la entidad que re- 
cibe la adhesión, dentro de los límites que le impongan los textos ponti- 
ficios, como más tarde indicaremos; por lo menos en aquellas naciones 
donde no se haya dado la organización federativa. Y ni en España, ni en 
Italia, ni en el Brasil, etc., existe tal organización. 


Y precisamente los nuevos estatutos italianos, que si bien hacen des- 
aparecer del seno de las juntas coordinadas de la A. C. 1. los representantes 
de todas las asociaciones que no sean de Acción Católica propiamente di- 
cha, establecen organismos de carácter consultivo, para fines de coordina- 
ción externa con las demás obras católicas (78). Y comentando estas dis- 
posiciones, dice el Excmo. Sr. Vizcarra: “Sin embargo, la misma auto- 
ridad jerárquica, en cuyo nombre son convocadas las consultas en la na- 
ción, en la diócesis y en la parroquia, podría negar su autorización para 
ejercer apostolado püblico en el territorio de su jurisdicción a las entidades 
que no aceptaran las normas que se les señalasen en dichas consultas" (79). 

¿Todo esto qué es sino establecer la primacia de la Acción Católica 
sobre todas las demás asociaciones, y no precisamente, lo volveremos a 
repetir, por la universalidad de su apostolado, sino por su jerarquización, 
por su subordinación y coordinación directa y especial a la Jerarquía pas- 
toral, por su mandato, por su oficialidad, por ser el ordenamiento príncipe, 
la forma nobilísima de colaboración, pues todos éstos son términos que se 
completan y fluyen unos de otros y que no tienen aplicación de ningún 
modo en ninguna otra asociación ? 

¿Se podrá ya decir que la Acción Católica es "prima inter pares" ? ¿Se 
puede interpretar, rompiendo todas las leyes de la filología, el vocablo 
“príncipe” como principal nada más, en relación con algunas asociaciones, 
verbigracia, las Congregaciones Marianas, porque ellas no están subordi- 
nadas (sic) a la A. C. L, y, previendo el ataque, concluir “pero no conviene 
olvidar que esta frase la aplica el Romano Pontífice a la A. C. L, no a la 
de los demás países, y, por tanto, no podrá aplicárseles sino en virtud de 
competente argumento de analogía”? Y esto después de haber estado apli- 
cando las normas y estatutos particulares de una nación a toda la Acción 


Católica en general (80). 


(78) Z. DE VIZCARRA, O. C., págs. 475-476. 


(79) Z. DE VIZCARRA, O. C., pág. 976. 
(80) Cfr. *Boletín de A. C. N. de P." (1946), pág. 6 (170), Las Congregaciones Marianas y el 


nuevo estatuto de la Acción Católica Italiana, 
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¿Pero es que habrán quedado derogadas las bases de la A. C. E., apro- 
badas por la Santa Sede y fieles intérpretes de la mente del Papa, por la 
promulgación de los estatutos de otra nación, en los que se pretende ver 
cosas nuevas? Al hablar de los nuevos organismos consultivos creados en 
Italia decíamos con el Excmo. Sr. VIZCARRA que la autoridad jerárquica 
podría hasta negar el apostolado público dentro de su jurisdicción a las 
entidades que no aceptaran las normas que se les señalasen en dichas con- 
sultas. Y he aquí confirmado lo que debía haber quedado zanjado de una 
vez con la carta del Cardenal Pacelli al Comendador Ciriaci. El estudio de 
dicha carta nadie creemos lo ha realizado mejor y con mayor profundidad 
que el Excmo. Sr. VIZCARRA. Remitimos, pues, al lector, a su obra (81). 

Deducimos, en consecuencia, que en Italia, antes de los nuevos estatutos 
y después de ellos, permanece la subordinación de todas las obras católicas 
a la Acción Católica, subordinación que no implica jurisdicción por parte 
de la Acción Católica, sino función administrativa, coordinadora y direc- 
tiva (82), que el Excmo. Sr. BARBADO concreta así: 


1. En orden a la organización interna de las asociaciones auxi- 
liares, son autónomas respecto de la A. C. La A. C. no puede ni debe 
meterse en la organización interna de las asociaciones auxiliares, Con 
gran tino las nuevas bases dan casi—pudiéramos decir—trato de pre- 
ferencia a aquellas asociaciones que adopten el programa de Acción 
Católica, los estatutos de A. C., además de las funciones particulares; 
pero su constitución interna y su actuación en orden a sus fines es 
independiente y autónoma de la A. C. 

_2. En orden a la formación de los miembros de A. C.: 

a) Las asociaciones auxiliares son verdaderamente preciosos au- 
xiliares para su formación intelectual y moral. 

b) Lo mismo debe decirse de la labor formativa en los colegios 
de religiosos, segün los textos pontificios que antes he citado. 

c) En unas y otros debe fomentarse el espíritu de apostolado, el 
aprecio de la A. C. y el conocimiento de su naturaleza y organización... 

d) Esta formación para el apostolado práctico debe hacerse bajo 
la dirección de la A. C. No se habla del apostolado que pudiéramos lla- 
mar dentro de una misma asociación, de unos miembros en otros, de 
formación recíproca, de actuación compenetrada, ni tampoco del apos- 
tolado que pudiéramos llamar individual. Pero el Papa, una y muchas 
veces repite que, cuando se trata de apostolado de las asociaciones, de 
la organización, es preciso que se coordinen, y a la A. C. le atribuye la 
función de dirigir, de orientar el apostolado que pudiéramos llamar 
social de las asociaciones auxiliares... Por eso, en la formación prác- 
tica para el apostolado tiene intervención la A. C., por lo menos la 


dirección de normas, la dirección normativa que llaman las bases de 
la ATO, 


(81) Z. DE VIZCARRA, O. C, pág.s 37 y SES 
(82) Z. DE VIZCARRA, "Ecclesia", n. 11, pág. 22. Bases de A. C. E. 1.2, 7.8 y 9.8 
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3. En orden a sus actividades: 


a) Independencia en las que son peculiares y específicas de cada 
asociación (lo ha asegurado el Papa repetidas veces). 

b) Y respecto de las que son de apostolado, coordinación con la 
Acción Católica y subordinación a la Jerarquía, que puede actuar di- 
rectamente por sí misma o por medio de los organismos de la A. C. 

c) Las nuevas bases asignan a la A. C, en relación con las aso. 
ciaciones auxiliares, la triple función de coordinar, orientar y promo- 
ver su apostolado. Son palabras sacadas de los mismos documentos 
pontificios, sobre que no he ya de insistir. 


A continuación expone la primacía de la Acción Católica en orden al 
apostolado, texto que anteriormente nosotros hemos presentado. 

En esto, pues, consiste la solidaria, fraternal y mutua colaboración en- 
tre la Acción Católica y las demás asociaciones (83). 


Libertad de ingreso en la Acción Católica 


Y ‘nos queda una cuestión por resolver: la libertad de ingreso en la 
Acción Católica, que aparece en la carta del Papa al P. Ilundáin, “sin que 
sea necesaria la adhesión individual en la Acción Católica”, y repetida más 
tarde en los estatutos italianos (84). Observemos, ante todo, que el artícu- 
lo 104 de dichos estatutos declara que “no es incompatible pertenecer si- 
multáneamente a la Acción Católica y a otras asociaciones y obras de apos- 
tolado”, incompatibilidad en la que se ha insistido sobremanera alguna vez. 

Pero nos parece encontrar solución acertada a este problema en la 
cbra tantas veces citada del Excmo. Sr. VIZCARRA. La base 5." de la Ac- 
ción Católica Española, después de dividir las asociaciones auxiliares en 
adheridas, cooperadoras y protectoras y mantener su personalidad y auto- 
nomía, añade: “Los individuos pertenecientes a las asociaciones auxiliares 
o protectoras no quedan por ello eximidas del deber general de colaborar 
personalmente en la Acción Católica.” Parecería a primera vista que esta 
afirmación de las bases de A. C. E. contradice a las palabras dirigidas por 
el Papa al P. Ilundáin. 


“Dicho deber general—nos dice el Consiliario nacional de la Ac- 
ción Católica Española—tiene por objeto ayudar a los pastores de los 
fieles en el cumplimiento de su apostolado pastoral, y por sujeto al 
fiel seglar que pueda prestar dicha ayuda a sus pastores. Ahora bien: 


(83) Comentarios de las nuevas bases de la Acción Católica Española (Madrid, 1941), 


págs. 29-30. ` . a 
(84) Cfr. “Razón y Fe” (1947), págs. 151. y sgs, “Ecclesia”, 91 de septiembre de. 1946, 


pág. 314. 
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es evidente que no se puede declarar indistinta y universalmente que 
los socios de las asociaciones protectoras, con sólo la adhesión de sus 
asociaciones cumplen ya con su deber de caridad pastoral. Dígase lo 
mismo de las asociaciones auxiliares cooperadores, es decir, las que 
no tienen ningún apostolado externo. 

La duda se presenta, cuando se trata de los miembros de las aso- 
ciaciones auxiliares adheridas, que no se contenten con una adhesión 
más o menos nominal, sino que colaboren eficazmente en el apostola- 
do con los organismos pastorales de la A. C. En esta última hipótesis 
podemos preguntar: Si una asociación, dedicada reglamentariamente 
al apostolado seglar, coordina sus actividades apostólicas con las de la 
Acción Católica, está adherida a los organismos correspondientes de 
la A. €. y colabora diligente y cordialmente con la A, C., ¿cumplirán 
normalmente sus miembros con el deber general de la A. C., tomando 
parte activa en dichas tareas, dentro de su misma asociación adhe- 
rida? è 

En un caso concreto, donde concurrían todas esas condiciones, Su 
Santidad Pío XII lo resolvió afirmativamente; y creemos que se puede 
aplicar la misma solución a todos los casos en que concurran las mis- 
mas circunstancias. Véase la Carta de Pío XII al Director de la Con- 
federación de Congregaciones Marianas en el número 271 de “Eccle- 
sia” (21 de septiembre de 1946, página 314). 

Huelga notar que no se puede aplicar la misma solución a las aso- 
ciaciones que de hecho no realicen apostolado externo, o no estén ad- 
heridas a la A. C., o no coordinen sus actividades con las de la Acción 
Católica, o no puedan ser encomiadas, como lo hace Pio XII en el do- 
cumento citado, por su diligente y cordial colaboración con la Acción 
Católica” (85). 


Nótese que todos los subrayados son del Excmo. Sr. VIZCARRA y que 
todos ellos tienen su razón de ser. No nos extendemos en explicar lo que 
no necesita aclaración. 

En toda esta argumentación que venimos desarrollando nos hemos 
olvidado casi del P. REGATILLO, cuyo texto poníamos al principio de este 
apartado. Pero valga todo lo dicho para aclarar las dudas que pudieran 
haber surgido de sus palabras, de la carta del Sumo Pontífice al P. Ilun- 
dáin y de los nuevos estatutos italianos. El lector habrá observado que 
nuestras pruebas se han basado en autores especializados en la materia, 
y que apenas hemos hecho uso de nuestro propio testimonio. Como decía- 
mos antes, podría parecer audacia por nuestra parte el querer interpretar 
los textos pontificios por nuestra cuenta y riesgo. Eso sí, y queremos no- 
tarlo, el mantener una actitud contraria a la de dichos autores juzgamos 
que lleva a consecuencias muy fuertes, cuya trascendencia quizá no se ha 
observado y que en parte hemos dejado insinuadas en lo escrito. 


(85) Z. DE VIZCARRA, O. C., págs. 156-158. 
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Por todo lo dicho, sentimos tener que decir que no nos parecen admi- 
sibles ninguna de las dos definiciones que nos presentaba el R. P. REGA- 
TILLO, ni la que da de la Acción Católica como obra, ni la que define a la 
Acción Católica como institución. A ambas les falta un elemento esencial, 
la coordinación, subordinación y dirección directa, inmediata, esencial por 
parte de la Jerarquía, características que ningún tratadista deja de no- 
tar (86). Nuestro querido profesor concibe ambas definiciones, conside- 
rando únicamente como elemento específico de la asociación la universa- 
lidad de su apostolado, y ya hemos visto que no es eso sólo. Si asi fuera, 
sin duda ninguna que la diferencia de la Acción Católica de otras asocia- 
ciones sería solamente de grado y no de especie. 

Contraponemos a esas definiciones la que nos brinda el Excmo. Sr. Vız- 
CARRA, como resumen de todo lo que llevamos dicho: “La Acción Cató- 
lica es la participación colaborativa orgánica de los católicos seglares en 
las actividades ejecutivas del apostolado jerárquico de la Iglesia, con man- 
dato coordinado y subordinado directamente a los pastores propios de los. 
fieles” (87). 


2) Naturaleza jurídica de la Acción Católica. 


Observa en esta parte el R. P. REGATILLO que este instituto, la Acción 
Católica (habla en sentido genérico), todavía está evolucionando y su in- 
dole jurídica no está bastante definida. Exponíamos en nuestro trabajo 
anterior el proceso de esta evolución y cómo se vislumbra ya algo con- 
creto, merced a los estudios de los canonistas que se apoyan en los tex- 
tos pontificios (88). 

Enjuicia a continuación las sentencias que han aparecido sobre esta 
materia en España, haciendo un resumen de ellas. Acertada nos parece la 
crítica que hace de la sentencia del Dr. Pérez MIER, quien, por otra parte, 
como dejamos ya sentado en nuestro anterior trabajo, tiene en sus estu- 
dios avances laudabilisimos (89). Sostiene este autor benemérito la opinión 


(86) Cfr. Crvanpr, Manual de A. C., vol. I (Barcelona, 1934), págs. 27-31 y 174-191 y 263-282. 
DABIN, La Acción Católica, ensayo de síntesis (Barcelona, 1943), págs. 29-74. POLLET, De Actione 
Catholica, “Angelicum”, vol XIII (1936), págs. 441-483. TROMP, Actio Catholica in Corpore Christi 
(Romae, 1936), págs. 24-40. Berria, Apostolado de los seglares (Madrid, 1939), págs. 7-50. TARAN- 
CÓN, Curso breve de A. C. (1938); págs. 27-36. HERVÁS, 0. C., págs. 47-53; PÉREZ MIER, Iglesia v 
Estado Nuevo (Madrid, 1940), págs. 445 y sgs. Z. DE VIZCARRA, O. C., pags. 34-108. BLANCO NÁ- 
JERA, El Código de Derecho canónico (Cádiz, 1942), págs. 499-503. 

(87) Z. DE VIZCARRA, O. C., pág. 56, n. 18: ; 

(88) La situación jurídica actual de la Acción Católica, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CA- 


NÓNICO (1946), págs. 583-613, y 
(89) La situación jurídica actual de la Acción Católica, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CA- 


NÚNICO (1946), págs. 601-603. 
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de que la “Acción Católica es un instituto no colegial”, mejor dicho, que 
es una “institución corporativa”. La misma refutación de que se sirve el 
P. RecatiLLo la presentábamos en nuestra obra, pues ya en la primera 
edición de su libro aparecían, aunque brevemente, estas mismas pruebas. 
No es, pues, este el momento de repetirlas (90). 

Analiza en seguida las dos sentencias del Excmo. Sr. Hervás y del 
Excmo. Sr. BraNco NÁJERA. Ambos defienden que la Acción Católica es 
asociación estrictamente religiosa y que no puede ser catalogada en nin- 
guna de las tres específicas del Código. A esto último contesta el P. RE- 
GATILLO, consecuente con el estudio que lia hecho de la definición, diciendo 
que a la Acción Católica hay que considerarla como una mera Pía Unión; 
y del Excmo. Sr. BLANCO NÁJERA declara que “non nisi vage indicat 
quaenam sit differentia specifica". Recordemos nada más el texto que hace 
poco transcribiamos de dicho egregio canonista y el que va en la nota (91). 
Por otra parte, del Excmo. Sr. Hervás nos dice que este autor centra la 
diferencia de la Acción Católica de las Pias Uniones únicamente en la 
universalidad del apostolado. Con todo, no podemos menos de notar que 
dicho autor, en el mismo capitulo donde trata de esta cuestión, afirma que 
muchos de los cánones del título XVIII y XIX del libro II de Derecho 
canónico no pueden aplicarse a la Acción Católica como a las Pías Unio- 
nes, que la ünica relación juridica que existe entre las asociaciones del 
Código, a saber, la agregación, no tiene cabida en la Acción Católica, y el 
artículo 4.” de dicho capitulo lo titula “La Acción Católica es la organiza- 
ción oficial de los seglares al servicio de la Iglesia”, del cual son estos pá- 
rrafos: 


“Hemos visto que las asociaciones de A. C. no pueden ser reducidas 
o encuadradas entre las asociaciones eclesiásticas tradicionales. Al lle- 
gar aquí se siente la necesidad de buscar el elemento específico, que 
permita determinar su naturaleza jurídica. Una palabra han repetido 
varias veces los documentos papales, y de ella se han hecho eco al- 


(90) Lecciones esquemáticas de Acción Católica, Dagan 33: : 

(91) BLANCO NÁJERA, EL Código de Derecho canónico, traducido y comentado, vol. 1 (Cá- 
diz, 1942), pág. 503: “En esta participación del ejercicio o actividades ejecutivas de la juris- 
dicción en forma de causa instrumental estriba, a mi entender, la nota específica de la A. C. y 
la fuente de su oficialidad, que la diferencia y conflere Supremacía sobre todos los demás 
apostolados y asociaciones religiosas de los seglares; la que la constituye, segün expresión 
del Pontíflce reinante Pío XII, en ordenamiento principe (o principal, como traducen otros; 
lo cual, para nuestro caso, es indiferente, puesto que la conclusión es la misma) de los cató- 
licos militantes. Si la diferencia no es de especie, sino meramente de grado, como pretenden 
algunos, siendo como es la A. C. en concreto, esencialmente diocesana, dependiente de los 
Obispos, no acertamos a comprender su principalidad sobre aquellas congregaciones que sean 
de derecho pontificio; antes bien, debiera considerarse jerárquicamente inferior a ellas.” 


.& continuación presenta casi el mismo texto que antes hemos aducido del prólogo a la obra 
Gel Dr. Hervás. 
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gunos tratadistas de la materia. Esa palabra nos da la solución: la 
Acción Católica es la institución oficial de los seglares al servicio de 
la Iglesia” (92). Y nos presenta aquí dos testimonios ya conocidos (93). 

Y continúa: “La A. C., como institución oficial, se distingue de las 
demás asociaciones. Este es el elemento específico que buscamos. Ci- 
vardi, el genial tratadista de A. C., nos dirá con fina percepción que 
este carácter oficial lo tiene la A. C. por su especial relación con la 
Jerarquía, “es un apostolado oficial, porque es realizado por un man- 
dato explícito de la Iglesia”. Es un mandato especial: “un apostolado 
vasto y uniforme como el de la Iglesia (universal); un apostolado que 
se desenvuelve por mandato y a las órdenes de la Jerarquía eclesiás- 
tica (oficial): he aquí dos prerrogativas que sólo se encuentran en 
IAS 709437 


Nos basta con lo escrito para conocer la mente del Excmo. Sr. Hervás. 
Veamos ahora cómo se expresa y defiende su sentencia el R. P. REGA- 
TILLO: 


"Neque hoc postremum nobis placet (Scilicet Pia Unio opus ali- 
quod concretum, particulare sibi proponit; dum Actio Catholica opus 
et finem generalia, afirmación que atribuía al Excmo. Sr. Hervás). 
Pia Unio potest habere finem magis vel minus amplum. et genericum;: 
sicut Congregatio religiosa finem generieum habere potest. Normae 
C. Relig. 6 mart. 1921 ad approbandas novas Congregationes religio- 
sas n. 13 animadvertunt: difficile approbabuntur quae non sibi pro- 
ponant finem determinatum et concretum, sed amplectantur quaecum- 
que opera pietatis et beneficentiae. Tamen excipiuntur Congregatio- 
nes Missionariae. 

Magis et minus non mutant specien, aiunt philosophi. Sic Actio Ca- 
tholiea non ideo recensenda est tanquam species distineta a pia unio- 
ne quia finem ampliorem et magis genericum habet. Finis autem apos- 
tolatus tandem ad finem pietatis et caritatis reducitur." 


A continuación resume la sentencia del Excmo. Sr. BLANCO NÁJERA, 
de la que ya hemos hecho mencióri, y, finalmente, concreta la suya del si- 
guiente modo: 


“Nos tamen, donec res a S. Sede magis definiatur, praeferimus Ac- 
tionem Catholicam inter ecclesiasticas fidelium associationes recen- 
sere; et quidem inter pias wniones. Nam est coetus fidelium laicorum 
ab Ecclesia approbatus ad opus apostolatus exercendum, quod tandem 
ad opera pietatis et caritatis reducitur (c. 707, $ 1). Characteres au- 


(92) HERVÁS, 0. C., págs. 77-82. 

(93) Carta al Episcopado argentino, C. E. P.. pág. 874, n. 16, y Discurso a las Congrega- 
ciones Marianas: *No quiere esto decir que ellas se transformen en otra forma de organiza- 
ción y que sean por ello mismo literal y formalmente Acción Católica, por decirlo así, oficial. 

(94) Manuale di Azione Catholica, vol. I, pág. 75. Obsérvese que estas dos prerrogativas 
encajan perfectamente en las características que notaban los autores anteriores. 
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tem peculiares Actionis Catholicae sunt modalitates intra speciem pia- 
rum unionum; sicut unaquaeque pia unio suum proprium characte- 
rem determinatum ex fine et propriis statutis. Sie congregationes ma- 
rianae suam quasi chartam magnam habent a Benedicto XIV datam, 
Const. Gloriosa (1748); ex qua valde distinetae sunt ab aliis piis unio- 
nibus; et tamen eas ad pias uniones potius reducendas existimo." 


Y concluye: 


"Novimus quamdam associationem personarum laicarum quae ex- 
terne vix discernitur a religione, cum suis domibus, suis superiori- 
bus ac vita quadamtenus communi.et suo ministerio, Ecclesiae valde 
proficuo; et approbata est a S. Sede sed tanquam pia unio, sine eccle- 
siastica personalitate" (95). 


Entremos ya con todo respeto a analizar esta sentencia. Bastaría casi 
con lo dicho para juzgarla, pero queremos exponer algunas consideraciones 
que brotan de su lectura. Es cierto que todas las asociaciones se especifican 
por sus fines, como entidades sociales que son. Y aqui radica toda la ar- 
gumentación del P. REGATILLO. Pero es necesario, al estudiar las finali- 
dades específicas de una asociación, no olvidar ningún elemento esencial. 
De otro modo, podríamos sin mucha dificultad equiparar todas las aso- 
ciaciones católicas. Quitándoles una o más notas caracteristicas y esencia- 
les que las especifican, poca diferencia habria entre ellas, como nos dice 
un autor, pues todas, en resumen, miran a !a gloria de Dios. Y en nuestro 
caso concreto, si aplicamos ese principio, por ejemplo, a las Conferencias 
de San Vicente de Paül, que nadie negará desarrollan apostolado de bene- 
ficencia y caridad altamente provechoso, tendríamos que concluir que son 
también Pías Uniones. Absurdo que nadie puede admitir. ¿Cuál es, pues, 
el elemento característico de que se sirve la Iglesia para distinguir a las 
asociaciones que están bajo su control? A nosotros nos parece que mo es 
otro que el de la relación más o menos directa de esas asociaciones con 
la Jerarquía. Y esto es tal vez lo que se olvida y que puede concretarse 
también en el fin específico de las asociaciones. 

Por eso nos atrevemos a determinar que el fin peculiar exclusivo de la 
Acción Católica es fin “religioso, social, oficial”, como lo hacía notar 
preciosamente el R. P. Acustin GARAGNANI, S. J., Director de la Congre- 
gación Mariana Prima Primaria de Roma (cfr. VIZCARRA, O. c., pág. 113). 
Como fin religioso coincidirá con el de todas las asociaciones, del Código, 
las religioso-laicales como las Conferencias de San Vicente de Paúl, las 


(99) REGATIELO, 07 Co pag. 428. 
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“stricto sensu religiosae” como las Terceras Ordenes, las Cofradías y las 
Pías Uniones; como social coincidirá con las que tengan algún apostolado, 
como las Congregaciones. Abarcará, pues, la Acción Católica los fines no 
sólo de las Pías Uniones en amplitud de extensión, como nos dice el 
P. REGATILLO, sino también el de otras asociaciones especificamente dis- 
tintas, como las Terceras Ordenes y Cofradías (96), sin que sean esos 
fines exclusivos de la Acción Católica, pero sí propios (97). Un poco raro 
parece, por tanto, el encasillarla dentro de las Pías Uniones. Y, en fin, como 
oficial, elemento ya claramente específico, se colocará sobre todas las aso- 
ciaciones como modalidad jurídicamente nueva. Nos atrevemos, después 
de todo lo que llevamos dicho y de lo que dejamos declarado en el artículo 
anterior publicado en esta misma revista, a presentar el siguiente esquema 
de las asociaciones de fieles, que aclarará nuestro modo de pensar: 


ASOCIACIONES FUERA DEL CÓDIGO ASOCIACIONES DENTRO DEL CÓDIGO 


3) Estrictamente religiosas. — Que 
Su fin no es di- pueden ser aprobadas o erigidas. 

a) Terceras Ordenes (c. 702): Fin 
> exclusivo de promover la vida cristia- 
obras sociales-mutualidades. Profesio- na. Dirección bajo una Orden y no in- 
nales-sindicatos. Su fin directo, mejo- mediatamente de la Jerarquía. 

b) Cofradías (e. 707): Fin, incre- 
mento del culto público. 


1) No religiosas. 


rectamente religioso, verbigracia, 


ra material de los asociados, e indi- 


rectamente, fin espiritual, €) Pías Uniones (c. 707): Fin de 
caridad o piedad. 
Relación con la Jerarquía: Recomen- Relación con la Jerarquía: Depen- 


. A Y dencia directa e inmediata de la Je- 
A uUa TERM Bee rarquía, subordinación en algún sen- 
tividades técnico-administrativas. tido a la Jerarquía (cfr. cc. 690, 691, 
699 y 715). 
2) Religiosas, laicales. — Origen, 4) Estrictamente religiosa y estric- 
tamente jerárquica.—Fin, apostolado 
constitución y fin de los seglares. social oficial. Comprende todos los fi- 
nes de las Terceras Ordenes, Cofradías 
y Pías Uniones, etc. 
F Se ‘ Relación con la Jerarquía: Depen- 
dación, pero no las dirige ni gozan de dencia directa e inmediata, subordi- 
los derechos de las aprobadas. nación y coordinación esencial con la 
Jerarquía. Dirección por parte de la 
misma Jerarquía. 


Relación con la Jerarquía: Recomen- 


(96) ctr. Z. DE VIZCARRA, 0. C., pág. 94. 
(97) Cfr. *. DE VIZCARRA, O. C., pág. 95. 
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Así, ya se comprenden las palabras del P. PoLLET, O. P., cuando es- 
cribe: “La Acción Católica es la cima y el punto culminante del apostolado 
de los laicos" (98). Y las del P. Darin: “La Acción Católica, pleroma del 
apostolado jerárquico, ha sido establecida providencialmente para recha- 
zar estas aberraciones anticlericales; porque su misma esencia consiste en 
la más íntima unión de los seglares con la Jerarquía. La Iglesia otorga su 
confianza a los seglares y les dice: “Amice, ascende superius” (Amigo, 
sube más arriba) (99). ¿Y para qué vamos a ofrecer a nuestros lectores tes- 
timonios de los dos Pontífices Pío XI y Pío XII, felizmente reinante, 
cuando han aparecido varios en el transcurso de este ya largo trabajo y 
en cualquier documento pontificio se ofrece siempre algún término que nos. 
retrata esta singular dignidad de la Acción Católica ? 


No se puede, pues, reducir el fin de la Acción Católica a las obras de 
piedad y caridad, ni el carácter de su oficialidad es meramente accidental, 
sino completamente sustancial. Y poco prueban ya las otras razones y 
ejemplos que se presentan para encuadrarla entre las Pías Uniones. 


3) Personalidad de la Acción Católica. 


Esta es la última cuestión que aborda el P. REGATILLO en su obra. 
De ella hablamos abundantemente en nuestro artículo anterior. Niega que 
la Acción Católica, en general, en el mundo, tenga personalidad jurídica, 
como nosotros lo indicábamos (100), pues no existe un decreto general que 
lo determine. Rechaza la opinión del Dr. PÉREZ Mrer de que los Obispos 
no pueden erigir a la Acción Católica en sus diócesis respectivas, como 
asimismo nosotros lo haciamos (101), pues de hecho muchos Obispos es- 
pañoles la han erigido, y mientras no se pruebe la excepción, los Obispos 
pueden erigir cualquier clase de personas jurídicas. 


En cuanto a la sentencia del Excmo. Sr. BLANco NÁJERA, que nosotros 
admitiamos como probable, a saber, que la Organización Central de la 
Acción Católica Española tiene personalidad jurídica, porque sus bases 


(98) L Action Catholique a la lumiere de la theologie thomiste (Bruxelles, 1937), págs. 63, 
79-80. 


(99) La Acción Católica... (Barcelona, 1934), pág. 242. 


(100) La situación jurídica actual de la Acción Católica, REVISTA EsPAÑOLA DE DERECHO 
CANÓNICO (1946), págs. 606-607. 


(101) La situación ¡jurídica actual de la Acción Católica, REVISTA ESPANOLA DE DERECHO 
C^NÓNICO (1946), pág. 605. 
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constitucionales, dadas por la Junta Metropolitana y 'aprobadas por la San- 
ta Sede, equivalen a un decreto implícito; no le parece suficiente esta ra- 
zón. Porque también la Pía Unión del Apostolado de la Oración tiene su 
constitución aprobada por la Santa Sede y no es persona moral. El argu- 
mento tendría alguna fuerza si también la Acción Católica fuera una Pía 
Unión. Ni basta, continúa, el que dicha Organización Central tenga 'algu- 
nos poderes, pues también las demás Pías Uniones, de las que habla el ca- 
non 708, tienen algo parecido, y “licet personae morales non sint, capaces 
tamen sunt obtinendi gratias spirituales”. Concluye dando la norma para 
conocer la personalidad jurídica de una asociación, a saber: “ex capacitate 
adquirendi et possidendi bona temporalia et standi in judicio". Mas de esta 
capacidad de adquirir y poseer bienes, advertimos nosotros, nos pueden ha- 
blar la base 17 de la A. C. E., que es la base económica, y el artículo, en- 
tre otros, 3.” del reglamento de la Junta Técnica Nacional de la Acción Ca- 
tólica Española, el cual, en el apartado B), nos dice: “como vía de ejem- 
plo de las actividades de la Junta, puede indicarse el "editar y administrar 
los libros y publicaciones de toda índole...; y el G), administrar los bienes 
de toda la Acción Católica, bajo la inspección de la Dirección Central, per- 
sona jurídica a quien pertenecen dichos bienes; y el H), representar ante 
extraños a todos los socios de la A. C. E. e indirectamente a todos los ca- 
tólicos espafioles, que deben respetar y apoyar al organismo de apostolado 
auxiliar de la Jerarquía eclesiástica, creado oficialmente por la misma". 
Y nótese que la Junta Técnica y la Dirección Central son organismos cen- 
trales de la A. C. E. Menguada sería la situación de la A. C. E. si así no 
fuera, porque, como dice muy bien el Excmo. Sr. VIZCARRA (o. c., pági- 
na 100), los bienes de la A. C. E., que existen, no serían de carácter ecle- 
siástico; serían "bienes de nadie", y se daria ocasión al Estado para re- 
clamar la entrega o la administración de los bienes de la Acción Católica, 
porque sería ésta una entidad creada por el Episcopado, pero en el aire, 
o, por lo menos, al margen del Derecho canónico. 


Este mismo tratadista ha ampliado sobremanera el estudio de la per- 
sonalidad de la Acción Católica en la última edición de su obra (102). De 
él queremos decir que se ajusta perfectamente a todo lo que hemos venido 
repitiendo. Son dignas de notarse, en primer lugar, las afirmaciones de que 
ni la Junta Suprema, ni la Dirección Central, ni la Junta Técnica Nacio- 
nal, ni los cuatro Consejos Superiores, ni las Juntas Diocesanas y Conse- 


(102) Z. DE VIZCARRA, O. C., págs. 91-108. 
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jos Diocesanos, ni las Juntas Parroquiales y Centros de las cuatro Ramas 
de la A. C. E. son institutos eclesiásticos no colegiados, sino más bien ins- 
titutos colegiados, pues así se deduce de las definiciones que dan las bases 
y los reglamentos de todos estos organismos, verbigracia, la base 12. Admite 
que los Obispos pueden erigir la Acción Católica en sus respectivas dióce- 
sis, mas no como una asociación de las especificadas en el Código, pues sus 
características son esencialmente diversas. 


Existe una dificultad en cuanto a los organismos superiores, ya que 
no hay Ordinario que lo pueda hacer, y propone una solución, que no nos 
desagrada, ya que puede equipararse con la que manteníamos en nuestro 
trabajo anterior y que es exactamente a la del P. ORTIZ, autor que hemos 
comentado, aunque mucho más detallada. Según el Excmo. Sr. VIZCARRA, 
la Acción Católica, por ser un servicio público de la Iglesia. organizado 
oficialmente por la Jerarquía eclesiástica, es una cuarta figura jurídica de 
entidades religiosas, y como en ella la Iglesia asume mayor intervención 
y responsabilidad que en las tres restantes, no se limita a alabarla y re- 
comendarla, ni se contenta con aprobarla, ni se contenta con erigirla en 
forma explícita o implícita, sino que va más allá: la instituye y constituye 
ella misma como servicio público de la Iglesia, en forma de instituto cole- 


grado (103). Recuérdese, sin embargo, las advertencias que oponíamos al 
P ORTIZ 


HP DIOS 


Hemos llegado a dar cima a este trabajo, que reconocemos ha resulta- 
do un tanto largo por sus abundantes citas. Era tal el cúmulo de obstácu- 
los que encontrábamos en nuestro camino, que ha sido necesario vencerlos 


todos sin subterfugios ni silencios de textos, que hubieran dejado truncado 
el pensamiento de los adversarios. 


Si el lector ha tenido la paciencia de leernos habrá comprendido que 
no hemos hecho otra cosa que continuar nuestro primer artículo, “La si- 
tuación jurídica actual de la Acción Católica”. En él pasamos casi por 
alto el aspecto fundamental de las relaciones jurídicas entre las asocia- 
ciones del Código y la Acción Católica, y lo dábamos por supuesto. Habrá, 


(103) Z. DE VIZCARRA, 0. C., pág. 100. 
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sin duda, lectores que no queden satisfechos con nuestras pruebas. A "os- 


otros, por lo menos, nos convencen. Queda, sin embargo, todavía ancho 
campo al investigador. 


Dios quiera que un día veamos a la Acción Católica definitivamente 
incluida en el Código tal como la sofiábamos, como la obra más bella, 
como la organización de seglares más fructífera que ha nacido en estos 
últimos tiempos calamitosos que vivimos! de la mente del Vicario de Cristo. 


Porque, como dijo el Emmo. Cardenal PizzarDO a los alumnos del Se- 
minario francés de Roma (8-XII-1931), “en el edificio de la Acción Católica 
la Jerarquía es a la vez la clave y el fundamento”, y esto es, por desgracia, 
lo que se olvida al compararla coa otras asociaciones de fieles. 


JAIME SAEZ GOYENECHEA 


Profesor del Seminario de Vitoria 
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LOS PARROCOS EN EL CONCILIO 
SAS EN DOS Y. EN, ELASCODIGO=DE 
DERECHO CANONICO 


Puesto que el Concilio Tridentino se ocupó con especial interés de todo 
lo concerniente a los párrocos, justo es que al conmemorar una fecha de 
tanto relieve en la historia de la Iglesia dediquemos un artículo al asunto 
indicado en el encabezamiento. 


Como fácilmente comprenderá el lector, no vamos a detenernos en lar- 
gas disquisiciones históricas acerca del origen de los párrocos. Nos limi- 
taremos a dejar consignada la doctrina generalmente admitida de que co- 
menzaron en el siglo Iv, primero en los pueblos y después en las ciudades. 


Al principio, según iba creciendo el número de fieles fuera de la ciudad 
episcopal, los Obispos, de cuando en cuando, especialmente los días fes- 
tivos, enviaban sacerdotes a los principales núcleos para que les adminis- 
trasem los Sacramentos y les predicaran la palabra de Dios, volviéndose 
luego a la ciudad episcopal; hasta que, más tarde, ya se quedaron en sus 
respectivas circunscripciones de una manera estable, dando así origen a las 
parroquias rurales en la forma que hoy existen; si bien hubo de pasar aún 
bastante tiempo hasta lograr éstas su estructuración definitiva, si se permi- 
te la palabra, a lo cual contribuyó en gran manera el Concilio Tridentino. 


En la ciudad episcopal ocurrió algo parecido, es decir, que según iba 
aumentando el número de fieles se fueron construyendo diversas iglesias, 
y en éstas se reunían aquéllos para oir Misa y recibir los Sacramentos, etc., 
que celebraban y administraban los sacerdotes designados por el Obispo, 
sin carácter estable en un principio. Y de ese modo continuaron hasta fines 
del siglo x, de cuya fecha, según la opinión más aceptable, datan las pa- 


rroquias de las ciudades. 
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J-A PARROQUIA 


La parroquia comprende diversos elementos: unos afectan a la sustan- 
cia y otros a la integridad de la misma. Constituyen el primer grupo: a) la 
feligresía; b) el párroco; c) la cura de almas. Pertenecen al segundo: 
d) el territorio; e) la iglesia especial, y f) la dote beneficial (1). 

FANFANI (2) incluye el territorio entre los elementos esenciales de la 
parroquia, fijándose, sin duda, en que, a tenor del canon 216, se requiere 
éste por regla general, siendo una excepción lo contrario. 

Es muy conveniente que cada parroquia tenga su iglesia propia; pero 
cuando esto no resulta factible, peude servirse de otra. Asimismo, sería de 
desear que todas las parroquias tuvieran la correspondiente dotación fija; 
pero si esto no se puede lograr, todavía permite el canon 1.415, $ 3, erigir 
sin ella parroquias, cuando una prudente previsión da esperanza de que no 
faltarán los recursos necesarios para atender convenientemente al sosteni- 
miento del culto y de sus ministros. 

En cuanto al territorio, si bien, como dejamos indicado, lo exige la dis- 
ciplina actual, no lo hace en forma tan absoluta que del todo quede cerrada 
la puerta para la erección de parroquias familiares o personales en lo fu- 
turo, ni menos suprime las actualmente existentes (véase el can. 216, 88 I, 4). 

Con el autor arriba citado podemos definir la parroquia diciendo que 
es “una parte del territorio diocesano que tiene iglesia especial, pueblo 
determinado y rector propio, al cual le está encomendada la cura de almas 
en dicho pueblo y territorio" (3). A 

El Concilio de Trento (ses. XIV, de ref., c. 9) elogia la distribución 
de las parroquias con su correspondiente feligresía y territorio, verificada 
por el Papa Dionisio, según consta en su epístola segunda al Obispo Se- 
vero, que reproduce Graciano en el Decreto (cap. un., C. XIII, q. 1), y es 
del tenor siguiente: “Hemos entregado a cada sacerdote su iglesia corres- 
pondiente, y hemos distribuido entre ellos las parroquias, concediendo a 
cada uno su propio derecho, de suerte que nadie invada los derechos o los 
límites de otra parroquia, antes cada cual se mantenga dentro de los suyos, 
y de tal modo vele por la iglesia y por el pueblo a él encomendados, que 
pueda dar buena cuenta de ellos ante el tribunal del eterno Juez, a fin de 
que logre recibir premio, en vez de castigo, por sus actos.” 


(1) Muniz, Derecho parroquial, t. I, n. 51. 
(2) De Iure parochorum, n. 9. 
(3) Muniz, Ob. cit n. 50. 
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Y luego, en la ses. XXIV, de ref., c. 13, agrega: “Y en las ciudades 
y pueblos donde las iglesias parroquiales no tienen señalados sus límites 
ni sus rectores determinada feligresía a la cual gobiernen, sino que indis- 
tintamente administran los Sacramentos a quienes se lo piden, manda el 
Santo Sínodo a los Obispos, para mejor proveer a la salud espiritual de los 
fieles a ellos encomendados, que repartan el pueblo en parroquias distintas 
y determinadas, asignando a cada una su propio párroco perpetuo, que 
conozca a sus feligreses, y del cual exclusivamente reciban lícitamente los 
Sacramentos; o provean de otra manera más conveniente, según lo recla- 
men las circunstancias de los lugares. Asimismo, en aquellas ciudades 
o-lugares donde aun no se han establecido parroquias, procuren erigirlas 
cuanto antes, sin que obsten cualesquiera privilegios o costumbres, aunque 
sean inmemoriales.” 

Esto mismo viene a decir, en síntesis, el $ 1 del canon 216, antes ci- 
tado. 


EL PÁRROCO 


Pasemos por alto lo relativo a los diversos nombres con que se la ha 
designado, así como lo concerniente a sus varias etimologías, que pueden 
verse en BARBOSA (4), por ejemplo, y detengámonos unos momentos a 
exponer su noción. 

El canon 451 lo define de este modo: “Párroco es el sacerdote o la per- 
sona moral a quien se ha conferido la parroquia en título con cura de 
almas, que se ejercerá bajo la autoridad del Ordinario del lugar” ($ 1). 

Lo más corriente es que el párroco sea una persona física, y, en ese 
caso, por prescripción del Código (can. 453, $ 1) debe estar ordenado de 
sacerdote cuando se le confiera la parroquia, so pena de nulidad, en virtud 
del canon 154, que así lo establece para todos los oficios eclesiásticos que Ile- 
van aneja cura de almas. 

Si el párroco es una persona moral, verbigracia, un Cabildo, una comu- 
nidad religiosa, sólo le compete la cura habitual de almas, debiendo enco- 
mendar la cura actual a un vicario, en conformidad con el canon 471, $ t 
(canon 452, $ 2). : | 

La cláusula “a quien se ha conferido la parroquia en título” es equiva- 
lente a esta otra: “a quien se le ha conferido la parroquia en propiedad 
para regirla en nombre propio”, con carácter permanente o por lo menos 


(4) De officio et potestate parochi, p. I, c. 1. nre 
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sin limitación de tiempo, merced a lo cual se distingue el párroco de los 
vicarios parroquiales. 

Tocante a la estabilidad de los párrocos, en la cita última del Concilio 
Tridentino hemos visto que emplea el vocablo “perpetuo”. El Código ca- 
nónico insiste en lo mismo, y aun cuando admite los párrocos amovibles, 
no oculta su preferencia porque sean inamovibles (can. 454, $$ 1-3). 

El inciso “con cura de almas” implica que el párroco tiene potestad 
ordinaria para apacentar a sus feligreses con la administración de los Sa- 
cramentos, la predicación de la divina palabra, etc., o como dice BouIx: 
“Es propio y esencial del oficio de los párrocos el ejercer la cura espiritua! 
de una feligresía, o lo que es igual, alimentando sus almas con el pábulo 
de la palabra divina, y administrándoles los Sacramentos” (5). 

Y para decirlo de una manera más concisa, bajo la cura de las almas se 
comprende la potestad y las obligaciones que al párroco le competen por 
razón de su oficio. 


¿Tienen los párrocos verdadera potestad de jurisdicción en el fuero externo? 


Que la tienen en el fuero interno, y ordinaria, nadie lo niega, ni lo 
puede negar, puesto que lo dice expresamente el canon 873, $ 1; pero en 
cuanto al fuero externo son pocos los que se la reconocen de una manera 
franca. Algunos, aunque en sustancia terminan por admitirla, no lo hacen 
sin dar antes algunos rodeos. Parece como si temieran usar ese vocablo, 
y prefieren emplear el término “potestad económica”, “administrativa”, 
u otros por el estilo. 

Citemos algunos ejemplos: 

"La cura de almas que al párroco le compete lleva consigo jurisdic- 
ción ordinaria restringida al fuero interno; tocante al fuero externo, el 
párroco no tiene sino cierta autoridad económica" (6). CoRONATA se ex- 
Pie en términos equivalentes (7). : 

" En virtud de su oficio, el párroco tiene potestad doméstica, mas no po- 
testad de jurisdicción ordinaria en el fuero externo, exceptuados los casos 
—añade entre paréntesis—en el Código expresamente señalados” (8). 

CICOGNANI lo matiza de este modo: “Los párrocos tienen cierta po- 
testad en el fuero externo, que no es estrictamente püblica, ni del todo pri- 
vada, a saber, potestad económica externa" (9). 


) Tractatus de parocho, p. I, c. 9. 

(6) CLAEYS-BOUUAERT-SIMENON, Man. Iur. Can.a, t. I, h. 558. 
) Institut. Iur. Can., vol. I, 467, 1.9, d). > 

(8) VERMEERSCH-CREUSEN, Epit. Iur. Can.s, t. I, n. 501. 

(9) Comment. ad Librum I Codicis, pág. 398, 9. 
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Los párrocos, al decir de CueLoD1 (10), “carecen de jurisdicción per- 
fecta en el fuero externo, pero, aparte la potestad ordinaria del fuero in- 
terno, tienen también potestad doméstica sobre sus sübditos, y ejercen ad- 
ministración pública, merced a la cual practican muchos ministerios ex- 
ternos en virtud de su oficio" 

CAPPELLO (11), después de aseverar que el párroco es verdadero pastor 
de su feligresía, rigiéndola con potestad ordinaria en nombre y por derecho 
propios en todo lo perteneciente a la cura de almas, agrega que “puesta la 
potestad ordinaria e inmediata del Obispo en toda la diócesis, no es nece- 


saria para el oficio del párroco la jurisdicción del fuero externo...; pero 
sí necesita cierta potestad administrativa”. Y poco después 'añade: “Com- 
pete al párroco: ... 2." potestad disciplinar (llamada por algunos doméstica 


o económica o dominativa en sentido lato) sobre todos los súbditos, en 
cuanto que puede amonestarlos y corregirlos autoritativamente y tiene el 
derecho y el deber de vigilar e impedir que se introduzca en la parroquia 
cosa alguna contra la fe y las costumbres; 3.”, potestad administrativa, que 
abarca diversos ministerios externos y públicos, verbigracia, los indicados en 
la segunda parte del canon 469; 4.”, potestad de dispensar, incluso en el 
fuero externo, la ley del ayuno y abstinencia, la observancia de los días 
festivos y los impedimentos matrimoniales.” 

WERNZ-VIDAL (12) comienza diciendo que la potestad de los párrocos, 
mirada en conjunto, es ordinaria, no delegada; pero luego afirma que esa 
potestad ordinaria no es del fuero externo. Y lo prueba con el siguiente 
raciocinio: “La verdadera jurisdicción del fuero externo se ordena próxima 
y directamente a promover el bien común mediante el ejercicio perfecto de 
la jurisdicción, es decir, de la potestad legislativa, judicial y coercitiva, 
aun aplicando censuras y penas graves. Mas a los párrocos no les com- 
pete semejante potestad legislativa, judicial y coercitiva, toda vez que la 
potestad de los mismos se refiere propiamente al bien privado e interno 
de sus feligreses.” 

Después, en cambio, les reconoce a los párrocos facultad para imponer 
preceptos externos y públicos a sus feligreses y hasta para prohibirles el ma- 
trimonio. (Difícilmente podrá esto último armonizarse con el canon 1.039.) 

También resulta un poco chocante la actitud de A. DE MEESTER, quien, 
al hacer el recuento de los Superiores que poseen jurisdicción ordinaria, 
refiriéndose a los párrocos afirma que les compete dicha potestad en el 


(10) Ius de personis, n. 999. 
(11) Summa Iur. Can., vol. II, n. 490. 
(12) Ius Canomicum, t. IT, n. 730. 
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fuero interno, y sécundum quid en el externo, es decir, en lo relacionado 
con la administración de la parroquia (13). Pero más adelante (n. 818), 
ocupándose ex profeso de la potestad de los párrocos, sienta esta proposi- 
ción: Iurisdictio parochi non est fori externi. Y para probarla aduce el si- 
guiente argumento: “Hemos visto arriba—hace referencia al párrafo que 
acabamos de insertar—que el párroco, por derecho comün, carece de 
jurisdicción propiamente dicha en el fuero externo, y sólo tiene cierta po- 
testad económica o administrativa..., la cual no incluye potestad de dar 
leyes, o de imponer censuras, o de dispensar las leyes, si bien añade que esta 
ültima puede el párroco adquirirla por disposición del derecho o por una 
costumbre legítimamente prescrita." Y a continuación alude a los cáno- 
nes 1.044, 1.045, 1245759180 

Más aceptable nos parece la manera como se expresa S1pos (14), cuan- 
do dice que la potestad incluída en la cura de almas "no es jurisdicción 
perfecta del fuero externo, por cuanto no comprende la potestad legislati- 
va, judicial y coercitiva. Pero no pertenece exclusivamente al fuero sacra- 
mental, sino que es también del fuero interno extrasacramental; más aún, 
de una manera imperfecta cabe afirmar que pertenece al fuero externo, 
toda vez que el párroco puede imponer preceptos, amonestar, corregir, 
castigar con moderación y ejercer magisterio püblico, etc.". Y termina con 
las siguientes palabras: "Esta potestad es denominada por muchos domés- 
tica o económica." 

El P. Mostaza abunda en el mismo sentir, y aun se muestra más am- 
plio. “Suele decirse—son sus palabras—que el párroco no tiene potestad de 
jurisdicción en el fuero externo. Cierto es que no puede dar leyes, ni co- 
nocer judicialmente ninguna causa, ni fulminar penas eclesiásticas; pero: 
no le falta alguna potestad ordinaria de jurisdicción en el fuero externo; 
tal es la potestad de magisterio, o de predicar y enseñar la religión a su 
pueblo (cáns. 1.329, 1.344); la de dispensar de las leyes comunes en ciertos 
casos, verbigracia, del ayuno y abstinencia y observancia de las fiestas (ca- 
non 1.245, $ 1), de los impedimentos matrimoniales (cáns. 1.044, 1.045), 
etcétera” (15). 

REGATILLO (16) hace suyas estas afirmaciones del P. MOSTAZA. 

También ErcHMANN (17) defiende esta doctrina cuando, después de 
consignar que el párroco tiene jurisdicción ordinaria en el fuero de la con- 


(13) Iuris can. et Iuris Canonico-civilis Compendium, n. 445, 6.0. 
(14) Enchiridion Iur. Can.s, 8 58, pág. 302, d). 

(15) Cuestiones canónicas, t. I, n. 415, 3.9. 

(16) Institut. Iur. Can., vol. I, n. 602. 

(17) Manual de Derecho Eclesiástico, t. I, 8 82. 


— 952 — i l > 


LOS PARROCOS EN EL CONCILIO DE TRENTO Y EN EL CODIGO DE DERECHO CANONICO 


ciencia, añade: “El párroco tiene solamente una jurisdicción limitada en 
el fuero del Derecho; no posee potestad legislativa, ni judicial, ni penal; 
en cambio, ejerce una clase de jurisdicción voluntaria al llevar los libros 
parroquiales (can. 470), en la concesión de ciertas dispensas, a tenor de 
los cánones 1.245, $ 1; 1.044 y 1.045, $ 3.” 

Para no alargar más este punto, nos limitaremos a manifestar que 

nuestra humilde opinión es favorable a la sentencia afirmativa. A ello nos 
mueven las razones siguientes: 
I.' El gobierno de una parroquia es, a no dudarlo, bastante más com- 
plicado que el de una comunidad religiosa; ahora bien, los Superiores lo- 
cales de religión clerical exenta gozan de verdadera jurisdicción en el fuero 
externo; luego los párrocos no deben carecer de ella. El argumento que 
alega uno de los autores anteriormente citados de que al párroco no le hace 
falta esa potestad para gobernar su parroquia, supuesta la jurisdicción or- 
dinaria e inmediata del Obispo en toda la diócesis, merece ser catalogado: 
entre los argumentos que prueban demasiado y, por consiguiente, no prue- 
ban nada. También los Superiores provinciales de las religiones arriba 
mencionadas tienen jurisdicción ordinaria e inmediata en todas las casas 
de la respectiva Provincia, sin que ello sea obstáculo para la de los Su- 
periores locales. 

2. Cierto que los párrocos carecen de potestad legislativa, judicial y 
coercitiva, puesto que no la necesitan. Pero esto sólo quiere decir que su 
potestad de jurisdicción en el fuero externo es imperfecta. Tampoco los 
Superiores religiosos antes aludidos, ni siquiera los Provinciales, están 
dotados de potestad legislativa; mas no por eso dejan de tener verdadera 
jurisdicción en el fuero externo, aunque no sea completa. 

3." Sabido es que la potestad de dispensar en las leyes eclesiásticas 
exige verdadera jurisdicción en el agraciado con aquélla; es así que los 
párrocos están facultados por el Código para dispensar en el fuero externo 
de los impedimentos matrimoniales, de la abstinencia y el ayuno, y de la 
observancia de los días festivos, a tenor de los cánones 1.044, 1.045, $ 3; 
1.245, $ 1; luego poseen verdadera jurisdicción en el fuero externo. 


IDONEIDAD DE LOS CANDIDATOS A PÁRROCOS Y MODO DE COMPROBARLA 


A) Idoneidad.—El derecho de las Decretales exigía, en cuanto a la 
edad, los veinticinco años comenzados, y respecto de las órdenes, por lo 
común el subdiaconado al menos; pero se concedía dispensa fácilmente para 
que pudiera conferirse la parroquia a los ordenados de menores, a condición 
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de que pudieran ordenarse de sacerdotes dentro del año, a partir del día en 
que se les había conferido la parroquia, so pena de quedar privados de la 
misma, ipso facto, si no se ordenaban dentro de aquel plazo (18). 


El Concilio de Trento no introdujo ninguna modificación en ese pun- 
to, contentándose con urgir la fiel observancia de lo establecido antes (19). 


El Código nada dice de la edad. De suerte que si alguien se ordena de 
sacerdote con dispensa antes de los veinticuatro años, con tal que reúna las 
demás cualidades, no hay inconveniente en que sea nombrado párroco. En 
cambio, exige haber recibido la ordenación sacerdotal, bajo pena de nuli- 
dad, antes de dicho nombramiento (can. 453, $ 1). 

Para la licitud “debe además estar adornado de buenas costumbres, 
doctrina, celo de las almas y prudencia y de las demás virtudes que, tanto 
por derecho común-como por derecho particular, se requieren para gober- 
nar laudablemente la parroquia vacante” (§ 2). 

Refiriéndose a la provisión de parroquias, decia FERRARIS (20) que se 
reputa persona idónea quien se halle dotado de edad madura, gravedad de 
costumbres, ciencia conveniente y otras cualidades oportunas. 


B) Modo de comprobar la idoneidad.—Es negocio arduo el formar 
juicio acerca de quién posee todas las condiciones requeridas para gober- 
nar con fruto una parroquia. A fin de ayudar a los Obispos en asunto de 
tanta trascendencia, el Concilio Tridentino prescribió el sistema de con- 
curso especial, que después en varias regiones, España entre otras, se con- 
virtió en general, exigiendo la intervención de los examinadores, en nú- 
mero no menor de tres, de los seis que al efecto habían de ser nombrados 
todos los años en el Sinodo diocesano, y que debían ser maestros, doctores 
o licenciados en Teología o en Derecho canónico, u otros clérigos, seculares 
o regulares, reputados más idóneos al efecto, los cuales tenían que obli- 
garse bajo juramento a cumplir fielmente su cargo, sin dejarse llevar de 
ninguna afección humana, y con prohibición absoluta de recibir ningún 
obsequio con ocasión del examen a parroquias, ni antes ni después de él. 


Una vez concluido el examen y designados por los examinadores los 
que habían sido juzgados idóneos por su edad, costumbres, doctrina, pru- 
dencia y demás cualidades oportunas para gobernar la iglesia vacante, de- 
bía el Obispo escoger de entre ellos al que reputara más idóneo (21). 


(45) OS on Xo each) 6- ine Vg | 
(19) ‘Ses XXIV, de ref co 18; 

(20) Prompta Bibl. v. “Parochus”, n. 11. 

(21) Ses. XXIV, de ref., c. 18. 


po 964 ux 


LOS PARROCOS EN EL CONCILIO DE TRENTO Y EN EL CODIGO DE DERECHO CANONICO 


No siempre, sin embargo, ni en todas partes, era fácil valerse del con- 
curso, y por ello, en ocasiones, la Santa Sede se mostró tolerante y permi- 
tió que los Obispos procedieran de otro modo. Un ejemplo de esto lo ha- 
llamos en la Instrucción de la Sagrada Congregación de Propaganda Fide 
a los Arzobispos de Irlanda, con fecha 25 de junio de 1791, donde hace 
resaltar lo mucho que importa, por el gran influjo que ejerce en la santi- 
ficación del pueblo, la buena elección de los párrocos. Y para que mejor la 
puedan llevar 'a cabo se recomienda el concurso prescrito por el Tridentino; 
pero en el caso de no poder celebrarlo, les encarga que busquen otro medio 
conveniente y que los candidatos sean examinados por los examinadores 
sinodales o por otros examinadores idóneos (22). 

El Código conserva en parte la disciplina del Tridentino, según puede 
verse en el canon 459, $$ 1-3; pero en lo relativo al concurso no se muestra 
tan inclinado a él ($ 4). Sin embargo, por lo que atañe a nuestra Patria, la 
Santa Sede lo conserva en el Convenio entre la misma y el Gobierno es- 
pañol, del 16 de julio de 1946, sobre provisión de beneficios no consisto- 
ríales, cuyo artículo 2.” es como sigue: “Los Ordinarios diocesanos pro- 
cederán a la provisión de las parroquias a tenor del can. 459 y previo con- 
curso general y abierto, de acuerdo con el $ 4 de dicho canon.” 

No estará de más registrar aquí algunas declaraciones de las Sagradas 
Congregaciones, relativas a los concursos a parroquias. 

La Sagrada Congregación de Obispos y Regulares (Novarien., 10 de 
mayo de 1580) protestó contra el abuso, que existía en aquella diócesis y 
en otras, de considerarse los examinadores autorizados para elegir el más 
idóneo entre los concursantes; siendo 'así que sólo les compete aprobar sim- 
plemente a los que juzguen idóneos, dejando al Obispo escoger al más 
idóneo entre éstos (23). 

Esta misma Congregación (Nullius Nonantulanae, 18 de mayó de 1779) 
advertía que deben consignarse por escrito las cosas concernientes a las ac- 
tuaciones de los concursantes, para que entre los aprobados se pueda es- 
coger al más digno, debiendo esto depender únicamente del que tiene de- 
recho a escoger, y no del número de votos dados por los examinadores, 
quienes sólo tienen derecho de aprobar o reprobar, y únicamente a este 
efecto se atiende al número de votos (24). 

A su vez, la Sagrada Congregación del Concilio (Catacen., 3 de marzo 
de 1877) fué informada por el Obispo de la costumbre allí existente, mer- 


(22) CG. LC. Fontes, vol. VII, n» 4.631. 
C G bec. Fontes, vol DV ens 1-970; 
CH a i CC Eontes, vol IV, on. 1.878. 
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ced a la cual éste no podía elegir sino al que obtenía más puntos, conside- 
rándose esto como testimonio de su mayor idoneidad, lo cual daba por re- 
sultado que el Obispo no era libre para elegir. 

La S. Congregación no aprobó tal costumbre, y declaró que el Obispo 
no estaba obligado a considerar como más digno al que los examinadores 
habían dado más puntos (25). 

Entre las proposiciones condenadas por Inocencio XI, el 4 de marzo 
de 1679, la 47 dice relación con esta materia. Es del tenor siguiente: 
*Cum dixit Concilium Tridentinum eos alienis peccatis comunicantes mor- 
taliter peccare, qui nisi quos digniores, et Ecclesiae magis utiles, ipsi iudi- 
caverint, ad Ecclesias promovent, Concilium, vel primo videtur per hos 
digniores non aliud significare velle, nisi dignitatem eligendorum sumpto 
comparativo pro positivo, vel secundo locutione minus propria ponit di- 
gniores, ut excludat indignos, non vero dignos, vel tandem loquitur tertio 
quando sit concursus" (26). 


UNA SOLA PARROQUIA PARA CADA PÁRROCO, Y UN SÓLO PÁRROCO PARA 
CADA PARROQUIA 


A) Una sola parroquia para cada párroco.—La Historia da testimonio 
de que no siempre fué bien observada esta prescripción, de venerable an- 
tiguedad. Los Concilios y los Papas tuvieron que luchar denodadamente 
por su exacto cumplimiento. Por desgracia, la relajación no se limitaba a 
las parroquias, sino que llegó a extenderse a los demás beneficios, consis- 
toriales y no consistoriales. 

Veamos algunos testos del derecho antiguo contrarios a la pluralidad 
de parroquias. 

El XVI Concilio toledano, cap. 4, se expresaba de esta forma: “He- 
mos juzgado necesario establecer que de ningún modo se encomienden 
varias iglesias a un presbítero; toda vez que uno solo no puede cumplir 
su oficio en cada una de ellas ni administrar debidamente los bienes a las 
mismas pertenecientes. 

Así, pues, asignese un sacerdote a cada iglesia que cuente diez vecinos, 
y las que no lleguen a ese número, anexiónense a otras iglesias. Si algún 


Obispo dejara de cumplir isa constitución, sepa que incurrirá en exco- 
munión durante dos meses" (27). 


(25) V.I. €. Fontes, vol. VI, n. 4.237. 
(26) .G. I. C. Fontes, vol, IV, n. 754. 
KOH) i (eai (EU b URGE 
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Alejandro II repitió la prohibición de que “ningún presbítero tenga 
dos iglesias” (28). Informado Gregorio IX de que cierto clérigo, sin hacer 
caso de la prohibición renovada en el IV Concilio de Letrán, pretendía 
retener varias parroquias en título, lo declaró reo de hurto y de rapiña, 
puesto que sólo una le pertenecía, ya que todas las demás habían quedado 
vacantes por disposición del derecho “Nadie—terminaba diciendo —puede 
tener varias parroquias en propiedad, a menos que se trate de algunas 
anejas a otra (29). Más aún: el mencionado Concilio había dispuesto que 
si alguien, teniendo ya una parroquia, aceptaba otra, por el mismo hecho 
quedaba privado de la primera, y en el caso de que pretendiera conservar 
las dos, se quedaría sin ninguna. 

El Código canónico admitió esto, haciéndolo extensivo a todos los ofi- 
cios eclesiásticos (cáns. 188, n. 3, y 2.396). 

El Concilio Tridentino se ocupó de este punto en las sesiones VII 
y XXIV. En el capítulo 4, de ref., de la primera renovó las prohibiciones an- 
teriores, y con los mismos efectos y sanciones que dejamos anotadas; y 
luego, en el capítulo 5, mandaba a los Ordinarios de lugar que exigieran, a 
cuantos afirmasen tener privilegio para conseguir varias parroquias, les 
mostraran tales privilegios; y de no hacerlo, que les obligasen a someterse 
al derecho común. 

En la ses. XXIV, de ref., c. 7, protestó contra la avaricia de algunos 
clérigos que, no haciendo caso de las prohibiciones del derecho, se procu- 
raban varios beneficios, y repitió que a nadie se le confiriera más de uno, 
salvo que no fuera suficiente para su decorosa sustentación, en cuyo caso 
autorizaba la colación de otro beneficio, con tal que no fuesen ambos re- 
sidenciales. Quienes a la sazón tenían varias parroquias debían ser com- 
pelidos, no obstante cualesquiera dispensas, a quedarse con una sola, de- 
jando todas las otras en el plazo de seis meses, pasado el cual quedarían 
vacantes ipso iure. 

Aparte los dos cánones arriba mencionados, el Código se ocupa de la 
presente materia en el can. 460, cuyo primer párrafo dispone que “cada 
párroco, según la norma del canon 156, tendrá sólo waa parroquia en título, 
a no ser que se trate de parroquias unidas en forma igualmente principal”. 

De la unión de los beneficios en general se ocupa en el canon 1.419, y dis- 
tingue tres clases de uniones: a) extintiva, b) igualmente principal y 


c) menos principal. 


(CACAO CON XSVIE;- que vs 
(99) m 54 X 1:56: 
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El canon 460 sólo menciona la segunda, puesto que en ella cada uno de 
los beneficios unidos, objetivamente persiste con su naturaleza y propie- 
dades, y el único efecto de tal unión es que haya de conferirse a un mismo 
clérigo. En la primera, por el contrario, no queda más que un beneficio, ya 
sea con desaparición previa de todos los que entraron para formar dicha 
unión o quedando uno en pie y desapareciendo los restantes. Mas en la 
tercera, si bien continúan todos en parte, sin embargo, a excepción de uno, 
pierden su independencia y se subordinan al principal, siguiendo la suerte 
de éste, lo cual da por resultado que quien obtiene el principal, por el mismo 
hecho adquiere también el accesorio, o los-accesorios, si son varios, y debe 
levantar las cargas de todos ellos (v. can. 1.420). De donde se infiere que, 
aun tratándose de parroquias, tampoco en este ültimo caso hay la acumu- 
lación prohibida en el canon 460. 

B) Un solo párroco para cada parroquia.—En el Decreto de Gra- 
ciano (c. 4, C. XXI, q. 2) encontramos la siguiente rúbrica o epígrafe: 
Una ecclesia duobus sacerdotibus dividi non potest. Y la prueba con un 
texto del Concilio de Reims, que a la letra! dice asi: "Sicut in unaquaque 
ecclesia unus presbyter debet esse, ita ipsa, quae sponsa, vel uxor eius 
dicitur, non potest dividi inter plures presbyteros, sed unum tantummodo 
habebit sacerdotem, qui eam caste et sincere regat. Unde interdicimus, ut 
nullus praesumat ecclesiam inter duos vel plures dividere: quia ecclesia 
Christi uxor et sponsa debet esse, non scortum, sicut Calixtus Papa te- 
statur." 

El Concilio Tridentino renueva esta misma prescripción en la se- 
sión XXIV, de ref., c. 13, segün hemos visto al hablar de la parroquia. 

El canon 460, $ 2, prohibe que una parroquia tenga dos o tres párrocos, 
los cuales ejerzan la cura de almas alternativamente, o solidariamente, o 
for derecho de prevención; todo lo cual se había tolerado no pocas veces 
antes del Código (30). 

En efecto, aun cuando este abuso no adquirió nunca proporciones tan 
amplias como el anotado anteriormente de la multiplicidad de parroquias 
con un solo titular, todavia se dieron bastantes casos, y en nuestra misma 
patria, sin ir más lejos. 

"Aun después del Concilio de Trento—dice Muniz—, en la segunda 
mitad del siglo xix, no existía en algunas diócesis de España fijeza v dis- 
tinción en todas sus parroquias; en la diócesis de Sevilla hubo parroquias 
con dos, tres y cuatro párrocos que ejercían la cura de almas cumulativa- 


(30) CORONATA, Instit. Iur. Can., vol. I, n. 478. 
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mente, aunque para el buen régimen se distribuian por semanas los distin- 
tos servicios parroquiales; en la de León había pueblos con dos parro- 
quias, cuyos rectores ejercían por semanas la jurisdicción en todo el pue- 
blo, cesando o vacando uno con su respectiva parroquia desde el toque de 
vísperas, en que el otro con su parroquia entraba de turno. Antes del Con- 
cordato hubo en Enciso, diócesis de Calahorra, dos iglesias parroquiales, 
varias filiales y catorce beneficios curados, cuyos poseedores elegían por 
orden de antigúedad en el día 14 de septiembre de cada año la iglesia en 
que habían de ejercer la cura de almas (31). 

Autores antiguos de talla discutían acerca de la conveniencia y hasta 
de la posibilidad de que hubiera en una misma parroquia varios párrocos; 
pero el Código ha puesto fin a todas las discusiones, al establecer en el 
canon 460, $ 2, que “en una misma parroquia un solo párroco debe ejercer 
la cura actual de almas, reprobada la costumbre contraria y revocado 
cualquier privilegio contrario” (32). 

Habiéndose suscitado algunas dudas acerca del alcance de lo estable- 
cido en el $ 2 de este canon 460, fueron propuestas a la Comisión Intérprete, 
que respondió, el 14 de julio de 1922, lo siguiente: 

I. Lo dispuesto en el $ 2 de dicho canon no sólo se aplica a las parro- 
quias que se erijan después de promulgado el Código, sino también a las 
ya erigidas antes de aquella fecha. 

II. Se aplica también a las parroquias en las que la pluralidad de pá- 
rrocos habíase introducido no por costumbre o privilegio, sino por legítimo 
estatuto. 

III. Tocante a si los derechos adquiridos por los párrocos denomina- 
dos porcionarios o cumulativos permanecen íntegros, así en lo espiritual 
como en lo temporal, o si quedan revocados también en cuanto a lo tem- 
poral. Y en el caso de quedar totalmente revocados. 

IV. Si la cura de almas principal y única ha de pertenecer al párroco 
que tenga preeminencia de honor sobre los otros o al más antiguo en la 
posesión. 
itia respuesta a las preguntas de estos dos ültimos apartados fué que 
ya estaba provisto con las resoluciones dadas para los apartados I y II; y 
en cuanto a la aplicación del canon a estos casos particulares, que se debía 
recurrir a la Sagrada Congregación del Concilio (AAS, XIV, 527). 


(31) Derecho parroquial, t. I, ;n. 48. La Sagrada Congregación del Concilio, en la causa 
Cosentina (19 de junio de 1917 y 9 de febrero de 1918), aludía a las dos parroquias, etc., del 


pueblo de Enciso (AAS, X, 286). - k 
(32) En las parroquias unidas plenamente a una persona moral (v. can. 471) hay dos pá- 


rrocos: el habitual, que es la misma persona moral, y el vicario curado, que es quien ejerce 
la cura actual de almas. 
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LA RESIDENCIA 


La ley de la residencia impone a los párrocos la obligación de morar en 
su respectiva parroquia para levantar las cargas anejas a la cura de almas. 
Con esto queda dicho que su residencia no ha de ser sólo material, sino 
también formal o laboriosa. 

También sobre este punto, de tanta importancia para el bien de las 
almas, y cuya observancia no siempre fué tan exacta como era de desear, 
hubieron de insistir los Papas y los Concilios. Citemos algunos ejemplos. 

El Concilio III de Letrán dispuso que al encomendar el cuidado de una 
iglesia se eligiera una persona que pudiese residir en el lugar y atenderla 
personalmente. A este propósito consultaba el Arzobispo de Evora al Papa 
Alejandro 111 cómo debía conducirse en el caso de que le presentaran para 
una parroquia un clérigo del cual hubiera motivo fundado para temer que 
no observaría la residencia o que, después de habérsele conferido la pa- 
rroquia, dejase de cumplir dicha obligación. La respuesta del Papa fué que 
en el primer caso no debía admitir tales presentaciones, y en el segundo, 
que podían ser removidos, a no ser que, con licencia de sus prelados, se 
ausenten por razón de estudios o por otras causas honestas (33). 

Treinta y cuatro años más tarde (a. 1214) enviaba Inocencio 111 pa- 
recida respuesta al Patriarca de Constantinopla, en orden a los clérigos que 
abandonaban sus iglesias sin causa justa y necesaria y, sobre todo, sin el 
permiso del Prelado; los cuales, si no regresaban después de un plazo con- 
veniente, podían ser privados de las mismas, con tal que no les dificultara 
la vuelta un impedimento legítimo (34). 

El Concilio IV de Letrán, presidido por este mismo Papa, decretó lo 
siguiente: “Los titulares de una iglesia parroquial no deben servirla por 
medio de un vicario, sino que ellos mismos la han de atender, salvo que 
se trate de una parroquia aneja a una Dignidad o Prebenda, en cuyo caso 
servirán ésta por sí mismos, y les suplirá en la parroquia un vicario idóneo 
y perpetuo canónicamente instituído, al cual se dará la congruente retribu- 
ción, tomándola de las rentas de la parroquia. De lo contrario, en virtud 
del presente decreto quedarán privados de la parroquia, la cual se habrá de 
conferir libremente a otro que quiera y pueda prestar los debidos servi- 
cios” (35). 


(33). €. 4, X, III, 4. 
(DAs Gs tO X M o4 
(99): OUT TIE. 
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Mas a pesar de esas y otras medidas, cundió de tal forma la plaga de 
la irresidencia, en los de arriba y en los de abajo, y los daños que de ahí 
se originaban eran de tal volumen, que los Padres del Concilio Tridentino 
consideraron un deber ineludible entrar a fondo en el asunto y adoptar me- 
didas rigurosas para poner remedio a semejante relajación. Se ocuparon 
de ello en tres sesiones, a saber: la VI, VII y XXIII. 

En la VI, de ref., c. 2, dispusieron: “Los inferiores a los Obispos que 
en titulo o en encomienda poseen cualesquiera beneficios eclesiásticos que 
por derecho o por costumbre exigen residencia personal, sus Ordinarios, 
echando mano de los remedios jurídicos oportunos, les obligarán a residir 
en la forma que juzguen conveniente para el buen gobierno de las iglesias 
y €l aumento del culto divino, atendida la cualidad de los lugares y de las 
personas. Y no podrá nadie eximirse, aunque alegue tener en su favor pri- 
vilegios o indultos perpetuos para no residir opara poder percibir los fru- , 
tos del beneficio estando ausente. Continuarán en vigor las concesiones y 
dispensas temporales, otorgadas sólo por causas justas y razonables, pero 
deberán los agraciados probar legitimamente ante el Ordinario la adquisi- 
ción de las mismas; y aun en tales casos deberán los Obispos proveer que 
la cura de almas no quede abandonada, mediante la deputación de idóneos 
vicarios, asignándoles una congrua porción de los frutos.” 

El capitulo 3, de ref., ses. VII, insistia en que "se confirieran los be- 
neficios eclesiásticos inferiores, en especial los que tenian cura de almas, 
a personas dignas y hábiles, y que pudieran residir en el lugar y ejercer 
por sí mismos la cura de almas, a tenor de las Constituciones de Alejan- 
dro III y de Gregorio X, promulgadas en los Concilios III de Letrán 
y II de Lyón, respectivamente. Toda colación o provisión hecha de otra 
forma deberia ser anulada". 

Con mayor rigor aün, y más detalladamente, impone la residencia el 
capítulo I, de ref., ses. XXIII, cuyo contenido es como sigue: “Por divino 
precepto está mandado a cuantos les ha sido encomendada la cura de al- 
mas que conozcan a sus ovejas, ofrezcan por ellas el sacrificio y las apa- 
cienten con la predicación de la divina palabra, la administración de los 
Sacramentos y con el ejemplo de las buenas obras; que tengan paternal cui- 
dado de los pobres y demás personas dignas de compasión y ejerzan los 
otros ministerios pastorales. Y como sea verdad que todos estos servicios 
no pueden prestarlos y cumplirlos quienes no vigilan y asisten a su grey, 
sino que la abandonan como lo hacen los mercenarios, por eso el Santo Sínodo 
les amonesta y exhorta que teniendo presentes los mandatos divinos, y sir- 
viendo de ejemplo al rebaño, lo apacienten y gobiernen con juicio y verdad.” 
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Dirígese luego a los Obispos en particular, y declara que les obliga la re- 
sidencia personal, si bien les autoriza para que puedan ausentarse, con cau- 
sa justa, dos o tres meses cada año...; y termina con estas palabras: “Pero 
si alguno se ausentare, contra lo establecido en este decreto, dispone este 
Santo Sínodo, fuera de otras penas contra los irresidentes, impuestas y re- 
novadas bajo Paulo III, y el reato de pecado mortal en que incurre, que 
durante la ausencia no hace suyos los frutos del beneficio, y, sin necesi- 
dad de más declaración, no puede retenerlos en conciencia, sino que está 
obligado a entregarlos a la fábrica de la iglesia o a distribuirlos entre los 
pobres de aquel lugar, quedando prohibido cualquier concierto o compo- 
sición en cuanto a los frutos indebidamente percibidos...” 

Por último, refiriéndose a todos los inferiores que tuvieran cura de al- 
mas, declara que les comprende cuanto dispone el presente decreto acerca 
de la culpa, pérdida de los frutos y penas. Mas cuando por justo motivo 
hubieren de ausentarse, no lo harán sin que antes el Obispo examine y 
apruebe la causa, y sin que dejen en su lugar un vicario idóneo, que ha de 
ser aprobado por el mismo Ordinario, asignándole la conveniente retribu- 
ción. El Ordinario concederá la licencia por escrito y gratuitamente, pero 
no autorizará la ausencia más de dos meses, a no ser por causa grave. Asi- 
mismo, faculta a los Ordinarios para proceder contra los contumaces, echan- 
do mano de las censuras eclesiásticas, el secuestro y la sustracción de los 
frutos y otros remedios jurídicos, incluso la privación del beneficio, sin 
que pudieran obstar cualesquiera privilegios, exenciones, etc. 

san Pío V (Const. “Cupientes”, del 18 de julio de 1568), deseando pro- 
veer al bien de las almas y que los párrocos sirvieran convenientemente a 
sus parroquias, ajustándose también a los decretos del Concilio Tridenti- 
no, motu proprio, declaró y ordenó que todos y cada uno de los rectores 
de iglesias parroquiales, cualquiera que fuese su dignidad, estado, orden, 
condición y preeminencia, que, además de la parroquia, tenían una canon- 
jía, o dignidad en catedral o colegiata, u otro beneficio cualquiera, aun 
cuando lo hubieran obtenido en virtud de dispensas pontificias de cualquier 
clase, todas las cuales él abolia por la presente Constitución, estaban en 
absoluto obligados a residir en sus respectivas parroquias y a cumplir sus 
deberes para con las mismas, puesto que la cura de almas debe ser la pri- 
mera y principal obligación. Y a fin de que esto se cumpliera con exacti- 
tud, mandaba a los Obispos y demás Ordinarios de lugar que, imponiendo, 
si fuera menester, censuras eclesiásticas y multas, y hasta privándoles de 
la parroquia y de cualesquiera otros beneficios, les obligasen al cumpli- 
miento de lo dicho. Por otra parte, y como premio a los obedientes, les 
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concedia que, residiendo en la parroquia, pudieran asimismo lucrar todos 
los frutos, rentas y utilidades de su canonjía, o dignidad, o de cualquier 
otro beneficio que poseyeran, excepción hecha de las distribuciones coti- 
dianas y de otros emolumentos que, por justa causa, no suelen percibir los 
ausentes (36). 

Sobre la residencia de los párrocos se elevaron, al correr de los años, 
múltiples consultas a las Sagradas Congregaciones, cuyas respuestas no se 
hicieron esperar. 


En obsequio a la brevedad nos limitaremos a dar aquí un resumen de 
las más importantes. 

a) La Sagrada Congregación de Obispos y Regulares no aprobó que 
los párrocos ejercieran los cargos de arciprestes rurales, maestros de capilla, 
confesores de monjas u otros, cuando para ello hubieran de ausentarse de 
sus parroquias más de tres meses. 

b) La misma Sagrada Congregación y la del Concilio declararon que 
los párrocos deben residir en la casa rectoral, para atender convenientemente 
a sus feligreses. Si la parroquia carece de rectoral, han de procurar adqui- 
rirla, con la ayuda de los Obispos. A falta de rectoral, habitarán en otra 
casa, dentro de la parroquia, si puede ser, y si no, lo más cerca posible de 
la misma (37). Sin embargo, cuando hay rectoral, quedando firme la obli- 
gación de habitar en ella, si el párroco vive en otra casa dentro de la pa- 
rroquia, hace suyos los frutos beneficiales, y no incurre en otra pena que 
la señalada por el Obispo, si le ordena vivir en la rectoral (38). 

Por referirse a nuestra Patria, registraremos en particular la respuesta de 
la Sagrada Congregación del Concilio (“Maioricen”, agosto de 1587). Tra- 
tábase de ciertas parroquias rurales existentes en Mallorca, cuyos feligreses 
no estaban reunidos en pueblos, sino que se hallaban esparcidos por distritos, 
muchos de los cuales distaban menos de la ciudad de Palma que de sus respec- 
tivas iglesias parroquiales. A la propuesta del Obispo sobre si dichos párrocos 
estaban obligados a residir continuamente en sus iglesias, y no, como ve- 
nían haciendo, limitarse a tener en ellas sus vicarios, mientras que los pá- 
rrocos moraban habitualmente en la ciudad y sólo iban a las parroquias 
los domingos y fiestas, en Adviento y en Cuaresma, la Sagrada Congrega- 
ción resolvió que dichos párrocos debían ser constreñidos a residir de con- 


tinuo en sus respectivas parroquias (39). 


(36) Véase C. I. G Fontes, vol. I, n. $97. 

(37), (Cals. Fontes, vol. IV, nn. 1.308, 1.309, 1.354, 1.459. 
(38) C. I. C. Fontes, vol. V, n. 2.362. 

(99) 990. I. €. Fontes, vol. V, n. 2484. 
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c) No excusa de la residencia ni la vejez, ni la enfermedad, ni la 
insalubridad del clima (40). 

d) La misma Congregación (“Fulginaten”, 10 de mayo de 1687) de- 
claro: 

1. Que los rectores de iglesias parroquiales distantes de la ciudad dos, 
tres o cuatro millas, aproximadamente, sin licencia expresa del Obispo no 
podian ausentarse de sus iglesias, dejando alli un sustituto por ellos desig- 
nado, y morar continuamente en la ciudad de día y de noche, acudiendo a 
sus parroquias únicamente los días festivos. 

2. Que tampoco podían los párrocos vivir en la ciudad durante el día 
todo el año o la mayor parte del mismo, residiendo en la parroquia sólo 
por la noche, y después de celebrar temprano la Misa regresaban a la ciu- 
dad, aunque dejaban sustitutos en las parroquias. 


3. Finalmente, que no cumplían con la residencia los párrocos que 
permanecían durante el día en sus parroquias, y la noche la pasaban en la 
ciudad todo o la mayor parte del año, aunque dejaran sustituto en las pa- 
rroquias (41). 

e) La Sagrada Congregación de Propaganda Fide (29 de agosto 
de 1763) declaró que no pueden los párrocos ausentarse de sus parroquias, 
aun dentro de los dos meses concedidos por el Tridentino, más de tres o 
cuatro días, a no ser en caso de necesidad y con licencia del Ordinario (42). 

f) Tocante al nombramiento de vicario sustituto, que haya de suplir 
al párroco mientras la ausencia, declaró la Sagrada Congregación del Conci- 
lio (“Novarien”, 6 de julio de 1647) que no le pertenecía al Obispo, sino al 
párroco, aun en el caso de que éste se hallara sometido a inquisición por 
motivo de algún delito. Al Obispo únicamente le correspondía darle su 
aprobación; y sólo en el caso de que el párroco dejara de nombrar susti- 
tuto, o de que nombrase uno menos idóneo, podia el Obispo hacer por sí 
mismo dicho nombramiento (43). 

El Código conserva en lo fundamental la disciplina del Concilio Tri- 
dentino, puntualizando algunos detalles, como lo atestiguan los cánones 465 
V. 25301: . 

El primero dice asi: $ 1. Tiene el párroco obligación de residir en la 
casa parroquial cerca de su iglesia; puede, sin embargo, el Ordinario, con 
justa causa, permitirle que habite en otro lugar, siempre que la casa no se 


(40) C. I. C. Fontes, vol. V, nn. 2.626, 9.667, 2.675. 
(41) C. I. C. Fontes, vol. V, n. 9.899. 

(42) C. I. C. Fontes, vol. VII, n. 4.544. 

(43) G.I 


. €. Fontes, vol. V. n. 2.676. 
LJ 
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halle tan distante ce la iglesia parroquial que forzosamente haya de sufrir 
algún daño el ejercicio de las funciones parroquiales. 


oe > . ~ 
§ 2. Se le permite ausentarse de la parroquia cada año dos meses a 
lo sumo, seguidos o interpolados, a no ser que una causa grave, a juicio 
del Ordinario, reclame una ausencia más prolongada o la imponga más 
breve. 


§ 3. Los días que el párroco dedica a ejercicios espirituales, conforme 


al canon 126, no se computan, una vez al año, en los dos meses de vaca- 
ciones a que se refiere el $ 2. 

$ 4. Ya sea continuo, ya interrumpido el tiempo de vacaciones, cuan- 
do la ausencia haya de durar más de una semana, necesita el párroco, ade- 
más de causa legítima, licencia escrita del Ordinario y dejar en su lugar 
un vicario sustituto, aprobado por el mismo Ordinario; y si el párroco es 
religioso, necesita, por añadidura, el consentimiento de su Superior, y el 
sustituto deberá ser aprobado por el Ordinario y por el Superior. 

$ 5. Si el párroco, por una causa repentina y grave, se viera en el 
trance de tener que ausentarse más de una semana, deberá cuanto antes 
avisar por carta al Ordinario, manifestándole la causa de su salida y el 
nombre del sacerdote suplente, y se atendrá a lo que le mande. 

$6. Aun para el tiempo de ausencias más breves, debe el párroco pro- 
veer a las necesidades de los fieles, sobre todo cuando circunstancias espe- 
ciales lo exigen.” 

En cuanto al $ 1, según hemos visto arriba en las declaraciones de la 5a- 
grada Congregación del Concilio (letra b), puede el Ordinario permitir al pá- 
rroco que habite en una casa enclavada fuera de los límites de la parro- 
quia, si queda cerca de la iglesia parroquial, ya que la proximidad a ésta 
es de mucha importancia para la rápida administración de los Sacramen- 
tos. Y muy bien puede ocurrir que en los lugares—ciudades o villas—don- 
de hay varias parroquias se dé la circunstancia de que algunas casas de 
una parroquia estén más próximas a la iglesia de otra parroquia que las 
a ésta pertenecientes. 

A propósito del $ 2, ya los autores antiguos admitían como causa su- 
ficiente para los dos meses de ausencia la razón de visitar la familia o to- 
marse el conveniente descanso a fin de coger fuerzas para continuar des- 
pués las tareas parroquiales con nuevos bríos. 

Como causas graves para una ausencia más larga indicaban las cuatro 
señaladas por el Concilio Tridentino, a saber : christiana caritas, urgens ne- 
cessitas, debita obedientia, ac evidens Ecclesiae vel reipublicae utilitas. 
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Tocante al plazo de la ausencia que puede el Ordinario conceder por 
causa grave, convienen en extenderlo hasta tres o cuatro meses a lo sumo, 
debiendo acudir a la Sagrada Congregación cuando sea preciso ausentarse 
por más tiempo. Facnano lo pone refiriéndose al caso de enfermedad (44). 
Lo mismo enseñan SCHMALZGRUEBER (45) y PASSERINI (46). También lo 
repiten autores modernos, verbigracia, Muniz (47) y Coccm1 (48). Todos 
ellos invocan una respuesta de la Sagrada Congregación del Concilio que no 
hemos podido encontrar, lo cual en manera alguna significa que dudemos de 
su existencia. 

REIFFENSTUEL (49), aludiendo a otra respuesta de la misma Congrega- 
ción, defiende que, tratándose del odium plebis, está el Obispo facultado 
para conceder al párroco ausentarse durante seis meses, y, si en ese plazo 
no cesa dicho odio, que puede concederle otros seis meses, pero ya no más. 

Por lo que respecta al $ 4, el Código conserva lo estatuido en el Tri- 
dentino relativo a la licencia por escrito, si bien omite la circunstancia de 
concederla gratis. 

Algunos autores afirmaban que los párrocos podian hacer uso de !os 
dos meses de vacaciones concedidos por el Concilio sin necesidad de más 
licencia, toda vez que, segün ellos, el Concilio no la exigía para dicho plazo. 
La Sagrada Congregación del Concilio declaró, el año 1573, que los párro- 
cos necesitaban licencia del Obispo para ausentarse de la parroquia durante 
los dos meses aludidos (50). Lo mismo repite el Código, haciéndolo ex- 
tensivo a cualquier ausencia que sobrepase la semana, en cuyo caso exige 
además que el párroco deje en su lugar un vicario sustituto aprobado por 
el Ordinario. 

Ya dejamos consignada la declaración de la Sagrada Congregación del 
Concilio, segün la cual no le pertenece al Ordinario, sino al párroco, el nom- 
bramiento del vicario sustituto; y nos parece que eso mismo se debe afir- 
mar después de la promulgación del Código. 


Importa recordar que, segün declaró la Comisión Intérprete con fecha 
14 de julio de 1922 y 20 de mayo de 1923, 

a) El vicario sustituto nombrado a tenor de este canon 465, $ 4, una 
vez obtenida la aprobación del ordinario, puede asistir válida y licitamente 


(44) Comment. in L. III Decretal., De cler. non resid., cap. XVII, Clericos. 
(45) Ius Eccles. Univ., 1. III, pars I, tít. IV, 8 3. 
(46) De Hom. Stat. et Off., q. 185, a. 5, n. 133, 
(47) Derecho parr., te 1I, m. 395 

(48) Comment. in C. I. C., 1. II, n. 345, c). 

(49) Jus Can. Univ., l. III, tit. IV, $ 3. 

(50) GTC. Rontes; vols V,Un. 9.495. 
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a los matrimonios, con tal que no le hayan puesto ninguna limitación (esta 
última cláusula alude claramente al canon 474). 

b) Pero no lo puede hacer antes de la aprobación del Ordinario. 

C) El vicario sustituto del párroco religioso puede hacer lo dicho en a), 
después de la aprobación del Ordinario, aun antes de haber obtenido la del 
Superior religioso. 

d) El vicario, o el sacerdote suplente, a que se refiere este canon 465, 
$ 5, puede eso mismo, antes de la aprobación del Ordinario, mientras el 
Ordinario a quien se le haya manifestado la designación del sacerdote su- 
plente no disponga otra cosa. 

€) El vicario sustituto nombrado a tenor del canon 465, $ 4, una vez 
obtenida la aprobación del Ordinario, puede conceder licencia a un sacer- 
dote determinado para asistir a determinado matrimonio, siempre que el 
Ordinario no le hubiera puesto ninguna limitación. 

f) Otro tanto puede hacer el vicario del párroco religioso después de 
la aprobación del Ordinario, aun antes de haber obtenido la del Superior 
religioso. 

g) También puede conceder dicha licencia el vicario; o el sacerdote 
suplente, a que alude el canon 465, $ 5, antes de la aprobación del Ordi- 
nario, hasta tanto que el Ordinario, al cual se le haya manifestado la de- 
signación del sacerdote suplente, no disponga lo contrario (51). 

El $ 5 del canon 465, que venimos exponiendo, provee a los casos que 
pueden presentarse, de tener que salir el párroco precipitadamente, verbi- 
gracia, por haber recibido la noticia de hallarse enfermo de gravedad al- 
gún familiar suyo. Entre las declaraciones de la Comisión Intérprete con- 
signadas a propósito del párrafo anterior se refieren al presente las que 
figuran en las letras d) y 9). 

Respecto del $ 6, no debemos olvidar la respuesta de la Sagrada Congre- 
gación de Propaganda Fide, arriba consignada, según la cual no pueden los 
párrocos ausentarse de la parroquia más de tres o cuatro días, a no ser 
‘en caso de necesidad y con licencia del Obispo. 

Ahora bien, cabe preguntar: ¿se deja a su libre disposición el ausen- 
tarse por un plazo inferior? Oigamos lo que dicen algunos autores: 

BARBOSA (52) opina lo siguiente: “Si el párroco juzga con fundamento 
que nadie se pondrá enfermo, puede ausentarse de la parroquia durante 
algunas horas, aun sin dejar sustituto, ya que la costumbre, que es el me- 
jor intérprete de las leyes, así lo declara, incluso para los timoratos. El au- 


(51) AAS, XIV, 527, y XVI, 114: ; - 
(32) De officio et potestate parochi, p. I, cap. VIE 
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sentarse durante todo el día, raras veces al año, cuando no hay ningún 
enfermo en la parroquia, ni lo alabo ni lo vitupero. Mas la ausencia de 
dos o tres días sin causa justificada, aun sin dejar ningún enfermo, con 
mucha razón debe ser calificada de falta grave, atendidas las múltiples con- 
tingencias que durante ese tiempo pueden ocurrir, sobre todo en las al- 
deas, donde no hay más sacerdote que el párroco.” 


PASSERINI (53) estima que cuando algún feligrés está enfermo de gra- 
vedad, o cuando amenaza un peligro que el párroco puede prever, no sólo 
no le está permitido ausentarse de la parroquia, sino que debe permanecer 
en la casa rectoral o en otro lugar donde fácilmente puedan encontrarle, si 
necesitan acudir a él. 


Pero cuando no amenaza ningún peligro probable, admite que puede 
el párroco ausentarse durante pocos días, aun sin licencia del Obispo, y 
agrega que la Sagrada Congregación de Obispos y Regulares en varias oca- 
siones había prohibido castigar a los párrocos que se ausentasen por espacio 
de pocos días sin licencia del Obispo, no obstante la prohibición de éste, sobre 
todo cuando la ausencia era motivada por un accidente imprevisto. 


Por último, teniendo en cuenta varias declaraciones de la Sagrada Con- 
eregación del Concilio, admite como cierto: 1) que vale là constitución del 
Obispo estableciendo que los párrocos no pueden ausentarse más de dos 
días sin su licencia; 2) que puede el Obispo mandar eso no bajo pena de 
excomunión, pero sí de multa pecuniaria, con tal que no exceda la mitad 
de los frutos del beneficio parroquial; 3) que los párrocos no pueden au- 
sentarse durante una semana sin licencia, aunque dejen sustituto. 

En cuanto a la gravedad de la culpa cometida por el párroco irresidente, 
dice FERRAR's (54): “El párroco que, sin causa legítima y sin licencia, no 


reside en su parroquia, comete pecado mortal, a menos que la brevedad 
de la ausencia le excuse de falta grave.” 


De MrestEr (55) abunda en el mismo sentir, y especifica los tres ca- 
sos en que la falta contra dicha obligación llega a'ser pecado grave, a sa- 
ber: a) por el daño de los feligreses, si el párroco se ausenta y no designa 
suplente, dejando a un moribundo sin asistencia y sin poder recibir los Sa- 
cramentos; b) por lo prolongado de la ausencia, verbigracia, si pasa nota- 
blemente de los dos meses, sin una causa absolutamente grave; c) por falta 
de licencia, si, por ejemplo, un párroco se ausentara sin licencia dos o tres 


(58) De Hom. Stat. et Off. q. 185, a. 5. 
(54) Prompta Bibl., v. “Parochus”, n. 51. 
(55) Iuris Can. Comp., nn. 841-842, 
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semanas, e incluso menos tiempo, si el Obispo le negó la licencia de una 
manera expresa y terminante. 

Como remate de este punto juzgamos oportuno recordar lo que dice 
REIFFENSTUEL acerca del párroco que, residiendo en la parroquia, descar- 
ga sobre los coadjutores casi todo el peso de la misma. Su parecer es que, 
quien tal hiciera, no cumpliría con la obligación de la residencia. Pero aña- 
de luego que, para mejor atender a la cura de almas, y para tomarse algún 
descanso, podría encomendar a los coadjutores las tareas más arduas, como 
el asistir de noche a los enfermos, celebrar los divinos oficios en las igle- 
sias filiales distantes, oír las confesiones cuando son muy numerosas y 
otros ministerios por el estilo, ya que semejante proceder está aceptado por 
la costumbre. No se olvida, sin embargo, de advertir que en ese caso debe 
el párroco retribuir convenientemente a los coadjutores. Añade también 
que si continuara el párroco obrando de ese modo, después de haber ce- 
sado el justo impedimento que a ello le movió, pecaría gravemente (56). 

El procedimiento a seguir contra los párrocos irresidentes se detalla en 

los cánones 2.168-2.175; y la penalidad en que incurren la determina el 
canon 2.381, que dice así: “El que posee algún oficio, beneficio o digni- 
dad con carga de residencia, si se ausenta ilegitimamente: 
I. Por el hecho mismo de estar ausente queda privado, a prorrata 
de la ausencia ilegítima, de todos los frutos de su beneficio u oficio, los 
cuales debe entregar al Ordinario, quien los invertirá en favor de la iglesia 
o de algün lugar piadoso o de los pobres. 

2.” Debe privársele de su oficio, beneficio o dignidad, conforme a los 
cánones 2.168-2.175." 

Cotejando este canon con lo del Concilio Tridentino, se echan de ver 


no pocas coincidencias entre ambos. 


APLICACIÓN DE LA MisA "PRO POPULO" 


Otra de las obligaciones que tienen los párrocos es la de aplicar la Misa 
por sus feligreses todos los domingos y demás fiestas de precepto, incluso 
las suprimidas, sin que les excuse lo exiguo de las rentas ni otra cualquiera 


excepción. 
Así lo dice terminantemente respecto de los Obispos el canon 339, al 
cual remite el canon 466, que habla de los párrocos, conforme veremos 


luego. 


(56) Ius Can. Univ., l. III, tt. IV, 8 3. 
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El Concilio de Trento (ses. XXIII, de ref., c. 1) dice expresamente que 
“por precepto divino está mandado a cuantos les ha sido encomendada la 
cura de almas que ofrezcan por ellas el santo Sacrificio”. 


Benedicto XIV (Const. “Cum semper oblatas”, del 19 de agosto de 1744) 
rechazó las interpretaciones vanas y frívolas de algunos que pretendían no 
haber sido otra la mente del Concilio sino el obligarles a celebrar la Misa 
para que el pueblo a ellos encomendado tuviera facilidad de oírla, deján- 
doles libre la aplicación. 

Semejante manera de entender la prescripción conciliar, agrega, es con- 
traria a las declaraciones de la Sagrada Congregación del Concilio, la cual 
repetidas veces manifestó que en virtud del referido decreto los encargados 
de la cura de almas no sólo tenían obligación de celebrar el Sacrificio de la 
Misa, mas también aplicar el fruto medio de ella por el pueblo a ellos en- 
comendado, sin poder aplicarlo por otros ni percibir limosna por dicha 
aplicación. Y esto, a pesar de los exiguo de las rentas o de cualquier cos- 
tumbre contraria. 

Pero concedió que los Ordinarios pudieran dispensar a los párrocos 
pobres para trasladar la aplicación de aquellas Misas a otro día de la se- 
mana. 

Además, dejó sin vigor algunas declaraciones de la Sagrada Congrega- 
ción del Concilio, en virtud de las cuales en las parroquias ricas tenían los 
párrocos que aplicar pro populo todos los días del año, o por lo menos cuan- 
tas veces celebraran la santa Misa, y estableció una misma norma para to- 
das las parroquias (57). 

Pio IX (Const. “Amantissimi Redemptoris", 3 de mayo de 1858) in- 
sistió sobre la obligación que tienen los párrocos de aplicar pro populo en 
las fiestas suprimidas por Urbano VIII (58). 

Veamos el contenido del canon 466: 

“$ r. El párroco tiene obligación de aplicar la Misa por el pueblo a 
tenor del canon 339, y el cuasi párroco, a tenor del canon 306. 


$ 2.> Si un párroco rige varias parroquias unidas en forma igualmen- 
te principal, o además de la parroquia propia tiene otra o varias en admi- . 
nistración, cumple aplicando en los días señalados una sola Misa por todos 
los pueblos a él encomendados. 


$ 3. Por justa causa puede el Ordinario local permitir que el párroco 
aplique la Misa por el pueblo en día distinto del señalado por el derecho. 


(57) 


G. I. C. Fontes, vol. I, n, 345. 
(OB) CE LoG: 


Fontes, vol. H, n. 524, 
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$ 4. La Misa que ha de aplicar por el pueblo debe el párroco celebrar- 
la en la iglesia parroquial, a no ser que las circunstancias exijan o aconse- 
jen su celebración en otro lugar. 

$ 5. En las ausencias legítimas puede el párroco aplicar dicha Misa, 
bien él mismo en el lugar donde habita, o bien por medio del sacerdote 
que haga sus veces en la parroquia.” 

La razón de que los párrocos, y lo mismo los Obispos (cáns. 466, 8 r, 
y 339, $ 1), tengan que aplicar la Misa por el pueblo, sin que les excuse 
lo exiguo de las rentas, es porque dicha obligación dimana de su cualidad 
de pastores de almas, es decir, del oficio que desempefian, no del benefi- 
cio anejo. 

Tocante a los días en que los párrocos (y los Obispos) tienen obliga- 
ción de aplicar la Misa por el pueb!o, el Código no introdujo ninguna mo- 
dificación en la disciplina que anteriormente regía, conforme declaró la 
Comisión Intérprete el 17 de febrero de 1918 (59). 

Para desvanecer toda duda respecto de cuáles eran las fiestas suprimi- 
das en las que apligaba la aplicación pro populo, la Sagrada Congregación 
del Concilio publicó, el 28 de diciembre de 1919, la siguiente lista: 

Lunes y martes de Resurrección y de Pentecostés; Invención de la San- 
ta Cruz; Purificación, Anunciación y Natividad de la Santísima Virgen; 
Dedicación de San Miguel Arcángel; Natividad de San Juan Bautista; los 
Apóstoles: San Andrés, Santiago, San Juan, Santo Tomás, Santos Felipe 
y Santiago, San Bartolomé, Santos Simón y Judas, San Matías; San Es- 
teban, protomártir; Santos Inocentes; San Lorenzo, mártir; San Silves- 
tre, papa; Santa Ana, Madre de la Santísima Virgen; Santo Patrono del 
reino; Santo Patrono del lugar (60). 

El 19 de julio de 1930 declaró la misma Sagrada Congregación que en 
España también obliga la aplicación pro populo en algunas fiestas que anti- 
guamente eran de precepto por derecho particular, y ahora están suprimi- 
das, como las de San Antonio de Padua, San Isidro, San Agustín, San 
Fernando y otras (61). 

El día de Navidad, y lo mismo si alguna fiesta de precepto o de ias 
incluídas en el catálogo anterior cae en domingo, les basta con aplicar una 
Misa. 

Si una fiesta se traslada, de forma que en el día al cual se hace la tras- 
lación no sólo se celebra el Oficio y la Misa, sino que también se ha de guar- 


(59) AAS, X, 170. 
(60) AAS, XII, 42. 
(61) AAS, XXI, 523. 
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dar el precepto de oír Misa y no trabajar, entonces ese mismo día deben 
aplicar la Misa por el pueblo; de lo contrario, la aplicarán en el día que 
caía dicha fiesta (véase el can. 339, $$ 2-3). Por consiguiente. en las fies- 
tas suprimidas la aplicación por el pueblo siempre se ha de hacer el dia 
en que caen tales fiestas, aun cuando la traslación se verifique precisa- 
mente por caer en domingo o en otra fiesta de precepto, conforme ha- 
bía declarado la Sagrada Congregación del Concilio el 15 de diciembre 
de 1913 (62). 

Tocante al $ 2 del canon 466, es de advertir que antes los párrocos te- 
nian obligación de aplicar una Misa por cada parroquia, a no ser que es- 
tuvieran unidas con unión extintiva, segün declaró dicha Sagrada Congre- 
gación el 26 de febrero y el 12 de marzo de 1774 (63). 

Pero también se ha de tener en cuenta que la prescripción de dicho 
$ 2 no se aplica a las fiestas de los!patronos de las diversas parroquias, 
cuando se celebran el mismo día, ya porque el mismo Santo es el Patrono 
de todas las parroquias encomendadas a un párroco, ya porque, a pesar de 
ser distintos, sin embargo, por disposición de las leyes litürgicas, se cele- 
bra el mismo día la fiesta de todos ellos. En el caso (de que se celebren en 
distintos dias, ya no caen dentro de lo dispuesto en este $ 2, (conforme de- 
claró la mencionada Congregación el 12 de noviembre de 1927, la cual se 
cuidó de advertir que no es lo mismo el Patrono del lugar que el titular 
de la iglesia (64). (Del primero trata el can. 1.278, y del segundo, el ca- 
non 1.168.) En las fiestas de los titulares, em cuanto tales, no tienen los 
párrocos obligación de aplicar la misa por el pueblo. 

Justa causa, en consideración a la cual faculta el $ 3 a los Ordinarios 
locales para permitir a los párrocos la traslación de la Misa fro populo, 
puede ser, entre otras, la estrechez económica de los mismos, en el supues- 
to que les encarguen Misas para los días festivos, careciendo de estipen- 
dios por la semana. Que los párrocos no estaban facultados para verificar 
dicho traslado por propia cuenta, lo declaró la Sagrada Congregación del 
Concilio (Clausina, 12 de julio de 1670), al no aceptar la costumbre de allí, 
según la cual podía el párroco trasladar la aplicación de la Misa pro populo 
a un día no festivo, para aprovechar el estipendio que le daban en día fes- 
tivo a fin de que no faltaran estipendios en aquella iglesia (65). 

El $ 4 se muestra más condescendiente con los párrocos que lo había 
hecho la Sagrada Congregación de Obispos y Regulares (Perusina; 23 de 


(62) AAS. VI, 9. 

(63) "GI. Fontes, vol. VI, n. 3,787. 
(64) AAS, XX, 84-87. 

(65) €. I. C. Fontes, vol. V, n. 2817. 
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Julio de 1649). En efecto, los feligreses de la parroquia de San Silvestre, 
perteneciente a esa diócesis, denunciaron a la Sagrada Congregación que su 
párroco los días festivos iba a celebrar en un oratorio apartado de la iglesia 
parroquial; y aquélla mandó al Obispo que obligase al párroco a celebrar en 
la iglesia matriz y que aplicara la Misa por el pueblo (66). 

¿Qué decir, en cuanto al $ 4, cuando un párroco se ausenta ilegitima- 
mente de la parroquia? No suelen los autores tratar esta cuestión. Varios 
hemos consultado; pero sólo uno encontramos que se ocupe de ella, si bien 
la despacha con estas breves palabras: “El párroco ¡legítimamente ausente 
deberá ponerse primero dentro de la ley, y después podrá gozar de los be- 
neficios de ella” (67). 

No hay duda que esto sería lo más conveniente y más conforme a ra- 
zón; y todavía mejor, que nunca se ausentara un párroco de su parroquia 
ilegítimamente.' Pero, dicho sea con todo el respeto que el autor mencio- 
nado nos merece, con semejante respuesta queda la cuestión sin resolver. 
A nosotros se nos ocurre, salvo meliori, la siguiente solución: Parece pre- 
ferible que aplique el mismo párroco en el lugar donde mora los días se- 
alados; pues si bien es cierto que, a causa de la falta de residencia. no 
puede cumplir en toda su perfección el deber de aplicar la Misa fro populo, 
sin embargo estimamos lo menos malo que cumpla las dos condiciones o 
circunstancias de aplicar personalmente y en los días señalados. 

En efecto, lo más fundamental es que el párroco aplique pro populo 
el nümero de Misas correspondiente al de dias en que urge la obligación. 
Por tanto, sea cual fuere la causa por la cual haya dejado de aplicar al- 
guna de ellas, queda obligado a suplir después, lo más pronto posible, to- 
das las omitidas, conforme lo establece el canon 339, $ 6, refiriéndose a 
los Obispos, y que también se aplica a los párrocos, segün advierte el ca- 
non 466, $ 1. 

Pero a dicha circunstancia le sigue, por razón de su importancia, lo de 
la aplicación personal, y luego, en los días señalados, correspondiendo el 
último lugar a la otra circunstancia, o sea que se celebre en la iglesia pa- 
rroquial. 

Para terminar, consignaremos que la obligación que tienen los párro- 
cos de aplicar la Misa por el pueblo los días señalados por el derecho es 
grave y de justicia, por razón de su cargo, según hemos indicado anterior- 
mente. De suerte que si ellos no pueden cumplirla, tienen que valerse de 
otro sacerdote, entregándole el correspondiente estipendio, sin que les ex- 


(66) Q 1. C. Fomest vol. TV, n. 1.788: 
(67) Muniz, Derecho parroquial, t. II, n. 405. 
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cuse la razón de enfermedad ni otra cualquiera, salvo únicamente el caso 
de legitima dispensa. 

La obligación que tienen los párrocos de aplicar la Misa “pro populo", 
¿se extiende a las fiestas que los Ordinarios locales establezcan en uso de 
la facultad que les confiere el canon 1.244, $ 2? Ya en otra ocasión hemos 
contestado afirmativamente, en esta misma revista (68), fundados en que 
tales fiestas, prescindiendo del modo como son establecidas, que es algo 
puramente accidental, en todo lo demás son de la misma naturaleza que 
las impuestas por el derecho común, con la obligación de abstenerse de tra- 
bajos serviles, etc., y de oír Misa. Por tanto, resulta arbitrario querer pri- 
varlas de una propiedad inherente a las mismas, que la Iglesia hace exten- 
siva a las fiestas suprimidas; de donde legitimamente cabe inferir que no 
es conforme a la mente de la misma pretender aplicar un criterio restric- 
tivo a las fiestas establecidas por los Ordinarios locales. 


Y se puede corroborar con éste otro argumento. Bien sabido es que 
una de las razones de aplicar la Misa por el pueblo es para que a éste se 
le facilite el poder cumplir con la obligación de oir Misa los dias festivos, 
lo cual se aplica de lleno a las fiestas de que tratamos. 


ADMINISTRACIÓN DE SACRAMENTOS, ETC., Y PREDICACIÓN 


A) Administración de Sacramentos, etc.—El Concilio Tridentino (se- 
sión XXIII, de ref., c. 1, que ya hemos citado varias veces) menciona la 
obligación que tienen los encargados de la cura de almas de administrarles 
los Sacramentos. Entre las funciones reservadas a los párrocos enumera 
el Código, en el canon 462, la administración solemne del Bautismo, el llevar 
públicamente la Sagrada Eucaristía a los enfermos y administrarles el Viá- 
tico y la Extremaunción. El canon 892, $ 1, establece que “los párrocos 
tienen obligación grave de justicia de oír por sí mismos o por medio de 
otro las confesiones de los fieles que les están confiados, cuantas veces 
éstos razonablemente pidan ser oídos". 

El canon 467 dispone de una manera general: 

“$ 1. Debe el párroco celebrar los divinos oficios, administrar los Sa- 
cramentos a los fieles, siempre que los pidan legítimamente; conocer a sus 
ovejas y corregir con prudencia a las que yerren; acoger con paternal ca- 


ridad a los pobres y desvalidos y poner el máximo interés en la formación 
católica de los niños. 


(68) Véase Enero-Abril, 1946, pág. 206. 
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$ 2. Se ha de aconsejar a los fieles que, donde pueda cómodamente 
hacerse, acudan con frecuencia a sus iglesias parroquiales, y allí asistan 
a los divinos oficios y oigan la palabra de Dios.” 


La mejor manera de cumplir lo relativo a la administración de los Sa- 
cramentos de la Confesión y Comunión, es que los párrocos tengan sus 
tiempos fijos de confespnario en los días y horas más convenientes para 
el común de sus feligreses y acudan, además, sin dificultad otros días, 
cuando sean llamados a hora conveniente, y que celebren la Misa, si puede 
ser, a hora fija, procurando escoger la que resulte más cómoda para las 
personas que deseen asistir a ella y recibir la Sagrada Comunión, prestán- 
dose también con facilidad a distribuir ésta fuera de la Misa en obsequio 
a las personas que no pueden asistir a la Misa, con tal que la pidan a hora 
razonable, menester es repetirlo, ya que no faltan, por desgracia, personas 
algo caprichosas y amigas de singularizarse, lo mismo cuando se trata de 
confesar que de recibir la comunión. 

El $ 2 contiene una reproducción bastante exacta de lo dispuesto en el 
Concilio Tridentino (ses. XXII, de celebratione Missae, y ses. XXIV, de 
BONG yi )e 

Cumple recordar aquí la recomendación de la Sagrada Congregación de 
Propaganda Fide en sus Letras al Vicario apostólico de Bengala (30 de junio 
de 1845), concebida en los siguientes términos: “No podemos aprobar el 
intento de obligar que los fieles acudan en los días festivos a oír la Misa 
y la instrucción del párroco, prohibiéndoles ir a otras iglesias u oratorios. 
Pues aun cuando estemos persuadidos de la eficaz ayuda que para la vida 
eterna obtienen los fieles de ser frecuentemente apacentados con el salu- 
tifero manjar de la divina palabra, no se oculta, sin embargo, a V. S. que 
no ha sido nunca conforme a la mente de la Sede Apostólica el imponerlo 
en forma obligatoria bajo pecado. Por tanto, estimamos que más bien se 
debe aconsejar a los fieles con reiteradas y paternas amonestaciones a que 
se aprovechen de tales medios para el bien de su alma” (69). 

“Canon 468.—§ 1. Con diligente esmero y ardiente caridad debe el 
párroco asistir a los enfermos de la parroquia, sobre todo cuando están 
próximos a la muerte, confortándolos solícitamente con los Sacramentos 
y encomendando sus almas a Dios. 

$ 2. El párroco y demás sacerdotes que asistan a los enfermos están 
facultados para concederles la bendición apostólica con indulgencia plena- 


(69) C. I. C. Fontes, vol. VII, n. 4.814. 
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ria en el artículo de la muerte, según la fórmula contenida en los libros 
litúrgicos aprobados, bendición que procurarán no omitir nunca.” 

Ahora es necesario añadir que, además: a) los párrocos que gozan de 
territorio propio, excluídos, por ende, los párrocos de parroquias persona- 
les o familiares, a no ser que éstos también disfruten de territorio propio, 
aunque sea cumulativo; b) los vicarios actuales o curados de quienes trata 
el canon 471, y los vicarios ecónomos; c) los sacerdotes a quienes de una 
manera exclusiva y estable les ha sido encomendada la plena cura de almas, 
con todos los derechos y deberes de los párrocos, en un territorio deter- 
minado y con iglesia determinada, tienen-obligación de justicia de admi- 
nistrar el Sacramento de la Confirmación a los fieles que se encuentren en 
su propio territorio y se hallen en peligro de muerte, provemente de enfer- 
medad grave, de la cual se prevea que han de morir. 

Para administrar este Sacramento deben cumplir todos los requisitos que 
prescribe el Decreto de la Sagrada Congregación de Sacramentos “Spiritus 
Sancti munera”, del 14 de septiembre de 1946 (70). 

Tocante a la administración del santo Viático, es muy para tenida en 
cuenta la prescripción de Alejandro VII (Const. “Sacrosanti”, 18 de enero 
de 1658) ordenando que se lleve a los enfermos próximos a morir, cual- 
quiera que sea su condición, y aunque habiten en un tugurio o en otro 
lugar miserable y vil, puesto que en el divino acatamiento ninguna persona 
está excluida, toda vez que Jesucristo, por nuestra salvación, no tuvo asco 
de nacer en un establo y de morir en la cruz (71). 

La Sagrada Congregación del Concilio (“Balneoregien”, 24 de marzo 
y 14 de abril de 1821) pondera cuán excelente y necesario es el ministerio 
de ayudar a los moribundos, sobre todo en aquellos momentos de los cuales 
pende su eternidad, feliz o desgraciada. Por eso debe contarse entre los 
principales cuidados de los párrocos el asistir personalmente a los agoni- 
zantes, conforme prescribe el Ritual Romano (tít. De visit. et cura infir- 
moru) (72). 

B) Predicación-—Es obligación de los pastores de almas apacentar 
a su grey con el alimento de la divina palabra, según decía el Concilio 
Tridentino (sess. V, de ref., c. 2; XXII, c. 8; XXIII, de SARRIA DO XUV oe 
ref., cc. 4 y 7) y lo repite el Código en diferentes lugares, como vamos 
a ver. . 


70) AAS, XXXVIII, 349-354. Remitimos a nuestros lectores al comentario que de este De- 
creto hemos publicado en esta revista (enero-abril 1947, págs. 158-170) 

(1) GI Cs Fontes, vol T n 235. 

U2) Gak C Rontes: VOS Vi n. ooro. 


— 976 — 


LOS PARROCOS EN EL CONCILIO DE TRENTO Y EN EL CODIGO DE DERECHO CANONICO 


El canon 1.329 establece, en general, que “es deber propio y gravísimo, 
especialmente de los pastores de almas, el procurar la instrucción cate- 
quística del pueblo cristiano” 

Luego, en los tres cánones siguientes, determina en concreto la manera 
cómo han de cumplir ese deber sagrado: a) instruyendo a los niños todos 
los años, en épocas determinadas, a fin de prepararlos para que reciban 
debidamente los Sacramentos de la Penitencia, Comunión y Confirmación; 
b) 'ampliando y perfeccionando la enseñanza del catecismo a los mismos 
después de la primera comunión; c) explicando, los domingos y demás 
fiestas de precepto, el catecismo a los adultos, en forma adaptada a la inte- 
ligencia de éstos. 


La instrucción catequística es, a no dudarlo, un medio eficacísimo para 
desterrar del pueblo cristiano la ignorancia religiosa, que tanto cunde, por 
desgracia, aun entre personas cultas en otro género de conocimientos. Por 
eso los Papas han insistido siempre con ahinco sobre esta materia, y de 
una manera especial en los últimos tiempos. Baste citar la encíclica “Acerbo 
nimis" (15 de abril de 1905), de Pio X, y el motu proprio de Pío XI 
"Orbem catholicum" (29 de junio de 1923), por el que instituyó en la 
Sagrada Congregación del Concilio un Oficio peculiar encargado de dirigir 
y fomentar toda la labor catequística en la Iglesia y de urgir el cumplimiento 
de las leyes relativas a la enseñanza del catecismo. 

Por su parte, la Sagrada Congregación, a partir del afio 1924, pro- 
mulgó diversos documentos encaminados a facilitar la labor de los infe- 
riores, proponiéndoles los medios que en su alto criterio juzga de mayor 
eficacia para obtener el fin deseado de que la instrucción catequística, tanto 
de párvulos como de adultos, logre los más favorables resultados; de suerte 
que todos los fieles conozcan, por lo menos, los rudimentos de la fe y de la 
ley divina (73). 

Pero además de la instrucción catequística, el oficio pastoral impone a 
los párrocos el deber de anunciar la palabra de Dios al pueblo todos los 
domingos y demás fiestas de precepto, mediante la homilía acostumbrada, 
sobre todo en la Misa a la que suele asistir mayor concurso del pueblo. 


Esta obligación es personal del párroco, de suerte que, no siendo con 
causa justa aprobada por el Ordinario, no puede levantarla de una manera 
habitual por medio de otro sacerdote. Así lo declara el canon 1.344, $$ 1 
y 2; pero en el $ 3 agrega que puede el Ordinario permitir que se omita 


(73) Véase AAS, XV, 327-329; XVI, 332-333, 431; XVII, 145-154. 
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la predicación en algunas fiestas más solemnes o también, por justa causa, 
en algunos domingos. 


Justa causa para que el Ordinario permita suprimir la homilía algunos 
domingos es, por ejemplo, en tiempo de verano en aquellos lugares donde 
se concede a los agricultores que puedan trabajar para recoger la mies, 
con tal que cumplan el precepto de oír Misa. 


La obligación que tienen los párrocos de predicar la homilía es de 
suyo grave, pero admite parvedad de materia. El dejar de cumplirla, sin 
causa justa aprobada por el Ordinario, durante un mes seguido o tres 
meses interpolados, es pecado mortal. 


Para cumplir con fruto dicha obligación deben los párrocos prepararse 
con mucha diligencia, de suerte que exciten verdadero interés en el público, 
a fin de que los fieles les oigan con atención y sientan gusto por asistir 
a la Misa donde se predica. A tal efecto es también de suma importancia 
que sean breves; pues de lo contrario, aunque lo hagan bien, el pueblo, a 
la larga, termina por hastiarse, y, si puede, va a otra Misa en la que no 
se predica; o, lo que es peor, donde no hay más Misas, deja de oírla por 
no aguantar sermones largos, especialmente los hombres. 


A juicio nuestro, por regla general nunca debiera pasar la homilía de 
unos veinte minutos a lo sumo. Todo lo que sea exceder esos límites es 
exponerse a los inconvenientes que dejamos indicados. 


En algunos lugares tratan de obviarlos simultaneando la predicación 
con la Misa. Esto, además de que no en todas partes se puede practicar 
‘por falta de personal, tiene el no pequeño inconveniente de dividir la aten- 
ción de los fieles, impidiéndoles seguir bien la Misa, contribuyendo asi- 
mismo a que no le den a ésta la importancia que se merece, y, por último, 
a que no logren el debido fruto ni de la predicación ni de la Misa; lo 
cual es en gran manera lamentable y digno de ser tenido en consideración. 


Contra los párrocos que no se muestran diligentes en desempeñar los 
ministerios a que hace referencia este último apartado, dispone el ca- 
non 2.382: “Si algún párroco descuida gravemente la administración de 
Sacramentos, la asistencia de los enfermos, la instrucción de los niños y 
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del pueblo, la predicación en los domingos y demás días festivos, debe el 
Ordinario castigarlo a tenor de los cánones 2.182-2.185." 


Es decir, que si amonestados por el Obispo, recordándoles no sólo la 
obligación estrecha que grava su conciencia, sino también las penas esta- 
blecidas en el derecho contra estos delitos, los párrocos no se enmiendan, 
los reprenderá el Obispo y los castigará con alguna pena proporcionada 
a la gravedad de la culpa, una vez que haya comprobado ésta observando 
los trámites legales; y, si a pesar de todo ‘no se enmiendan, pueden ser 
removidos de la parroquia, incluso los párrocos inamovibles. 


ER. SABINO ALONSO, O.P. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca 
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(1) Según la práctica usual, daremos aquí una recension de cuantos libros de Derecho ca- 
nónico o materias afines se nos envíen en doble ejemplar (caso de no tratarse de obras de su- 
bido precio). De las demás obras daremos únicamente noticia de haberlas recibido. 


DEEBIETDO GRAFA 


I RECENSIONES 


LOS ESTUDIOS ECLESIASTICOS SUPERIORES EN 
EL NUEVO REINO DE GRANADA (1563-1810) (*) 


He aquí una obra cuya recensión emprendemos con gusto. El P. José Abel 
Salazar es un colombiano que hizo sus estudios de Derecho canónico en la 
Universidad Gregoriana de Roma, donde preparó el presente trabajo como te- 
sis doctoral, pero lo publicó a los cinco años en España, después de investigar 
en los archivos españoles relacionados con las Indias, como antes lo había he- 
cho en los romanos. Así, la obra desborda los límites de una disertación ad lau- 
ream para convertirse en una investigación concienzuda en que nos historia 
las universidades, seminarios, colegios y conventos que se dedicaron a la en- 
senanza en la antigua Nueva Granada, la actual Colombia. 


Hace observar su autor que su obra se publica coincidiendo con el cente- 
nario tridentino. Efectivamente, resulta un magnífico homenaje a la labor de 
aquella asamblea en pro de los estudios eclesiásticos. Y, como hicimos días 
pasados al reseñar para la “Revista Española de Teología” la obra del doctor 
Goñi Gaztambide La reforma tridentina en la diócesis de Pamplona, tam- 
bién nos place ahora, con igual motivo, llamar la atención de nuestros semi- 
naristas universitarios para que inicien sus investigaciones en sus futuras te- 
sis doctorales sobre el tema de la Reforma de Trento, campo menos estudiado 
de lo que pudiera creerse. Nuestros archivos catedralicios están repletos de 
materiales (actas de sínodos y concilios, libros de visitas pastorales, constitu- 
ciones sinodales, seminarios, reforma del clero, órdenes religiosas, vida pa- 
rroquial, catecismo, predicación, cabildos catedralicios, cofradías y asociacio- 
nes piadosas, etc., etc.), esperando una labor paciente de clasificación... como 
la que ha ejecutado el P. Salazar en su libro. Para ello ha consultado las ricas 
fuentes de los siguientes archivos: Embajada de España en Roma, Sagrada 
Congregación del Concilio, General de Indias de Sevilla, Romano de la Com- 
pañía de Jesús, de los Dominicos y Agustinos (Recoletos y Ermitaños) y el 
Secreto Vaticano, fuentes todas ellas inéditas. 

Su estudio lo divide en dos partes principales. Después de una amplia in- 
troducción estudia primero los “estudios eclesiásticos superiores no univer- 
sitarios”, y después los “universitarios”. La obra, de muy buena presentación 


(*) P. FR. JOSÉ ABEL SALAZAR, Agustino Recoleto, Los estudios eclesiásticos superiores en el 
nuevo reino de Granada (1565-1810). Consejo Superior de Investigaciones Científicas. Instituto 
Santo Toribio de Mogrovejo (Madrid, 1946), XXIII-781 págs. 
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tipográfica, aunque afeada con algunas erratas. Publica también láminas con 
los principales edificios escolares y los fundadores de los mismos. 


En la Introducción, a unas nociones generales sobre concepto y evolución 
de los estudios eclesiásticos superiores, instituciones donde principalmente se 
han cultivado y principios de derecho público eclesiástico sobre la materia, 
sigue ya la limitación geográfica de la disertación (pág. 35), con la cireuns- 
cripción diocesana (Santa Marta, Cartagena de Indias, Popeyán y Santa Fe de 
Bogotá) en el reino de Nueva Granada, actual Colombia. En la circunserip- 
ción regular estudiará las provincias de San Antonio (Dominicanos), francis- 
cana de Santa Fe, de Nuestra Señora de Gracia, de los Ermitaños de San Agus- 
tín, de la Candelaria (Agustinos Descalzos o.Recoletos) y la neogranadina de 
la Compañía de Jesús (págs. 50-61). Los límites cronológicos son los señalados 
en el índice: 1563-1810; la primera, por referirse a la clausura del Concilio 
de Trento, y la segunda, por proclamarse entonces la independencia de Co- 
lombia. 


El capítulo I de la primera parte está dedicado a los estudios conventuales 
en la América espafiola, con lo que se ambienta el lector sobre el campo de 
evangelización del Nuevo Mundo, con características propias, que habían de 
exigir métodos y formalidades peculiares. 


En el capítulo II asistimos al nacimiento de las casas de estudio de los 
Regulares de la Nueva Granada. Abren marcha la Orden de Predicadores con 
las primeras cátedras, erigidas en 1571 en su Convento del Rosario, de Santa 
Fe. Además de éste tuvieron los Dominicos el Convento de Santo Domingo, de 
Tunja, y el de San José, de Cartagena. Los Franciscanos, el de la Purificación, 
de Santa Fe; el Colegio de San Buenaventura, en la misma ciudad; los dos de 
misiones de Cali y Popayán, más los conventos de la Magdalena, en Tunja, y 
el de Loreto, en Cartagena. Los Ermitaños de San Agustín, tres conventos: en 
Santa Fe, Tunja y Cartagena. Los Agustinos Recoletos, el glorioso Convento 
Máximo del Desierto de la Candelaria, cellula mater de la Provincia; el de San 
Nicolás, en Santa Fe, más los de Nuestra Señora de la Popa, en Cartagena, y 
el de Nuestra Señora del Topo, en Tunja. Por último, los Jesuítas tuvieron un 
Colegio Máximo, íntimamente ligado a la Universidad Javeriana. 


El personal y régimen de los estudios de los Regulares se estudia en el ca- 
pítulo III. Cada Orden se acomoda a la legislación propia, si bien hay más be- 
nignidad en Amériea en las exigencias escolares, como lo prueban los "Planes 
de Estudios", que aparecen en el capítulo IV, junto eon un gran aferramiento 


a la tradición, no llegando fácilmente allá las orientaciones modernas de las 
universidades europeas. 


Toda la jerarquía de los grados académicos peculiares a cada orden reli- 
giosa, así como el mecanismo de su adquisición, podemos estudiarlo en el ca- 
pítulo V. El P. Salazar, en éste como en otros capítulos, suele hacer un estu- 
dio genético trayendo las cosas desde el principio. Con ello, hasta el más pro- 
fano puede seguir el hilo de su pensamiento, pues aporta documentación pro- 
pia para cada instituto religioso, que suelen tener sus peculiares costumbres. 
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Quizás el capítulo siguiente (VI), sobre “Formación misionera de los Re- 
gulares”, sea más interesante desde el punto de la investigación. En los otros 
aspectos hemos dicho que los centros americanos estuvieron por debajo de los 
europeos. El estudio de las lenguas indígenas, carisma sobrenatural de los 
evangelizadores apostólicos, era ahora—en frase del virrey Ezpeleta—“una ne- 
cesidad y un trabajo más para los que se dedican a la útil y meritoria carrera 
de las misiones, con lo cual se evitan al mismo tiempo los intrusos vagabun- 
dos, porque resulta bien probada la vocación del que se sujeta a aprender la 
lengua de los indios”. Ello hacía decir a un experimentado misionero “que la 
excesiva velocidad de las lenguas nativas es horrible, causa sudor y frío y 
congoja el no poder prescindir el oído más lince una sílaba de otra”. A esta 
tarea se aprestaron los religiosos, bajo la preocupación de la Corona, que pro- 
hibía dar beneficios a los que ignorasen las lenguas indígenas. 

Respecto a los Colegios Misionales de Propaganda Fide, de que habla el 
autor en el artículo II (pág. 278 ss.), tal vez convendría alguna explicación si 
no tienen relación alguna con los fundados por entonces por la reciente Con- 
gregación Romana de Propaganda. 

Toda la erudita investigación anterior, que sólo hemos insinuado a nues- 
tros lectores, tiene un oportunísimo capítulo (el VII) de recopilación o “mira- 
da de conjunto". Los estudios de los Regulares tienen un período preparato- 
rio (1570-1675), ya que las provincias religiosas atienden en aquella época a 
establecerse, y tienen personal escaso. Los organismos a quienes correspondía 
no cesaron de urgir para que los estudios de la colonia se pusieran al nivel 
de los de la madre Patria. El período de florecimiento corresponde a los 
años 1675-1750, o, si se quiere, hasta 1766, en que ocurre la expulsión de la 
Compañía. Varias causas contribuyen a ello: el clero nativo, mejor preparado; 
la nueva clase social que va surgiendo en aquellos territorios, capaz de com- 
prender el esfuerzo intelectual; el aminoramiento de las rivalidades entre las 
órdenes religiosas (Dominicos y Jesuítas, sobre todo), que deja reposo para 
el estudio; los otros centros, seminarios, colegios y universidades, que favore- 
cen el estímulo y emulación. Pero desde las fechas sefialadas hasta la Inde- 
pendencia hay un lamentable estancamiento, un. vivir del prestigio pretérito, 
que es fatal para los centros conventuales. 

En la sección segunda de esta primera parte va a estudiar el P. Salazar los 
estudios eclesiásticos superiores en los seminarios y colegios. También en Amé- 
rica eran necesarios estos centros de formación eclesiástica preconizados por 
el Tridentino, si bien su implantación fué lenta, eosa explicable por ser ma- 
yores allí las dificultades que en las diócesis europeas. Otra circunstancia eno- 
josa entorpeció a veces la buena marcha de los colegios clericales: el Patro- 
nato, si bien los reyes y el Consejo de Indias urgieron con todos los medios a 
su aleance la fundación de los seminarios. Los estudios eran serios, al menos 
en los que rigieron los Jesuítas, pues tenían tres cursos de Filosofía y cuatro 
de Teología. Los reglamentos (del Seminario de Santa Fe, por ejemplo), son 
modelo de prudencia y severidad. El servicio a la catedral costó en ocasiones 
serios disgustos, como en el caso del Seminario de San Luis, en Santa Fe de 
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Bogotá, que sólo duró cuatro años. También en España el considerar los ca- 
bildos a los seminaristas como especie de clerizones al servicio de la catedral 
perjudicó no poco la buena marcha de los centros eclesiásticos. Nos hubiera 
gustado que el autor hubiera buscado las posibles fuentes disciplinares y pe- 
dagógicas de las constituciones de los seminarios neogranadinos. Así no sabe- 
mos a qué atenernos en este punto. No hubiera dejado de serle útil, creemos, 
consultar nuestra obra este este tema Doctrina de la Iglesia sobre seminarios 
desde Trento hasta nuestros días, en que señalamos la línea evolutiva de los. 
colegios clericales. 


Los seminarios que se fundan en aquel virreinato son: Seminario de San 
Luis (1582-1587); Seminario de San Bartolomé (1605), encomendado a la Com- 
pañía de Jesús; posteriormente se convirtió en colegio-seminario, que admi- 
tía alumnos no clericales. Las vicisitudes de este centro son reseñadas pun- 
tualmente. Dió días de gloria a la Iglesia de Santa Fe. En las diócesis sufra- 
gáneas surgieron tres: en Popayán, en Cartagena de Indias (1775) y en Santa 
Marta. No se crea, empero, como ocurría también en Europa, que todos los 
clérigos pasasen por dichas casas antes de ascender a las órdenes sagradas. 
Era una mínima parte; el resto conseguía la ordenación con poca cultura y me- 
nos formación (cfr. C. S. ALISEDA, La doctrina de la Iglesia sobre seminarios 
desde Trento hasta nuestros días, págs. 48 y 78). A éstos se les atiende con una 
cátedra de casos de moral en las catedrales o simplemente con exigirles un 
examen preordinario bastante indulgente. 


Por el capítulo IV conocemos las vicisitudes de una gran obra, fundada por 
el Arzobispo dominicano Fr. Cristóbal de la Torre: el Colegio del Rosario. 
Era para educación de jóvenes seglares, más necesitados en Santa Fe de casas 
de esta índole que los seminaristas y religiosos, ya suficientemente atendidos. 


Más interesante se nos hace el capítulo siguiente, sobre “la cultura ecle- 
siástica del clero secular neogranadino". Los Prelados, como más arriba di- 
jimos, suplieron, a falta de seminarios, la formación del clero mediante exá- 
menes, lecciones de moral y concursos. No se olvide, por lo que a esta nación 
se refiere, el poco estímulo “humano” que podía hallar un clérigo en el es- 
tudio, dado que un “curato de indios” requería poca ciencia. Por un informe 
de un contemporáneo sabemos que los que allí iban “olvidan los estudios y se 
conforman con una vida solitaria y campestre, semejante a la de tales feli- 
greses, sin esperanza de mejoría” (pág. 470). 


En la segunda parte de su trabajo presenta el autor los estudios eclesiás- 
ticos superiores universitarios. A un capítulo introductorio, en que investiga 
la legislación sobre este punto, sigue el dedicado a la Regia y Pontificia Uni- 
versidad de Santo Tomás. “Así se llamó la que tuvo más larga vida en el te- 
rritorio colombiano. Ella sonrió como una esperanza a la colonia todavía ado- 
lescente, y ella misma, por singular providencia, premió con sus condecora- 
ciones académicas a la generación que iba a asistir al nacimiento de la Re- 
pública.” Nació, de hecho, merced a la generosidad del caballero Gaspar Nú- 
ñez, que dejó un legado para la fundación de un colegio, el de Santo Tomás, 
adonde se trasladó después la universidad. Su vida se desenvolvió luchando 
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por la existencia y pleiteando con los Jesuítas. El régimen, semejante al de 
las universidades españolas; los estudios, los clásicos entonces, caracterizados 
por una fuerte adhesión a Santo Tomás, lo que le valió inculpaciones en sus 
últimos años, pues el fiscal Moreno atribuía a su exagerado tomismo el atraso 
de sus estudios o su falta de modernidad. 

La Compañía de Jesús tuvo otro centro de estudios superiores, la Acade- 
mia Javeriana, erigida en el Colegio Máximo de dicha Orden. La fama de di- 
cho centro traspasó los límites del virreinato, y sus graduados acreditaron su 
nombre en las diversas regiones de América, porque sus letras se hallaban 
continuamente premiadas con los curatos del reino, con las canonjías y con 
el honor de las mitras. Diversas fueron las fases de esta institución, que va 
reseñando pacientemente el autor de la obra que nos ocupa. La concesión de 
grados revestía todo el aparato de que se les rodeaba en las universidades es- 
pañolas, y eran igualmente caros. 

Todavía dedica el P. Salazar un capítulo a estudiar las relaciones de los 
religiosos con las universidades y la manera de conseguir los grados acadé- 
micos en ellas. Por último, termina su benemérito trabajo resolviendo algunas 
cuestiones universitarias. En un punto algo escabroso, el del Patronato, opina 
que éste no se ejerció en las universidades. Valora la aportación de las ameri- 
canas a la cultura del Nuevo Mundo, y si bien las de Nueva Granada no pue- 
den parangonarse con las de Méjico y Lima, cumplieron un-cometido hon- 
roso. Aunque fueron más transmisoras de cultura que dinámicas o investiga. 
doras. Tal obra la desarrolló la Iglesia, pero con el apoyo y ayuda del Estado. 

No tenemos que insistir sobre la complaceneia con que hemos estudiado 
el trabajo del P. Salazar. El hecho de haber publicado su obra el Consejo Su- 
perior de Investigaciones Científicas nos ahorra los elogios. De desear sería 
que a su regreso a Colombia prosiguiera en los archivos de aquellos conventos 
y universidades sus investigaciones para completar la obra con tan buenos 
auspicios emprendida. Sobre todo, una lista biobibliográfica de catedráticos 
y estudiantes que los frecuentaron. Así podríamos comprender perfectamente 
toda la gloriosa historia de cultura que la Iglesia hizo en las nuevas tierras. 

Unas breves observaciones, para terminar. En la página 171 se dice que la 
fiesta de Santa María Magdalena es el 22 de septiembre. Debe ser confusión 
por el 22 de julio. En la página siguiente se señala la festividad de San Lucas 
en el 19 de octubre, cuando lo es el 18. Otras erratas se han escapado. En la 
página 305 dice junio de 1692; debe ser de 1592. En la página 387 dice entre 
los años de 1631 y 1683. Debe decir de 1631 y 1638. l 

CASIMIRO SANCHEZ ALISEDA 


Profesor del Seminario de Toledo 


ANGEWANDTES NATURRECHT (*) 


“El autor, profesor de la Universidad de Friburgo, en Suiza, está ya siendo 
conocido en España por la traducción que se ha publicado en el Consejo de 
Investigaciones Científicas de su obra capital: La esencia del tomismo. Enorme 


"(*) “Dr. G. M. MANSER, O. P., Angewandtes Naturrecht, Freiburg in der Schweiz (Paulus: 
verlag, 1947), 174 págs. 
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obra de síntesis que sigue siendo la mejor y más honda exposición de conjun- 
to—a la vez que apología—de la filosofía de Santo Tomás. 

El presente trabajo, Derecho matural aplicado, es simple continuación de 
oira obra suya más importante, Naturrecht in Allgemeinen, que, publicada hace 
años, encontró favorable acogida. Pero la pura especulación y filosofía del De- 
recho natural sería menos fructífera si no descendiera al terreno de sus apli- 
caciones prácticas. Mas siendo inmenso el campo de las aplicaciones del De- 
recho natural, el P. Manser ha escogido el estudio de algunas, las que afectan 
a los problemas humanos más comunes, tanto en la esfera del bien individual 
como social. Son éstos los deberes naturales de religión, los derechos referen- 
tes a la conservación de la vida y libertad, con los derechos de necesidad, de 
pena de muerte, etc. En el aspecto social-económico, todas las relaciones ju- 
rídico-naturales inherentes al fundamental derecho de propiedad privada, con 
los problemas de la renta, del préstamo a interés y la usura. Finalmente, el 
derecho natural en el matrimonio y en la sociedad. 

En todo este amplio campo de aplicaciones, la exposición del P. Manser 
corre breve y sencilla, pero bien documentada y centrada sobre el aspecto fun- 
damental de los temas. Sobre todos ellos quedan bien marcadas huellas, ras- 
gos y Observaciones agudas que delatan al teólogo de altura y de la compe- 
lencia del P. Manser. 

En punto a reparos, no nos gusta la solución que da el P. Manser al tema 
de la democracia (pág. 170), ni algunas explicaciones en la casuística del de- 
recho natural de legítima defensa, en que el autor se aparta de la opinión co- 
mún (pág. 37 ss.). Mas por supuesto que—salvo estos detalles—el contenido de 
la obra reproduce fielmente la doctrina de Santo Tomás y de sus discípulos, 
de la que el autor es uno de los representantes modernos más conspicuos y 
autorizados. 

Fn. TEÓFILO URDANOZ, O. P. 


LO SUBJETIVO EN EL DELITO (*) 


La Pontificia Universidad Javeriana, de Bogotá, erigida con facultades de 
Artes y Teología en 1621, aumentada con cátedras de Cánones y Leyes en 1704 
y restaurada en la última década, comienza a producir ya los primeros frutos de 
este segundo período. Así lo demuestra la tesis de grado del presbítero doctor 
OCTAVIO AGUILAR AGUILAR, intitulada El delincuente en la legislación penal ca- 
nónica, en la que se estudia seriamente el elemento subjetivo del delito. 

"Son relativamente pocas—dice el autor—las monografías tendientes a de- 
clarar la influencia de la Iglesia en la penalogía, y la atención que presta la le- 
gislación penal canónica al delincuente.” Contribuir a estos estudios es lo que 
se propone el presbítero AGUILAR haciendo ver que ante los tribunales de la 
Iglesia el hombre ha sido considerado siempre como persona humana, capaz 
por su libertad de concentrar en un acto delictivo toda su malicia; susceptible, 
en muchos casos, por las deficiencia de la naturaleza y otros atenuantes, de ser 


(*) OCTAVIO AGUILAR AGUILAR, Pbro., El delincuente en la legislación penal canónica, (Bo- 
gotá, 1947), vol. de págs. XXI-190. 
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juzgado como menos responsable y acrredor siempre a un trato plenamente 
humanitario y caritativo. 

La disertación consta de tres partes. En la primera—Introducción al estudio 
del delincuente (págs. 1-44)—expónense los fundamentos de la potestad punitiva 
de la Iglesia y de la manera de ejercerla: fundamento jurídico o perfección de 
la sociedad eclesiástica; fundamento próximo o tutela del orden social jurídico; 
fundamentos históricos o consideración habida para con el reo en las distintas 
culturas hasta el avance aportado por el Cristianismo, y evolución del derecho 
penal eclesiástico. 

En la segunda parte—El delincuente en las principales escuelas penales y en 
la filosofía católica (págs. 47-83) —preséntase un conspecto de las principales 
teorías penales de los tiempos modernos; se enjuician a la luz de la doctrina 
católica y se señalan los factores que dentro de la ortodoxia pueden admitirse 
como agravantes, atenuantes o eximentes de la responsabilidad. 


En la tercera y última parte—El delincuente ante el Derecho canónico (pá. 
ginas 87-176) —estúdianse en relación con el Código pío-benedictino los requi- 
sitos para que una persona pueda, genéricamente, ser reputada, o no, infractora 
de la ley penal; los elementos que determinan la catalogación concreta del de- 
lincuente y los principios y normas que han de tenerse en cuenta por los jueces 
al sentenciar, y por otras autoridades para exigir el cumplimiento de la pena 
o para absolver y dispensar de la misma. 


La obra, más que un trabajo de primera mano de investigación histórica o 
especulativa, es una síntesis expositiva y sistemática del tema, pero una sín- 
tesis seria y bien lograda, Es verdad que los especialistas en Derecho penal 
eclesiástico no encontrarán en ella cosa que desconozcan, pero será muy útil 
para divulgar, sobre todo entre los penalistas seglares de habla castellana, el 
pensamiento de la Iglesia en relación con el delincuente, cuya personalidad fal- 
sean las doctrinas penales materialistas y positivistas, y para vindicar a la mis- 
ma Iglesia contra los que la atacan todavía a base de la Inquisición y de Gali- 
leo. También podrá servir este trabajo como guía metódica para los jueces y 
abogados eclesiásticos en el desempeño de sus funciones. 


En general, el tema está bien enfocado, la doctrina y sus fuentes son segu- 
ras, la expresión es correcta y clara y los argumentos conducen al fin que el 
autor se propuso. A veces, sin embargo, aparece alguna noción menos exacta, 
como las del juicio criminal y contencioso, en lo que respecta a los bienes tu- 
telados por cada unq de ellos (pág. 6). En ocasiones no nos place, respetándola 
por lo demás, la sentencia del autor, verbigracia, cuando señala como elemento 
de la culpa el que se halle el agente en ejercicio de un acto lícito (pág. 99). 
En la parte histórica es lástima que el autor no hubiera podido consultar, a 
falta de otros, el tratado de MIcHIELS, De delictis et poenis, donde hubiera ha- 
llado hechos y textos que hubieran sido muy oportunos. En la parte bibliográ- 
fica, no siempre se hace referencia a las últimas ediciones, y en el aspecto ti- 
pográfico es de lamentar que se hayan deslizado no pocas erratas en la cita de 
los cánones, y que en ésta no se haya podido conservar el modo universalmente 


admitido. 


—= 939 —= 


BIBLIOGRAFIA 


Felicitamos al autor de la simpática monografía por el acierto con que en- 
tra en el campo del Derecho canónico por sendas poco trilladas, a la vez que 
nos alegramos de ver que los sagrados cánones comienzan a profundizarse en 
Colombia, donde ha tenido muy eximios cultores el Derecho civil. 


Fr. JosÉ ABEL SALAZAR DE CRISTO REY, O. R. S. A. 


II REVISTA ¿DE REVISTAS 
LOS VOTOS DE LA “REGULA MORACHORUM” (*) 


En el capítulo LVIII de la Santa Regla, “Del modo de recibir a los herma- 
nos”, dispone San Benito que el novicia admitido a la profesión monástica pro- 
meta en el oratorio, delante de todos, estabilidad, conversión de costumbres 
y Obediencia ante Dios y sus santos. Estos son los tres votos cuyo contenido 
e influencia en el mundo estudia el autor con ocasión del XIV centenario de 
la muerte de San Benito. 

En cuanto al voto de conversión de costumbres, hace notar el autor que tal 
conversión no se distingue de la perfección de la caridad. Lo que ocurre es que 
el Santo Patriarca prefirió hablar de conversión en vez de perfección para 
hacer notar bien a sus discípulos que únicamente alcanzarían ésta mediante 
un esfuerzo constante e ininterrumpido por mejorar sus hábitos y costumbres. 

El voto benedictino de obediencia tiene un contenido más amplio que el 
habitual, toda vez que encierra en sí los de pobreza y castidad, que el monje 
no hace explícitamente. “Quien, por el voto de obediencia, renuncia a su pro- 
pia voluntad, que es la que le permite ser dueño y señor de sí mismo y de to- 
das las cosas, renuncia igualmente, y por el hecho mismo, a los bienes exter- 
nos y a los bienes del cuerpo cuyo uso pende de su voluntad.” 

El tercer voto, de estabilidad, exige para su comprensión una doble mi- 
rada. En primer lugar, a las circunstancias históricas en que la Santa Regla 
aparece, que hacían imprescindible vincular de una manera sólida y perma- 
nente al monje con su monasterio. Y en segundo lugar, a la peculiar manera 
de ser de la vida benedictina, cónstituída a semejanza de la familiar, bajo el 
gobierno de un abad perpetuo, que sólo dejará de ser padre con la muerte, 
en íntima convivencia con los hermanos, con quienes se compartirán trabajos, 
penas y alegrías hasta el fin de sus días. 


e 1a DE- E. 


TENDENCIAS DEL DERECHO CANONICO 
EN CUANTO A LA AFINIDAD (**) 


Continuando el autor la tarea, emprendida ya en otros trabajos por él pu- 
blicados, de poner de manifiesto el papel que la equidad canónica representa 
en algunos institutos jurídicos, se ocupa en este extenso artículo de la afini- 


(*) NicoLÁs Rusin, Los votos de la- “segunda morachorum”, “Revista Litürgica Argenti- 
na”, 12 (1947), págs. 171-175. 


(**) CH. LEFEVBRE, Les tendences du Droit canonique en materie d'affinite, Eph ype © 
Theologicae lovanienses”, 23 (1947), págs. 130-149. 
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dad, materia particularmente interesante por estar penetrada de consideracio- 
nes de tipo moral tanto en Derecho canónico cuanto en el mismo Derecho 
secular. 


El Derecho secular nos ofrece una legislación relativamente sencilla que 
ha influído en la canónica actual. Pero se hace preciso tener en cuenta tam- 
bién la anterior a la codificación de 1917, por lo que el autor distribuye su 
trabajo en tres partes: 


1.2 Orígenes del Derecho actual.—Para conocerlos estudia en primer lugar 
el antiguo Derecho canónico, después del Derecho secular, y establece, final- 
mente, una extensa comparación entre ambas legislaciones. 


2.* El Código de Derecho canónico. —Después de exponer con detalle la le- 
gislación implantada por el Código canónico se establece una doble compara- 
ción de esta legislación con la francesa actual y con la canónica, considerada 
no sólo en su aspecto positivo, sino también en sus tendencias, manifestadas 
en las peticiones de los Obispos referentes a esta materia. 


3.* Caracteres de la equidad. canónica.—En esta tercera parte, la más inten- 
sa y profunda, estudia los caracteres de la equidad canónica, que se desprende 
de las dos anteriores. El carácter no sólo moral, sino incluso moralizador de 
la ley canónica; su extensión y rigor, su realismo y su flexible adaptabilidad 
se estudian teniendo en cuenta el texto mismo de la ley y su aplicación prác- 
tica a través de la concesión o denegación de dispensas. 


Termina el autor formulando ordenadamente las conclusiones que se des- 
prenden de su trabajo, y que pueden resumirse así: 


1.9 Parece necesario admitir entre los elementos componentes de la equi- 
dad canónica una distinción entre los primeros, radicales y fundamentales, 
como el carácter moralizador y el personalista, y los secundarios o consiguien- 
tes, como la extensión, el rigor, el realismo y la flexible adaptación. 


2.2 El carácter que parece exigirla es el moral. Pero importa precisar los 
elementos que en sí entraña. Sin subvalorar el carácter personalista, los datos 
expuestos acerca del impedimento de afinidad parecen dar primicia al elemen- 
to moralizador. 

3.* El rigor, la extensión y el realismo parecen adscribirse al elemento mo- 


ralizador de la equidad canónica; la adaptación flexible, al contrario, proviene, 
sobre todo, de los puntos de vista personalista y relativo del carácter moral. 


4.2 De esta forma viene a reafirmarse más y más la fuerza de los lazos 
que unen al Derecho canónico y a la Moral, con preponderante influencia de 
ésta, que imprime en aquél una especial fisonomía. Puede, por consiguiente, 
permitirse al Derecho una cierta influencia moral en favor del perfecciona- 
miento de los mismos miembros de la sociedad. Quid mores sine legibus? 


IDEA: 
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LA DELEGACION EN DERECHO CANONICO (*) 


En un breve pero interesante artículo se trata de este tema. El trabajo 
contiene dos partes, la primera dedicada a la delegación del poder de juris- 
dicción, y la segunda, a la delegación de la potestad de orden. 


Empieza el artículo con una distinción poco feliz entre la delegación y la 
permisión, afirmando que la primera afecta a la validez y la segunda a la 
licitud de los aetos. 


El autor resume la doctrina contenida en los cánones 197 al 207 del Códi- 
go, y después de una alusión a la potestad de los Obispos como! delegados de 
la Santa Sede, de que trata el Concilio Tridentino, se refiere a la potestad de- 
divino y la de derecho eclesiástico, se refiere concretamente a la delegación 
“ad casum", aplicando dichos conceptos a la Santa Sede, Ordinarios y párro- 
eos, acabando esta primera parte con la doctrina de la cesación de la dele- 
gación. 

Es más interesante la segunda parte, dedicada a la delegación de la potes- 
tad de orden. En ella, después de distinguir la potestad de orden de derecho 
divino y la de derecho eclesiástico, se refiere concrtamente a la delegación 
por la Santa Sede del poder de confirmar a simples presbíteros; y a la de 
ordenar aun de órdenes mayores, concedida también a simples presbíteros. 
Para la confirmación se refiera al Código y al reciente Decreto acerca de la 
Confirmación por parte de los párrocos en peligro de muerte. Para la potes- 
tad de ordenar aduce el privilegio de Inoceneio VIII al Abad general de los 
cistercienses de 9 de abril de 1489 de conferir el diaconado, y al privilegio, 
que el autor tiene por incontestable, de Bonifacio IX de 1.* de febrero de 1400 
al Abad de San Osith, cerca de Londres, de conferir el presbiterado. 


Para explicar la delegación de la potestad de orden propone el autor la teo_ 
ría, fundada en el mismo Santo Tomás, de que el sacerdote tiene radicalmente 
el poder de confirmar, cuyo ejercicio suspende bajo pena de invalidez la Igle- 
sia, siendo en este caso la delegación una simple remoción de óbice. Reconoce 
el autor que esta doctrina es de difícil aplicación a la potestad de ordenar, 
según el sentir de los teólogos, aun cuando no falta Vázquez, que la sostiene. 
Esta teoría explicaría muy bien el privilegio del Abad de San Osith. Otros 
han afirmado que el Papa Bonifacio IX se excedió a sus poderes, lo cual no 
perjudica la infalibilidad pontificia, ya que no se trata de una definición “ex 
eathedra". Otros han dicho que se trataba simplemente de la concesión del 
poder de dar dimisorias para ordenar a sus súbditos. Otros, finalmente, han 
afirmado que dicho Abad era Obispo consagrado. 


El autor se inclina por la explicación de la disminución del poder restric- 
tivo de la Santa Sede al poder radical de ordenar connatural al sacerdocio. 


M. B. 


(*) G. SIMENON, La delegation en Droit canonique, “Revue Eclesiastique de Liége”, 5 (sept. 
197), págs. 289-998. 
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AREA UASD PAGO 


INVESTIGACION 
Y ESTUDIO DEL DERECHO CANONICO 


LA FACULTAD DE SALAMANCA 


SUMARIO: 1. Resumen histórico—2. Organización y plan de estudios — 
3. Tesis defendidas y publicadas —4. Publicaciones —5. Movimiento de 
alumnos. 


1. RESUMEN HISTÓRICO.—Salta a la vista la imposibilidad de trazar en es- 
tas páginas la historia de la Facultad de Derecho canónico de Salamanca a 
través de los siglos. Por eso, remitiendo al lector interesado en ella a las obras 
que la estudian (1), nos limitaremos a hacer aquí unas sumarias indicaciones. 

Los orígenes de la Universidad salmantina son obscuros. Sabemos que la 
ciudad fué repoblada a fines del siglo xr y que en 1102 fué restaurada su sede 
episcopal en la persona de don Jerónimo (2), apareciendo ya en 1134, al ser 
elegido Obispo don Berengario, el cargo de maestrescuela de la catedral (3). 
Entre los afios 1161 y 1180 formaban parte del cabildo catedral los maestros 
ingleses Guillermo y Randulfo Richart. De estos datos suelen deducir los au- 
tores que durante todo el siglo xm había ya establecidos en el claustro de la 
catedral unos estudios eclesiásticos que debieron servir de base al Estudio ge- 
neral erigido pom Alfonso IX. 


(1) Carecemos aün de una Historia de la Universidad de Salamanca que llene las exigencias 
actuales en esta materia. Pueden consultarse, sin embargo, las obras siguientes: 

ALEJANDRO VIDAL Y DÍAZ, Memoria histórica de la Universidad: de Salamanca (Salamanca, 1869), 
un volumen. 

VICENTE DE LA FUENTE, Historia de la Universidad, Colegios y demás Establecimientos de 
Enseñanza en España (Madrid, 1889), 4 vols. 

ENRIQUE ESPERABÉ ARTEAGA, Historia pragmática e interna de la Universidad de Salamanca 
(Salamanca, 1914), 2 vols. 

Parece que la laguna existente quedará plenamente colmada con la publicación, ya inminen- 
te. de la Historia preparada pcr el catedrático de la Facultad de Filosofía y Letras D. César Real 
de la Riva. 

(2) Para la historia de la ciudad puede consultarse, M. VILLAR Y Macías, Historia de Sala- 
manca (Salamanca, 1887), 3 vols., obra que contiene también, como es natural, abundantes datos 
acerca de la Universidad. 

(3) Las vicisitudes posteriores de este cargo, y el relieve universitario que llegó a alcan- 
zar, pueden verse resumidas en PABLO BARRACHINA, Figura jurídica del Colegio de “Corpus 
Christi” de Valencia, REVISTA ESPANOLA DE DERECHO CANÓNICO, 2 (1947), págs. 467-468 y en es- 


pecial nota 83. 
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No se puede precisar la fecha exacta de esta creación, aunque debió estar 
entre 1218 y 1226, es decir, después de la reconciliación de Alfonso IX con su 
hijo Fernando III y antes de la fundación del convento de dominicos, deter- 
minada por la calidad universitaria de la ciudad. San Fernando, rey de Cas- 
tilla y León, confirmó en carta de 6 de abril de 1243 el Estudio general fun- 
dado por su padre. Alfonso X el Sabio apoyó también desde los primeros afíos 
de su reinado al nuevo Estudio, y obtuvo de Alejandro IV las bulas Inter ea, 
expedida en Nápoles el 6 de abril de 1255, confirmatoria del Estudio, y Dig- 
num arbitramur, de 22 de septiembre de 1255, concediendo validez universal 
(excepto en París y Bolonia) a los grados otorgados por Salamanca in qua- 
cumque facultate. 

Se inició así una vida universitaria intensísima, de cuya universal pro- 
yección puede servir de indicio el hecho de haber enviado el Papa Bonifa. 
cio VIII su libro sexto de las Decretales para que en la Universidad se leyese 
y explicase. La facultad de Decretos, actual de Derecho canónico, puede de- 
cirse que tuvo parté muy principal en esta expansión, ya que contaba con 
tres cátedras, mientras la de Teología y la de Leyes (Derecho civil) única- 
mente tenían dos, y, según cálculos recientes, las dos terceras partes de los 
alumnos se matriculaban en las facultades jurídicas. 

Con paso lento y seguro fué avanzando la Universidad salmantina por su 
camino hasta llegar, en las primeras decenas del siglo xvi, a constituirse en 
centro de la vida intelectual de la cristiandad entera. No es sólo la pléyade 
de sus alumnos, que prácticamente encierra lo mejor que en aquellos aíios 
apareció, sino también la indirecta influencia a través de los centros de en- 
señanza superior, sobre los que la ejerció en alto grado: Alcalá, Coimbra, la 
Minerva romana, Dilinga, Cambridge, Oxford y el mismo Colegio romano. 

Al iniciarse la decadencia de las ciencias eclesiásticas en España durante 
el siglo xvir, la Facultad de Derecho canónico de Salamanca pudo resistir algo 
más, teniendo alientos para producir figuras como González Téllez y el Car- 
denal Aguirre (4). Pero ya a los comienzos del siglo xvi la decadencia era 
franca, llegándose a una postración verdaderamente extrema cuando el rega- 
lismo hizo presa en su claustro y hasta en la misma sede episcopal salman- 
tina con el célebre Tavira. 

La invasión francesa, con la consiguiente guerra de la Independencia, que 
de manera tan dura afectaron a Salamanca; los trastornos políticos que du- 
rante la primera mitad del siglo xix se produjeron, y aun la misma mísera 
condición de todas las ciencias entonces, acabaron de precipitar la ruina de 
la Universidad salmantina, sin que fueran parte para remediarla ni la céle- 
bre bula de León XII Quod divina sapientia ni el plan de estudios que el Go- 
bierno publicó el 14 de febrero de 1824, en el que, excediéndose en su com- 
petencia, disciplinaba los estudios eclesiásticos con criterio inadmisible (5). 
En 1830 se llegó a suspender la ensefianza en todas las universidades espa- 


(4) Cfr. VICENTE DE LA FUENTE, Historia eclesiástica de España, vol. 3 (Barcelona, 1855), 
págs. 192-198. 


(5) Puede verse, en lo que se reflere al Derecho canónico, el título VII, arts. 69-81. 
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ñolas y, consiguientemente, en Salamanca. A pesar de todo, y entre un fárrago 
de disposiciones legales que abruma, la facultad de Derecho canónico consi- 
guió subsistir hasta la ley sobre instrucción pública de 1857, llamada ley de 
Moyano, que redujo los cánones a un elemento de la Facultad de Derecho, que 
quedaba integrada por tres secciones, leyes, cánones y administración, con li_ 
cenciatura distinta aunque el doctorado había de ser en leyes y cánones jun- 
tamente (6). 


Con alguna anterioridad, el 17 de octubre de 1851, fecha verdaderamente 
fausta para la Iglesia en España, se había firmado el concordato que en su 
artículo 28 regulaba la referente a seminarios, distinguiendo entre los dioce- 
sanos y otros, que llamaban “generales”, establecidos “oportunamente, previo 
acuerdo con la Santa Sede”, y en los que se había de dar “extensión conve- 
niente a los estudios eclesiásticos” (7). Entonces el Gobierno, por real decreto 
de 21 de mayo de 1852, “con inteligencia del Nuncio de Su Santidad”, auto- 
rizó a todos los seminarios para conferir el bachillerato en cánones (8), re- 
servando la licenciatura y el doctorado para “los seminarios generales o cen- 
trales” (9). *Interin éstos se establecen se conferirán dichos grados en los se. 
minarios de Toledo, Valencia, Granada y Salamanca, en la forma que se de- 
termine, desde el principio del curso académico próximo venidero de 1852 
a 1853" (10). “El real decreto—dice Postius—, aunque acordado con el Nun- 
eio... no podía conceder tal facultad; pero el Papa la otorgó a los Prelados 
por breve que dió a conocer el Cardenal Brumelli à 6 de mayo de 1853" (11). 
Complemento del mismo decreto fueron la circular de 31 de agosto y, sobre 
todo, la importantísima real cédula de 28 de septiembre de 1852, en la que, 
después de haber oído a todo el episcopado por intermedio del Nuncio de 
Su Santidad, se dictó un plan uniforme de estudios para los seminarios con- 
ciliares de España (12). : 

Se dibujaba, por tanto, con claridad el paso de la enseñanza del Derecho 
canónico de manos del Estado a las de la Iglesia, que había de ejercerla en 
unas instituciones de cultura superior eclesiástica llamadas seminarios cen- 
trales. Y así ocurrió, efectivamente. 

De una parte, la Universidad secularizada fué desentendiéndose más y más 
del Derecho canónico, pues aunque se restableció la Facultad “con acierto 
y buen deseo” en 1867, la revolución de 1868 se apresuró a deshacer lo esta- 


(6) Arts. 44 y 45. 
(7) Algunos datos acerca de la negociación de este artículo se contienen en JUAN PosTÍUS 


v Sara, C. M. F., El Código Canónico aplicado a España (Madrid, 1926), pág. 971, donde dice 
que el Marqués de Pidal, Ministro de Estado durante la negociación, accedió a declarar “que 
todos los seminaristas pueden concluir su carrera y tomar grados de cánones y teología en 
sus seminarios”. 


AA 
(9) Art. 4. 
(10) Art. 10. 


11) El Código Canónico, pág. 285. 
E Véase E título IV, dedicado al Derecho canónico. Este plan fué casi derogado por 


Fuente Andrés por Real decreto de 29 de septiembre de 1855 para obtener de nuevo plena 
vigencia con el de 24 de octubre de 1856. . 
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blecido por el Ministerio anterior (13), hasta que, ya en tiempo de la Restau- 
ración, se llegó al real decreto de 14 de agosto de 1884, refrendado por don 
Alejandro Pidal y Mon, que lo redujo a dos cursos de instituciones y a la par- 
te alícuota de una asignatura titulada “Derecho procesal, civil, penal, canónico 
y administrativo”, puesta al final de la carrera. En el doctorado se añadía el 
Derecho público eclesiástico. Posteriormente desapareció uno de los cursos de 
Instituciones de la licenciatura y el Derecho público del doctorado (14), que- 
dando actualmente, en virtud del decreto de 7 de julio de 1944, reducido su 
estudio a dos cuatrimestres de cinco horas semanales en un solo curso aca- 
démico, más dos clases prácticas semanales y algún complemento de am- 
pliación. 

De otra parte, la Iglesia aceptó para sí la tarea del cultivo del Derecho ca- 
nónico. Los cinco seminarios citados, y entre ellos, por tanto, el de Salamanca, 
confirieron grados académicos mayores en Derecho canónico (15). En lo que 
atañe a Salamanca, vino a dar amplitud y resonancia a su seminario centra! 
el hecho de que en 1855 se hiciese cargo de él la Compañía de Jesús (16), lo 
que atrajo un buen número de alumnos extradiocesanos a sus aulas (17), cons- 
tituyéndose en modelo de los demás seminarios españoles. 


El 12 de agosto de 1885 hacía su entrada en Salamanca uno de los prelados 
más insignes que han honrado su silla episcopal: el P. Cámara, O. S. A. (18). 
No habían pasado muchos días cuando se dirigía el canciller de estudios, con 
fecha 12 de octubre, haciéndole sabedor de sus amplios planes, que incluían la 
enseñanza en Salamanca de una porción de asignaturas tan poco frecuentes en- 
tonces en centros eclesiásticos como la Estética y la Filosofía del Derecho (19). 

La ansiada creación de los que definitivamente habían de considerarse como 
seminarios centrales no llegaba, y el obispo de Salamanca aprovechó su viaje 
a Roma, con ocasión de la visita “ad limina”, para tratar allí de la convenien- 


(13) Como puede verse comentado en el Prólogo de la cuarta edición de las Lecciones de 
disciplina eclesiástica general y particular de España, de F. GÓMEZ SALAZAR Y V. DE LA FUENTE, 
vol t (Madrid, 1894), págs. 7-10. 

(14) Real decreto de 10 de septiembre de 1906. 

(15) Se concedió también esta facultad en 1862 a El Escorial y por Real decreto de 27 de 
noviembre de 1876 a Santiago de Compostela y Las Palmas de Gran Canaria. (Tanto el proe- 
mio a los estatutos de Salamanca (nota (39), como CASTRO ALONSO (nota 94) olvidan esta concesión 
hecha a Canarias en 1876 “ad decennium? y, renovada en 1886.) 

(16) Lo regentó desde 1855 a 1874, y de 1876 a 1911, a través de vicisitudes que puede 
el lector encontrar en la obra del P. Lesmes Frias Historia de la Compañía de Jesús en su Asis- 
tencia moderna de España (Madrid, 1944), págs. 310-321. Con carácter más sumario, pero abar- 
cundo más años, trató el mismo P. Frías del asunto en su obra La provincia de Castilla de la 
Compañía de Jesús (1883-1914) (Madrid, 1914). 

(17) Así, por ejemplo, en 1885 el “Boletín eclesiástico del Obispado. de Salamanca” habla 
de cincuenta seminaristas extradiocesanos. 

(18) Aun prescindiendo de su labor parlamentaria, como senador, y de la académica que 
vamos a delinear, baste recordar que a él se debe la nueva demarcación’ parroquial, el sínodo 
diocesano, la iniciación de la basílica teresiana de Alba de Tormes, unos nuevos estatutos 
capitulares, el hospital de la Stma. Trinidad, la parroquia de San Juan de Sahagún, etc., etc. 

(19) “Bol. ecles. del Obispado”, 32 (1885), págs. 335-344, y contestación del Canciller, pági- 
nas 371-372, seguida del anuncio de los nuevos cursos, págs. 373-374. Ya anteriormente había 
dado pruebas el nuevo Obispo de su amplitud de visión, en cuestión de estudios, dentro de su 
propia orden. Cfr. DIEGO P. DE ARRIBUCEA, O» S. A., El P. Cámara y el renacimiento literario y 
científico de la Orden, en España, “La Ciudad de Dios", 159 (1947), págs. 905-954. 
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cia de erigir un colegio de estudios eclesiásticos superiores (20), lo que se llevó 
a cabo, en el edificio que había pertenecido a la Orden militar de Calatrava, el 
18 de octubre de 1894 (21), mereciendo la aprobación y apoyo de todos los 
obispos de la Provincia eclesiástica, reunidos en conferencia episcopal (22). 

Quedaban en el nuevo colegio de Calatrava los estudios de Derecho canó- 
nico funcionando distribuídos en cinco cursos: el primero, destinado a Derecho 
público eclesiástico e Instituciones; los dos siguientes, a las Decretales; el cuar- 
to, a Procedimientos canónicos, civiles y administrativos, y el quinto, a la Ad- 
ministración civil y eclesiástica, general y de España (23). Como puede apre- 
ciarse, al sacar el P. Cámara los estudios superiores del seminario, dándoles 
independencia respecto a los ordinarios que en él se cursan, se anticipaba en 
muchos alios a la reforma que en 1934 había de implantar la Constitución 
apostóliea "Deus, scientiarum Dominus". 

Transcurridos ya cuarenta y cuatro años desde el decreto de 1852 que de- 
signó con carácter provisional los seminarios en los que se podrían conferir 
grados, “la Iglesia, tan amante de la fijeza y estabilidad de sus leyes, no podía 
mirar impasible este abandono ni tolerar por más tiempo la falta de cumpli- 
miento de esta condición [la creación de seminarios centrales], consignada 
en un pacto tan solemne, y a este fin se ocupó de esta cuestión la Sagrada 
Congregación de estudios eclesiásticos, por indicación expresa del Sumo, Pon- 
tífice León XII, en la sesión que tuvo el día 5 de junio de 1896, acordando: 
poner término a este estado en bien de la enseñanza eclesiástica, supliendo el 
lamentable olvido de la potestad civil”. De esta forma describe D. MANUEL DE 
CASTRO ALONSO, entonces canónigo de Valladolid y después arzobispo de Bur- 
gos, la gestación de la importantísima Instrucción de la Sagrada Congregación 
de Estudios Eclesiásticos de 30 de junio de 1896, en una interesante obra que 
dedicó a comentarla (24). 

La Instrucción venía dirigida a los cinco arzobispos (aunque el de Salamanca 
no lo era, por extraña decisión del Concordato) en cuyos seminarios se con- 
fería grados, y preveía la creación en ellos de tres facultades, es decir, de la 
de Filosofía, además de las tradicionales de Teología y Derecho, canónico, exi- 
giendo para ello la confección de estatutos, constitución de los colegios de doc- 
tores, elección de profesores, ordenación debida de los estudios y de las prue- 
bas para los grados. A todos estos puntos dió amplia satisfacción el obispo de 
Salamanca obteniendo de la Sagrada Congregación la erección canónica de las 


(20) Recogemos la noticia en el proemio de los estatutos de la Universidad pontificia ac- 
tual, pág. 4 (cfr. nota 39). 

20 "uni ecles. del Obispado", 41 (1894), págs. 272, 373, 417; cfr. el folleto de 29 págs. 
Constitutiones / collegii / studiorum superiorum / salmanticensis / Salmanticae / Typis Nos- 
iri Collegii Calatravae / 1895. 

(229) Ibid, 42 (1895), págs. 264-265. ] 

(23) El plan completo, con distribución de horas, profesores, etc., aparece en el mismo 
“Boletín”, 42 (1895), págs. 372-377. 

(24) Enseñanza eclesiástica en España por el presbítero D. MANUEL DE CASTRO ALONSO (Va- 
lladolid, 1898). vol. de 348 págs. en 8.» Trae los antecedentes históricos, las disposiciones civi- 
les en la materia y el texto íntegro y planes de estudios de los cinco seminarios centrales 
preexistentes y de las nuevas facultades de Sevilla, Tarragona, Zaragoza, Valladolid y Burgos, 
en cuyos proemios se contienen noticias de sus vicisitudes a lo largo de los tiempos. 
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tres facultades por Decreto de 18 de marzo de 1897 (25). Por lo que atañe a la 
de Derecho canónico se reducían sus cursos a tres, destinados el primero a 
Instituciones y Derecho público, y los otros dos a los Decretos y Derecho ad- 
ministrativo y Práctica forense, sin que se llevase a la práctica la recomenda- 
ción de la Sagrada Congregación de que se incluyesen también el Derecho 
romano y el patrio y la Historia y Filosofía del Derecho (26). Se exigía la es- 
colaridad a los graduandos, lo que motivó, a pesar de ser once los centros a los 
que podían acudir (27), apremiantes peticiones a la Santa Sede, que no fueron 
atendidas más que por vía de dispensa (28). 

En 1907 apareció una circular de la Nunciatura prohibiendo a los gra- 
duandos acudir a otra provincia eclesiástica que la suya. Como cabalmente en- 
tonces procedía la renovación de la aprobación de los estatutos (29), se obtuvo, 
no sin dificultades, un rescripto en el que se accedía a ésta y se autorizaba 
a graduarse en Salamanca a uno o dos clérigos de cada diócesis española (30), 
si bien la afluencia de extradiocesanos disminuyó como consecuencia de la 
admisión de pensionistas en Comillas y de la salida de los Padres Jesuítas del 
Seminario de Salamanca (31), con la consiguiente fusión de éste con el Colegio 
de Estudios Superiores de Calatrava. Las dos renovaciones de la aprobación 
de los estatutos obtenidas en 1917 y 1927 no trajeron ninguna novedad, con- 
tinuando todo en el mismo estado hasta la promulgación de la Constitución 
apostólica “Deus, scientiarum Dominus”, a cuyas justas exigencias no pudo, 
en las adversas circunstancias políticas entonces existentes, responder la Fa- 
cultad de Salamanca (32), por lo que, del mismo modo que todas las demás de 
España, a excepción de la de Comillas, hubo de cesar a partir de octubre 
de 1933. 

Había existido, por tanto, organizada en forma estable la Facultad de De- 
recho canónico treinta y seis años, durante los cuales había atendido a la fina- 
lidad que la Sagrada Congregación, en el artículo 2.” de su Instrucción, le señaló: 
instruir más elevadamente a sus alumnos en las ciencias jurídicas eclesiásti- 


(25) Puede verse el Decreto, con, los estatutos y plan de estudios en la obra citada en la 
nata anterior, págs. 231-244. Los estatutos se editaron en folleto independiente: Statuta / Fa- 
cultatum sacrae Theologiae / juris canonici / et / Philosophiae scholasticae / in / Seminario 
salmanticensi / Salmanticae / Typis Calatravae Collegii / sub Rodríguez ductu / 1897. 

(26) Circular de 15 de septiembre de 1897. 

(27) Posteriormente (29 de marzo de 1904), doce, por habérsele concedido idénticas facul- 
tades a Comillas (cfr. en esta REVISTA, 2 (1947), págs. 323-331. 

(28) Véase la enviada por el Obispo de Málaga y la respuesta de la Sagrada Congregación 
en “Boletín eclesiástico del Obispado de Salamanca", 45 (1898), págs. 391-397. 

(29) Aunque las Facultades se habían erigido “an nutum S. Sedis" los estatutos, en De- 
creto separado de la misma fecha, habían sido aprobados “ad decemnium”. 

(30) El rescripto fué acogido con tan gran júbilo que se le dedicó un número extraordinario 
del “Boletín Eclesiástico”, que lo reproducía en facsimil. 

(31) Acerca de lo primero véase N. GONZÁLEZ CAMINERO, La Universidad de Comillas (Co- 
millas, 1942), págs. 93 y 94. En cuanto a lo segundo, todos los documentos se encuentran re- 
cogidos en el número extraordinario del “Boletín Eclesiástico”, publicado en agosto de 1911. 
Para algunas repercusiones posteriores véase el folleto Memoria de la residencia de Salamanca 
durante estos veinticinco años (1918-1943) (Salamanca, 1946). 

(32) Se intentó mantener la Facultad de Derecho canónico por dos conductos: uno pura- 
mente eclesiástico, a base de un proyecto elaborado por el entonces Obispo de Salamanca don 
Francisco Frutos Valiente; y otro civil, mediante su restablecimiento en la misma Universi- 
dad literaria. Cfr. acerca del segundo T. ANDRÉS MARCOS, Instituciones de Derecho canónico 
vol. 3 (Salamanca, 1943), pág. 323. Y 
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cas (33). Su régimen era muy diferente del que hoy es habitual. Prescindiendo 
del canciller y del prefecto de estudios, cuya autoridad se extendía a todo el 
Pontificio Instituto (34), tenía como pieza fundamental el colegio de doctores, 
formado por más de ocho y menos de doce, elegidos de ambos cleros y pre- 
sididos, como decano, por el designado por el canciller. Los profesores podían 
pertenecer o no al colegio, no excediendo comúnmente su número de tres, o a 
lo sumo cuatro. Las dispensas de escolaridad vinieron con el tiempo a resultar 
muy frecuentes. No existía una labor de investigación o propulsión de la cul 
tura eclesiástica, sino que, como de Comillas dijo su cronista, se trataba “de 
un... seminario con privilegios académicos” (35), por lo que ni se concebía 
el acceso a sus aulas de religiosos (36). 

La desaparición de las facultades, ocurrida en 1933, planteó un serio pro- 
blema, que no era sólo de alumnado, necesidad que estaba atendida con la sub- 
sistencia de Comillas y la labor del Colegio español de Roma, sino principal- 
mente de profesorado, puesto que “el provecho debido del envío de alumnos: 
a las universidades romanas como a las otras universidades no se obtendrá, 
creemos poder decir que con plenitud no se ha obtenido, al no poder ocupar 
' cátedras universitarias por falta de verdaderas universidades eclesiásticas” (37). 

Correspondió la gloria de la restauración al actual Emmo. Cardenal Prima- 
do D. Enrique Pla y Deniel, que en su memorable entrevista celebrada a fines 
de 1939 con el Excmo. Sr. Ministro de Educación Nacional llegó a un acuerdo 
para hacerla posible. En junio de 1940 se solicitaba por casi todos los obispos 
españoles, encabezados por el Emmo. Cardenal Gomá; en agosto se enviaban 
los documentos necesarios; el 24 de septiembre la concedía el Papa, el 25 se 
expedía el documento de erección y el 28 llegaba, por conferencia telefónica, la 
noticia a Salamanca. Tras un mes de intensa labor se hizo público el cuadro 
de profesores (30 de octubre), apareció la Orden ministerial dé dotación (1 de 
noviembre) y se procedió a la solemnísima inauguración (6 del mismo mes) (38). 
La restauración de las dos facultades básicas se había logrado con rapidez nunca 
soñada. 


2. ORGANIZACIÓN Y PLAN DE ESTUDIOS.—La Facultad se rige por los estatutos 
que para la Universidad aprobó “ad quinquenium” la Sagrada Congregación 


(33) El contraste entre esta finalidad y la triple de la restaurada Facultad puede verse co- 
mentado en el Discurso inaugural pronunciado por el Excmo. y Rvdmo. Sr. Dr. D. Enrique Pla 
y Deniel, Obispo de Salamanca, en la restauración de la Pontificia Universidad Eclesiástica 
vi día 6 de noviembre de 1940 (Salamanca, 1940), pág. 8 y en el libro de FERNANDO M. PALMES, 
S. 1., Pedagogía universitaria (Barcelona, 1940): 

(34) El nombre de Universidades pontiflcias no se les dió, ni a las Facultades salmantinas ni 
a las demás por parte de la Santa Sede. En los Estatutos de todas ellas y en los Decretos de 
aprobación se habla de Facultades erigidas en tal o cual seminario. Unicamente en Salamanca 
se da a entender, aunque no en el título sino en el artículado (2, 52), que forman un ponti- 
ficio Instituto. Algo parecido se insinuó años después al concederse a Comillas la potestad de 
conferir grados, sin mencionar tampoco el nombre de Universidad. Vid. Texto del decreto en 
CAMILO MARÍA ABAD, S. I., El seminario pontificio de Comillas (Madrid, 1928), pág. 122. 

(35) N. G. CAMINERO, La Universidad de Camillas, pág. 139; 

(36) En cuanto a los secularizados, véase Postius, El Código Canónico, págs. 869-870. 

(37) Discurso inaugural pronunciado por el Dr. D. Enrique Pla y Deniel..., pág. 8. 

(38) Para más detalles, y el texto íntegro de los documentos, puede verse el artículo de 
L. PÉREZ MIER, El convenio español sobre seminarios y universidades de estudios eclesiásticos, 
REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 2 (1947), págs. 142-147 (64-69 de la edición separada). 
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de Seminarios y Universidades el 18 de noviembre de 1941 (39). Prescindiendo 
de los órganos de carácter universitario, como el Consejo de obispos (40), el 
gran canciller y el rector magnífico, la Facultad está regida por un decano (ar- 
tículo 14), elegido entre sus miembros por el Consejo de la Facultad, quien, por 
medio del rector, solicita la confirmación de tal elección por el gran canciller 
(artículo 15), durando tres años en su cargo el así elegido, que puede volver a 
serlo sin límite alguno. En las cosas de mayor importancia ha de consultar al 
Consejo de Facultad, que, bajo su presidencia, está constituído por los profe- 
sores ordinarios. Aunque tales cosas no se ofrezcan, el Consejo ha de reunirse 
tres veces durante el curso académico: antes de comenzar las clases, al mediar 
el curso y al fin (art. 17). 

“De acuerdo con la tradición de la antigua Universidad salmantina, y para 
conseguir tener profesores eminentes, éstos se elegirán de entrambos cleros, 
secular y regular, y de toda España. Y aun los extranjeros pueden ser nom- 
brados” (41). Los profesores son de tres clases: 

a) Temporales: nombrados por el gran canciller, después de obtenido el 
“Nihil obstat” de la Santa Sede, entre los tres que el Consejo de Facultad la 
presenta, sin más requisito que “la abundancia de doctrina y laudables cos- 
tumbres” (arts. 28 y 29). En virtud del artículo 9.” del Convenio de 8 de di- 
ciembre de 1946, todo nombramiento ha de ir precedido de comunicación al 
Ministerio de Justicia y de publicación de la vacante en los periódicos oficiales. 


b) Extraordinarios: nombrados en la misma forma, pero de manera esta- 
ble y exigiéndoseles previamente el oportuno doctorado (arts. 25 y 26). 

c) Ordinarios: nombrados después de tres años de docencia universitaria, 
oídos el rector magnífico y el Consejo de Facultad, .del cual entran a formar 
parte (art. 25). Han de enseñar por lo menos durante cuatro horas semanales. 


Según los estatutos, el Consejo de Facultad consta, en la de Derecho canó- 
mico, de cinco miembros: el profesor de Derecho público eclesiástico, los tres 
de Texto y el de Historia de Derecho canónico (art. 24, 8 4). 

Los profesores gozan de la dotación que les atribuyó el Convenio entre la 
Santa Sede y el Gobierno español sobre seminarios (42) y del derecho a jubi- 
lación que les reconocen los estatutos (art. 113). 


Durante los años que la Facultad lleva funcionando han sido profesores 
en ella: 


— 


(39) Se contienen en el folleto: Statuta / Pontificiae Universitatis / Eclesiasticae Salmanti- 
censis / Salmanticae / Typis Diocesanis Calatravae / 1941. El texto del decreto de aprobación, al 
que no se hace ni referencia ni alusión alguna en el folleto citado, puede verse en La Pontificia 
Universidad Eclesiástica en su primer trienio (Salamanca, 1943), pág. 58. Complemento de los 
estatutos puede considerarse el folleto Reglamento / de la / Biblioteca / de la / Pontificia Uni- 
versidad Eclesiástica / y del / Seminario Mayor de Salamanca / Salamanca / Imprenta Dioce- 
sana de Calatrava / 1942. 

(40) Formado en la actualidad por cuatro arzobispos y doce Obispos, cuyos nombres y se- 
des se encontrarán en: Pontificia Universitas Ecclesiastica Salmanticensis, Calendarium in 
annum academicum 1947-48 (Salamanca, 1947), págs. 7 y 8. ‘ 

(41) Traducción literal del $ 1 del art. 24. Un comentario a la significación, alcance y re- 
sultados de este precepto puede verse en L. DE ECHEVERRÍA, Resurgir de los estudios superiores 
eclesiásticos en Salamanca, “¡Surge!” (Vitoria), 4 (1946), Págs. 145-156. 

(42) Texto íntegro y amplio comentario en esta Revista, 2 (1947), págs, 79-152. 
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1) D. Ignacio Serrano Serrano, que cesó en 1941 al pasar a ocupar la cá- 
tedra de Derecho civil en la Universidad de Valladolid. En la Pontificia de Sa- 
lamanca regentó esta cátedra durante el curso 1940-1941. 

2) M. I. Sr. D. Gerardo Sánchez Pascual, profesor en los tres primeros 
años académicos de Texto del Código y decano de la Facultad. Abandonó am. 
bos cargos en 1942 al trasladarse a Toledo como canónigo doctoral de aquella 
catedral primada y provisor y canciller-secretario de su curia arzobispal. 

3) R. P. Agapito de Sobradillo, O. F. M. Cap., quien después de haber 
explicado Derecho civil durante los cursos 1941-1942 y 1942-1943 pasó a re- 
gentar en los cursos superiores de la Facultad de Teología la cátedra de Moral. 

4) M. R. P. Ignacio González Menéndez Reigada, O. P., obligado por los 
achaques de su salud a dejar la cátedra de Principios de Derecho interna- 
cional, que tuvo a su cargo desde la restauración de la Facultad hasta termi- 
nar el curso 1945. 

5) M. I. Sr. D. Aniceto de Castro Albarrán, actual canónigo magistral de 
Madrid, puesto al que pasó al comenzar el curso actual, después de haber sido 
decano de la Facultad y profesor desde su fundación de Derecho público 
eclesiástico e Introducción a las ciencias jurídicas. 

6) M. I. Sr. D. Laureano Pérez Mier, decano de la Facultad y profesor de 
Derecho concordatario e Historia del Derecho canónico, que es en la actualidad 
prefecto de estudios del Seminario de Palencia. 


El profesorado actual es el siguiente: 

1) Ilmo. y Rvdmo. Sr. D. Lorenzo Miguélez Domínguez, actual rector mag- 
nífico de la Universidad, cargo para el que fué designado siendo decano de la 
Facultad. Ocupa una de las cátedras de Texto del Código de Derecho canónico. 
Ha sido nombrado recientemente auditor del Tribunal de la Rota de la Nun- 
ciatura. 

2) M. R. P. Sabino Alonso Morán, O. P., actual decano de la Facultad 
y profesor de Texto del Código. 

3) R. P. Marcelino Cabreros de Anta, C. M. F., profesor de Texto del Código. 

4) D. Lamberto de Echeverría y Mz. de Marigorta, profesor de Derecho 
civil y de Introducción a las ciencias jurídicas. 

5) D. Manuel Bonet Muixí, profesor de Derecho público eclesiástico, con- 
cordatario e internacional. 

6) Excmo. Sr. D. Teodoro Andrés Marcos, profesor de Instituciones de De- 
recho romano. Es además vicerrector de la Universidad Literaria de Sala- 
manca. 

7) D, Fulgencio Riesco Bravo, profesor de Paleografía y Archivística. 

8) M. I Sr. D. Antonio Ariño Alafont, profesor de Historia del Derecho 


canónico. 

El plan de estudios vigente es como sigue (art. 62): 

1) Primer año: Introducción a las ciencias jurídicas y Derecho püblico 
eclesiástico, como asignaturas principales, con dos horas semanales cada una. 
Texto del Código, con doce horas distribuídas entre tres profesores. Y como 
disciplina auxiliar, con tres horas, Instituciones de Derecho romano.» 
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2) Segundo año: Además de las doce horas semanales de Texto se cursan 
como auxiliares: Historia del Derecho canónico (dos horas) y Elementos de 
Derecho civil vigente (tres horas). 


3) Tercer año: No hay asignaturas principales. Las auxiliares (obligato- 
rias) son: Elementos de Derecho civil vigente (tres horas), Derecho concor- 
datario (dos horas) y Práctica procesal (una hora). Además, los alumnos eligen 
una asignatura especial entre las que se cursan, que en la actualidad son: 
Jurisprudencia eclesiástica, Principios de Derecho internacional y Paleografía 
y Archivística. 

Los seminarios o ejercicios prácticos de investigación han de ser, por lo 
menos, los tres siguientes: Histórico-exegético, jurídico-teológico y jurídico- 
práctico (art. 54, 8 4, b). 

3) TESIS DEFENDIDAS Y PUBLICADAS: 

HIERONYMUS GOZDZIEWIEZ (de la diócesis de Guesno-Polonia), Principia Ca- 
tholica de Potestate atque Obligatione Status in Re Matrimoniali in: Praxim 


Deducta (Schema legis matrimonialis Status secundum principia catholica re- 
dactum). (Concepción (Chile), 1946). Vol. de 32 págs. (Edición parcial.) (43). 


JAIME VIÑAS PLANAS (de la diócesis de Gerona), El arbitraje internacional 
en los escolásticos españoles. Edición parcial en “La Ciencia Tomista” (44). 

CELESTINO BLANCO CORDERO (de la diócesis de Astorga), El fuero especial 
del clero y su desarrollo en España hasta el siglo VIII. (Salamanca, 1944.) Vo- 
lumen de 170 págs. (45). 

LAMBERTO DE ECHEVERRÍA Y MARTÍNEZ DE MARIGORTA (de la diócesis de Vi- 
toria), La acción penal canónica. Estudio de su naturaleza y características en 
relación con la doctrina procesal moderna. 


4) PUBLICACIONES: 


Los tres profesores de Texto de Derecho canónico publicaron en 1945 el 
Código de Derecho canónico. Texto latino y versión castellana con jurispru- 
dencia y comentarios (Madrid, 1945). Vol. de XLVI-858 págs. Agotada rápida- 
mente la primera edición de 12.000 ejemplares, acaba de aparecer la segunda, 
ampliada y completada hasta un total de 1.100 páginas. 

Aparte de esta obra, de cierto carácter colectivo, los profesores han publi- 
cado desde la fundación de la Facultad los siguientes estudios de carácter ju- 


rídico, aparte de otros trabajos de orientación teológica, pastoral o litera- 
ria (46): 


LORENZO MIGUELEZ DoMÍNGUEZ, La provisión de las prebendas de oficio en 
España, “Ilustración del Clero”, 35 (1942), 286-292; 327-335.— Procedimiento 


(43) Un amplio resumen de està tesis puede verse en la Memoria del curso académico 1944-45 
(Salamanca, 1945), págs. 47-49. 


(44) 63 (1942), 44-66; 277-994. Resumen ibid., págs. 49-59. 
(49) Memoria del curso académico 1946-47 (Salamanca, 1947), págs. 60-66. 
(46)  Recogemos los indicados en la Memoria que anualmente publica la Universidad al co- 


menzar el curso, completando, cuandq nos ha sido posible, los datos. Téngase por repetida 
esta nota en cuanto a las cifras del movimiento de alumnos. 
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extraordinario en las causas matrimoniales, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CA- 
NÓNICO, 1 (1946), 175-191. 


AGAPITO DE SOBRADILLO, El certificado médico prematrimonial (Madrid, 1943), 
1 vol. de 180 págs.—El secreto médico, “Química y Laboratorio” —Colaboración 
entre médicos y moralistas, “La Casa del Médico”, 1 (1944) —El matrimonio de 
los leprosos, “La Casa del Médico”.—Nota crítica de una obra sobre el im- 
pedimento de enfermedad, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 2 (1947), 
271-282. 


IGNACIO G. MENENDEZ REIGADA, La teoría penalista de Santo Tomás (Sala- 
manca, 1942), 1 vol. de 20 págs.—Fray Francisco de Vitoria y el Imperio espa- 
ñol (Salamanca, 1943), 1 vol. de 22 págs. 


ANICETO DE CASTRO ALBARRÁN, Concepto pagano y concepto cristiano de 
nuestro cuerpo (Madrid, 1942), 1 vol. de 212 págs.—Las dos ciudadanías. Ciuda- 
danos de Dios y ciudadanos de la ciudad de los hombres (Madrid, 1943), 1 vol. 
de 220 págs. 


LAUREANO PÉREZ MIER, Iglesia y Estado nuevo. Los Concordatos ante el mo- 
derno Derecho público (Madrid, 1940), 1 vol. de 730 págs.—En torno a la posi. 
ción jurídica de la Acción Católica, “Ecclesia”, 2 (1942), 325-326, 375-376, 423- ` 
424, 430.—Concordato y Ley concordada, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓ- 
NICO, 1 (1946), 319-354.—El convenio español para la provisión de beneficios 
no consistoriales, ibid 1 (1946), 729-775.—El convenio español sobre seminarios 
y universidades de estudios eclesiásticos, ibid 2 (1947), 87-152.— En torno a los 
“prolegomena” de Van Hove, ibid 2 (1947), 671-694. 


SABINO ALONSO MORÁN, Boletín de Derecho canónico, “La Ciencia Tomista”. 
Atribuciones de los ordinarios y de los párrocos en orden a los tiempos sagra- 
dos, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 1 (1946), 203-217.—La nueva 
constitución de Pío XII “Vacantis apostolicae saedis”, ibid 1 (1946), 441-452.— 
Comentario al decreto de la S. C. de Sacramentos sobre la confirmación de mo- 
ribundos, ibid 2 (1947), 158-170. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, Apelación contra la sentencia del juez dele- 
gado, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 1 (1946), 105-133.—Los estatutos 
en el Código de Derecho canónico, ibid 1 (1946), 615-641. 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA, El Derecho canónico ante la moderna técnica ju- 
.rídico-secular (Salamanca, 1946), 1 vol. de 32 págs. —La edición de fuentes de 
la codificación canónica oriental, “Anuario de Historia del Derecho Español”, 
16 (1945), 672.684.—Acerca de la jurisdicción necesaria para oír confesiones 
de las que vienen en común sin votos, “Apostolado Sacerdotal”, 2 (1945), 497- 
498.—Orientaciones bibliográficas en Derecho canónico, “Biblioteca Hispana”, 
3 (1945), 387-421.—Situación actual de la investigación jurídico-eclesiástica 
particularmente en España “Apostolado Sacerdotal", 3 (1946), 550-551.—La 
edición bilingüe del Código de Derecho canónico, "Revista de Derecho Privado" 
30 (1946), 142-144.—En torno a la jurisdicción eclesiástica de la abadesa de 
Las Huelgas, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 1 (1946), 219-233.—No- 
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bleza, heráldica y órdenes militares, ibid 1 (1946), 507-520.—Bibliografía para 
el estudio del Derecho canónico, “Apostolado Sacerdotal”, 3 (1946), 437-440. 


MANUEL Bonet Murxt, Legislación civil referente a la Iglesia, “Apostolado 
Sacerdotal”, 2 (1945), 137-140, 460-463, 499-506; 3 (1946), 318-325, 380-385, 
118-127, 165-170.—El matrimonio acusado por el promotor de justicia a tenor 
del canon 1971, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 1 (1946), 453-484.— 
La edición de libros litúrgicos, ibid 2 (1947), 239-268.—El restablecimiento del 
Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica, ibid 2 (1947), 496-593. 


TEODORO ANDRES Marcos, Instituciones de Derecho canónico (Salamanca, 
1941-1943), 3 vols. de 492, 404 634 págs., respectivamente.—El imperialismo de 
Ginés de Sepúlveda en su “Demócrates primus” (Salamanca, 1942), 1 vol. de 
97 págs.—Vitoria y Carlos V en la soberanía hispano-americana (Salamanca, 
1946, 2.* edic.), 1 vol. de 244 págs. 


FULGENCIO Riesco BRAVO, Catálogo de incunables de las Bibliotecas de las dos 
Universidades salmantinas (en prensa). 


ANTONIO ARIÑO ALAFONT, La colección canónica “Hispana”, “Ecclesia”, 10 
(1945), 65-66.—Edición crítica de la colección canónica “Hispana”, REVISTA Es- 
PANOLA DE DERECHO CANÓNICO, 1 (1946), 195-201.—Los párrocos pueden adminis- 
trar el sacramento de la Confirmación, “Surge!”, 5, 1947 (Vitoria), 77-81. 


5) MOVIMIENTO DE ALUMNOS: 


En el siguiente cuadro puede apreciarse cuál ha sido durante los años que 
la Facultad lleva funcionando: 


1940 1941 1942 1943 1944 1945 1946 1947 


PACU e NOE M rex 10 12 11 16 zu 24 21 23 
Doctorados e EINER one fo 1 2 = =— == = 1 = 
Terminaron tercer curso... 2 1 1 1 6 9 5 — 
Licenciatura ... Matick 1 5 4 7i 6 10 7 — 
Bartilerato teen e 7 1 7 5 5 9 8 — 


A excepción de un polaco, un inglés y cinco portugueses, todos los alumnos 
han sido españoles. En su mayoría han pertenecido al clero diocesano, habien- 
do frecuentado, sin embargo, la Facultad dos carmelitas, dos capuchinos, dos 
franciscanos, un salesiano, dos misioneros del Corazón de María, un agustino 
recoleto, un merecnario y un ermitaño de San Agustín. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


— 1008 — 


PRESAS MENE 


2 a 
LI ~ eds 
" XE US 
$^ "a Pr) | e a W | MU è 
bar A ee Xu qe 11 


in P. 


ES AUDE OSS 


José MarpoNapo Y FERNÁNDEZ DEL Torco (Letrado del Consejo de Estado): El problema 
de los hechos notorios en el Derecho canónico (c. 1.747, n. 1). Págs. 749-766. 


El canon 1.747 establece tres categorías de hechos que no son objeto de prueba en el 
proceso. La primera, los hechos notorios, plantea especiales problemas, que el autor estudia 
examinando: 

1.° La evolución histórica del concepto de notoriedad. 

2.” Las teorías que modernamente se han formulado para expresarlo, y en especial la 
de Carnelutti. 

3.2 La doctrina del Codex. 

4. El juicio crítico que merece una y otra, muy favorable a ésta. 

Termina recorriendo brevemente algunos problemas menores que se plantean en torno a 
las nociones fundamentales expuestas. 


Lorenzo RobrícuEz SOTILLO, S. I. (Catedrático de la Universidad Pontificia de Comillas) : 
La obligatoriedad de las leyes civiles. Págs. 767-801. 


Estudia el autor en este artículo, que es continuación de otros dos ya aparecidos en 
esta misma REVISTA, los siguientes puntos: 

1.2 Normas que dan los moralistas para determinar cuáles sean las leyes directamente 
obligatorias : 

a) Reglas generales. b) Ejemplos. c) Leyes tributarias. d) Leyes que regulan los ac- 
tos jurídicos: negándoles asistencia, inhabilitantes, rescisorias, irritantes y las que exigen de- 
terminadas formas o solemnidades para la validez. e) Leyes sociales y económicas. 

2. Dificultades para concretar la obligatoriedad de las Leyes actuales: 

a) Distinción previa. b) Funciones de la propiedad. c) Derecho económico. d) Leyes 
económico-fiscales. e) Falta de conciencia moral. f) Multiplicidad de Leyes. 

3. Obligatoriedad en conciencia de las Leyes civiles estrictamente dichas : 

a) Estado de la cuestión. b) Leyes en materia eclesiástica. c) Sinceridad de nuestros 
legisladores civiles. d) Obligatoriedad general. e) Nulidad de los actos contrarios a la Ley: 
los nulos de pleno derecho, los anulables, los rescindibles; estudio especial del artículo 4.” del 
Código civil español. f) Leyes anulatorias. g) Actos faltos de forma legal; el testamento. 
h) Leyes rescisorias. 

4. Algunas Leyes que reclaman particular atención: 

a) Leyes de ocupación. b) Leyes de donación. c) Leyes de arrendamiento. 

5.2 Leyes de prescripción: 

a) Buena fe. b) Prescripción extraordinario. c) No necesidad de buena fe. d) Buena fe 
en la prescripción liberativa. e) Eficacia de las Leyes de prescripción extintiva. 


CLEMENTE PujoL, S. I. (Catedrático del Pontificio Instituto Oriental): El problema del 
bautismo de los fetos abortivos en el canon 747 del Código de Derecho canónico. Pá- 


ginas 803-818. 


Se trata de un comentario al canon 747 bajo un aspecto parcial. El artículo estudia dos 
puntos: 1) la interpretación del canor, y 2) la relación existente entre el canon y la cuestión 
del momento de la infusión del alma racional. 3 

El autor pasa revista a las diversas opiniones de los canonistas y moralistas que han 
interpretado dicho canon y llega a la conclusión de que el canon no soluciona la contro- 
versia doctrinal existente acerca del momento de la animación racional del feto. 
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Concluye el autor estableciendo que la forma externa del cuerpo en el feto no constituye: 
una norma de diferenciación, y sólo la vida, cierta o dudosa, debe ser el criterio a que se 
debe atender en orden a un bautismo absoluto o condicionado. Esto es lo que se deduce 
del desarrollo histórico de este punto concreto de la disciplina bautismal, y esto cree el 
autor que se contiene en el canon 747, el cual, sin embargo, no quiere ser la definitiva so- 
lución de la secular controversia sobre el momento en que el alma es creada e infundida 
por Dios en el cuerpo; controversia que por ahora la Iglesia deja a la libre discusión de 
los hombres. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


SALVADOR CANALS NAVARRETE (Doctor en ambos Derechos) : Los Institutos seculares de per- 
fección y apostolado. Págs. 821-861. 


Se trata de un amplio comentario a la Constitución apostólica “Provida Mater Ecclesia”, 
de 2 de febrero de 1947. 

El comentarista, previa una brevísima descripción de las personas canónicas, inicia el 
trabajo con unas consideraciones generales sobre el concepto de “status” para que puedan 
verse más claramente las consecuencias de esta nueva forma de perfección cristiana y su en- 
cuadramiento en el ámbito del Derecho canónico. Sigue después la exposición de algunos 
conceptos fundamentales sobre la perfección y el estado de perfección. 

Entra luego en el comentario del texto legal, y siguiendo su pauta recorre sintéticamente 
la evolución jurídico-doctrinal del estado religioso, para ocuparse luego del interesante proceso: 
histórico y dogmático de los Institutos seculares. Viene después un comentario a cada uno de 
los artículos de la parte dispositiva y finalmente se trazan en forma sumaria las conclusiones. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Catedrático de la Universidad Pontificia de 
Salamanca): Naturaleza y competencia de la Rota de la Nunciatura Apostólica en 


España. Págs. 863-895. 


El estudio no trata de abarcar todas las cuestiones que en torno a Tribunal restaurado 
puedan suscitarse, sino únicamente, como el título mismo indica, su naturaleza y competencia,. 
es decir, los arts. 1.” y 35-41 del Motu Proprio. Se examinan por consiguiente: 

1.° Naturaleza de la Rota española: Tribunal “de la Nunciatura”, colegiado, ordinario, 
de apelación, meramente eclesiástico, privilegiado por ley particular, constituído "motu. 
proprio” y semejante al de la Rota Romana. 

2^ Competencia: Se hace la exégesis de cada uno de los artículos 35 al 41 del “Motu 
Proprio” para poner en claro su extensión y alcance. 

Finalmente, a manera de apéndice, se estudian las cuatro cuestiones siguientes: 

a) La Rota de la Nunciatura y las causas criminales. 

b) Apelación de la Rota Española a la Rota Romana. 

c) Relaciones de la Rota Española con la Signatura Apostólica. 

d) La Rota Española y los Tribunales inferiores. 


NOTAS 


JAIME SAEZ GOYENECHEA (Profesor del Seminario de Vitoria): Las asociaciones de fieles: 
del Código canónico y la Acción Católica. Págs. 899-945, 


El presente viene a ser un complemento del publicado por el mismo autor en REVISTA. 
EsPAÑALA DE DERECHO CANÓNICO. 
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Se divide este estudio en dos partes. La primera está dedicada al comentario de un inte- 
resante artículo publicado en la “Revista Ecclesiástica Brasileira”, que sigue paso a paso 
exponiendo las sugerencias que sus ideas proporcionan al autor. 


En la segunda parte recoge la actualidad española, que se ha mostrado abundante en sus 
objeciones y dificultades; en especial a raíz de la carta del Sumo Pontífice al R. P. Ilun- 
dáin, S. L, Director de las Congregaciones Marianas en España, y de los nuevos estatutos 
de la Acción Católica Italiana. Esta segunda parte es un detenido análisis de la doctrina de 
los diversos autores de actualidad a la luz de principios canónicos y con argumentación 
detallada para rebatir las opiniones que el autor considera no convincentes. 


SABINO ALonso Moran, O. P. (Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca): 


Los párrocos en el Concilio de Trento y en el Código de Derecho canónico. Pági- 
nas 947-979. 


El autor, después de una brevísima introducción, expone el concepto canónico de parro- 
quia, analizando los diversos elementos que la constituyen (sustanciales: feligresía, párroco, 
cura de almas, e integrales: territorio, iglesia especial, dote beneficial). A la luz del derecho 
del Tridentino y del actual va estudiando: 

El párroco: concepto y potestad, la cual estudia especialmente. 

Idoneidad de los candidatos a párrocos y modo de comprobarla. Hace una exposición del 
derecho sobre el concurso de parroquias. 


Una sola parroquia para cada párroco y un solo párroco para cada parroquia. Estudia 
los dos principios separadamente. 

La residencia. Es el punto tratado con más extensión, con abundante exposición no sólo 
del derecho tridentino, sino también del derecho actual. 

Los dos ültimos capítulos van dedicados a los temas de la aplicación de la Misa pro 
populo, la administración de Sacramentos y la predicación, siempre con especial estudio del 
derecho tridentino y referencia al derecho actual. 
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JosepH MaLDoNnaDo FERNANDEZ DEL Torco (Consilii Status hispani advocatus): Facta 
notoria in Codice luris canonici (c. 1.747, n. 1). Pp. 749-766. 


Can. 1.747 sermonem instituit de triplici specie factorum probatione non indigentium Pri- 
ma species ("facta notoria") problemata alicujus momenti praesefert. Quapropter auctor dis- 
serit: 

a) de historica evolutione concepti notorietatis. 

b) de hodiernis theoriis ad illam explicandam, et praesertim de theoria carneluttiana. 

c) de Codicis doctrina. 

Tradit, denique, judicium criticum de omnibus theoriis expositis, quod quidem judicium 
favorabile est Codici. 

Estudium absolvitur expositione aliquarum problematum, minoris quidem momenti, ex no- 
tionibus traditis exurgentium. 


LAURENTIUS Ropricuez SoriLLo, S. I. (In Pontificia Universitate Comillensi Professor) : 
Legum civilium obligatio. Pp. 767-801. 


In hoc articulo, tertio eiusdem auctoris in nostra ephemeride de hac quaestione, sequen- 
tia evolvuntur: 


1.2 Moralistarum normae, quibus diudicatur quaenam sint leges directe obligatoriae: 

a) Regulae generales; b) exempla; c) Leges tributariae; d) Leges actus iuri- 
dicos regulantes: inhabilitantes, rescissoriae, irritantes, quae ad validitatem 
quasdam formas vel solemnitates exigunt; e) Leges sociales et oeconomicae. 

2. Difficultates ad obligationem legum actualium decernendam: 

a) Praevia distinctio; b) propietatis functiones; c) ius oeconomicum; d) Le- 
ges oeconomico tributariae; e)  Deffectus conscientiae moralis; f) Le- 
gum multiplicitas. 

3. Obligatio in conscientia legum stricte civilium: 
a) Status quaestionis; b) Leges de rebus ecclesiasticis; c) Sinceritas nostratum 
legislatorum civilium; d) Obligatio generalis; e) nullitas actuum contra 
legem: nulli pleno iure, annullabiles, rescindibiles; speciale studium art. 4 
Codicis Civiles Hispani; f) Leges annullatoriae; g) Actus praeter formam 
legalem; testamentum; h) Leges rescissoriae. 
4. Quaedam leges notatu dignae: 

a) Leges occupationis; b) Id. donationis; c) Id. locationis vel conductionis. 
5. Praescriptionis leges: 

a) Bona fides; b) praescriptio extraordinaria; c) innecessitas bonae fidei; 


d) bona fides in praescriptione liberativa; e) efficatia legum praescriptionis 
extintivae. 


CLEMENS PujoL, S. I. (In Pontificio Instituto Orientali Professor): Baptismus fetuum 
abortivorum informium in can. 747 Codicis luris canonici. Pp. 803-818. 


Instituitur commentarium circa can. 747, sub partiali respectu. Duobus constat: 
a) Canonis interpretatione. 


b) Studio relationis canonem inter et quaestionem de tempore infussionis animae ratio- 
nalis in corpus. 
Opiniones canonistarum et moralistarum qui de hoc canonem disseruerunt examini sub- 


icientur, unde liquet canonem quaestionem doctrinalem circa animationis rationalis faetus 
tempus non dirimere. 
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- Ex his auctor eruit corporis exteriorem formam in fetu non sufficere ad ultimum feren- 
dum; unice vita, certa vel dubia, est norma attendenda pro baptimatis collatione sive abso- 
luta sive conditionata. Haec patent ex analysi historica huius faeti baptismali disciplina, 
atque idem putat auctor contineri in can. 747, quo tamen non intenditur ab antiquo agitatam 
quaestione de tempore quo anima a Deo creatur et corpori infuditur solvere; quaestio autem 
hucusque liberae discussione ab Ecclesia relinquitur. 


IL. DOCUMENTA ET IURISPRUDENTIA: COMMENTARIA 


SALVATOR CANALS NAVARRETE (Doctor in utroque lure): Instituta Saecularia Perfectionis 
et Apostolatus. Pp. 821-861. 


Latum commentarium in Constitutionem apostolicam “Provida Mater Ecclesia" (12 fe- 
bruarii 1947). 

Commentarista, post personarum canonicarum brevissiman descriptionem, adoritur stu- 
dium generalioribus notionibus circa conceptum "status" ut effectus huiusce novae formae 
perfectionis christianae clarius innotescant, atque modus quo luri canonico debent iuberi. 
Commentado singulos articulos sectionis dispositivae pergit; et sumaria conclusionum exposi- 
tone operi finem imponit, 


MARCELINUS CABREROS DE ANTA, C. M. F. (In Universitate Pontificia Salmanticensi Pro- 
fessor) : Natura et ambitus Rotae Nunciaturae Apostolicae in Hispania. Pp. 863-895. 


Studium non intendit omnes quaestiones circa hoc Tribunal denuo in Hispania instau- 
ratum, ut titulus demonstrat, naturam et ambitum, scilicet arts. 1 et 35-41 ex Motu proprio. 
Examini ergo subiciuntur: 

1.2 Natura Rotae Hispanae: Tribunal “de la Nunciatura”, collegiatum, ordinarium, 
appellationis, mere ecclesiasticum, lege particulari privilegiatum, "Motu proprio" 
erectum, ad instar Rotae Romanae. 

2? Ambitus: Exegesis fit singulorum articulorum 35 ad 4l ex “Motu proprio" ut 

aperte pateat eius extensio et ambitus. 

Tandem, per modum apendicis, studio incumbit quatuor quaestionum subsequentium: 

a) Rota Nuntiature et causae criminales. 

b) Appellatio a Rota Hispana ad Romanam. 

c) Relationes Rotam Hispanam inter et Signaturam Apostolicam. 

d) Rota Hispana et Tribunalia inferiora. y 


MN O T ULA E 


JacoBus SÁEZ GOYENECHEA (In Seminario Victoriensi Professor): Associationes fidelium 
in Codice Canonico et Actio Catholica. Pp. 899-945. 


Articulus est veluti complementum alterius eiusdem auctoris in Revista ESPAÑOLA DE 
DERECHO CANÓNICO editi. 

Studium duabus constat partibus. In prima commentat A. articulum in “Revista Eclesias- 
tica Brasileira” editum, quem singillatim examinans explicat prout res postulare videtur. } 

In altera percurrit idaeas nuper in Hispania evulgatas; quae quidem obiectionibus et dif- 
ficultatibus scatent; praecipue epistola Summi Pontificis ad R. P. Ilundain, So Moderato- 
rem Cong. Marian. in Hispania, et novissimis statutis Ac. Cathol. Italicae data occasione. 
Hic iuxta principia canonica accuratissimae crisi subicit A. recentiorum doctrinam, et aper- 
tissimis argumentis refellit opiniones quae sibi non satis convincentes videntur. 
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SagiNUs ALonso Morán, O. P. (In Universitate Pontificia Salmanticensi Professor) : Pa- 
rochi iuxta Concilium Tridentinum et iuxta Codicem luris Canonici. Pp. 947-979. 


Post brevissimam introductionem, A. tradit conceptum canonicum "paroecia" crisim ins- 
tituendo elementorum eam componentium (substantialia: paroecia, paroghus, cura anima- 
rum — integralia: territorium, specialis ecclesia, dos beneficialis). Secundum ius Tridenti- 
num et actuale studet: 


Parochus: conceptus et potestas, de qua fit studium speciale. 


Idoneitas candidatorum ad munus paroeciale et quomodo dignoscenda sit. Exponit ius ad 
concursum paroeciarum. 
E OE es è s . y 
Principium: “Una paroecia uni parocho, et unus parochus uni paroeciae”. De utroque 
principio separatim agit. 
Residentia: quaestio amplissime omnium tractata, uberiori expositione luris Tridentini 
tum praesentis. 


Duo tandem capita haec dilucidant: applicationem missae pro propulo; sacramentorum 
administrationem; et praedicationem. Toto quidem opere speciali attentione ad lus Tridenti- 
num necnon actuale. 
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I STUDIES 


José MALDONADO v FERNANDO DEL Tonco (Lawyer of the State's Council): The problem 
of the notorious acts in the Canonical Law (ca. 1.747, n. 1). Págs. 749-766. 


The can. 1747 establishes three categories of acts which are not trial object in the 
process. The first one refering to the notorious acts, traces special problems which the author 
studies examining: 

First) The historical evolution of the idea of notoriety. 

Second) The theories which have been formulated now-a-days to explain in and 
specially that of Canelutti. 

Third) The doctrine of the Codex. 

Fourth) The critical judgment which deservs the one and the other, being very fa- 
vorable to the latter one. 

He ends examining briefly a few minor prorblems which are traced about the funda- 
mental notions which have been exposed. 


Lorenzo RopmícuEZ SoriLLo, S. J. (Professor at the Pontifical University of Comillas): 
The Binding-Force in Conscience of Civil Laws. Págs. 767-801. 


In this article, a continuation of the two already published in this Review, the author 
studies the following points. 
1) Norms given by Moral theologians for determing which laws bind in conscience 
directly. 

a) General rules; b) examples; c) laws on taxationd; d) laws regulating 
juridical acts: denyng them juridical action, inhabilitating, rescinding, 
nullifying and laws demanding special formalities or solemnities for va- 
lidity; e) social and economic laws. 

2) Difficulties in determing the binding-force of present-day laws. 

a) Prelimary distinction; b) functions of property; c) law of economics; 
d) price-control laws; e) lack of moral conscience; f) tre great num- 
ber of laws. 

3) Binding-force in conscience of civil laws, strictly so-called. 

a) State of the question; b) laws on ecclesiastical matters; c) sincerity of 
our civil legislators; d) general binding force; e) núlllty of acts con- 
trary to the law: acts which are null, voidable and rescindable; spe- 
cial study of art. 4 of the Spanish Civil Code; f) Voiding laws; g) acts 
without legal formalities; wills; h) recinding laws. 

4) Some laws needing special atention. 
a) Laws on occupation; b) laws on donation; c) laws on leases. 
5) Laws on prescrirption. 

a) Good faith; b) extraordinary prerscription; c) good faith not necessary; 

d) good faith in liberative prescription; e) efficacy of laws on extinctive 


prescription. 


CLEMENTE PujoL, S. J. (Professor at the Oriental Institutg of Rome): The Baptism of 
Inanimate Abortive Foetus in Canon 747 of the Code of Canon Law. Págs. 803-818. 


This is a commentary on canon 747 from a particular point of view. The article deals 


with two points 1) the interpretation of the canon and 2) the relation between this canon 
and the question of the moment of the infusion of the rational soul. 
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The author reviews the opinions of the Canonists and Moral Theologians who have 
inteprated the canon and comes to the conclusion that the said canon does not solve the 
doctrinal controversy on the moment of the infusion of the rational soul into the foetus. 

The author concludes that the external form of the body of the foetus is no guide for 
differentiating and life, whether certiam or doubtful, is the only criterion to be born in 
mind with regard to absolute or conditional baptism. This is deduced from the historical 
development of this particular point of the legislation on Baptism and which, as the author 
belives is contained in canon 747, though the canon is not meant to give a definite solutior 
to the controversy on the moment in which the soul is created and infused, by God, into 
the body. This controversy, the Church has, so far, left for open discussion. 


II. COMMENTS ON DOCUMENTS AND JURISPRUDENCE 


SALVADOR CANALS NAVARRETE (Doctor utriusque luris): Secular Institutes of Perfection 
and Apostolate. Pags. 821-861. 


An extensive commentary on the Apostolic Constitution “Provida Mater Ecclesia” of 
February 2 and, 1947. 

After a very brief description of canonical “persons”, the commentator begins his work 
with some general cosiderations on the idea of “state” in order to make more clear the 
consequences of this new form of Christian perfection and its place in the frame-work of 
Canon Law. Then follows an explanation of some fundamental ideas on Perfection and 
the State of Perfection. 

He then goes on to comment on the legal text and, following his model, he first gives 
a synthesis of the juridico-doctrinal evolution of the Religious State and then passes to the 
interesting historical and dogmatical development of Secular Institutes. Then there is a 
commentary on each of the articles of the dispositive part of the text and finally, a sum- 
mary of the conclusions. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Profesor at the Pontifical University of Sala- 


manca): The Nature and Competence of the Rota of the Apostolic Nunciature in 
Spain. Págs. 863-895. 


i The article does not intend to deal with all the questions which could be raised regar- 
ding the restored tribunal but as the title indicates, with its nature and its competence i. e. 
with articles | and 35-41 of the “Motu Proprio". 


1) Nature of the Spanish Rota: tribunal of the Nunciature, collegiate, ordonary, of 
appeal, merely ecclesiastical, priviledged by particular law, constituted “motu pro- 
pio" and similar to the Roman Rota. 


2) Competence. He explains each of the articles from 35 to 41 in order to make clear 
how far they extend of the "Motu Proprio". 


3) Finally, as an; appendix, he studies the following four questions. 
a) The Rota of the Nunciature and Criminal Cases. 
b) Appeal from the Spanish to the Roman Rota. 
c) Relations between the Spanish Rota and the Signatura Apostolica. 
d) The Spanish Rota and inferior tribunals. 
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JAIME SAEZ GOYENECHEA (Professor at the Seminary of Vitoria): The Associations of 
the Faithfu, of the Code of Canon Law, and Catholic Action. Págs. 899-945. 


This article is a complement of the one the author published in the Revista ESPANOLA 
DE DERECHO CANÓNICO. 

The study is divided into two parts. The first oart ia dedicated to a commentary on an 
interesting article published in the “Revista Ecclesiastica Brasileira” which the author 
follows step by step, explaining the suggestions he drew from it. 

In the second part he gives the present position in Spain, which hast been seen to be 
full of difficultiesa and objections, especially in view of the Pope's letter to Father Ilun- 
dain, S. J., Director of the Marian Congregations in Spain, and of the new statutes of 
Italian Catholic Action. This second part is a detailed analysis of the teaching of the 
various present-day authors considered in the light of canonical principles, wth detailed 
argument tho refute the opinions which the author does not consider to be convincing. 


SABINO ALoNso Morán, O. P. (Professor at the Pontifical University of Salamanca) : Pa- 
ris Priests in the Council of Trent and in the Code of Canon Law. Págs. 947-979. 


The author, after a very brief introduction, explains the canonical concept of "parish" 
analising its various constituent elements (substantial: faithful, parish priest, care of solus; . 
and integral: territory, special church; “dos benefici". In the light of Tridentine and pre- 
sent-day law, he studies: 

The Parish Priest: notion and particular y the power. 

Aptness of would-be parisi priest and ways of testing it. He explains the law on 
concursus for parishes. 

Only one parish for each parish priest, and only one parish priest for each parish. He 
studies the two principles separately. 

Residence. This is the point which receives the fullest treatment, there being a full 
explanation not only of Tridentine but also of present day law. j 

The two final chapters are dedicated to the aplication of the “Missa pro Propulo”, the 
administration of the Sacraments and preaching, special attention being always paid to 
Tridentine and present-day law. i 
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